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INTRODUCCIÓN 

lisp<']os 

!lacia la media tarde del 6 de septiembre de 2000, el Dr. Raúl Ramos Tercero, subsecretario 

de la entonces Secretarla de Comercio y Fomento Industrial, decidió quitarse la vida 

mediante el poco aséptico método de ocasionarse lesiones cortantes en su cuerpo. Durante 

las semanas prc'Cedcntes, el escándalo y el desprestigio en los medios de comunicación 

inundaron la vida del funcionario público y la colmaron hasta sentir la necesidad de tomar 

la fatal dc'Cisión. En uno de sus mensajes póstumos, Ramos Tercero se dirigió al director 

del periódico Reforma para reclamar: 

" ... hoy todos están sujetos al mi' duro escrutinio, escrutinio (sic), ademas, muchas 
veces injusto. ¡,Y, en cambio, ustedes, su periódico? ¿Ante quién responden? 
¡,Cuándo pagan si, como hace algunos dias, public:m una noticia patentemente falsa, 
como fue la de que el Rcnavc inscribia vehiculos sin control, cuando la menor 
atención a los documentos presentados al Renave pcnniten saber que se trataba de 
una 'solicitud' simple y sencilla'! Ciertamente al dla siguiente publicaron una nueva 
nota, contradictoria con la del dia anterior. ¿Pero el <laño que me hicieron a mi, al 
pals, a las instituciones? ¿Cuando lo van a pagar? ¿Ante quién responden ustedes?"' 

En los dias subsecuentes, numerosas cartas fueron dirigida al diario en cuestión 

uniéndose al sentir expresado por Ramos Tercero. Ante ello, el propio medio encontró su 

mejor respuesta en lo que su director editorial adjunto, René Delgado, expresó de la 

siguiente manera: 

"No se puede renunciar a la tarea <le infonnar por lo que la información pueda 
causar. No se puede apelar al silencio en aras del confort de dejar las cosas como 
están. Años estuvo la prensa sin cumplir con su función principal y, ahora, que la 
asume --no sin errores--, no se puede pretender romper los espejos. Es absurdo 
Cr<'Cr que asi se acaba el problen1a_ Es ilógico pensar que si los asuntos del interés 
nacional no aparecen reflejados, no existen." 2 

1 l..u nu1n·11 pOt.tw1w dt IUm.15 Terctro t.e puhhcaron pofuunYnlc rn U prms.a nactoml C'I I de 
U'pllembrt del 2000. La qur aqui lo( 11amcnbc ("itc1almrnk'. ruc tomad.I dtl rJC'Stl'lar Je La JoruJ,a 
concsrondacnlc a n.a fecha 

1 
D11 G-'IX>, Rmt. Cr11,/wud11 ~ /ttfiJ1""'4J<'°1t, m Rtfamtw, ~· Ktctón.. C'Jtnt'lu dtl 9 de lq)lianhtc 



llabra que pregunlarse de qué clase de espejos se esla hablando, si eslán pulidos o 

no, sin son cónca\'os o com·cxos. 

l're11sa )' l'odrr e11 All\'ico 

Enrique Krauzc afim1aba en 1984 que: 

" ... nuestros diarios son menos profesionales, menos objclivos, menos críticos y, en 
lénninos rcla1ivos, menos leidos que los diarios de fin de siglo aunque, eso si, 
mucho más aburridos''. 1 

No sólo se lrataba de la amarga expresión de un malestar, sino larnbién era la 

descripción perfecta del lristc papel desempeñado por la prensa en el sistema politico 

mexicano que prevaleció durante la mayor parte del siglo pasado. Coslo Vi llegas lo definió 

asi: "es una prensa libre que no usa su libertad".' 

Fálima Femándcl Christlieb ha distinguido a la prensa del siglo XIX respecto a la del 

siglo siguicnlc: en el primer caso, la btisqueda de un modelo de organización política para el 

pais invocó el desarrollo de un periodismo panitluta, en las paginas de los di,·crsos diarios 

encontramos prt'tlominanlemcnlc discursos politicos, crónicas parlamentarias, ataques a la 

oposición, pro)~-ctos de nación y en un porct'lltajc reducido, anuncios publicitarios, noticias 

extranjeras e infonnación con fines de entrctenimicnlo.~ Con la consolidación de un sistema 

estatal co~10rativista, producto de la Rel'olución Mexicana y su posterior institucionalización, 

se cxlingue la búsqueda que carac1cri1ó al pcriodisrn-0 en el siglo anterior y lo conduce a un 

ejercicio de tipo ofic111/is111 en la mayor parte del siglo XX: las paginas de los diarios contiCllC!l 

infonnación oficial holetinada, numerosos anuncios publicilarios, artículos de entrctenimicnlo, 

cables procc:dcnles de agencia.< nlr.mjcras )'sólo como cxcqx:ión, crilicas y sugerencias a los 

pro)~-Clos de nación. 

del 2000, pig 14A 
'KRAU/I, Enr1~UC', l'or wna l.kfftocr11n4 JUt AJ¡c"tnm, rn Vwdla 86, tJ~ concspond1mtc a mero dt 

l 9S4, MCuco, pig 6 
'Cl~du ror Kk.o\U/E, Elu1~, /bidc"M, pág. 11. 
1 Cfr. flRNANIM/ OIRISllllJI, Fituna. /.01 MtdlOJ J. Drfo.J;;,,, Mamd nt Mhxo, luan Pablos r..i.., 

Méuco, 19S2. 



Fue hasta el periodo de Carlos Salinas de Gortari cuando se puso de relieve la crisis 

del modelo de connivencia entre prensa y gobierno. Por un lado, el gobierno comen1.ó a 

deslindarse de los medios, mientras que por otro, la apertura económica implicó 

competencia, innovación tecnológica y fluidez informativa, elementos respecto a los cuales 

no estaban muy familiari1.ados las empresas periodísticas. Desde entonces la prensa 

nacional ha vivido exigencias cuyas respuestas han dejado mucho que desear. 

Con la elección del 2000 y la llegada al poder de lo que por a11os se concibió como 

opruició11 política, cabe preguntarse si la prensa está a la altura de las aspiraciones 

democráticas. Desafortunadamente la respuesta siempre es "no". 

J.ey Jltorda:a 

Al margen de sus muy particulares circunstancias, es claro que Ramos Tercero vivió en 

camc propia lo que muchos mexicanos --personajes públicos o no- han sufrido, o peor 

aún, pueden llegar a sufrir en algún momento: la impotencia ante la impunidad periodística. 

Eso por no hablar del otro sector afectado: el público, lectores, televidentes o 

radioescuchas. 

Debemos tener presente que desde principio de los allos ochenta surgieron voces 

reclamando una regulación en materia de medios y derecho a la infom13Ción, incluyendo 

algunas iniciativas en ese sentido. Actualmente, los cambios en el entorno político mexicano 

necesariamente tocan los modos de hacer periodismo, lo que obliga a revisar con seriedad 

algunos aspectos de la relación de los periodistas con la socicdid y el gobierno.• 

En ese orden de ideas, destaca el intento del 22 de abril de 1997, en el que los 

grupos parlamentarios de los partidos Acción Nacional, de la Re>·olución Democrática y 

del Trabajo, en la LVI Legislatura de la Cámara de Diputados, presentaron un proyecto de 

' En rfrc10. lt'Ctt'ntcnrntc, la prichc~ dd rcnodts.mo tn MéJ.Ko ha rrvclado innwnenbln conf1ictot de 
su gtnnm con C'I goh1nno )' la t.OCttlbd Para un 1ccuien10 de ello, cfr TkI.Xl DELARBf1 R.aW. t'olwr a lo1 
AtttlioJ, dt la Critica a la ÉtmJ, Cal y Arrn.1, Mtuco, O f., 1997. 



iniciativa de Ley Federal de Comunicación Social, que prclendla reglamentar los artlculos 

6" y 7" de la CPEUM y abrogar la Ley de hnprenla. Subrayamos, el propósito era 

reglame/l/ar y no 1110</ifimr dichos preceptos constitucionales. 

Sin embargo, en la ciudad de México se desaló un frente común de los periódicos 

publicados a nivel nacional en conjunto con las cadenas de televisión para protestar por esta 

iniciativa de ley, a la que bautizaron corno ley mordaza. El llera/do, en su encabc1.ado 

principal denunció: "Pretenden los diputados controlar los medios". El Sol de México y ú1 

/'rema en sus cintillos alertaron: "Pretenden diputados el terrorismo informativo" y 

"Quieren diputados censurar )' quitar concesiones a medios de comunicación". Excél!ior 

anunció lambii:n en su primera plana: '"'Impondría 'mordazas' la iniciativa que impulsa AN 

y PRD", en tanto que 01Y1ci011<'.t: "Diputados de AN proponen Ley Mordv.a". Por 

supuesto, nadie se tornó la molestia de leer la iniciativa ni mucho menos de hacerle 

observaciones. Qu<,ló atrapada en el marasmo legislativo y la indolencia política. 

Tal parece que en esta ¡uc111/o-dism.sió11 se está haciendo de lado dos consideraciones 

irreductibles: primero, el periodismo cumple un papel crucial en la construcción y vivencia de 

una nación democrática; y segundo, lambi<'n se trata de una profesión CU)'> ejercicio requiere 

competencia y responsabilidad. AbundL~nos un poco sobre el contenido de esta actividad. 

El l'~riodi!lt110 

¡,Qué es el periodismo? Carlos Scplién respondió a esta pregunta diciendo que se trataba de 

ww técnica dt• ,~.tprr.sar co11 rt1:11/aridad pt~riÓ(/ica hechos humanos o idtas.1 Una 

dcfinici<ln tan escueta nos obliga a precisar los rasgos principales que, a juicio de Otto 

Groth,1 caracterinn al instrumento que da sustancia a c<ta profesión, es decir, el periódico 

' SI Ptl[N GAJtCIA, Carlos, f:l Qwrltacrr Jr/ Pmoduta, Obra Arr10Jó¡iea, f..dKioneti Pmodiuno y 
Con'llnic~c1ón. Mh1co, 1979, p.ig. JO . 

• H ('l(nllOUC'nto Je C'SIC' IU10f C'1 prrsrntado por fUtSÁNDf.Z OIL MORAi"' Jav>rr, F.snvE R.AMJ~ 
~·ranc1Ko, Furtda1"~ttlM J~ ÜJ /efc>trnat1c.Ut P(ntJfÍUti<a Elp«iali:aJa, f..d1torul Si.nln1s, Madnd, 1996, plp. 
129 a 136, y füNITO, Ánt:<L La l••..-.<ión J< la Achull1daJ. Tknu:1u. Uio1 ,. A,..,,,, oh la I~. 
Fondo de CUitura Económica, Madrid. t9'15, p.igs. 111 a t•o. 
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-ya sea en el papel o por ondas de radio o lele•·isión-, y que son: periodicidad, 

uni\'ersalidad, ac1ualidad y difusión. 

J.0.1 /'erlodista.1 como Sujetos Je /u /./JI' 

Jurldicamenle, la LDI' es una especie del derecho u la infor111ació11, que a su vez es la 

refom1ulación aclual de la.• libertades lradicionales de expresión y prensa. José Maria 

Desanles considera que de !odas las facuhades inherenles al derecho a la infonnación, la de 

difusión es la m:is dificil de realizar, !oda \'eZ que solamcnle puede ejercerse en senlido 

posili\'o. Nadie diseulc el derecho a no difundir.• Sin embargo, es imposible que cada 

ciudadano lenga la posibilidad de ir m:is allá de la simple expresión de su pensamienlo y lo 

lle\'e a los dem:is, cuando mucho podrá ponerlo en conocimienlo a los que le rodean. Por 

esa razón, exisle la confusión de que los lilularcs d~ csla facullad son exclusivamenle los 

medios de infonnación y sus profesionales. 

En cfcclo, se lrala de un derecho cuya lilularidad concsponde sin lugar a dudas a 

lodos y cada uno de los indi\'iduos: diariamenle se praclica en las calles, los silios de 

reunión o a lra\'és de la.• expresiones artlslicas. Sin embargo, ha sido prelensión deliberada 

que en csle lrahajo se enfoque cxclusivamenle al gremio pcriodls1ico. 

/.as /lipÓl<»is Jr r11t Trabajo 

¡,l.i:1· Morda:a o mera rcglamcnlación de prcceplos conslilucionales'/ Esla es la prcgunla 

que nos inciló a la im«'Sligación y redacción de cslas páginas. Sabemos de anlemano que el 

dehale sobre una legislación que rcglamenlc los artículos 6" y 7" cons1i1ucionalcs ha sido 

práclicamcnle incxislenle y se ha perdido en el milo de imponer rran.u a la LDI'. 

Nueslras hipólcsis a dcmosirar wn simples: 

'lltSAs11s GllANllk, Jos< Maria, IA /efo,.....nO. """"Dn-t</io, Editora Naciona~ Madrid, 1974, p.ig. 
87. 



Primero: Como casi todos los derechos fundamentales, la LDP no es absoluta, sino 

que admite restricciones. 

Segundo: Las tan temidas tmhas o restricciones no son novedad alguna, existen 

desde hace 85 años en nuestro régimen jurfdico. Es decir, no pueden establecerse mayores 

restricciones que las contempladas en la CPEUM, leida conjunta y armónicamente con los 

Tratados Internacionales. 

Tercero: La legislación que desarrolla dichas restricciones tampoco es nueva. Esta 

circunstancia aunada a la imprecisión la hacen muchas l'eccs inconveniente no sólo para los 

periodistas sino para la sociedad en general. 

Cuarto: Urge una revisión del marco legal rclatil'o a las restricciones a la LDP. 

Ciertamente, a lo largo de estas páginas subyace el propósito de alentar la reforma 

legislativa, aunque advcr1imos de antemano que nos limitamos al análisis critico de la 

situación existente. Creemos que uno de los aspectos m:ls polemicos respecto a la 

reglamentación de la infonnación en México de\•iene de la confusión sobre su alcance 

respecto a las restricciones. 

Nuestro análisis critico se divide en dos grandes porciones. En la primera, referida a su 

base teórica, se compone de los Capítulos Primero y Segundo, en los cuales se abordan los 

conceptos de derecho f11ndamcntal y sus restricciones, asi como el de derecho a la 

i11formació11 y su especie, la LDP, rcspcctivrunente. 

La segunda mitad lo constituye el análisis de las restricciones a la LDP en México, 

para lo cual, en el Capitulo Tercero nos abocamos al wlisis de su p.>rtc general, es decir, 

consideraciones preliminares aplicables a todas ellas en común, lo que nos conduce a su 



parte especial en el Capitulo Cuarto, que consiste en el análisis particular y el de su 

desarrollo en la nonnatividad secundaria y en algunos casos reglamentaria. 

Una rnonograíla como la que se ofrece qui1.á dé luz sobre un ámbito en el que la 

dcsinfom1ación ha primado. Algún dla --que ojalá y no sea muy lejano- podría servir 

como referente para la tan anhelada y convcnicnlc actualización legislativa. 

México, Distrito Federal, febrero de 2002. 
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CAPÍTULO PRIMERO 

LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 

\' SUS RESTRICCIONES 



Nuestro sistema jurídico protege la práctica del periodismo atribuyéndole la calidad de 

derecho f11111/11111t'11tal. En este capUulo nos dcdicmcmos a esbozar el marco teórico aplicable a 

estos derechos de acuerdo al siguiente programa: su concepto (1), estructura (11), la relación 

que guardan con los derechos subjclil'os (111), sus restricciones (IV) y la concreción en el 

orden jurídico mexicano (V). 

l. CONCF:l'IU m: m:Rt:CllOS FUNDAl\U:NT Al.t:s 

L1 fonnulación a un conccplo de derechos fundamentales requiere una aproximación 

preliminar. De ese modo, a continuación nos referiremos a su fundamentación (1.1), 

lenninologfa usual (1.2) y concepto (1.3). 

1.1.- Fundamentación 

llay un plur.ilismo de denominaciones respecto a lo que hen1os decidido llamar derechas 

fimclamc111alt·s. Así, entre otros, están las e'.\ presiones ducchos na1uro/e..r, derechos humanos 

o dl'I lwmbn', dcn·clros piiblicos sulyetims o ¡:amntia.s indil'idualcs. Ello es solamente una 

mucs1r.1 de la problemática inherente a esclarecer un modo de concebirlos: "se encierran en 

esa.< simples palahr.is significados distintos, apoyados en fundamentos ideológicos y 

filosóficos 1amhién di fcrcnles". 1º 

Pensamos junio con numerosos autores, que es insoslayable el lema de la 

fundamentación de los derechos fundamcnlales, 11 dado que no es posible scp3rar el aspecto 

teórico del pr.iclico. faa prohlcm.ilica se asienta básicamcnlc en la polémica entre 

iusnaluralismo y positivismo, de la que se desprenden, a su vc1, numerosas posturas. 11 

11 PI ··1.s0 llAkHA, Grcgm10, l>cui:hos runJJnrnuks. 1 Troría Gmaal. GmdWll de Pubhcacionn, 
~bdnd, 197), r•~ ~) 

11 Sr¡;Un tu1i Pn<"lo S1nchh "'íund.tmrnu.r a 1un1flca1 wu c1au wuruc.on. norma o dcclt.tón juridaa 
1uponc aport.u raiunn en í11n1f de &u 1rcor'IO("murnto ro< (\111C Jtl l>trtcho po&thm; razonc1 que no puc:dcn 
srr o, al nrnos, no put'drn "'' r11nc11'1lmcn1c de inJole JwiJK&. pun d OtttdtíJ. ar.in cuando mstahce 
\'alorcs muulc:,, se nos prtitnla como un /1u1i1111 )' 1.u nruJ10 un t.ó&o no1 mforma acnca de k> ptolubido. 
orJtNJo o J"C'TnuhJo, ptro no dt 101. momos que: ~cm pbusab&c ~ ws prncnpcioncs"'. PIJETO 
S~'Cltl~. l.uu., LJtu4/uJJ Jobr<" IXrrcltoJ f"i.mdiJ"'t'N14/c-J, lJitNtt, Madnd. 1990, pág. 17. 

a: Pccri-11.arN smtthr1 d11:hi polinuca dt lJ 51gu1tnte manera: "'el problmu ccmllte en ,¡ d Dnccho es 
nc1usi,·1mcnlt d Dcrtcho pm.nn"t'I, n de-cu, ti en.Jo px ti boolltt (ronctóa poutivuta), o cilitas aonnu 
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Reconocemos de antemano que este problema es extenso y rebasa nuestras 

pretensiones. Sin embargo, ello no impide asumir un punto de vista y siguiendo a Rodolfo 

Vida! Gómc7. Alcal:i, consideramos que una teoría de los derechos fundamentales debe: 

1. Partir del hombre real, no del ideal, ni de una parte de él o de una concepción acerca 

deél. 

2. Considerar al hombre en comunidad y no como un ser aislado, incorporando su 

historia. 

3. Considerar a los derechos fundamentales como creaciones humanas conscientes y 

deliberadas con base en su utilidad. 

4. Concebir dctr:is de estos derechos principios morales, que también son creaciones 

concretas del hombre, que se fomtularian con ha...: en el consenso de todos los 

hombres (o presumir tal acuerdo), a partir de su diálogo rawnado y verificable. 

5. Concluir que estos derechos son anificiales, y son variables en cuanto a su 

existencia y contenido y pa.ra su fomiulación no solan1cntc se debe considerar al 

hombre, sino a toda la comunidad en la que se encuentra.' 1 

1.2.· l'recl•lon"' Ttrmlnológku 

Ahora bien, como lo hemos eslxllado, de la fundantcntación deriva la terminologla utilizada 

parn denominar a los derechos fundamentales. Veamos algunas expresiones utilizadas.,. 

El primer ténnino que apareció en la literatura política fue el de clcrechos na/Mra/es, 

derivado de la teoría iusnaturalista, haciendo inmediata rcíerencia a esta postura. según la cual, 

esos derechos existen en si, inherentes al hombre, no son creados arbitrariamente ni tampoco 

por la voluntad legislativa, la que imicamcnte puede reconocerlos, y la autoridad política 

JUlidu;.u IJl1ft'rl0ft'J . .JI mm110 llt'"l,p.1 pu1110 dt' r1jNr""" rau Ne' DtrtdlO ro\111\-0 'Y \ihdu tomo tal 
l>crr-,ho lr<mción 1u~rutuulnu)"' (C'I tnf1m '' del autor) llll'IS·BARllA, Grtgono, DnrcltoJ 
Fun.lantrnl11h·1, / Tn,,Í11 Cit·nrMI. Op Cll, J'igi ~l-H 

11 \'llJAI (i()\tl.l AICAL-\. RoJolfo, /..a U,· t"VJtt(J iJ,,.llt' J" /oJ IHr«JwJJ F11tk{Jmrntalci. Porni.a. Méuco 
t997, r-\g 6t 

11 El anJ.lm\ de la ltmunologia utd11.ada rara dmonunar • kJS cktcchos funJ¿rnmtaks es k>mlda de 
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respelarlos. Sin embargo, esa referencia expresa a su origen in\'alida el uso de esla expresión, 

anie la falla de consenso sobre su adopción. 

Un segundo lénnino lo es el de tfcrcc!ros /111ma11os, la que lal \'CZ sea la acepción mis 

di fundida. El origen de eslc \'OCablo se remonla a la Declaración Francesa de los Derechos del 

l lombrc y del Ciudadano de 1789 y se ha exlcndido a los inslrumenlos inlcmacionales sobre la 

malcria. Sin embargo su emploo no es muy preciso, ya que no exisle un derecho que no sea 

propiamenle del hombre, pucsio que lodo él es produclo del mismo, aparte de que no nos da 

un mecanismo seleccionador de cuáles derechos deber.in considcrar.;e como del hombre, ni 

nos dice nada sobre la preeminencia o no de cierta calegoria de derechos.11 

Una lercera expresión u1iliz;ida es la de lihertmlt·s p1íbliciLf, que deriva de la doclrina 

francesa de cone iusnaluralisla y liberal del siglo XIX, dejando ya el plano élico o moral que 

comprendian los olros dos 11:nninos, nos refiere a derechos subjeli\'os incorporados en la 

nonna básica li111dan1enlal de un Eslado. Esla acepción, sin embargo, indica que se lralan 

linicarnenle de dm-chos de libertad, lo cual en la aclualidad no es del lodo correclo, pues 

lambién exislen derechos derivados del principio de i¡,=ldad, o prolcgen más que al indi\'iduo 

a un grupo de ellos. a.•I como su cullura y su lcn¡,'Ua, ele.16 

Un cuano lcrrnino, correlalivo con el anlcrior dcnlro de la doclrina alemana del siglo 

XIX, es el de da<'Clws poihlrcm subjt'lllYJ.<, donde se hace referencia a la supucsla naluralcza 

\'111A1. (ió\tl/ All"AL\, Rodolfo, Op e,,, p.igs 2 y H 

" Antonio E l1C1rz l.uz\o luct un.a fl.lr11Cubnr.1nón inlC'r~nl<' al oponer d wo dd 1tmuno drrrcltoJ 
h1,mJ'IOJ a.1 Jr ilat"lh1lJ /un1/Jtr1C'ntJ/n Afunu que lm, pnnrros .. ,,Unan 1 ¡u 11gruÍK1ctón Jncnpt1va ck 
aqucllm Je1rchm y l1llc1udcs. 1n:onoc1J.n en tu J<.c:Wac1oncs y COO\TRJOl mtcrNCtonaln, UN connotación 
p1('~rlpl1\ a. o Jcm11ul1)¡::1c1, al a~rcar Lunh1fn aqutllA' uigmcw mb radKalm:'ntc nnculldas al 11mtm de 
ncl·('sufaJrs hunun.u. ) que dt'l>1c-nJ11 M!'I obJrto Jr pouhuc.00 no lo han "do. Los lkt«hos funtbmmtaln 
fKl\C('n un 11rnt1do mh r1c-cno » C'\UKhl, )"I qur un Mllo de\cnben rl conjunto de dcrrcho' y labn1ldH 
JuriJ1c,¡ r tn\llluc1orulrncnlc 1t"conoc1Jus » g.aranlll~ por ti lkn:cho f'O\lll\'O Se lnll 11~. px tanlO, 
Je Jcr('Chos tld11111t;i1los CSpJClal )' lt'll',lOflilmC"nlC', cuya dcnommanón rnrondt a JU carácter bd.Jíco O 
fu,11f.mwit.Jdm del \l\lt"m.a JUtid1..:o poht1rn dd EJuJo dt l>nttho" (el é'nfun n dd 1u1or) rt lll/ Ll.IÑO, 
Anllmio, /.m /)1·1c1 >w1 FunJ11mt'nt11ft'J. T«·not., Madnd. 1988, pág. '47. 

•• Al 1('1.~lo P('tr/ 1 uño S-OlhC'OC' qut la noción de dtrrdos fandaM('ftlalt's sutlc confund1n.c coa la de 
/¡/.._.,,,,1frJ rUMic11J '"Al 1¡;wl que lot. Jcrrcbcn fund.amentaln, lu hbcrudcl pUbltca1 aluden a fxuhadn y 
s1tu.;1cionc1 'uh1c1n.a\ rccorMX1d.l1 por rl ordcrunumto JWkhco; ambas c11cgori.1.1px11.nlO, !l.C' ~ m b 
c\Íer.1 de l.1 pout1\ 1J.id San cmh.ugo, nucnun lu hbnu.Jei plbhcH se rdil"f'Ctl a los dcttehot. nd.::10D1k1. 
Je s1~no mdu 1du¡l )' l1C'ntn como fouhd1J pno11t.an1 ~I gannfl.ur LH nfctai de aDIOclofniJ: wbJ(tiva. loa 
dertl:hot. (unJ.amc:nUk\. UmC'n un \lgmf11:.00 n\l\ an.,.bo y e~ JUnlO a bs labcrtadn tradacllOftlln. 
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jurídica del derecho y a que los mismos se cjcrcilan en una comunidad jurídicantente 

organizada y cnlran en colisión con un Es1ado. Sin embargo. no todos los derechos 

fundamentales son auténlicos dcrL'Chos subje1ivos en el senlido estríclo de la palabra, ya que la 

obligación que sujcla al Es1ado no siempre esla preestablecida y ret1uicre, para que na7.ea el 

derecho subjelivo, a que un acto poslcrior del Esta<lo dctennine cspecificamenle estos 

derechos. 

En quinlo lugar, exisle el tém1ino ¡:ara11tícu que, a diferencia del resto del mundo, es 

ulili1;ido con mucha frecuencia por la jurisprudmcia y la doctrina jurídica mexicana. 11 Aqul 

la expresión se aleja de la concepción iusnaluralisla para enlrar a una aparente postura 

positivisla. De acuerdo a ello, la incorporación a una declaración consliluyc, en cierto modo, 

una garanlia. Empero, el significado de este 1ém1ino se ha desplazado, en el uso moderno, 

par.t indicar los mctlios e instrumentos, particulanncnte de naturale1.a procesal, para la 

prolccción de los derechos fundamentales, dado que "lo imponante ahora no es tanto su 

proclamación, como su vigencia rcal''. 11 Asi pues, en el uso de este h!nnino se pone mayor 

cnfil,is en el instrummto para la salvaguarda de valores humanos, que en el contenido y 

caractcr de lo establecido en la propia garantía, lo que no es del todo afonunado, puesto que no 

puede confundirse derechos o principios morales o jurídicos con los instrumentos que los 

hacen aplicables. Mi< adelante se harán lilS pn.'Cisioncs rorrcspondicnlcs con relación al orden 

jurídico mcxicano. 1 ~ 

Por último, llegamos al concepto de <f<'rccho fundatm•ntal, con el que se hace 

referencia al conjunto de derechos que son imprcscirY;iblcs al hombre p;ira su desarrollo y para 

un auténtico Estado dcmocr.itico de D1:rc'Chl Aqui se elimina cualquier connotación 

iusnaturnlista y t11 cambio se pone énfasis en cierta cat~'Oria de derechos que por el contenido 

lo\ 11unm. dc1rcho' de nrícln t'Conónuco, s.ocul )" cuhw"lll°' /J<-M 
11 Sin tmhargo, corn.i afirma ht. hc'lto, 0UC1b1 U1Jic1ón comtllucKm.al dd 11¡;ln p.audo ngulÓ b ;&a de 

que los llcr«hot. 1kl homhrc um JnC"Chot. Nlutal~. 1n1n101n y supcnorc1o al buJo, d cual 10larnen1r los 
rt·.:vnocf' y garantu.a Sólo uno1 tu.tnllllo 10101 de nuet.Ua lu\lona con\lltuoon.11 Nn dcn1.1mm.1d.1 t&Jran1ia1 
1n1fmdu1Jlt"1 a La tkcltrai;tón tk 101 OOIC'('hol P1o)'t'tlo dt ComhtuclÓn de 11 OY)'Oli.a. 110. ütahlto 

Org.inx;o Pmniional de la Rt¡YJhhn Mu.Klnl, lS56. EsUtulO Pronuonal t.kl llll1Crkl Mtlk"ano. 1865. 
CPElJM, 1917. h'( Fil KRO, llktor, ((11•tt·111a110 al ArtiCM/o 1•dt" la Cl'EVM, C11 C,1rut11<KW.. Politi<a dt /os 

E.st1Jd11s Un1Jm .\ltuca1101 Co,,.tntaJa, POCl'U.I t llJ·UNA.\t, Tomo 1, MCuro, 1999, pág 2. 
11 /hiJrm. p.lg. J 
11 l'1J rnfra rn ntc mi.uno Capitulo, V .1.1. )' \' .1 2 
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valornlivo y el nivel jerárquico que le auibuye el legislador, se le debe dar un tralamicnto 

especial.'º 

1.3.- Concrillo ele nrrccho f'11nJan1t'ntal 

Nuestros inlcnlos por dclimilar lemas como la fundamentación y la lcnninologfa inherente a 

los derechos fundamcnlales han allanado el camino para delinear una noción de dcrocho 

fundamental. Al cfeclo, inicialmente haremos algunas consideraciones previas (1.3.1 ), y luego 

mencionaremos dos puntos de vista dcscollames sobre el tema (1.3.2). 

1.3.1.- Consideraciones Prnl11 

Junio con Priclo Sanchls asumimos la convicción de que "la concreción mh adecuada 

del conccplo de derechos humanos sera aquella que en cada momento mejor satisfaga los 

valores morales que están dc1nls de ese conccplo. Desde luego, cuál sea esa concepción se 

presta a cuanlas discusiones se quiera, pero los riesgos de que resulte :ubitraria o de que 

distorsione el concepto de derechos humanos no parecen mayores que los que COITC la 

aplicación de la Constitución por panc del juez llércules; mejor dicho, cabe pensar que sean 

algo menores si la misma se efectúa, no desde el solipsismo del sujeto moral, sino en ese 

proceso comunicali\'O que es el debalc dcmocr:itico; a ser posible, no el pobrisimo debate que 

ofrecen las democracias contempor.ineas, sino aquel que pueda merecer el calificativo de 

succ<lanco del razonamiento moral"." 

Ahora bien, creernos que estos derechos son los que "cada dc:n:cho positivo asigna 

voluntariamcnle al hombre, según su criterio discrecional''. Sin embargo, "las definiciones de 

derechos humanos, )' la aplicación que de ellas se haga a dctennin:idos dcrochos para 

subsumirlos o dejarlos fucra de la calegoria. no debe marginar a los actualmente roconocidos 

como derechos económicos y sociales -y 1an1bién cullurales- que han hallado cabida en el 

!'O Ad\C"lttn'kl• que no ®'U.nlC' llUC'1111 i:>.:hnaoón pof 11 t•pt'ntón JtrtcltOJ .fpda-.n14'n. dil'CftOI 
au101e' ullht.an 1lgun1 de lu dC'i.cot.J.' tn ole apuudo PuA ¡u&nbr flddti.bd con clQ. ta ocasíoss 
atc~en:roo\ a Ju;-hl tcmunolo;ia 

• PK11:10SANC1ttS,l.uu.,0p cu.ras 92. 
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constitucionalismo social y en los tralados internacionales, debiendo procurar.;e que ingresen 

lambién los que van pcrge~ándosc ahora como derechos de la tercera gcncración".12 

1.3.2.- Dos l'ualos de \'bta 

Así pues, para proporcionar un panorama complclo sobre esle lema, reíerircmos las 

posluras de Gregorio Peces· Barba Martinc7. (1.3.2. I) y Robcrt Alcxy (1.3.2.2). 

/,J,], /,-Opinión dr Grrgor/o /'rrt"s·Btlrba 

Este aulor concibe los derechos fundamcnlales desde una pcr.;pc'Ctiva dualista, como la 

sinlcsis de la filosofia de tales derechos, es decir, de los valores al sc"·icio de la persona 

humana, con el derecho de los dcrt'Chos íundamcnlalcs, que se refiere a la inserción de esos 

valores en nonna.• juridico·posilivas. Con ello elude incurrir en un cníoque positivista, para el 

cual la positivación de los dcrcrhos fundamentales no tiene un mero car.lctcr declarati\'O del 

reconocimicnlo de unos derL'Chos o valores previos, sino constitulivo, es decir, que se trala de 

dar vida en el onlcn:unicnlo juridico eslatal a unas nom1as que regul:u1 situaciones subjetivas, 

con independencia de su contenido material y sin hacer remisión a fuentes legitimadoras 

ajenas al propio onkn juridico posili\'0.11 

De ese modo, los dcrcrhos subjetivos fundarncnlllles (conjunción de la filosofia de los 

derechos humanos con su plasmación en un dercrho positivo vigente), son definidos como 

"íacultad que la norma alrihuye de prolcrción a la persona en lo rckrenlc a su vida, a su 

libertad, a la igualdad, a su participación política o social, o a cualquier otro aspecto 

íundamcnlal que aÍL'Cle a su desarrollo intc-gral como persona. en una comunidad de hombres 

libres, exigiendo el rcspclo de l<•s dcn1.is hombres, de los grupos sociales y del Estado, y con 

posibilidad de poner en marcha el aparato coactirn del EstaJo en caso de iníracción".1' 

11 lllOAkl CAMPOS, GC"rmin J , ft"(lljJ G<n<rol J, los Dtr«ltoi llu111Jn01, IU·UNAM, MhK"Q. 199J, 
p.ig• 230 y lll. 

H Cfr. PKL~·U"a.UA, GrC'gono, 0..Y«lu.u FwnJatMtalaln. I TnttÜI G,.,,nal, Op C11, pigt. SJ y u 
'' /hiJem, p.lg. 9). 
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Cuando los derechos fundamentales están recogidos en un ordenamiento positivo o al 

menos pane de ellos, adoptan la fonna de derechos subjetivos, conviniéndose en derecho 

positivo vigente en un pals dctcm1inado, siempre que: 

l. Una nonna jurídica positiva los reconozca (nom1almcnle con rango constitucional). 

2. De dicha nonna derive la posibilidad para los sujetos de derecho de atribuirse como 

facultad, es decir, dcrc-cho suhjctirn, ese derecho fundamental. 

3. Lis infracciones de esa< nonnas, y por lo tanto el desconocimiento de los derechos 

subjetivos que derivan de ellas, legitime a los titulares ofendidos para pretender de 

los tribunales de justicia el rc'Stablccimiento de la situación y la protección del 

dcrc-cho subjetivo, utilizando si fuese necesario para ello el aparato coactivo del 

Estado-" 

Solamente ante ello se está en plenitud de un derecho fundamental. Sin embargo, el 

propio l'c-ccs·Barba prt-cisa que no todos los aspectos de la filosofia de los derechos humanos 

son susceptibles de ser a<imilados por catcgorias jurídicas de Derecho positivo, de fonnar 

pane de una nonna, y consiguientcmcille poder ser esgrimidos como derechos subjetivos. El 

derecho a la salud, la afinnación de la protección a los campesinos o a los hombres del mar, 

son solamente disposiciones progr.imáticas, directrices de actuación de los gobcmantes.'• 

1.3.2.2.- Opinión J~ Robrrt Alr.•y 

Para comprender el punto de \'Ísta de Alcxy resulta con\·cnicnle locar al!,'llJlOS 

conceptos que grJ\'itan en tomo a su conccix:ión: la distinción entre dcrrcho fundamental y 

"º"'"' de 1/m·clro fi111damc11111/ (l.J.2.2.a), el concepto sem3ntico de nonna (1.3.2.2.b), el 

concepto de nonna de derecho fundan1ental (1.3.2.2.c), y las nonnas adscriptas de derecho 

fundamental (1.3.2.2.d). 

"lbldrm, pig 89. 
,. lbid<m, pig. 95. 
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1.3.1.1.a.- Oarcho Punda1r,.ntal •"J. Norma dr Drudw F1111damtntal 

Alexy pane distinguiendo entre dcrrcho fimdamrtrtal y norma de derecho 

fi11u/111m·111a/. Así, "siempre 11uc alguien posee un derecho fundamental, existe una norma 

válida de derecho fundamental que le otorga este derecho"," pero no resulta válido lo 

contrario. Ello porque no tocio derecho fundamental otorga un derecho subjetivo. Así pues el 

concepto de norma de tlrrt•cho fimdamcn/a/ es más amplio que el de tlcrt•clw fi111dt1mr111a/, la 

primera presupone al segundo. 

l.J.1.1.b.- Concrplo Srmántico dr Norma 

Alcxy considera que el concepto de norma dr tlrrccho fi111da1111•111a/ comparte tocios los 

problemas básicos del concepto de normt1. l.1 enumeración de distintos conceptos de 

nonna.11 suscita cut~tioncs taks como la tic saber si dos nonnas son lógicamente compatibles, 

qué L-S lo que se sigue de una nom1a, cómo debe ser interpretada y aplicada, si es válida y a 

wccs. también si dcbcria de ser l':ilida cuando no lo cs. Para la resolución de tales 

intcnogantes. Alexy propone el concepto semántico de nonna.19 

El punto de partida de este modelo lo constituye la distinción entre norma y cmmciado 

11ormat11'<>, en el que la nom1a es el significado de un enunciado nom1atil'o. Por ejemplo, el 

enunciado nonnati\'o: 

(1) Ninb'IÍll alemán puede ser extraditado al e~tranjcro (An. 16, p:irrafo 2, frase 1 de la 
Ley Fundamental Alemana). 

:
1 

AIL\Y, Kobcn, Troria dt' /oJ /krt'fltaJ F1111dallft11ltJ/n, C~ntro Je EnuJ101 Corul1tucK>C11ln, M1dJid, 
19'>~. r.l& 47 

· Alny dcu~c11lgun.a1 noctoflt:'S Je nomu· {1} .rotado de un ac10 con el qur se orden.a, prohibe o p:mult 
y c-sp«aahnrn1c- K 1u1otiu una conJLK"U (11. Krbm), (u) u.na np«Uh\a dt c~lo 
t.:on1uf.tcoc.amrn1c ntab1hud.s (N. l.uhrnum), (ui) un ln.,.rniu,·o o un nuklo de con"°'WNcato que o" 
tr.all/.aJo o. rn nw dt' su no rr.ali.t.1e1ón ltme C'OOW> consttucnCl.I un.a rracctón tt«ul (Th Getccr); (iv) uru 
<\rm1ón dc: ""' dc:«munad.o fonna(l. W16blez•Ü1); a(>)wu re¡I> >0<11t (11 LA 11111) ¡¡,¡,¡,..,pi¡ ~9. 

~ lfiidt''", Jlig S7 
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Dicha expresión conlicne la nonna: significa que eslá prohibida la extradición de 

ningim alemán al cxlrartjero. Es1a nom1a hubiera podido ser expresada u lra\'és de olros 

enunciados nonnali\'os como por ejemplo: 

( 1 ') Está prohibido cxlrndilar alemanes al exlranjero. 
(1 ")Los alemanes no pueden ser exlrndilados al exlranjero. 

O cslo mismo puede ser expresado a lra\'és de algún enunciado en olro idioma.l<l 

Asl pues, la nonna es el significado de un enunciado nonnalim. De alli que haya que 

buscar los criterios para idcnlifiear las nonna.• no al nivel de los enunciados nom1ativos sino al 

de ellas mismas, para lo cual rcsullan úliles las modalidades dcónticas del mandalo, la 

prohibición)' la pem1isión. Los enunciados que conlienen esL15 modalidades son rnunciadru 

1!t•ót11íros. 31 

Ahora hien. el conecp10 scmán1ico de nonna cxpueslo pcmtile desprender el de su 

validet. l la)' concepciones: (i) sociológicas de la validez de la nonna que la lucen reposar en 

el scnlimicnlo de su obligatoriedad, o en la allcmativa de la obediencia, o en la aplicación de 

sanciones en el caso de desobediencia; (ii) jurídicas, que sostienen la validez de una nonna 

hasada en una nonna de car-jclcr superior;)' (iii) élicas, que defienden la validez de una nonna 

a partir de un fundam<~rlo moral. El conccplo scmilllico de la norma no presupone ninguna de 

estas IL'<>rias ni tampoco las excluye, "pero cada una de ellas, para poder decir que algo es 

l'ilido liene que conlar con algo de lo cual pueda predicarse esto y, para ello, lo mAs adecuado 

es la nonna en el selllido del conccplo semántico de norma"." 

1.3.1.1.r.- Nonrta dr /Jtrrrho l'unda111r11tlll 

El conccplo de nonna de derecho fundarnenbl es definido haciendo referencia 1 

enunciados nonnali\'Os que son cstalui<los por una determinada autoridad: el constituyente. 

Es1os enunciados nonnali\'os son idenlrficados a tra,·és de criterios formales que toman en 

'° /hi1lem, !'>g 51. 
i
1 l.os C"nunnadru Jcónhcos M>n a11nu1.1ro wu cla~ de nw.mriadot nonnatnm. /bUk., r'I· Sl. 
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cuenta la fonna de positivación. Asl pues, "nonna.• de derecho fund:unental son aquellas que 

son expresadas a través de disposiciones iusfundamentalcs, y disposiciones iusfundamcntales 

son exclusivamente enunciados contenidos en el texto de la U:y Fuml:uncntal". "Normas de 

di•reclw fwulamrmal son las nonnas dircctarncnlc cxprcsada'i por estos enunciados" (el 

enfasis es de Alcxy).JJ 

De antemano Alexy reconoce que la definición anterior puede generar una doble 

problemática: primero, no todos los enunciados de la Ley Fundamental expresan normas de 

derecho fundamental, lo que presupone un criterio que pennita clasi liear los enunciados de la 

Ley Fundamental en aquéllos que expresan nom1as de derecho fundamental y aquellos que no, 

lo que resuelve atendiendo al criterio fonnal rclati\'O a su fomia de positivaeión. Segundo, a 

las nonnas de derecho fundamental no sólo pmeneccn aquéllas que son expresadas 

dirt'Ctamente por enunciados de la Ley Fundamenlal. Sobre esto último abundaremos en el 

siguiente apanado. 

1.3.2.2.J .• Norma• AdurittU dr Drrtdoo f'undamrnta/ 

La definición de nonna de dcm:ho fundamental apunta cicna estrechez, dado que la 

nonna estatuida din.-ctamente por el texto constitucional suele ser imprecisa. Su imprecisión 

es de naturalc1.ll doble: ahiena tanto scm:intica como cstrueturalmente. 

Es semánticamente ahicna debido a la imprccisión de las nom1as que contienen, y 

cslructuralmcnte porque del mandato no se infiere si una situación ha de ser creada por 

acciones del Estado o consiste en omisiones del mismo, y si la existencia o rcali1.ación de esta 

situación presupone o no derechos subjctivos.1' 

De esa manera, se concibe que las normas Je derecho fundamental puedan dividirse en 

dos grupos: (i) directamenle estatuidas por la Constitución y (ii) las nonnas de Jcm:ho 

fundamental a ellas adscritas 

'' lhMrm. pig. 59 
11 lbM'"'"· p.igs 62-M 
~ /bi<lrM, p.lgs 6 7 )' t.S 
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Las nonnas adscritas se hacen necesarias cuando la nomia expresada a través del texto 

constitucional debe ser aplicada a casos concretos. "Si no se supusiese este tipo de nonnas, no 

sería claro qué es lo que sobre la base del texto constitucional (es decir, de la nom1a 

directamente expresada por él), está ordenado, prohibido o pcnnitido. Este tipo de relación de 

las nonnas presentadas con el texto constitucional será llamada 'relación rle precisión'. A esta 

relación se agrega una segunda relación especial con el texto de la Constitución, es decir, con 

la nom1a direclamcnlc expresada por él... al suponer las nonna.• presentadas [se) parte del 

hecho de que hay que suponerlas ... Se trata. pUL'S, de una rrlación de fundamentación cnln: la 

nonna que hay que precisar y la prccisanlc. Estas dos relaciones justifican concebir como 

nonnas de derecho fundamental no sólo las nom1as que son expresadas dircclarnenlc a través 

de enunciados de la Constitución, sino también las nom1as del tipo presentado" (el énfasis es 

deAlcxy)H 

Se idcnli fica una nom1a adscrita y se considera derecho fundamental "si para su 

adscripción a una nonna de derecho fundamental estatuida directamente es posible dar una 

fumlamrntarión 11uf11mlamental c'O"CCf'1 ... 
16 

11. ESTRUCTURA DF. l.OS llt:Rt:CllOS t'UNllAl\IF.NTAl.FS 

Una vcl clarificado el concepto de derecho fundamental, se hace propicio delimitar algunos 

elementos relevantes en lomo a su confonnación. El tralamicnlo de cslc lema en nuestro pa1s 

es en cierto modo innovador y lo hacemos adscribi6idonos a un sector rclci;anle de la doctrina 

nacional que lo ve como una dolencia grave en la hcrmcneulica que practica nuestra 

jurisdicción constitucional. 

En efecto, Miguel Carbonell define el problema al sroalar que el juez constitucional 

mc.\icano ve a la interpretación del texto constitucional como la simple 1plicación neutral de 

u /bidrm, p.\gi, 69 y 70 
"' /hidrm, pág 71. fata con.udcractón Sft1'1n admalu que m nuhos C&iOS cune iaccruJuni:itt acaa de 

<u.iks nomus""' nomw Je dctt<bo lunJMnmlaL Al<1y """'°""al final dt su obra (fi'p. B) a ~S4) las baes 
dt l.i U~'Ulll<lll.tCIÓn iusfundml<lll.tl qo< aqui llliammlc hOI l11111wros a tnmCIOGal r<aJnlando qur J*' ello 
dtbm «m•idtru\C adcmb kK allcnos luro, ¡widJco y IOCK>lócico dt vahda dt W\I noma. 



una consecuencia lógica, una vez que dicho intérprete ponía en claro y sin problen1a alguno 

una premisa mayor y otra menor, lo que se ha denominado la tesis de la s"bsunción. Sin 

embargo, el constituciona/i.snro moderno cambia esa forma de intL'tprctación por la de la 

po11dcració11. De ese modo, se alinna que los textos constitucionales contienen principios; 

"wite la presencia de principios y valores constitucionales que entran en conílicto, la 

subsunción se revela como un método interpretativo absolutamente superado, y lo que se 

exige es la ponderación y la r.11.onabilidad, en la que ninguna de las nonnas en conflicto picnic 

su validez, sino que, a la luz del caso concreto, el juez constitucional pondera los bienes en 

tensión y trata de potenciar o maximi1.ar hasta donde sea razonable ambos, procurando nunca 

sacrificar totalmente uno de ellos (excepto, claro está, en casos limite)" (el énfasis es del 

autor).n 

Asl pues, la pctSp<Ctiva de la subsunción ha llevado a que en nuestro pals se haya 

omitido, salvo destacadas excepciones, el estudio de una dogmática de los derechos 

fundamentales en la que se aborden temas como los referidos a su estructura. Creemos que a 

pesar de su longevidad, nuestra Carta Magna puede interpre~ de acucnlo al postulado del 

consti111cio11ali.smo moderno ref<"lido por Carbonen y para ello, se hace necesario tomar 

prestado de la doctrina extranjera concqitos que ella misma ha tratado con acuciosidad. Es el 

caso de Robcrt Alcxy, quien sirviéndose de la jurisprudencia constitucional alemana, ha 

fommlado una ll'Oria de los derechos fundamentales que puede ayudamos a nuestro propósito. 

Por lo tanto, hemos dedicado dos apartados de este capitulo para mcncionar grouo 

mo.io i¡,'llal número de temas cruciales dentro de la dogmática planteada por Alcxy: la 

estructura de los derechos fundamentales y su relación con los derechos subjetivos. Por el 

momento haremos referencia al primero de ellos, dejando el tratamiento del segundo para el 

siguiente subcapitulo. 

" CARJK>SEIL. Migue~ ea ... ,....;., Refo<- C01Untvcional y f'...,n dd D<rttlio .... M<iico, IU­
UNAM y Porn\a. Mcuco, 2000, pigs. 2t0 y 211. Mis adclmlc C&1boncll ...tinyo la -1a 
importante de IO\tc paradigma. pucuo que ~ una "nucn tomidcnoóa '¡>OlillCa' de la labo< del ¡...., 
sobtc todo del JUCZ constitucional" (ti Cftlr«mO!lado n del IUIOf). Se ll'lta dc UD juez~ DO de 
un n.:ubo drcisor JuridKO. 
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L1 eslmclura de las nonnas de derecho fundamcnlal dehe concebirse a partir de la 

dislinción de dos conccplos elernenlales auihuiblcs a !oda nom1a: reglas y principios. Dicha 

dislinción "consliluyc la hase de la fundamenlación iusfundamcnlal y es una cla\'e para la 

soluciún de problemas ccnlrales de la dogmálica de los derechos fumlamenlales. Sin ella. no 

puc'Óc cxislir una lcoria adecuada de los limiles, ni una lcoria sa1isfac1oria de la colisión y 

lampoco una lcoria suficicnlc acerca del papel que juegan los derechos fundamenlalcs en el 

sistema juridico".n 

A conlinuaeión expondremos de manera sucinla en qué consislcn y cómo se dislingucn 

reglas y principios (11. I ), la manera en que se suscilan conílictos cnlre dichas nonnas y el 

modo tic solucionarlos (11.2), lo que nos llevará a enlender y explicar una propiedad básica de 

ellos, a saber, su diferenlc carácter prmw fáci1• (11.3), y por último, referirlos como ra1.0nes 

para la ohlención de algo en particular (11.4). 

11.1.- Rrglas y l'rlnrlplos 

Según Alcxy, las reglas y principios son nom1as entre las que existe una distinción cualitativa. 

"IÁlS principios son nonnas que ordenan que algo sea rcali1.ado en la mayor medida posible, 

tlcnlm de la.• posibilidades juridicas y reales existctllcs. l'or lo lanlo, los principios son 

11111111/a/os de oplimi:acicin, que eslán carac1cri1.ados por el hecho de que pueden ser cumplidos 

en 1lifcrcnle grado y que la medida debida Je su cumplimienio no sólo depende de sus 

posibilidades reales sino lan1hién Je las juridicas. El ámhilo de las posibilidades juridicas está 

1lc1cnninado por los principios y reglas opucslos.19 

11 /fticlt·wt, pig. SI. 
1t El Cn'fikO Jcl IC-muno C'/'t11111:1Joiuc ('lo lonuJo rrcstido dt' b honomiJ., Urt"'ifKamtnlc dd J'flnctpto 

tk C1pt1m1l1Jad lk \'1lfrrJo Putlo, muoJuc1Jo tn 1.U A11111Mtl J'Econo•Ut Polmqut (Paris. 1909) y que hl sido 
c\ruc-1.lo con po,lcnootltJ poi" dt\C'fWi 1Ultlf('5 en lflb.IJOi M>bre troda de (tl't'CIOS y rkcctón '°''.al. &le 
puni..·1p10 c1.li dn11ruJo a aphcant a la dnt11huc1ón de blron rnht coru.umidort1 o a modus de proJoccióa., y 
;1fimu qut un.t configuracat\n es óplmu (Umb1(n tnlrnd.J.a cttmo t'fic1.-111~) 'IC111-"C' que t.ea po&iblc 
camhwl.t Jt n-oJo que bc:ntfKIC' a algun.u pcnon.u (al nrno1 UN)''" que a.I nuun> t~ d.ak a oua.1 
p<'IMlf\U (al menos Unl) .. At.i, ll du.tnbuctón de Un& pro'llutón lk mc1car'lr.:iH mue Clt11os md1nd1MJ1 rs 
C'ÍlciC'nlt 11 no C''UIC' un.i rC'du.u1buc1ón de C'\101 b1cnr1 que rtqofC' lu cm.--um.tJnou dt al m:nos wio dt ts1ot 
mJ1, 1Juo\ 5an que otro rtiultC' rcr1u .. huJo Li organ1nclÓn de lt ptC\i.1!Xc1Ón n cfKK'Olc' 11 no hiy n...n 
dC' allC'IJr 101 m\unx11 de nnJo que SC' pC'Odurca mh de algun¡ nrtcancia un que I<' J'fodwa ~ dr Oln. 
Ya quC', 11 pud.ttcnxn producu mh de un bien 11n lenct que rmuncu.r a algo de oho. 11 PfO\'Utón ma)'UI de 
h1r:ncs potiria C:"'f!IC'atlC' (1U1 "1CJOIU CUCWUl.tOClH de alpmai. (lC'llOl\11 SlR ~ las de OUU. Ellas 
aphcai;1onc1 del pnnc1r10 mJC1.tran que C'S. en ckcto, un ('lf1DC1ft10 de cÍKKDCU Una dntutwuc.00 de b!C'SI o 
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En cambio, las reglas son nonna.• que sólo pueden ser cumplidas o no. Si una regla es 

válida, cnlonces se hace lo que ella exige, ni más ni menos. Por lo lanlo, las reglas contienen 

dr.trrmi1111cio11rs en el ámbilo de lo fáclica y jurídicamente posible. Esto significa que la 

diferencia cnlre reglas y principios es cuali1a1iva y no de grado. Toda norma es o bien una 

regla o un principio" (el énfasis es de Alcxy)."' 

11.2.- Con nietos de Nnrm .. 

Enlre las nom1as pu<•tk~1 surgir conlradiccioncs. En el caso de los principios hablaremos de 

colisiones de principios, y en el de las reglas, de coníliclos de reglas. 

"Un conílicto de reglas sólo puede ser solucionado o bien inlroducicndo en una de las 

reglas una cláusula de excepción que elimina el coníliclo o declarando inválida, por lo menos 

una de las regla.•"." 

Olra cosa suc<'tle en el caso de la colisión de principios: 

"Cuando dos principios entran en colisión -tal como es el caso cuando según un 

principio algo eslá prohibido y, según otro principio, está pennitido- uno de los dos 

principios tiene que ceder ante otro. Pero, esto no significa declarar invalido al principio 

dcspla7 ... do ni que en el principio dcspla7.ado haya que introducir una cláusula de excepción. 

Más bien lo que sucede es que, bajo ciertas circunstancias uno de los principios precede al 

otro.u 

En suma: 

un nquC'nu Je producción tt incfic~lt cu.ando hay nnlc» dt mr1orulo ~n 1lguno1 mdtvad"°' 11n h.Kft&o 
peor!"•• otro.-· llA\\U, John. Troria ,¡,la JWJric1a. fondo d< Cl&ltwa fcooómJca, Mtiico. 1997, J"g. 7J. 

"All:w. O¡• Cu. pjg1. 8~ y 87 
11 En n101 e.nos, Ak•y mmc1ona b aphcactón de rt"glas corro /r1 poHntor dt'nJ!C'll ltt1 pnon y la 

sp«ialu drrogat lt"g• gf'nmd1. /bid~. píg. 88. 
' 1 lbid<m, pjg. 59. 
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"Los coníliclos de reglas se llevan a cabo en la dimensión de la \'alidcz; la colisión de 

principios -como sólo pueden cn1rar en colisión principios válidos-- licne un lugar más allá 

de la dimensión de la validez, en la dimensión del pcso".'3 

Como ejemplos de la solución de colisiones de principios, Alcxy plantc;i las 

ponderaciones de bienes rc;ilizadas por el Tribunal Constitucional Alemán. Asf habla del caso 

Lehach, en el cual dicho Tribunal C\'aluó el derecho a la protección de la personalidad de un 

condenado frente al derecho de la libertad de información de una emisora para hacer un 

programa sobre el ca.'°. Podemos designar el primero de estos principios como P1 y al otro 

como /'1. Tornados abslraclamcnlc los principios, podemos establecer una relación de 

precedencia r de uno u otro, por lo que (cndriamos dos casos: 

(l)P1 P/'z 

(2)P1l'/'1 

Pero también pueden d=c condiciones por las cuales un principio preceda a otro: 

(3) (Pi P Pi) C 

(4) (P1P P1) C 

Lo que ha sido caracterizado como condición de pr«alenria y designado por la letra 

C juega, pues, un papel doble. En el enunciado de prcfcrcncia: 

(3) (Pi l' /'z) C 

Ces la condición de una rcl:ición de precedencia. En la formulación de regla: 

(5) Si la acción" c1m1ple C, entonces J>CS3 sobre a una prohibición iusfundamcnllll. 

., /bid,.., pig. 89. 
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En el fallo Lebach encontramos tres etapas, según Alcxy. En la primera el Tribunal 

Constitucional comprobó que existía una colisión de principios y que no se poJia declarnr 

inválido a ninguno dando al otro una precedencia bá.•ica, sino que habla que ponderarlos y 

"decidir cuál interés debe ceder, teniendo en cuenta la eonfonnación típica del caso y las 

circunstancias especiales del caso panicular (.lic)". En la segunda grada, el Tribunal 

Constitucional llegó a una precedencia general de la libcnad de infonnación de la emisora (P1) 

para poder brindar una "infonnación actual sobre hechos delictivos" (C1), es decir, a (P1P1'1) 

e,. 

Finalmente, la decisit\n es tomada en la tercera grada. Aquí, el Tribunal Constitucional 

constata que en caso tic la 'repetición de una infonnación sobre un delito grave, que no 

responde ya a intereses actuaks de información' que 'pone en peligro la resocialización del 

autor' (C,), tiene pr•'Cedencia la protección de la personalidad (1'1) frente a la libertad de 

infonnación, lo que en el caso que hay que decidir sigr1itica que ésta última está prohibid.a 

(.11l"). Por lo tanto, vale el enunciado de pr•'Ccdencia (/'1 I' /'1) C1. C1 se divide en cuatro 

condiciones (repetición I ningún interés actual en la infonnación I hecho delictivo grave I 

peligro para la resocialilación). Por ello, la regla C1 -• R que corresponde al enunciado de 

pr<'Ccdencia es una regla con cuatro carnctcristicas de supuesto de hecho, con la siguiente 

estructura: 

(6JS1 yS¡yS,yS, -• R 

Ella rc1.a: una infom1ación tcle,·isiva repelida (S1) que no responde a un interés actual 

de infom1ación (Si) sobre un hecho delictivo grave (Si) y que pone en peligro la 

resociali1.ación del actor (S,J est:i iusfundamentalmcnte prohibid.a (R)"." 

" lbid•m, ¡>.lg. 97. 
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11.3.- •:1 Dlírrrntc Caráctrr Prima Faci~ dr Rn:lu y l'rlndplo< 

Alexy desprende una propiedad importante de la distinción entre reglas y principios, a partir 

del diferente canlcter primafarie" entre normas y principios. 

"Los principios ordenan que algo debe ser rcali1.ado en la mayor medida posible, 

teniendo en cuenta las posibilidades juridicas y facticas. Por lo tanto, no contienen mandatos 

dcfi11itil'Os sino sólo prima fácie. Del hecho de que un principio \'alga para un caso no se 

infiere que lo que el principio exige para este caso \'alga como resultado dcfinili\'o. Los 

principios presentan ra1.0nes que pueden ser desplaJ.adas por otra.• razones opuestas. El 

principio no detcm1ina cómo ha de resolverse la relación cnlre una razón y su opuesta. Por 

ello, los principios carecen de contenido de determinación con respecto a los principios 

conlr.1puestos y las posibilidades facticas. Totalmente distinto es el caso de las reglas. Como 

las rcgh' e.,igen que se haga exactamente lo que en ellas se ordena, contienen una 

determinación ctl el ;lmbito de las posihilidadcsjuridicas y fácticas. Esta detemtinación puede 

fr.icasar por imposibilidades juridicas y facticas, lo que puede conducir a su invalidez; pero si 

tal no es el caso, \'ale entonces dcfrniti\'antcnte lo que la regla dice" (énfasis del autor) ... 

11.4.- Rn:lu ,. l'rindpln1 romo Ruonn pan Aleo 

Regla.' y principios son r.11.ones de tipo difen:ntc: los scgw1dos siempre scr'Jll razones prima 

fi1cw, en tanto que las primeras, razones definili\'as, mientras no se ha)-• establecido una 

CXCl'JlCión. Sin cn1hargo, para completar el csquctna propuesto, es necesario recalcar para que 

son ra1oncs ambos. 

0 1..Ji c-.prcsión pnmd /.mr n una locuc1Un 1J .. -ab11.I lalma que h1eralmrn1c 11grufin a pt11JU"ra •uta 
R1 .'I ACAl>l J.tl' E.~rAÑOl.A, 1>1cnonarm Jr la lcP1g1111 F.Jpaiold, fap.aui Calpt, Madnd. 1992, Tomo ,._.z .. , 
pa~ 1M5. P.na Rol.ando Tam1yo )' S.aln•>rin. pnllt4/ac1r lltlthc.a ""un dntcho que puc-Jt set supn-ado por 
oln.\ cnm.1dcraci00C1 JW1dkas"", un qur dio 1ign1í.qur Q\aC w uatc ~ ua "'aparente Jcncho .. o ""pKUdo 
Jcucho", )' accu que dicho caráctn at11bu1h1c 1 lot. datchol ""no ahcu o rNucc"' r~ióo nonmh1i"a. por el 
contrario no1 rcmutc cn1cndct en~ con1ls1c y tn qut w funJamrnu·~ w arhca HmtWC qur ~ coastdcrm 
.a lot dcrf'Chos conJuntrimmtt y no en font11 ud~. TAMAYO Y SA.tMORÁN, Row.do, Ell'fflnttoJ paro una 
froria G~nrral dd l'Hrrclto, Thmu, MttKO, 1992, ri¡s.. 74 y 7S. 
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"Pueden ser considerados como razones para acciones o razones parn normas, y en 

tanto razones para nonnas, como rawnes para nonnas uni\'ersales (abstracto-generales) ylo 

nonnas individuales (juicios de deber ser jurídico-concretos)... Quien acepta como 

inconrno\'ible la nonna scgim la cual no se puede lesionar la estima de cada cual, ha aceptado 

una regla. Esta regla puede ser la razón para otra regla según la cual a nadie debe habl:irsclc 

de sus fracasos. Por otra parte, los principios pueden ser razones para decisiones, es decir, 

para juicios concretos ile deber ser"." 

111. Dt:Rt:CllOS FIJNDAMt:NTAU'.S COMO llt'.Rt'.CllOS SlJBJt:TIVOS 

El segundo tema relevante dentro de la dogmática de los derechos fundamcnlalcs 11lantcada 

por Alexy lo constituye el referido a los derechos fundamentales como derechos subjetivos, 

para lo cual es oportuno establecer alguna.~ conexiones con nuestro orden jurídico nacional. 

En efecto, tal como lo hemos mencionado, la tradición jurídica mexicana utiliza la 

expresión ¡;amntias 1111/n·idualcs como cqui,·alentc a la aquí utili1.ada de derechos 

fundamentales. 

De ese modo, Ignacio llurgoa señala que "los derechos del hombre se traducen 

substancialmente en potestades inseparables e inherentes a su personalidad; son elementos 

propios y consubstanciales de su naturalc1.a como ser racional, independientemente de la 

posición juridico-positi\'a en que pudiera estar colocado ante el Estado y sus autoridades; 

en cambio. las garantías individuales cqui\·alen a la cons11grución juridiro-positi1'U de estos 

elementos. en el sentido de in\'cstirlos de obligatoriedad e imperatividad para atribuirles 

respetabilidad por parte de las autoridades estatales y del Estado mismo" (el énfasis es de 

Burgoa)." 

M A11"1-. Rob<n. Op Cu ,pigs. 9Sy99. 
"/bidrm, p.lg. 102. 
"lluRmA OR11ruu.A. t¡;n.<io. IAJ c;.,...,.n.u /.Jnld.,,/tJ, PonUa, Mcuco, 1916, pie. 117. 
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O dicho de una manera más sencilla: " ... los derechos del hombre son ideas 

generales y abslrac1as, las garan1ias que son su medida, son ideas individualizadas, 

concretas y jurídicamente positi\·izadas"."q 

Asl pues, podemos afirmar que los derechos íundamenlales, una vez consignados en 

el 1ex10 cons1i1Ucional o en algún lralado inlemacional, adquieren la calegoría jurídica de 

dcn•chos suh}t.>lim.r. 

A con1inuación haremos una referencia breve sobre dichos derechos y su conexión 

con los derechos fundamcnlalcs. lnicialmen1e apor1aremos un conceplo de derecho 

s11/>jrti1'0 (111.1 ); luego, rclomando a Alcxy, carac1cri1.arcmos a dichos derechos como 

posici011e.< jurídicas (111.2); haremos alusión al sislcma de posiciones jurídicas 

fundamcnlalcs pos1ulado por dicho au1or (111.3); y por último, diremos en que medida es 

fac1ihlc hablar de los derechos fundamcnlalcs como un lodo a propósilo de la conjunción de 

los clcmcnlos esludiados (111.4). 

111.1.- Concrplo dr llrrrcho Suh!rllrn 

Para pr<-cisar el conccplo de daecho s11hjeti1'0 se vuelve indispensable exponer de 

an1emano el significado de Jerrclro ohjctim. Así pues, se ha definido a cslc úhimo como 

un conjunlo de nonnas impero-a1rihu1ivas, es decir, de reglas que además de imponer 

deberes, conceden facultades. Frenlc al obligado por una nom1a jurídica se encuentra 

siempre a olra persona facultada para exigirle el cumplimiento de lo prcscrílo, dicha 

aulorización conccJida al prelensor por el preccplo es el derecho en scnlido subjetivo.'° De 

modo que el 1ft'fl'cho suhjrtil'O es la facuhad o au1ori1ación concedida a una persona por la 

nomm juridica (<l<'Trc/10 ohjetim), para exigir de 01ra una prestación." 

° CARrl/O, Jorge, /.a C'o1Uh11K1Ó" 1111t11<aM Jr /917. llJ.Ur--;AM y roow.. Miuco, 2000, pig. 142. 
'"GARl"IA M . .\ \'NIJ, Wuudo, /•<rodue<IÓ• al f.Jn.lio d<I /krn·lto, Pomla, Mtu;o, t989, piJ. )6. 
"l>oRANll~ TAMA.'ro, Luis. d?u; rJ r/ /Nrrdeo' /11rroJ11cnó11 Filosófica o Jw E.Jnu/.a, llkba.. Mbico, 

1977, pig. 96. 
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Ahora bien, en el caso de los derechos fundamenlales, esta polcstad se considera 

derecho subjeli1·0 público, dado que se hace valer frenle a un sujelo pasivo de esta lndole, 

como son las auloridades eslalales y el Eslado mismo.'2 

Alexy planlea que en la discusión sobre los derechos subjelivos se anali7.an aspectos 

surnamenle diferentes, a saber, el nonnali"o.'1 cmplrico" y anallticos'. A conlinuación, en 

lo rclcvanle para esle lrahajo, abundaremos sobre esle úhimo aspcclo. 

111.2.- llrrechos Suh!etlm• como PosiclonH J11rfdk1s 

Un derecho subjelivo, "es nccesariamenle un derecho a la conduela ajena, o sea. a la 

conduela a que airo cslil juridicmncnle oh ligado". s. Es decir, "la conduela que es eonlenido 

de un derecho se encuenlra cslrcchamcllle relacionada con la conduela de los demás y, en 

alguri;i medida, depende Je la acción de los demás"." Ello significa que un derecho 

suhjc1ivo supone ubicaciones o posiciones Je los sujclos que lo componen entre si, lo que a 

su vc1 origina dclcnninadas situaciones o relaciones jurídicas. 

Tal como lo ejemplifica Alexy, en el enunciado nonnativo "A tiene frente al Estado 

el derecho a e.,prcsar libremenlc su opinión", A se cncucntrJ frente al Estado en una 

posición que consiste cxac1amcn1c en que A liene el derecho a expresar libremente su 

opinión." 

La carac1cri1ación de los derechos subjctims como pruicionrs encuentra su 

¡uslificación en <¡ue ello pcnnite calificar a las nom1as como calificaciones Je personas o 

': Brnu:.0AOIUllUllA, lgnact0, Op C11, pig 180 
" l.u cuntwtirJ rwnn.Jmw 1"1'hcan 1 1u \Cl ,,1nuJcrammcs ;11ro-filo1ófl<a.J (se pttgunLI por qué lol 

Ul!.h\ 1Jum 11enrn derecho' y cuilei Jt1edm t1C'ncn). y j11riJ1ro-Jag...a11cru (le tnta dC' ubc-r quC n lo qut 
ule <"n rl iutenu JU1íJ1rn) Al 1 \\', Robc-rt. Op Cu. rJ.& 17-4. 

u ('.n este rubro il' 11\.\lu.a C'I i.wgmurnto, hatotu y fun:tón IOCUI de lo' dntthos 1UbJC'llVOS. /blJnf, 
p.ig 17b 

0 La J1mcm1ón a11.i/111ca tnu tk 11 corutdc11\tón mtcmitK"o<onr.:cptu.11 del dcn:'Cho váhdo. /l.H«M. 
p;g JO 

""K1 L\I N, Huu, Troria Gt'naaf J,./ llt-rt'Cho )'drl f.JtaJo, UNAM. MhK'o, 1979, plg.17. 
" T 1\!otA. YO 'I' SAi MORAN, Roludo, (%' Ot, rJ.g 70 
"AU.W, Robcr~ Op Ot, pig. 178. 
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cosas, pudiendo aprehender de mejor manera las relaciones normalivas enlre personas, así 

como entre pcrsonac; o acciones. 

111.J.- Sí•trma dt l'<Hirion., Juridiru t"undamtntal .. 

Alexy considera que lo que se cnlicnde por derecho subjelim implica un conccplo general 

parJ posiciones muy difcrcnlcs, y en consecuencia propone, con relación a los derechos 

fundamcn1alcs, una !ripie división de las posiciones: derechos a algo (111.3.1), libertades 

(111.J.2) ycompclcncias (111.3.3). Veamos. 

111.3.1.- llrrrc:hos a Algo 

Es1os derechos se conciben como una relación tri:ídica cuyo primer miembro es el 

portador o 1i111/11r del dcr<-cho, su SCb'llndo micn1bro el tlcsti11atario del derecho y su tercer 

miembro, el oly .. 10 del dcm:ho, en donde éste ultimo siempre ser.\ una acción del 

destinatario. 'q 

Eslos derechos se di,·idcn a su vez en der<'Chos a acciones negativas (111.3.1.1) y 

derechos a acciones positivas (111.3.1.2). 

/l/,J. l.1.- /Jeucho• a Acdo1tn Nrg111i1w 

Tambicn son llamados derechos de defensa, e implican asimismo, los siguientes 

dm-chos: (i) derechos a que el Estado no impida u obstaculice determinadas :iccioncs del 

1i1ular del derecho, en los que se busca que el destina1ario no produzca circWl'itancias que 

hagan fác1icamcn1e imposible l"'r.l su tilular la rcaliwción del derecho; (ii) dc:m:hos a que el 

Estado no afecte detcnninadas propiedades o situ:icioncs del titular del dcn:cho, como pudcn 

ser las de \'h·ir y estar sano, o la inviolabilidad del domicilio; y (iii) dcnxhos a que el Estado 

"IMd''"· pig. 187. 
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no elimine dclenninadas posiciones jurídicas del lilular del derecho, como puede ser el caso de 

la condición de propiclario, que presupone una configuración jurídica para su pr.lclica.'° 

111.3. /.1.- /Jrrrrhos a 1lrrio11rs Posilfras 

En cs1os casos el objclo implica una acción, y-• sea (i) faclica, en CU)U caso también se 

lrnbla de d<•rcchoJ a prrJtacw11c.'..f c.•11 se11titlo estricto; o (ii) nonnativa; a los que también se 

conocen como ,/en•clws a prt'.flacio11cs e11.JCntido llmplio.61 

111.3.2.- l.lbertadr• 

l'ut-de decirse mucho sobre el conccplo de libertad y su significación para el Dcrteho, 

sin embargo, en lo que alaik a nucsiro csludio, nos limilarcmos a mencionar un conccplo de 

libertad jurídica (111.3.2.1), así como su lipologia con relación a los derechos fundamcnlalcs 

(111.3.2.2). 

11/.3.1.1.- l.ibmad Jurídica 

Alcxy c~plica csle conccplo de dos maneras: (i) como Wl3 manifestación especial de 

un conccplo más amplio de libertad, en cu)u caso se explica a partir de una relación lriAdica 

cnlre el 1i1ular de una libertad (o de una no-libertad), un impcdimcnlo de la libertad y un objeto 

de la libertad; y (ii) a partir del conctl'lo de pcnnisión jurídica, cnlcndida ésla en el scnlido de 

la negación de mandatos )' prohihicioncs.61 

11/.3.1.1.- Tipos dr Libmadrs Juridinls 

Ahora btcn, la libertad juridica puede ser: (i) no protegida, cuando se ralucc 

101almcn1e a las pmnisioncs )' se define como "la conjunción de una pcnnisión juridica de 

hacer algo y una pmnisión jurídica de omitirlo". L:t calificación de una acción como 

""JbMt·m, p.iigs. 1891 19.t. 
"lbiJ<m, p>g• 19.l a 1% . 
., AU ''"·Roben. Op Cu, pig. 211 
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pennilida puede reali1.arse por dos rn7.ones: "puede apoyarse en una norma pem1isiva 

explieilamcnle cslaluida lrcnnisión explícila), pero también puede eslar fundamenlada porque 

el sis1ema jurídico no conliene ninguna nonna de mandalo o prohibición bajo la cual caiga la 

acción o la omisión que hay que calificar ¡permisión implicila)".•J Una consecuencia 

imponanle de eslas pcnnisionc-s es que "las libertades no prolegidas no implican el derecho a 

no ser ohs1aculi1.ado en el goce de estas lihcnadcs (sic) ... Cuando se miade un !al derecho, la 

lihenad no prolegida se conviene en una libertad prolcgida";"' y (ii) pr01t•g11/11, cum1do "un 

h;v. de derechos a algo y también de nom1as objclivas aseguran al 1i1ular del derecho 

fundamc111al la posibilidad de rcali1.ar las acciones pcnnilidas".•' 

La posición de la libertad jurídica no prolegida que consisle simplemcnle en la 

pcnnisión de hacer algo y en la pcnnisión de omilirlo, no incluye en lanlo lal ningún 

aseguramicnlo a lravés de normas y derechos que prolcjan la libertad.' .. 

111.3.3.- Com...,trnrlas 

Un !creer grupo de las posiciones que son llamadas derechos eslá ccmstiluido por las 

1msiciones que se designan con expresiones como poder o f>0</1•r 111ridico, competencia, 

alllori:.ición, Jam/111d. derecho de configuración y c11pacidacl juridiro. "Las normas de 

compclencia crean la posibilidad de actos jurldicos y, con ello, la capacidad de modificar 

1msiciones jurídicas a lravés de aclos jurídicos"." 

l.as nom1as de competencia pueden ser subdivididas en nom1as que establecen quién 

licnc la compclcncia (nonnas sobre el sujeto de la compclc-ncia), normas que regulan el 

proCl'l.limienlo para el ejercicio de la compclcncia (oom1as procedimentales de compclcncia) y 

nonnas que dclcnninan los objelos de la competencia (normas sobre el conlcnido de la 

compclencia).'~ 

•
1 En CilC' últ1mn (l\(l b cahfinc1ón" basa m el C1Ultudo .. lo que no nÜ; rrntubwlo nti pnmaodo ... 

"'AIL\:'f,Robc-n.Vp C11,pigs 219122 ... 
~' /fi;,/t'm, (\ig. 21S 
... /bi,/c-111, pig. 224 
•' /bidt>M, p.i.g. 2J2 
"IMJtto, nou 168, )Úg 232. 
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111.4.· El l>errcho •·undanicnt1l ron10 un Todo 

Creernos necesario dar con¡;rucncia a los conccplos prcscnlados, lo 11ue puede hacerse a partir 

de la lesis de Alcxy en el sentido de que el clereclio fimcla111e11ta/ es 1111 tocio. 

En efecto, este autor refiere que un derecho fundamental implica un haz de posiciones 

iusfundamentalcs, llevado a través de un ensamblamiento a partir de la adscripción de normas 

a una disposición de derecho fundamental. Ello, por ejemplo, puede significar que se junten 

una libertad jurídica, un derecho a no cstorbamicnto por parte del Estado y una compclcncia. 

Sin olvidar que las posiciones pueden tener el carácter de reglas o principios. 

l\'. IU~~TRICCIONt:S Al.OS m:RECllOS nJNl>Al\U:NTAU:S 

El Diccionario de la Real Academia Espru1ola entiende corno aC<-pción del verbo restringir, 

"ce11ir, circunscribir, n.'\lucir a menores limites"." De esa manera, debemos entender que la 

restricción de un derecho implica delimitar el alcance que el mismo tiene con relación a los 

demás y al Estado.'º 

A continuación dilucidarc'111os si es o no posible restringir los derechos fundamentales 

(IV .1 ); admitiendo la primera posibilidad, expondremos los puntos de vista tanto de Robcr1 

Alexy como ilc Grcgorio Pc-ccs·llarba acerca de la manera en que entienden las restricciones 

de derechos fundrunentalcs (1\1.2); lo que nos pcrmitir.i \'crtir w1 comentario critico sobre csl.ls 

posturas a fin de asumir una de ellas (l\'J). 

•• \'01 Rt'1tmtgir, en RIAI. ACAOI ML-\ L\P'AMH . .\, Op Cu, Toma .. h'z .. , ('Ji¡. 17g6 
'O h J'<'ltm<'ntC' h.1cC'r b d1Uanc1ón cntrt rotnngrr y /11ru1ar. Oc acunJo 11 J"fopM> l>.ccwnario de La 

Lrngu.1 fapa.ftob., el Kgundo \t'lho u¡:rufiu .. fiJll U rtu)'Of C'\tcmtón ~ pxJr tarr la jwudicctón. la 
.iulorllild o lotkm:hol )' r~l~Jc uno'"(\W Um1tar, rn lbidnn, pág 12.SS) l>c nr roodo, .e ldvlcmquc 
\1 S( hJbl.1 Je l"t:'J(rlfflÓll M: 1lui.k 1 UN dc-hn•~)Ón ('.ltCTM, en bOIO que lrÍCfU\t 1 /u11•IOoÓlf in.,hCI ~de 
mi.\Jo 111manl'ntr, el pmp10 Jtrn-ho llene' fijad.a UN u1cru1ón. Oc antemano uprn.anw>S nucsu-1 adhrlióa.1 
la pcnpc(ll\I i<'gian la rwl lo dcr«hoi rurW.mrnu1n 'ºº rrsttmgtdos por fllont'S C'l&ttn.H 1 IOl ll'llllml. 
como pun.lcn scr oum dncd101, mb add1n1r abund.artrms al rc1p«IO ( '1'' 111/ra m nte rnwm Capilmo. 
IV .J) Sm cnlh.lrgo, f\llJ. mantener b fidchJiid con algunos IC'llOS ntuJ~'· en ocutOnCS utdu.ammt 
md1!.lmUmtntc unhol \OC.1hlo,, 
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1 V.1.- l>rrrrhos Ahsolulos "'· l>rrrrhos Rntrlngldo• 

Es una opinión generali1.1da que los dcnxhos fundamentales no son absolutos sino que. por el 

contrario. L"Slán sometidos a todo un sistema de restricciones. Va la Declaración de 1789 en 

su An. 4º. conslalando este cxlremo. rL"Conocia la e•istencia de limiles al "'ejercicio de los 

derL'Chos naluralcs de cada hombre .. .""11 Por su panc. la Declaración Universal de 1948 

rcloma eslc principio y establece que los deri:chos podr'.m limitarse por ley ""con el único fin de 

asegurar el reconocimienlo y el respeto de los derL-chos y libenades de los demás, y de 

satisfacer las juslas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una 

sociedad democrálica" (An. 29.2).11 

Sin embargo, cabe resallar una postura eneabc1.ada por Carl Schmin, quien afinna el 

ear:iclcr absoluto de estos derc-chos; pero para ello es preciso explicar que dicho aulor 

considera como únicos derechos absolutos a "los derechos de lihcnad del individuo aislado", 

es decir, "'libcnad de conciencia, libcnad personal, in,·iolabilidad del domicilio, secreto de la 

concspondcncia y propiedad privada". H 

De lo anterior podemos desprc'11dcr que: (i) en principio, los derechos fundamentales 

no son absolutos; y (ii) la restricción de derechos fundarnenlales se justifica a fin de pc:nnitir la 

con\'i\'cncia social. 

l\'.2.- Do• l'unlo• d~ \'l•I• 

Para proporcionar un panorama adecuado sobre este terna, en P31"aiclo a como lo hemos hecho 

con anterioridad, de nuc\'O pensamos que es adecuado referir las posturas de Roben Alexy 

(IV.2.1) y Grcgorio i'eces·llarba (IV.2.2). 

'
1 lk'dJI upreumC'ntc t\lt prn:cpln. "'La hbcrtaJ conmlc m ~ hKrr lod-"> lo que" oo dal\i 1 lot Jnn.i' 

Asi, t'I c1c1c1cio Je lo\ derecho' n.ituuln dt cada honñle no tacnc mb linutn que- lo\ que uc¡wan a kH 
Jcm.is nutmbrot. de b sociedad el gocC' de ti.tos mtMml dtrrchos. faWI hrrulN 1-0lo putdtn K't dctnm1n.adot 
por 11 ley". CtUllo por r1n_\.JIAkHA MARttslJ.. Gn-gouo, F.1 Al, Otrn·Jw l\mll\'O dt los lHrttlso1 
/lu"'""º'• l><b.o1c, MaJnJ. IQ87, pjg l lJ 

11 /biJNJt, p.i.g 279. R«UérdcK que dldu. lkdaracMln m ,¡ nuuna no CONhtuyc WI ntado 
mfC"rrw:aon.al. 1in rmb.ugo, lo' p.nctO\ y con\'tlUOi qut k han """'.Jo manhn1cn C'I mu.rro npintu y sj So ton. 

'
1 

Citado rot AGlllLJ RA FI R.'\A"'i'.(>U~ Antoruo, /A libt-tflJJ J, Etptr·HÓ,. ''"' C.wJoJano r la ltbntoJ dt' 
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IV.2.1.- Opinión de Rnhrrl AIU)' 

Alexy basa su estudio sobre la restricción de dcn:chos fundamentales en Jos siguientes 

elementos: la conveniencia en Ja utiliwción del ténnino rCJtrirción frente ni de /imitación 

(JV.2.1.1 ), el concepto de rcstrirció11 (IV.2.1.2) y tipos de restricción (JV.2.1.3). 

11~2./,/,. Rc1lricció11 "'· /./mitació11 

Este autor inicia su planteamiento debatiendo sobre Ja oponibilidnd lógica de Ja 

restringibilidad frente a Ja limitación de Jos derechos fundamentales. Para ello plantea dos 

tcorias distintas, según las cuales es posible aplicar cada uno de estos conceptos: cxtema e 

interna. Veamos. 

Li tcoria ..._,,,.""' parte de que "el concqllo de restricción de un derecho sugiere Ja 

suposición de que existen dos cosas -el derecho y sus restricciones- entre las cuales se da 

una relación de tipo especial. es dL'Cir, Ja de Ja rL'Stricción. Si la relación cnlrc derecho y 

restricción ha de ser definida de esta maner.i, entonces existe, primero, el dcrrcho en si, que no 

está restringido, y, segundo, lo que queda del derecho cuando se Je añaden las restricciones, es 

decir. el d•·n·rlw r1-.um1gido. La t<"Oria externa puede, por cierto, admitir que en Jos 

ordenamientos jurídicos Jos derechos sc presentan primonlial o exclusivamente como 

derL'Chos restringidos pcm, tiene que insistir en que también son concebibles derechos sin 

restricciones. Por ello, según la tcoria externa. no c.\istc ninb~na relación necesaria entre el 

concepto de dcrccho y el de restricción. u relación es creada sólo a través de una necesidad 

externa al derL'Cho. de compatihili1ar Jos der<-chos de diferentes individuos como asi también 

Jos derechos individuak'S y los bienes colcctirns" (el énfasis es del aulor)." 

En cambio, la 1t•ori11 1111crnd postula que "no existen dos cosas, el derecho y sus 

restricciones, sino una: el dcrL-.:ho con un Jc1crn1inaJo contenido. El concepto Je restricción 

es sustituido por el Je limite. l-"5 dudas accrra de Jos Hmilcs del derecho no son dudll acm:a 

Prtn.Ja o /nfonnanOri (/louhlfolaJes )' Uo11tr1 Co111t1n.nonaln), Coma1n. Granada. 1990, pi.g. IS. 
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de si el derecho debe o no ser limi1ado sino acerca de cuál es su contenido. Cuando se habla 

e.Je 'limilcs' en lugar lle 'restricciones', se habla de 'restricciones inmancntcs".7 ~ · 76 

Una vez planteado de ese modo el problema, Alexy lo contrasta con su l<'Oria de 

principios y reglas, para lo cual afim1a que "si se parte de posiciones definitil'as, es posible 

refutar la t<'Oria externa; si se parte de posiciones prima faci,• [un modelo de principios], la 

teoría intema".17 De ese modo, Alexy acepta amhas perspectivas dependiendo de que se trate 

de un derecho fundamental pr111111 facic o definiti\'o, 

11~1.J.1.- Conuplo de Rrstricció11 

Es1e autor afinna que "las restricciones de derechos fundamentales son nom1as que 

restringen la realiwción de principios iusfundamentales".11 Veamos en que se basa esta 

afim1ación. 

Primero, las n.'Striccion<'S de derechos fundamentales son nom1as que restringen 

posiciones iusfundamcntalcs prima faric. 

Segundo, estas nom1as sólo pueden ser restricciones de derechos fundani.-ntales si son 

constitucionales. 

Tercero, scr:in restricciones las nom1as constitucionales que establecen mandatos o 

prohibiciones dirigida.• a los gobernados. 

Cuarto, una ro1:1" (acorde con la Constitución) es una restricción si se trata de una 

nomia que con su vigencia, establece "en lugar de una libertad iusfundamental prima facic o 

h AIJ_X'I', Roben. Op C.1. r-ii 2b!li 
n /b;Jcm, ~e !hQ 
,. l.1 '"1"0""°''ª cnlrl' 11 aJopclÓn Jt una u otra pct\lura, de acundo con Aki.y, nlnba ca qu( ""qu.m 

so,t1rnc uru 11:01iJ1 1nJ1\IJu.i11'u del faudo )' La M.lCIÑld. ttnJcri mi.1 1 la lroriJ ntnna y aquitl 1 quim lr 
m1rrcst 11. pouctón Je nunnhm o nrmbrnla c-n una com.uudJd, k"ndaá a la trori.a mttma ... lbí.lt111, ple. 
269 

" /bidrm, póg 269 
~ lhiilc-m, (Úg. 276 
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de un derecho fundamental prima facic, aparece una no-libertad definitiva o un no-derecho 

definitivo de igual contcnido''.79 

Quinlo, "un pr111r1pio es una restricción de un derecho fundamental cuando hay casos 

en los cuales es una razón para que, en lugar de una libertad iusfundamcn1al prima facic o de 

un derecho fundamental prima fi1cic, aparezca una no-libertad definitiva o un no-derecho 

definitivo de igual contenido''."' "Desde luego, por si solos, tales principios restringentes no 

pueden colocar al individuo en detcnninadas posiciones definitivamente restringidas (no­

libcrtades, no-derL'Chos). Para llegar a restricciones definitivas, se requiere una ponderación 

entre el respectivo principio de derecho fundamental y el (los) principio(s) que lo restringc(n). 

i'or ello, podria pensarse que sólo las reglas -que de acuerdo con la ley de la colisión, 

rcprcsent:m el resuliado de la ponderación--- y no los principios pueden ser restricciones. Sin 

embargo, principios contrapuc'Stos restringen materiahnentc la.< posibilidades jurídicas de la 

realización de principios iusfundamentales. Si no tuvieran vigencia los principios 

contrupuestos o si no tuvieran r.mgo constitucional, aquella.< posibilidades serían más amplias. 

i'or ello, el problema no es el carácter de las restricciones sino la constatación del alcance de 

su restricción definitiva"." 

1"2./.3.- Tipo• de R~•tri,cionn 

A fii1 de estahkccr una clasificación de las restricciones, Alc~y distingue de antemano 

entre n·stncciá11 y cl.im11lll T<'51nctim, de tal fonna que el primer concqito corresponde a la 

per.;p•-ctiva del Dcr.'Cho, en tanto que el segundo a la de la nom1a. "Una cláusula restrictiva es 

la parte de la nonna completa de derecho fundan1ental que dice cómo csú rcstrinb~do o puede 

ser restringido lo que el supuesto de derecho fundamental garantit.aprimafadc".11 

Ahora bien, los derechos fundamentales, en tanto derechos de r.uigo constitucional, 

sólo pueden ser restringidos a tr•,·és de, o sobre la ha.se de, nonnas con rango constitucional. 

"/bülent, ('ig 274 
"lbülent, ('ig 276 
"lbiJ,·nt, ¡>ig. 27S 
" /bident, pig. 277. 
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Dichas restricciones bien pueden ser directamente constitucionales o indirectamente 

constitucionales. En el primer caso se trata de nomms de rango constitucional, mientras que 

en el segundo, son nonnas de rango iníerior al de la Constitución auloril.adas por ésla para 

dictar nonnas conslitucionalcs. En eíecto, la imposición de restricciones indirectamente 

constitucionales se desprende de cláwmlas 1/r resem1 c.1plirita.1, entendidas como "aquellas 

disposiciones iusíumlamenlalcs o partes de disposiciones iusfündamcntales que autori1.an 

expresamente inlcr\'cncioncs, restricciones o limitacioncs".' 1 

IV.2.2.· Opinión dt Grri:orio l'ttn·lbrha 

Este autor utili7ll el tém1ino límites y centra su estudio en una caracterización dualista 

de las rc"Striccioncs a los derechos fündamcntalcs. Como lo veremos más adelanle, l'cccs· 

Barba considera que a partir del momen10 en <¡ue un derecho se define por el Derecho positi\'O 

y se delimita en una nonna. "se encuentra con dos tipos de limilcs: unos intrinsccos que 

derivan del propio sentido o función que tiene en si mismo el rcíerido derecho, y otros 

cxlrinsccos <¡uc derivan de la sociedad y de los dcmis sujetos de derecho que en ella 

coexisten".ª" 

Veamos pues qué son los limites internos (IV.2.2. I ). parJ luego pasar a revisar los 

extcmos (IV.2.2.2). 

11:1.z.1 •• LÍllfÍl<"S In/""º' 

Son aquellos que dcri,·an de la propia naluralcz;i, sallido, contenido y finalidad del 

derecho fündan1ental, es dl'Cir, que \'icnrn dados por una intcrprct3Ción lógica y telcológica 

del mismo y con los cuales se pretende evitar la dcs\'i3Ción de los intcrcscs para los que se 

reconoce dicho derecho. En defini1h·a, delimitan cuil es el imbito o contenido de ejercicio 

legitimo de un 1lctc-m1inado derecho o libertad " 

11 lbidrm. p.ig. 282. 
"P1ns-llA1tn. MAR11N!J, Grrpio. /J<rn;/toJ F.-14.,rnro/rJ. I Troria Grnfflll, Op. C11, l'ÍJ. tJl. 
" lbidrm. p.ig. 08. 
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Peces-Barba cstabkcc a su \'Cl un limite objclil'O i11trinscco, en cuyo caso, su 

infracción implica el ejercicio anormal del derecho fundamental. contrario a los fines políticos, 

económicos y sociales del mismo; y por olro lado, el límite JU/ljetfro intrin.seco, que deriva de 

la actitud del sujeto titular, de la forma de reali1.ar el propio derecho, respetándose el principio 

de buena fe que rige en todas las relaciones sociales y juridicas. 

Fuera de esos limites internos, el ejercicio del derecho fundamental deja de ser 

legilimo y ¡i:L.:1 a ser ilegitimo o arbitrario, o hien pasa a constituir abuso del derecho;16 lo que 

no signi lica que n<'Ccsariamente y en todos los supuestos en que exista abuso del derecho, se 

derive algún tipo de consecuencia jurídica perjudicial para quien traspasa los limites internos 

en ejercicio del der<'Cho, si no existe un hien o valor constitucional que haya sido lesionado a 

través de esa c"lrnlimilación.17 

Los limites internos vienen estahk'Cidos por la propia Constitución de forma expresa o 

tácita. En este último caso, senin definidos y concretados por el intétprcte de la norma 

constitucional con base a su contenido y finalidad de la nomia constitucional. 

/1~1.1.1.-1.ímitn fa1m101 

Los limites externos están constituidos por aquellos bi<'lles o intereses -individuales o 

colectivos- que pueden entrar cr1 conílicto con el derecho fundamental y se ven lesionados 

cuando aquél es ejercitado. 

Es dL'Cir. miL~llr.is que los limites internos proceden del propio dc:rccho fwxlamental, 

en tanto que delimitan su contenido y nos ilustran acerca de cuando se considera su ejercicio 

legitimo, los limites externos, lal como dice Peces-llama, no derivan del dcr<'Cho o libctud, 

sino de la socm/<1d, es decir, del resto de bienes o valores que pualcn rcsuhar lesionados al 

ejercitar un derecho fundan1en1al y que el sistema constitucional considera igualmcnle dignos 

M Sot"lr~ el abuw Je ltn. Jcuchot (und,imrnUkl, lU r-arcntC'M:O con la rrotía CWJfC'riJ/ Jt'f .• bid.O tl't-/ 
/>1°r("('h<' )' la 1ncon\·cmC'nc&.1 dt Lll cn.,,.rrnlnuC'nlo, ud RO\'IR.4, VIÑA~. Antoru.. El .•btuo de' loJ lkrttltos 
fu"ilamet1t'1lfJ, Pmin\ula, Oa1cduna, 19U 

11 
MuN01 l.oRUiTI, Joti; /Jlv-ttad ,f, /eform...i<Wn .~· Otr«lto al llo'lOr..,. ti CoJ1go P .. MI fÚ 1991. 

T1un1 lo llbnch y Un,.~nkbd C~1to. 111 de MadnJ. \'aknc1&, 1999, p.lg IJJ. 
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de prolccción. En sinlesis, los llmilcs exlemos licncn la finalidad de organi7.ar la convivencia 

y coexislcncia racionales y c-quilibradas cnlre el derecho fundamenlal y aquellos bienes 

jurídicos que pueden ser lesionados a lravés del ejercicio del referido derecho." 

Es1os lirnilcs pueden venir es1ablccidos cxprcsamenlc en la Cons1i1ución, pero ello no 

impide que se puedan derivar de una manera 1m•,/iala o imlirccta del texto constitucional, y 

qu"le pl:L'lnado en la legislación secundaria-" 

l\',J,. Apunlr Crilko 

De lo expueslo en los apartados prc-ccdenles, podemos resumir lo siguienle: 

Robcrt Alexy basa su sislema a partir de la diada reglas y principios, en la que los 

den-chos fundamcnlalcs son en su mayoría principios, susccpliblcs de ser reslríngidos por 

reglas u olros principios, por razones ex lemas a la propia norma de derecho fundamenlal. 

Por su parte, l'cces-Ba1ba, enlicnde por un lado, que los derechos fundamcnlalcs 

cuenlan con una cx1cnsión inhcrcnle al propio derecho, y por airo, pueden ser limilados por 

motivos cxlcmos a dicho derecho. 

Desde la pcrspccliva de Alcxy, l'cccs-ll:uba asume un hibrido de las denominadas 

tcorici.t intcrrr11 y <'.t/!'rlla Je las rcslriccioncs a los derechos funJamenlales. En ese orden 

de ideas, los limiu•s mt.•rrrru de l'cccs-llarba corresponden a la l<'orí11 intcrn11 de Alexy, 

mientras que los limites ,._.,l'rnos se vinculan a lot teoría externa de Alcxy. 

Nos oponemos a la creencia de que los derechos fundamcnlalcs en la CPEUM 

cuenlan con lirni1es inlemos, y en lodo caso, que se hable de limíus en vez de rcsrricciones. 

Ello porque, a nucslro Juicio, la deli11111ación de un derecho fund:uncnlal alcndicndo al 

rropio fin del derecho, lal como lo propone Pcccs-llarb:i, es, conforme a nucslro régimen 

u Catado por MlIÑOl Lt mu.stt. lhiJ,,,., pie,. l JS . 
•• Como KIÚ el cu.o Jd Nllhl«1nurnh> de llf'O' rma\n C1I el Código connponJtnllt. 



conslilucional: (i) jurídicamente imposible, (ii) innecesaria, y (iii) peligrosa bajo cualquier 

circunstancia. Veamos. 

!'rimero, es jurídicamente imposible dado que, confom1c al Art. Iº de la CPEUM, 

!oda restricción a un derecho fundamental, debe estar prevista expresamente en el propio 

lcxlo fundamental."° Así pues, la CPEUM omite cualquier tipo de restricción basada en 

limites i11tcr11os del mismo.'" 

Segundo, es innecesaria. puesto que para prohibir cualquier <'.rceso o uso abusivo 

de los derechos fundamentales, hasta con los limites externos. La pretensión de establecer 

limites intemos tiene su fundamento en la teoría del abuso del derecho, originada en el 

derecho cil'il y es ajena a nuestra legislación vigente. Dicha tcoria afinna que el abuso es 

un li11111c 1n1ri1ucco que l'icne definido por: (i) el uso de un derl'Cho suhjelil'o, generalmente 

mal i111rnc1mwdo; (ii) la lesión a 1111 mh•rb 11.Jrno; (iii) el daño que tiene que ser inmoral o 

r11111socwl; y (il') cuyJ sanción implica el pago de una indemniwción."' Frente a ello 

podemos decir que para el ca.o;o de que alguien utilice de modo anonnal un poder jurídico y 

ahuse del mismo, la propia legislación ha fijado explícitamente rt'Jtnccio11cs, las que son 

suficientes para cncau1arlo, satisfaciendo el objcti\'O protector que subyace en la teoría del 

abuso del derecho. 

Tercero, es peligrosa,)" que su aceptación implicaría dejar abierta la posibilidad de 

que el legislador. la autoridad administrativa, o en última instancia, la judicial, veden el 

ejercicio de las libertades de manera panicular." De ese modo, se cae en una 

.. , l.o qU( t'S •po)-aJo ror '°' Aru ~·. pin.afo 1 dtl Picio, y 19, meno b del.a COO\t'nclÓn J'id 11cfra rn 
tSIC' numlO Capitulo,\' 4.2. 

•t l.o que no ixwtc, por t'JCq"tlo, con 111.cy Funr.Umtn11.l Aknun.a, cuyu An 18 C1t.abltec: .. Qlucn abust 
Je la lihrtud de or1món. en Oprt"Lll de: l1i Je J'lft'ru.I (Art. ~·. J'Íl11fo 1 ). de h11 de C'mc'iUl\1.1 (An. 5•. párraío 
J), Je la de rnmlÓn (Art. ~).de la Jt uoc~c1ón (Art 9"'), dtl lot(frtO de la tortrlf\(>ndnKu. drl conro )'del 
1clC~rafo (An 10), d< 1.a JlH'J'!IC'dlJ (An 14) o dtl dn«ho deudo (An 16, pirnfo 2) p.au tomballr ti otdtn 
fmki.J.nrntal dcn•lhbc'fll, u: hacr mJ1gno dt n101 dnrc~ fund.amtnllln. El Tnhu.n.al ComUhlCM>MI 
Fclicn.I Jccl(llll wbu l.a f111\"1ClÓn Je '°' nUYnOI y IU .akancc.. c(lffi() ruc:Jc obwrut\C', IC tr1t.a de un 
prrccp!O inlmunrnlC" l1g.aJo .1 1.a1 conJKtonel ('OliflCU, «OOÓfTIK.11 y wc1.ak-\ Je la polgueTTI lkltllnl )'por 
lo 1.an10, c1 d1lk1lmcn1c c1.po1t.ahlc a 011m. ortlrnrs comt1ruoon.a.ki Ro\ IRA \'1ÑAS, Anloru.. Or Cd, J'iG 
181 

•: /bidt'lfl, p.ig 102. 
0 En ese KnUJo, Antom Ro\·111 coanctdc con Ak•y CUlndo aíunu que "'d uurl.antc dc la kOri.a g1mc11I 

Jrl abu\o, al C"J«tte10 de nlos drm,:hot (los dnrchos fundanrntak-1), n rc1nnd1c~ poi lqUC'llos autores 
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desproporción entre el fin pretendido por una restricción y el medio utilizado, 

contraviniendo contra el principio de proporcionalidad que rige las restricciones a derechos 

fnndamcntalcs.0
' 

Así pues, subrayamos nuestra convicción de que en el caso del orden jurídico 

mexicano, tratándose de restricciones a derechos fundamentales, de las dos teorías descritas 

por Alcxy, resulta aplicable la denominada crlema. Mientras que en la perspectiva de 

Peces· Barba, sólo es válido concebir la existencia de limitrs e.\tt•nws. 

v. l.OS Dl-:RECllOS fo'UNDAl\l•:NTAl.ES \'sus R•:s·rHICCIONt:s EN F.I~ 

ORm:N JlJRimco l\U:XICANO 

Una vez aclarado los aspectos teóricos más relevantes con relación a los derechos 

fundamentales y sus restricciones. consideramos oportuno explicar su situación en el orden 

juridico mexicano, lo que pcnnitir:i una mejor comprensión de los temas subsecuentes, en los 

que tenderemos a concreti1.ar los temas generales materia de este Capitulo. 

Los dcr<'Chos fundamentales consagrados en la CPEUM son derechos mínimos, que 

por lo mismo pnc.lcn ser ampliados o cornplcmcntados por las Constituciones de los Estados, 

por las leyes reglamentarias y los Tratados lntemacionales, pero ninguno de estos 

ordenamientos pu•~lcn contradecir al te\ to constitucional.91 Por razones de bre\·cdad, a fin de 

referimos de maner~ general al establecimiento de los dc:rcchos fundamentales en el orden 

juridico mexicano, nu<'Stra exposición omitirá lo refC1C11te a las Co11Stituciones estatales (que 

se lunitan en •U mayoría a incorporar las gar.mtias de la CPEUM), pero se ocupara de nuestra 

carta fundamental (V .1 ), después de lo cual, har:i lo propicio con los Tratados Internacionales 

(\'.2) Postcrionncnte, a fin de robustecer nuestro panorama, se har:i mención de la 

aplicabilidad de los crite1ios sustentados tanto por los tribunales federales -incluida la 

SCJN-- corno por la CIDll (\'.3). de la 111.mcra en que operan las 1CStriccioncs a derechos 

p.anu1.mos de un fo1Ult"C1micn10 del poJcr dd faudo-.apa.1110 ..... Ro\·1u VIÑAS, An&oru, Op. Cu, pi¡. 116. 
w V1J mfra rn tilt' mum>C&pitulo. V."4 2 2 
" Fi< fllRRO, tllclor, Op C11, f'ig ~ 



fundamentales en el orden jurídico mexicano (V.4), y finalmente, fonnularcmos un 

comentario sobre el papel que juega la ley en este terreno (V.5). 

V. l.· La CPElJM ,. lo< llerttho• •·undamrntalH 

Como es de todos conocido, el texto original de la CPEUM data de la segunda década del 

siglo XX, y respondió a un movimiento social especifico. De entonces a la fecha, la Cl'EUM 

ha sufrido innumerables refonnas que no han podido actuali1.arla del todo y si en cambio, han 

producido un instnnncnto constitucional muchas veces incoherente. Aunado a lo anterior, 

debe considerarse que buena parte del apartado de derechos fundan1cntales lijado en el texto 

constitucional vigente, procede casi literalmente de su antecedente en la Constitución de 1857. 

l'or ello, es entcnilible que en lo concerniente a los derechos fundamentales, muchos 

de ellos no se encuentran suficientemente consignados en la CPEUM, lo que lleva a adscribir 

otras nonnas alternas al texto constitucional. ÍO.tc que puede ser un ejercicio no sólo válido 

sino incluso con\'cnicntc. rl'quicrc aclarar algunas situaciones previas. 

Para ello, en los apartados si¡,'llicntes hamnos primero una precisión con relación a la 

tcnninologia adoptada por la CPEUM y la que utili1.amos en este trabajo (V. l. l ); y luego, nos 

referiremos al modo en que la CPEUM previene los dcn...:hos fundamentales (\'.1.2). 

\'.l.1.-Garantla• lndMduales n. Dtrttho• •·uadarmntaltt 

I"' CPEUM refiere a lo largo de su texto la e~presión garantitu indMduala para 

denominar los que en l"Ste trabajo henms referido como dcrt'Chru fundamenta/e$. Ello ha 

propiciado que los onknarnicntos secundarios, a.<i como buena parte de la doctrina nacional 

adopten la primera denominación. 

En cfl'Cto, en nuestro país no es muy común la utilización del término derechos 

f111rdm11cn1<11"s. Sin emhar¡,'<>, como ya lo adelantamos con anterioridad, justificamos su 

conveniencia basados en que: (il explica de mejor manera el sentido de los conceptos que 

4) 



envuelve; (ii) su alcance es más amplio, puesto que comprende derechos polilicos y sociales; y 

(iii) no confunde el mecanismo prolcclor con el derecho en si consignado. Pero además, la 

expresión derec/wJ fi111c/11111c111<1/e.• poco a poco ha sido acogida por algunos tribunales con 

jurisdicción conslilUcional."' 

\'.l.2.-1.os lkrcchM •·und1mcnlaks y su Introducción cn la Cl'ELJJ\I 

La CPEUM inlilula el Capi1ulo 1 de su Tilulo Primero como "De las garamias 

individuales", y más a<lelanle, el propio Art. Iº, párrafo primero, ser)ala que: 

Articulo l. En los Es1ados Unidos Mexicanos lodo individuo ¡:o:a de /tu garmuiaJ 
IJllC otorga esta Co11.slitucíó11 ... (l~nfasis añadido). 

Esla frase inicial ha generado cierta polcmica respeclo a si la CPEUM a~umc un 

crilcrio cxclusi\'amcnte posili\'ista, o acaso mantiene una postura iusnaturalista con rcspcclo a 

los tlcrL"<hos fundamentales. El n-sullado de csle dcbalc put'llc ser ú1il siempre que se plai11ce 

la cues1ión sobre si únicamt'!lle los dert"Chos consagrados en la CPEUM pueden considerarse 

parte de nucslro orden juridico nacional, o en cambio, a ellos l:unhicn pueden adscribirse 

aquellos dert"Chos cslahlccidos en los instrumenlos inlcmacionalcs en la malcría. Nos 

inclinamos por lo segundo. No obs1anle la aparenle posición posili\'isla de la CPEUM, la 

intención del consliluyenlc no era cerrar cuanlilali\'a, ni cuali1a1i1·an1enle rl eslablecimicnlo dc 

dcrt"Cltos fundainenlalcs.91 Veamos. 

Todo se origina por el antcccdenle inmediato de dicho dispositi1·0 de la CPEUM, que 

es el mismo Art. 1" de la Constitución de 1857, que a la letra decla: 

.. Hlo 1c h.acr p¡ltnlc rn l.1 lnli 1 6i.l C.2Sk, 1u1tC"ntada por el Sc-1\0 Tnhurul Colegiado ra M1taia Cwd 
del Prmrr Cutuno. No\'tn.I i'.poc.a del SJF, tomo IV, Cktul:n de 1996, rubro: Gar-antia.11ndn;Jwalt1 No JOll 

1f1·r1•clr01 J1dtar11m:u. Jino qw<" ro1U/1t1o't'11ti1Mtn."''""' CV1Ut11lfe1Ma/ pard tah'llp11rJar ñlOs 
" l'1d 1nfra tn nle nuum Caritulo, V.2 2, en donde 1nih1.&rm1 d rrobk-nu rd.11n-o 1 la p.n1b1hdad d.: 

hlccr cf1Xm·m, mtd1an1e el Juicio de a~ro. lol Jncchol furJamcn111« \:"om1gn.ados en lol Tratado¡ 
ln1rnucion.altt. 
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Articulo 1. El pueblo mexicano reconoce, que los dercclios tlel hombre son la base y 
el objelo de las insliluciones sociales. En consecuencia declara, que !odas las leyes y 
!odas las auloridades del país, deben respclar y sostener las garanlías que olorga la 
prcscnlc Conslilución (f'.nfasis m1adido). 

De ello, Ignacio Burgoa desprende que "nuestra Constilución vigcnle, al abandonar la 

tesis jusnaturnlisla, ya no cstabk'Ce la distinción 11uc lijó el Código Polílico de 57 entre 

'derechos del hombre' y garantias mdividualcs ... para la Constitución de 1917 los derechos del 

gobemado no equil'alen a los dcrnchos del hombre, esto es, no son anteriores a ella ni 

n<'Cesaria o ineludiblemente rt'Cognoscibles por ella, sino derivados de la relación jurídica en 

1¡ue se traduce la garnntía indil'idual establecida y regulada por sus propios mandarnientos".91 

Opina lo contrario Jorge Carpiw, quien alinna que " ... en el fondo la idea de este 

articulo es la misma que en 1857, con una diferencia: nuestra actual Nonma Fundamental ya 

no expresó la fuente de nuestras garantías que otorga, sino que omilió este aspecto. Pero que 

la fuente de nuestras gar.intías individuales es, corno en 1842, 1843 y 1857, la idea de los 

derechos del hombre. es indudable ... En el Congreso Constilu)-cnte de 1916-17 no se negó la 

idea de los derechos del hombre. Su conct-pción, aunque evolucionada, es la misma que ya la 

teoría y la práctica constitucional mexicana habían accptado".99 

Coincidimos con este último autor. y en adición a su opinión, destacarnos que las 

discusiones de dicho constituyente con relación a este prcccplo se cenlraron, en la aclaración 

por parte del diputado José Natil'idad Macias, de que la supresión del cncabcJ.ado del texlo del 

mismo articulo de la Constitución de 1857, respondía enlrc airas cosas a que se consideraba 

absurdo y confuso,"" concluyendo que en el lexto l'igcnle ''. .. estin reconocidos lodos los 

.. B111u.0A OMlllUl t.\, lgrucio, <>r Cu. p.ig 192 
"C'A.fO'l/O, Jorge", Op Ot, ¡\J}! l·U 
iru bpre\ó el d1pu11Jo Madu '1d("(ir que) lo\ derrcho1 dd hocrh't ton La bue y d objno de las 

m1111uc1otl('S socu1lc1, qu1ctr dc-cu que b h..na que ru b.uC' blu.. b M.'ICIC'd.ad nt.alla; na rucs un 1bwrdo que 
i rt'n~lón IC'~U1Jo JijC'fl C'I articulo ¡• 'ToJ.u IH IUIOf~I )' tod&J lu IC')'n del peis deben rC'SJ'CWla', )' 
luego C'!il.1hl«C'r en rl aniculo 29 que 11..JcJ, no1 dn('('hol pucJcn ~ m un caso mdo'". Diario M 
/oJ l>C'NtrJ 1.ld Gmgrl"JO ((m1l1hl\t"1tlt' /9/6.1917, Conu1M>n N1eton1I para La Cdebfación del 
ScsquKcnleNno dC' IJ, Procl.lnu¡;1ón Jr b lnJcpcnJtncu N1cK>O&I y del C~lo dC' 11: Rn'Olucióa 
Mn1caru, Tomo l. MCurn. 1960, pig 621. Un.t enoca unulu y que Kpamenlt fue &omlda m c;urnta pcw 
dicho Consutuyen1e, fue fonrubd! J'Of f..nuho fUh.a..a. ll que purdt mcontrao.c m VnJJ:C.tAS MOl.l.HO. 
Glona. f.mJ/m Rab.ua. J11 Prn1um1n1to Jlu1Jn«>-Pr>/iru:o y d C011:stihl)'C'Yllt' dt' 1916-11, Instituto de 



derechos 11at11mlcs del imlil'it/110, sean que esos dercchos sean de este, o de aquel, (sic) o de 

cualquier otro, sea que fueran de ocho, diez, veinte o cincuenta; lodos están reconocidos allí, 

porque las garantias que otorga la sección primera son para respetar las diversas 

manifestaciones de la libe11ad humana" (énfasis añadido)."'' 

\',2.-1.o• DrrtthOli •·und1-nt11 ... Coa1ien1do• rn lo• Tratado• lntrrn1tlonalc• 

México ha suscrito dos instrumentos internacionales generales con relación a la protección de 

los dercchos humanos:'º' 

1. El Pacto Internacional Je los Derechos Civiles y Polilicos,'º' y 

2. La Convención Americana sobre Derechos llumanos. 1°' 

La relevancia Je estos instrumentos es significativa para efectos Je este trabajo dado 

que el derecho a la infomiación no está regulado salisfactorian1enle en la CPEUM, como si lo 

está en el Pacto y la Convención. Asi, pues. a continuación referiremos algunas generalidades 

sobre estos úllimos: el modo en que interactúa el derecho intcmo de nuestro pais con el 

dcrc'Cho internacional (V.2.1); y el problema referente a la eficacia para hacer valer los 

derl'Chos fundamentales consignados en los Tratados lntcmacionales mediante el Juicio de 

Amparo (V.2.2). 

\'.2.1.-1.a Rttrpción drl l>rrttho lntr,..•loaal ra rl Dtrttbo Interno l\lnkHo 

El marco cort•titucional Je tas ~' Je carácter internacional se encuentra en tres 

dispositi\'os Je la CPEUM. [)("acuerdo con los Al1s. 89, fracción X, y 76, fracción 1, los 

tratados internacionales se celebran por el Ejccuti\'o Federal y se aprueban o ratifican por el 

lmrs11¡:;1c1oocs l,('guUto·u de 11 C&mlra de ll1J1Ulados.. Mh.Ko, 1984, p.ígs. 67 y 68 
::: 1>1ano dt /oi Jl.'batrJ dtl C"MgrtJO ('011J1thl)'t1ltt 1916-1911, Op Ol, r.Jg 627. 

• Cabe- aclarar que por no K'f nu1rru ~ tUt trabajo mkne1onalmm.tc onutun;n rtfnuoos a lH 
dc'Cl.u;1c1oncs rn matrru de dcttthoi humanos. que m d imb1to rw.ndul con.i rn d 11nrnc.1no 1e hin 
procl.anuJo con.:. no \1ncub1on.u. pt'TO qut h.an. tcmJo como rmJc:)o para los Trata.dos postrnoct"t. como 
U"fo¡"º 1 los tratWoi m tNlttll de Jcr«hot MX"Yln. C'C'OnÓcNCOI y culrw-aks. 

41 Oc:nonunado m nlr uahljocon.-i rl .. PKto'"". 
'°" [)(nonurwb m ntt 1raN10 como b "'ConYnl!Cióa ... 
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Senado. Una vez celebrados y ratificados, y siempre que estén de acucnlo con la CPEUM, los 

tratados pasan a fonnar parte del derecho intcmo. 

Ahora bien, en cuanto al Art. 133, con relación a la jcrarqula de los tratados respecto a 

la propia CPEUM y las leyes secundarias, la SCJN recientemente intemJmpió un criterio 

clásico que consideraba a los tratados con la misma jcrarqula que las leyes federales 

secundarias y amhos por debajo de la CPEUM, para señalar que ahora se encuentran en un 

segundo plano inmediatamente debajo de la CPEUM y por encima del derecho federal y 

local.'º' 

Particulanncnte en lo referenle a derechos fundamentales, cabe destacar la 

disposición prevista en el Art. 1 S de la CPEUM, que prohíbe tcnninantemcnte la 

celebración de tratados en los que se menoscaben dichos derechos. 1°" 

V.2.2.- El Amparo y los lkmho• Fund11n<ntalt> en los Tratado• l•trmacionaln 

Ahora bien, la incorporación de los Tratados lntemacionalcs al derecho interno 

mexicano tiene su consecuencia principal en la posibilidad de que pueda demandarse el 

cumplimiento efectivo de los derechos en ellos consignados mediante el juicio de amparo. 

En efecto, de conformidad con los Arts. 103 y 107 de la CPEUM, 1" y demás relativos 

de la Ley de Amparo, en México, el juicio de an1paro es el instrumento caractcristico para 

den1andar la restitución en el goce de g11n111tfo.'I indil'idualr..'1 que hayan sido violadas. 

De lo anterior se desprende un problema. ;.La referencia a garcintúu inJ111dualr.'1 debe 

entenderse restringida a los derechos establecidos cr1 la CPEIJM o también puede haccnc 

extensiva a aquellos consignados en los Tratados lnteniacionalcs? En otras palabras, ¿puede 

10' TC's1s P.l,XX\'11'99, No\tru l'.po.:1 Jtl SJf ). w (iacrta, Tomo X, Nm1mthrc de 1999,pig ... 6. nebro: 
TratiJtloJ 1rr1rr1111cumofC'J M 11b1<a11 Jt'rárq11Kowttrtlt' por tnCJll'la Jr laJ lt:WJ ft'd"aln y nt "" Jrplwla plaNJ 
r~Sp<'CM dr la Co,ut1111d011 Ft'd('la/. l'i,f 1..\.na9J. 

1t• lltcC' C'SIC rr«C'plo- ""No K' 1u1or1u b crkbrac.00 Oc UataJol pifl la u.tradactóa de rros pollbcos, DÍ 
PJ.fl la de aquellos dehncucntt' dtl onkn romin que bayan 1cnido rn el pai1 donde commtroa el dthto. la 
cond1c1ón de eKLl\'O\~ •u d' ro1m·1uoJ o rnJladoJ r" nrtvJ J~ los qt" Jt a/lnt11 les 'ª"'"túu y~ 



demandarse el amparo por violación a un derecho establecido en los Tratados Internacionales? 

¡,o sólo puede haccr.;c impugnando la violación de los Tratados Internacionales como una 

violación de la garantía de legalidad? 

Cr<.'Clnos que el juicio de amparo no sólo protege las garantías indil'idualrs, sino en 

general, y de manera directa.ID' cualquier derecho fundamental, ya sea establecido en la 

CPEUM, en el Pacto o la Convención.'º' Ello por lo siguiente: 

Primero, recuérdese que los dcrt'Chos fundamentales contenidos en los Tratados 

lntcmacionales son por virtud del Art. 133 de la CPEUM y el criterio de la SCJN antes 

referido, derecho interno, por encima de cualquier ordenamiento secundario que los omita o 

disminuya. 

Segundo, tal como se mencionó con anterioridad, no fue intención del Constituyente 

de 1916-1917 n•rrar la CPEUM cxclusivan1cntc a los derechos en ella consignados. Todo lo 

contr.trio, en su mente siempre estuvo la idea de derechos dd hombre susceptibles de ser 

rt"Conocidos por el ordenamiento constitucional, para lo cual puede atcnder.;c a la adscripción 

dcsanollada por Alcxy. 

Tercero, en todo caso, debe reconlarsc que el texto del Art. I' de la CPEUM menciona 

que las garanti;is que ella otorga "no podrán restringir.;c ni suspenderse, sino en los casos y 

con las condiciones que ella misma establece". Lo que intcqm'lado a contnirio sens11 

significa que dichas garantías si pue<lcn ampliar.;c )'que esta an1pliación puede haccr.;c tanto 

por el legislador ordinario como por los tratados internacionales celebrados en términos del 

t'Jlahlee1Jc·J por f"Jla C'mu11tuC1ch1 parr.1 d lwMfttt' .' rl c1111/.idJ1to" (é'nf.l.llt 1Aaidldo) 
'º' UN opinión C'O pnni:1p10 comci&:ntc- rnn ~ nuc1ua. rcro do·C'rgmtt m tuanto 1 los rmJot. C'1 la que 

\ml1rr1C Jos.e IUnlÓn Couio l>iu y 11 nY)'Of' par1r Je l1 docu1n1 ructonal. qute'OC'1 1lirman que tn efecto. el 
JUICIO de an~ro ptolrg:c los dctrcho' com1pudo1 en lo~ Traudo\ lnlcrnac:aonaln, pero ello le rnh.t.1 
alr:gando ,-iolu1nnc1 1ndun;tu 1 la CPHIM J'IC'f \U dtl An. lb con,UhKtonal. Cfr O~b r>IA7 ... José 
Ra.m1.in., ¿Una Nwn'l.1 U,· Jt' ,fP11paro" l"n lwt'Jf1<>11f'J Co11JtJtw<W#lalt'J, rt"\Ull ÚIC" / 1QÚ, Tt'ttdntcúu y 
<>r111wnt'J, nlunc10 118, MéJ.1,0, Encto 2001, pjig,. b2 a 65 

lfJI Sm cmhuGo, nuntr1 1futnactón debe n.aht.i.nt cntntindoK de dcm:bot K1C11\n o a prntxioon.. en 
C'U)\1 caso, por su su.lwaku y oo por las conudetactonC"s nprn.•du, r1utt una poblrml1.a panacvlar en b 
que no podtroo\ abundar pot no Kf m11c111 de nuuno nrudt0 \'tase 1 AttXY, Roben. Op. Cu. y 
C••i.>si11. M1gu<I, f.1 .I/, O<re</to1 So<wlri y/"'"'~°' J< /.., A/""'°'11, lll·UNAM, Mtxico, 2000. 



Ar1. 133 de la propia CPEUM.1
"' Por lo lanto, los derechos conlenidos en los Tralados 

lnlemacionalcs deben enlenderse como nom1as adscrilas a las garanlias consignadas en la 

CPEUM y por ende, suscepliblcs de ser dcícndidos mcdianlc el juicio de amparo. 

Es opor1uno mencionar lres circunslancias que apoyan csla posición: (i) los Ar1s. 3º. 

del l'aclo, 110 y 25 de la Convención, 111 disponen la cxislcncia de un rccur.;o efec1im necesario 

para la prolccción de los derechos fundamcnlalcs en ellos contcnido.t; (ii) un seclor importante 

de la doc1rina nacional opina en el mismo scnlido;111 (iii) a manera de rnlificación, csle cri1crio 

ha sido incorporado exprcsamenle en una propucsla recicnlc de rcfonnas a la CPEUM y de 

nueva l.cy de Amparo;'" y (iv) las nonnas referidas a derechos fundamenlalcs, fin primordial 

llN GllutÑO !'U.A 'l'O, Jor.C lk frr.üs, El Euado nuitra Si MutJto /,(IJ Comuwn11.•J Gu~rniJmcntalt"s el~ 
IJ1•r1Yho1 l/ummwJ y la Ot•Jf,•gwrnanún de• lo l:.itlllal, 1'onec1 Ed11orC"S, Mhtco, 1999, p.igs 98199. 

110 Dace rile precC"pto: "Cild.J uno tle h1s faUJus p.tines en el prC"sente Pa,lo sr compromele a guantiur 
que 

11) ToJ;a pcnoru ru.1m ,/arrhm '' /1hotadr1 rt·conoculos tn d prt'.tftltr /'acto Jwyari mio uolad<>J podrd 
1111.-r¡l(ura un t1"Cuno t'/«lm1, aun cu.ando til nobnón hubu!n1 sido conieod.\ por pcnoru.s qur actwib.m ('n 
eJe1c1c10 Je sus funcione\ ofic11les, 

h) La autor1\bd compclcnlc, JU1.hc1al, a\lnumstratn·a o lcgubtwa, o cu1lqu1cu otra aulombd compctC'ntc 
prrnsu por d m1e1tu lr¡:.il del Estado, dcc1J11í si.W1e los derechos de to.Ja penoru que mlerpongt ul lt'C'uno 
)' 1 deurrnll.u In r(mh1h1lades de f('(WSO JUd1cul, 

e) Lu ,¡uturnlades conlp(lenlM cwnrhr.in toJ.t J«u.ión en que st lu)I rstnn.ldo proccdcnlc el rtcuBO .. 
(rnfu.I\ 11\.lti1Jo) 

iu ()l(c eslc prei:C'plo "Prn1ecc1Ónjud1c11l 
1 ·1 nJ1 ('t'IMllU llrnc d<."techo a un rt'lí. uno Jt'11crllo y rJp1do o a c11alq111n citrv r«llno rfrctno ante Jos 

1•11n·s o rnf.wna/o wmpt"lt'nlt'J, qut' fa ampatt nmtra u<tm qul' \10/t'n 1111 ,/archas fundm,.t'lltal~s 
ri·coruK'1du1 por Ja Ctm11tt11nár1. /(J 1,,. o /íl prrutttt' C0111'(1Jf1Ó,., aun cu.ando tal ,·1olac1ón KJ comrtida ror 
pcrson.u quC' 1c1Urn en CJC'ICICIO dt' sw full(wnrs oftcaaki. 

2 tm E\l.11los pattr se COO'fllOmctrn 
a a i:ut1nh1 .. u que b aulond.ad co~tc:ntc prc:nsu f'OI el llitmu legal del l~uJo dcc1J11i s.obn: los 

1le1t"(ho\ de 1od.I pcnuru que: mtc:rpong,1 ul rC'cwso, 
t'I a deunullar 1.1, pm1b1h1Lltks de rC'CUJSO Judteul. )' 
' 1 ¡:ar.111111 .. u el cun~linurnlo, pot" lu 1u1ond.ldt""1 c°"'fldrnln. de luda dccmón en que st haya es1imado 

pH)\'.C:JcOIC' el ICCUf"Ml .. (tnram 1t\a\t1Jo) 
111 Cfr nx /_.\t.ll!t>kl, tlktot, El Amparo Aft'llC-OM "'"'º /flllJlrM"fNtlo 1•ro1«tor dt• /cu l'ktttlwl 

llummw.i, C'O /)uin'f.11 sobrt'" /Xrrclao dr Atfl(>tlTO, llJ·lfNAM )' romi.a, Mturn, l'J99, Jlig 6S8. 
1

" 1:0 el 1n1c-prnyec!(1 de rdom1.1 al Art 10] tk la CTl:UM elaborado por wu corru11ón de c:r.pcnos 
cunfonw1b h.i10 1usp1C10 dC' b SCJN it' propoM la 11gutmtt rN.kcKln .. Los t11bwulcs Je- la FC'derxlÓll 
1c~ohcrin lolb wnUo\C'fUI q~ I(' sw.cllc por ootlt\IJ gcnrraln o actos dt •utonJad que nolm las g1n.acias 
que conugran nt.a Ct.lns111ucu)n o loJ dt'rr<lwJ li11111aMJ qwr ptvlq:tflll lm 11Utn1mrnto1 11tt"'"1<W1U1let 
J.:1'111·rol .. s "" la matt'na qut' t'Jtbt Jt' ª°'"'Jo CON la propuJ ['o.11Jt11W'W11, ct'ldu-ados J. q11t u• rtlrbt-c-11 por t'/ 
Ptt·HJ('nle Jr fo Rc·p~Mica 'º" apmNc1J11 Jd M,.,.,J" .. (tnfasu IAIJado). POI 5u pane, el Art. r dr. la 
prnpunt1 Je le)· de An'fl'JllO ptt-l('nuJo por b SCJN reu qw. "El JUK"Ml de at11'1fO tiene por ob,no tnolver 
tod.1 conUu\C'l\11 que ~ su\C1tc por nom\H gC'nC'fakt o attol dr 1u100lbd qur '-.okn las garantiu que 
conugn la Ct1rullhK1ón Polit1c1 ti( los fauJoi Un..Jol Mtuc:anot o lru Jrrn #soJ Aia.Mtal&OJ qw~ prolrgrtt loJ 
"º'"'"'""loJ 11utrriar1011alf's K''""ªln "" la '"'1tnaa qw cJktt dt O<Wrdo C'04t aq11i-lla. ri>ldv1JJM J qw st' 
altb'"" por d l'rt>J1dt't1lt' Jt la RtpMb/,ca. ron aptoh«W11 Jd SnwJo .. (tnfasu 1~:hdo) SurRfMA COl!rt 
01 Jt '' ncv. m l.A NAnos, l'roy«to dt Ja S-yrc,.,a Cont ik )WJh<UJ dt la Na<'°'4 Jt fil U,· dt' A-.paro 
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del juicio de amparo, fonnan parte del dt•n•c/w ronsti111ciont1/ 111atcria/, es decir, son objetivos 

sus1anlivos que corresponden al "plan c'Slmclurnl nonnativo" parn la configuración jurídica de 

una comunidall. 11
" 

\',J.- l.o\ l>rrrcho• •·undamrntalrs 1· la Jurl•prudrnrla 

Una consecuencia de la idoneidad del juicio de amparo parn demandar la rcslilución de un 

derecho fund;unenlal, es la aplicabilidad de la jurisprudencia sustcnlada por los tribunales 

fedcrnles y e\'cnlualmente por la CIDI 1, con relación a la inlerprctación de los derechos 

fund;unenlales. 

Cienamelllc, de confonnidad con los Arls. 94 y 107 de la CPEUM, así como el Titulo 

Cuano de la Ley de Amparo, no hay duda sobre la ohligaloricdad de los criterios suslcntados 

por los 1ribunalcs frdernles que en los lénninos de dichos ordenamientos se consideren 

jurisprudencia. Sin embargo, el problema surge con relación a los crilcrios cmilidos por la 

CIDll ya sea por molim de la resolución de con1ro1·c:rsias o por la expresión de opiniones 

consuhivas, 111 lo que c'S relcv;u11e parn efcclos de nuestro trabajo porque la CIDll ha 

suslenlado una gr.m canlidad de cri1erios lanlo en malcría de restricción a los denxhos 

Rc·1-:lm•1t'ffhltlll c/1• fos hticulos 10.f _\' 107 1/t' 111 Co1imtlln1í11 Pulir1ca d" los l~taJru Unido1 M~.UC'IUIOJ, 
SCJN, M<"'°· 2001, p.i~• S7 y 277. 

114 lllll l 1 RllA('ll. A, c111Jo por llA111 RI J·, l'<'lc:r, El ü111cfo Co1ut1tuctona/, llJ-UNMt, México, 2001, 
p.ig 110 hu concrpc1ún 1n11lt"'1al ~r1t de C"nttnJtr a la C0iuUtuc1ón com .. el ordmjuridKo fundamml.tl 
dd bt.ldo y ,tc; 11 uw:ml.td, c:s '1«11, mclurr a 11 wc1eWd rnn\htu1J.a. unqut ciatammlt no m ti Knlido de 
mll.:mncs lle 1dcnh1l.ii.1. es dcC'u, no sólo C'I C'I F.itado coru1iru1Jo (b1 Cumtuuc1óa non tólo Corut1tudón "drl 
fat;aJn')", lo que llt'\J a woccb11 un ConJunlo de: nom\H que IUl C'5W prn·utu de noto cxptso en el In.la 

coml1luc1on.il, por su rnnlenido auológ1.:o t.C" co1mJcr1n coo1m:nJ1th1 rn el 1111smn, COChl n C'I caw dt las 
lf1,pt1UCHlOCS. 1ck111.lu a dcn'(hoi fundJ.mtnUlci conleru•lu rn los 1mtnm.-nl0s inlttnlrionalcs. Cfr. /blJ~. 
p.ig• J, QI, 110, 124 y ll\ 

11
' J>c acuerdll con lus Art1 fil .a bS Je b Con,cnc1ón, la CIDll ro~ doa faicuhadcs Hrntiakl: (i) de 

c.11Jc1c1 con1eoc1U\O r.111 rewh·n lH JcnunJ.as que put"d.a lOla¡'IOntf la Comiúón laknmtneana o un 
E\t.1Jo quC' huh1c11C' sus.cn10 b Coo,·e1X"1ón. conu1 otro hlldo .al cu.al .e 1mbuyao \'IOllcioan de lot. dcrcdmi 
csuhk\.·1dl11 en l.a pto¡i1a Com·enoOn, (11) de c1rJctc1 comu11n·o, dado '}UC' la 0011 pude pronunc:ilnc M>bft 
l.J mlt"fJllf:t.1c1ón Je los rm:C"plUl de J1ch.a Con\·tnc1ón_ liÍ ('OrtlO lot de OUOI lraa.loi ÍlllkmKÍOnlla iObre 
derechos hununos quC' tmgan a.¡1hc1c1ón tn el conllnrntc amnlC&no (conw:> d Patio). y puede hacerlo a 
\ohc11ud de lo\ fauiJos rruemhnn de 11 Org1nu.ac1ón Je faados Atner•C'anol. de la Conneón l'*'americ.lu 
)' dC' OllOI órgano\ de b rwop~ OfGl.nll.lcaón, (0 lo QUC' In. COO'fl'C'k'~ tambft pucdr la c....uhada por un 
E.sudo nucmbro wbrc 1~ COfT1".lhh1hJ.1d tntre cw\qu.aa de sus lcyn imlicnu y lol mmcioudoe 
murumcnlo\ m1enuc1orub 



fundamentales, como en derecho a la infom1ación, lo que implica una riqueza que no puede 

desde1iarsc. 116 

En el a~o de 1998, Mcxico aprobó y emitió una Declaración para el Reconocimiento 

de la Competencia Contenciosa de la Corte hncramcricana de Derechos llumanos. 

Desafortunadamente, dicha Declaración fijó exclusivamente la competencia de la CIDll en 

el ámbito intemacional, sin que se hiciera adecuación alguna en el orden interno que 

implicara la obligatoriedad de la jurisprudencia sustentada por dicha Corte. 

De ese modo, fonnalmcntc, los criterios sustentados por la CIDll no pueden ser 

seguidos por los tribunales mexicanos. A ma)Ur abundan1ic11to, la sumisión a la competencia 

de la CIDll sólo significa que dicho órgano jurisdiccional puede declarar la violación por parte 

del Estado mexicano de la Convención y eventualmente imponer la aplicación de medidas 

compensatorias, sin que se trate de una rnuión de asuntos conocidos con anterioridad por los 

lribunaks mexicanos. 

No pasa desapercibido que los Arts. 8 y 11 de la Ley sobre la Celebración de Tratados, 

previenen la posibilidad de que las sentencias de la CIDll en las que se haya visto involucrado 

la Federación, o personas fisicas o morales mexicanas, pueden ulíli1.arsc en la República como 

prueba en los casos de nacionaks "que se encuentren c"ll la misma situación juridica".111 Sin 

embargo, al margen de las deficiencias sobre la redacción de estos pn.i:cptos y su presunta 

116 Sohre la. a.plic.ab1IWJ Jt t.u rnolunonc\ de l.a Clllll C'n el &uxho mlrtno Je d1vcnos paisn 
Lalull.i.ammca.ooi, Cfr NCX.iUI IRA AICAIÁ, llunlbc-no, (./ lkrnJw d 1'1 lnformacui11 _.,. d ÁmbilO Jd 
l>n1-c-ho c{lflJlllMCIOn<JI Comt)(mJ1/o '" lbt-roamá1ci.1-" EstadoJ L't111lo1. rn CARPl/0, Jorge y CAROONl:.U .. 

M1gud (coorJ1nadores), tkrCt..·Jw tJ /J 111/0nltQnOn .' l>t-rrchm llu"fatWJ, Euu,fwr '" llo#ft'n4Jt al M11atro 
.H<1no 1lt 111 Cau•\1l, llJ-UNAM, Mh1co, 2000, J'igt 17 a 20. 

11
' 1>1cc el A11 8: ··cwlqu1rr uaado o ª'UC'1Jo m1cnmrnucmrul que C"lmlmga nrcuilmo1 

m1t11\Jc1oru.lcs p¡ra 11 solución de C(\Obo\'C'T\1.u lrg1k1 en que lt'ln p¡nc, ror un blJo la Fcdencáa. o 
pcnon.u fü1cJs o n~lraln nY\tclnH y, ('()(" el otro, goh1cmos, pcnoru.t fiuc.u o mnln ntrlnJOU u 
org1niucionc1 intrmuwnalM., drbcri 

1 Otorgu a los mrucanos y C'\IU.RJC'IOt que" sean pi.ne en l.¡ co11110•ttn&.1 rl llllllR> trato confonR al 
rrmc1p10 Jr 1rc1rroc1Wd mtcrnic10NI; 

11 A~curu a tu p . .u1n la ¡;1ranti1de1uJIC'DC1.1 )" rl dcbeJo C'JC'ft"teao de ddrni .. u, y 
111. G.u1n111.ar que ll con-..ioucKin de l..» O.g1001i de Jtcmón ª"'gwrn •u ~rca1hd&d~. 
l'or su rane, el An. 11 w-1\ila "'Us smtmc&u, laudos a1b1tr1k1 )' &mh n:solui:.ones JurÍ:ldtcc1m1k-t 

JrnnJos JC' b 1phcactÓn de lo1 mx1rusrms lnkmKKJNln J\1(1 ll sol~tón de' conuo\''C'l'IW kp.kt. 1 que 
te refiere el anáculo S-, kndtán cficacu y wrán rtronOrCadot rn b RcpJhhc.a. y podiin utd11.ane C1Wll) pswba 
en los c.1\()t dt nat1onaln que se nx-uenban tn 11 mt'"11 11tuactón JWidte.&.. dC' cooíomlldld cm el OW:i¡o 
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inconslitucionalidad por cucsliones que no vienen al caso referir, esla regulación es 

insuficienle, pueslo que excluye la mayor pane de los casos y opiniones cntitidas por la CIDll, 

en los que la federación o mexicanos no han estado involucrados, además de que confiere a 

dichos casos exclusivamenle el carjclcr Je pnir/~1. que es distinlo al de un criterio de 

observancia general )'obligatoria. 

Creemos que en lodo caso, la jurisprudencia de la CIDll puede servir de parámetro o 

guia para los órganos jurisdiccionales mexicanos y que en un futuro deseable, se adopte a 

nivel conslilucional una previsión que pcm1ite la aplicabilidad de sus criterios.'" 

\',4,-1.a• R.-.trlrrlon" • lltrttho• Fund1mrnl1ln rn ti Ordrn J.,idko J\lnlrHo 

El orden juridico mexicano cucnla con algunos crilcrios para la restricción de los dcn:chos 

fundamentalc'S, con hase en las disposiciones provcnicnles de dos fuenles: la CPEUM (V.4.1 ), 

y los Tratados lntemacionales (\'.4.2). 

\'.4.1.- Rr.trlrrlonn rn I• Cl't:UM 

La lradición juridica mexicana compme la opinión de que los dcn:chos fundamentales 

no son absolutos. En efecto, Ignacio llurgoa considera que dentro de la relación jurídica 

llamada garJntia individual, ·~ales derechos no son absolutos en el sentido de estar 

consignados incstrictamcnte en la nomia constitucional reguladora, pues esta al consagrarlos, 

les fija una dclcnninada extcnsit\n". 11 " 

La h;L<e co11st11ucional para funJamcnlar la restricción a los dcn:chos fundamentales la 

enconlramos en la segunda pane del Art. I", párrafo primer de la CPEUM,110 que a la letra 

dice: 

Ft"Jer1l J(' 1'101.:rJinu<"ntui. C1nk1 y loi trallOOi aphcablH ... 
1

" t:n cu· K"n11Jo t.U'\C de moJdo el anicu1o 10, p.irnfo 2 de la Commuctóa E.sp.at.ola. que 1 la ktra rcu: 
''Artfrulll 10 2 Lu n<.'m•u rdauvai 1 illl dt'rtthoi funJ.amrnlllf'l y a Lu hhatadr1 q~ La Consurudóa 
rC'conoo:c se mtuprt'tuin dt' confonnidld con U Drclaractóa UniYnul de Dntc:hol Humanos y los traudoi y 
;acurrdos m1rnuC101Uk11 'ºb" Ln miunH malnu.s rauf.cadol J'IOf úp.ai\a" 

11
• l,UKGOAÜRllllJI lA, ltnatio, Op Ot' ""' 196. 

1 ~ De antmuno aJ,·rrtunos que la figura dC' lu rntnccionn n de narunku muy dlltlnta a la de b 
swrcru1ón Je garantill COIUtguda C1I el An. 29 de la CPf.UM En dctto, nll: Uhma arela a una 11tuacióa 
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Articulo l. En los Es1ados Unidos Mexicanos lodo individuo go1.ar:i de las garanlias 
que otorga esta Constitución. /a.t ciwlcs no podrán rcstrmgirsr 11i s1upemlersc. si110 e11 
los casos y co11 lt1S comlicio11cs que din misma cslnblcre. ( Enfasis añadido). 

Apunla Burgoa que "la demarcación de los derechos públicos suhjc1ivos se juslilica 

plcnamenlc por impcralivos que csiahlccc la nalurale1.a misma del orden social, ya que no es 

posible snponer que dcnlro de la convi,·cncia humana el Derecho que la organi1.a y encauza 

autorice a todo ente gobernado desplegar ilimitadamente su ac1ividad (sic), pues ello 

convertiría a la sociedad en un caos auspiciando su propia desintcgración". 111 

Ahora bien, la rcslricción 1iene sus particularidades con rc'Spccto al alcance de la 

misma y la compclcncia para hacerla. En cuanto al primer aspcclo, alcnto a lo set1alado por el 

Art. Iº de la CPEUM, la restricción tiene su limite en la propia disposición rcslringida o en 

alguna olra del propio ordcnamicnlo constitucional, dado que se !rala de la reglamentación de 

un dispositivo constilucional: "el ortlcnamicnto rcglamcnlario no puede bajo ningún aspecto 

variar el :imhito nonnati\'o de las disposiciones que rcglamcntc ... 1n 

En cuanlo al segundo aspecto, consideramos que la Cl'ElJM sigue el principio de 

rcS<·nu de h~· para dcsanollar las restricciones que ella misma imponga. Esta convicción 

nace de la circunstancia de que, de confom1idad con el An. 89, fracción 1 de la CPEUM, el 

Ejccuti\'O sólo puede emitir reglamentos siempre que cuente como base a una ley. lll."' 

trmporal que no 1mrhc1 un.a rroh1h1c10n wnuruntc, u.I con., ii lo n wu lt\trn:ctón. al cjcrcK'áo de un 
Jctt("ho fund.Jmcnt.JI l'or ello, coru1Jcnmn cu- trn\I •Jrno 11 popóuto de rstr ltahaJo 

111 lhid,·"'· r.is IQtt 
m ltllRGOA ÜRllllll IA, lgiuoo. Op Cu, p.lg. 198. 
•:

1 Rcfocf7.t c11a con\·1cc1ón la tcm de JurnpruJmc~ 764, iwtcnl.\JJ por c1 Pnmcr lnbwul Colqsado n 
M.urrt.J Adnun11.ua11u dd rnnlCf CarcuJ1o, S<r1t11\I i:f'IO('a dd SJF, lmm 111, Panc TCC. p.ig. S72. rubro: 
TráfUIW, Rr1i:ltimtnlo ,fe. 1/t"I Dutnlo fnl<ral /nC'tl""""''f()ft"/iJaJ r1J. A..~l 

•?•En ad1c1ó11 a lo .ar~umcn111.lo, cabe agrtgar que los Jmonun.ado1 rq:fo,,.rretos ""''~'• dupouc-.S 
que r.a.1t1c1pan dr lu caractcrhtica1 malnult' ~ LI nom\11 Jwidtca, pt"ro un lUJC'Ul~ a Wll ley fonml. bao 
dC"up..Jrn:1lto de nuc-iUO ordm JWidtCo nKmnal ptX nrtud de d1u·1u1 rcformu comtsrudona~. q,. 
1=1tAtiA, G1bmo, flt•rn·lio AJnunu.tr111m, PornU., Mtuco, l9S2, J'ig.~ 1)7 1 l"I; y lnd MnkDlada por ti 
Segundo 1 nbwul Cokgudo dd Dttuno Se110 Cucu1to, Otuva Epo..:a del SJF, 1omo Xlll·Juruo. p6a.. 6S2, 
rubro: RrglamrrtlOJ murt1c1¡Jctlr1 awt0"°""1J Scut lllC'01&st1tw;1011alr1 a pil'fl' dl' la Tt'/onaa ~bJK'Ot114 M ti 
Dmno Oficial dr la FrJrrac1<iflf rl trrJ dr_frNrru dr•1/ ll(wtc1C"11las oc/i('lttol J ltn 
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Por úllimo, debe señalarse que algunos derechos remilen expresamenle a las leyes 

federales. Sin embargo, si el ámhilo del goce o ejercicio del derecho fundamenlal no eslá 

comprendido dcnlro de las facullades concedidas al Congreso de la Unión, confonne al An. 

124 de la CPEUM, enlonces debe enlenderse reservado a las lcgislaiuras locales, las que 

eslán aulori7.adas para regular las resuiccioncs. Ello no obsla para afim1ar que algunos 

derechos son regulados ohlicuamenle por el legislador federal, mcdianle la reglamenlación 

de olro objelo, a lravés de las denorninadasfar11/1ades implíritt1s. Abundaremos sobre ello 

más adelanle, al referiremos a la LFRT. '" 

V.4.2.- Ht5trkclon .. en los Tral1do1 lntrraaclon1lt5 

Es1os inslrumcnlos cslahlecen erilerios generales y paniculares para la restricción de 

dcrt"Chos fundamenlales. Para una mejor comprensión de los primeros, nos referiremos por 

separado a cada uno de ellos, abordando inicialmenlc al Paclo (\' .4.2.1 ), y posterionnenle la 

Convención (V.4.2.2). 

1'../.21.-R~stricdo11~s ~n rl Pacto 

El Paclo contiene los siguienlcs prcccplos conccmienlcs a la restricción en general de 

los derechos fundamc:ntalcs: 

Aniculo 5". 1. Ninguna disposición del prescnle Paclo podr3 ser inlCIJlretada en el 
scnlido de conceder derecho alguno a un Estado, grupo o individuo para emprender 
aclividadcs o rcali1.11 actos encaminados a la dcslrucción de cualquiera de los dcm:hos 
y libcnadcs reconocidos en el Paclo o a su limilaeión en m3)ur medida que la prevista 
en el. 

2. No podr3 admi1irse restricción o menoscabo de ninguno de los dcm:hos 
fundamenlalcs reconocidos o vigenlcs en un Estado parte en \'Írtud de leyes, 
convenciones, rcglamenlos o costumbres so pn:texlo de que el prescnle Pacto no los 
reconoce o los reconoce en menor gr.ido. 

'" l'uf 1nfra C.pitulo Cuano, U.J. 



Anículo 46. Ninguna disposición del presente Pacto deberá inlcrprctarsc en 
menoscabo de las disposiciones de la Cana de las Naciones Unidas o de las 
constituciones de los organismos cspcciali1..ados que definen las atribuciones de los 
diversos organismos espcciali1..ados en cuanto a materia.< a que se refiere el presente 
Pacto. 

De lo anlcrior podemos desprender dos principios: 

Primero, similar a lo previslo por el Art. 1" de la CPEUM, la medida o extensión de las 

reslricciones están dadas por el texto del propio l'aclo, sin perjuicio del principio que se 

enuncia a continuación. 

Segundo, en caso de que la extensión de las restricciones estabkcidas en el Pacto sean 

maiures a la.< establecidas en otros onlcnamicntos (Constitución, leyes o tratados), deberá 

aplicarse la que implique menor menoscabo al derecho fundamcnlal correspondiente. 

Cahc hacer mención que el Pacto a diferencia del Pacto lntemacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culluralcs,11
• carece de una cláusula que, adicionalmente a lo 

señalado, e'prcsc: (i) la reserva de ley rcspcclo al establecimiento de restricciones; y (ii) que 

en todo caso el !:Simio juslifique la neccs1<lad de dichas restricciones (l-s decir, la restricción al 

derecho fundamental debe ser indispensable para garan1i1..ar el pleno goce de ese derecho para 

los olrus dcstinalarios, haciéndola compahblc con un sistm1a dcrnocr.ítico de gobierno 

1 criterio teleológico)."'·"' 

"' f11'11ló1Jo <n Nue\'a \'OI~ el 16 de docormh< de 1966. •r<oNOO ror el Snu.lo el 18 de d1c1<mbr< de 
1 Q80, K"gún dccrC'fo pulthc1Jo rn el l>OF el 9 de- C'l'IC'fO dt 1981, C'I drpóf.110 dd 1nt.1runlfnto de Adhn1ón se 
cfrcluócl 23 dt' rmrio de JQSl, it puhhcómcl DOF rl 12 de marro de 195),C'ntrÓ C'n \'1gor C'l 3 de mtfode 
1976 f pala llUC."\flO rai«l 2) de JWllO de 19!1. 

" \'lllAl Ci<)M>J AICAIÁ. Rodolfn, Op Cot, r'i• 210 y 2)q. 
•:• hublC\:'c el An -''" dd Pacto lntttn.Ktonal Je lXt«hos Econónvcoi, 5'.lCUilct )' CUltw&ln qut "l..os 

Esu.Jos partes rn rl ptcstnlc P1eto tC\.-OOOCC'n que, en ti qctCKlt> dt los dntd101 garantu.ados Ctlflíomte 11 
rrc-M:"nlc Pac1a por el Estado, tstc JlO'lri M>mtltr takt dctcchru ürucammlc a lumuc.unn Jctnmm~1at roe b 
ley, sólo en la n-.:J.dl C0"1\'hblc ron la natwalcu dt ~ dnrchos y con el nclutl'O obJdo de pomonr ti 
b1cnc-1t.u gcncnl rn W\l WCte'dad dC1mcdtK1"'. 
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l~./.2.2.- Re.•lrircionrJ r11 la Co111't'nrió11 

La imposición de restricciones a los derechos fundamentales de acucruo con la 

Convención. se rige por los siguientes preceptos: 

Aniculo 29. Nonnas de interpretación. 
Ninguna disposición de la presente Con\'ención puede ser interpretada en el sentido 
de: 

a. pcmlitir a alguno de los Estados panes, grupo o persona, suprimir el goce y 
ejercicio de los derechos y libcr1adcs reconocidos en la Convención o limitarlos en 
mayor medida que la pre\'ista en ella; 

b. limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libcnad que pueda estar 
reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Es1ados panes o de 
acuerdo con otra convención en que sea pane uno de dichos Estados; 

c. excluir otros derechos y garantías que son inherentes al ser humano o que se 
dcri\'an de la fom1a dernocr.itica rcprcscntati\'a de gobierno, y 

d. excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de 
Derechos y Deberes del llornbre y otn>s actos internacionales de la misma 
naturnlc1a. 

Aniculo 30. Alcance de las restricciones. 
Las restricciones permitidas, de acuerdo con esta Convención, al goce y ejercicio de 
los derechos y libertades reconocidas en la misma, no pueden ser aplicadas sino 
confonne a leyes que se dictaren por razones de interés general y con el propósito 
para el cual han sido estahkcidas. 

Anieulo 32. Correlación <'ntrc deberes y derechos. 

2. Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, 
por la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una 
sociedad democr.itica 

De lo anterior deducirnos seis principios: 

Primero, simrlar a lo previsto por la CPEUM y el Pac10, la medida o extensión de las 

restricciones están dadas por. el texto de la propia Convención, sin perjuicio de lo que se 

enuncia a continuachln. 



Segundo, igual que en el Pacto, en caso de que la extensión de las restricciones 

establecidas en la Convención, sean ma)mcs a las establecidas en otros ordenamientos 

(Cons1i1ución, leyes, otra Convención y actos internacionales de la misma naturaleza), deberá 

aplicarse la que implique menor menoscabo al derecho fundamental correspondiente. 

Tercero, auque no lo cslahlelca exprcs:uncmc la Convención, ella no puede ser 

inlcrprctada con el objeto de excluir otros derechos que: (i) son inhcrcnlcs al ser humano, y (ii) 

se derivan de la fonna democrática y rcprcscnlaliva de gobicmo. 

Cuarto, toda restricción dchcn dcsanullarsc de acuerdo al principio de reserva de ley. 

En ese aspecto, la CIDll ha establecido que en este caso debe entenderse por ley su acepción 

fonnal, como "norma jurídica emanada del Parl:uncnlo y promulgada por el Poder Ejecutivo, 

con las fonnas requerida.• por la Cons1i1ución". "' 

Ello se justifica porque "la protección de los derechos humanos m¡uicrc que los actos 

cslalalcs que los afeclt-n de manera fundamc111al no queden al arbitrio del poder público, sino 

<¡uc estén rodeados de un conjunlo de garanlias cndcrc1.adas a a.segurar que no se \1llncrcn los 

alrihulos inviolables de la persona, dcnlro de l.15 cuales, acaso la más relevante tenga que ser 

que la.• limitaciones se cstabl01.can por una ley adoptada por el Poder Lcgislali\'O, de acuerdo 

con lo establecido por la Comlitución. A lrJ\'Cs de este proct'\limicnlo no sólo se inviste a 

tales aclos del ascnlirnienlo de la representación popular, sino que se pcnnilc a las minorías 

expresar su inconformidad, proponer iniciativas distintas, participar en la fom1ación de la 

voluntad polilica o influir sobre la opinión publica para evitar que la ma)'Oría actúe 

arhitrnriamcntc. En venlad. este proccd1mitt110 no impide en todos los casos que uru ley 

aprobada por el Parlamento llegue a ser violaloria de derechos hummos, posibilid3d que 

reclama la necesidad de algún n.'gimen de control posterior, pero si es, sin duda, un obstáculo 

imponante para el ejercicio arbitrario del poder".'"' 

i:-t Opinión Coruult1\·1 OC-6186 del 9 de h\l)'O dt 1986 Scttt A. No. 6. ÚJ l"tJVn:IÓ11 .. ,,,.a .. t'll '' 

h1ic11fo JO dt" la Cmn"C"n('uiit ..4-nl(dM sobr~ dtr«4oJ hlrWIWS Pinafo 15. ComultJbk m el sitio: 
hnr.r1"'"""" OC'~º'&' 
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Sin embargo, la propia CIDll dispone que esle principio "no se conlradice 

forlOsamenlc con la posibilidad de delegaciones lcgislalivas en esla rnaleria, siempre que 

lales delegaciones cslén au1ori1.adas por la propia Constitución, que se ejcr1.an dentro de los 

limilcs impuestos por ella y por la ley dclcgante, y que el ejercicio de la poteslad delegada 

esté sujeto a controles eficaces, de manera que no desvinúc, ni pueda utili1.arsc para 

dcsvinuar, el car.lcler fundamental de los derechos y libenadcs protegidos por la 

Con\'cnción''. lll 

Quinto, las rcslriccioncs deben justificarse en alcnción a razones de interés general, 

los derechos de los demás, la seguridad de lodos y el bien común, y no deben apanarse del 

propósito para el cual han sido establecida.~. Se !rala de un crilerio teleológico que 

eslahlece un conlrol por desviación de poder.111 

En este aspecto, la CIDll siguiendo a la Cone Europea de Derechos Humanos ha 

estahkcido un eslándar para la restricción de derechos fundamentales atendiendo a este lipo 

de ratones, de las que llumheno Nogueira 1ksprende un principio extra o de 

proporcimw/11/ad aplicable a la ponderación de derechos:'" ''. .. para que una restricción sea 

'nc:ccs:1ria' no es suficiente dcmoslrar que se.a 'útil', 'razonable' u 'oportuna' ... Esta 

conclusión, que es igualmente aplicable a la Convención Americana, sugiere que la 

'necesidad' y, por ende, la legalidad de las restricciones a la libcnad de expresión fundadas 

sobre el aniculo 13.~. dependerá de que estén orienladas a satisfacer un interés público 

imperativo. Entre varias opciones para alcanzar ese objetivo debe escogerse aquella que 

restrinja en menor escala el derecho protegido. Dado este estándar, no es suficiente que se 

demuestre, Jl<>r ejemplo, que la le)' cumple un propósito útil u oponuno; para que sean 

compatibles con la Convención las restricciones deben justificarse según objetivos 

cokctirns que, por su imponancia, preponderen claramente sobre la necesidad social del 

pleno goce del der•'Cho que el aniculo 13 garanti7.a y no limiten más de lo estrictamente 

necesario el derecho proclamado en el aniculo 13. Es decir, la restricción debe ser 

111 /bid•·"'· pj¡rufo 36 
111 lbidrm, pinafo UI, ancas.o b 
,,, N(-..,t;ttRA AICAL.A, llumbnto, Op Cu, pígi.47 y.ti. 
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proporcionada al interés que la justifica y ajustarse estrechamente al logro de ese legítimo 

objetivo".°~ 

Sexto, del principio enunciado en el parrafo anterior, en atención al Art. 29 de la 

Con\'ención, Nogucira Alcalá extrae tres más de tipo hermenéutico aplicable en materia de 

derechos humanos: (i) la lihcr1ad es la regla y las limitaciones son excepciones que deben 

interpretarse restrictivamente; (ii) el principio finw lil>erltltis o pro ci1·cJ que obliga a 

interpretar los derechos en el sentido que pennita el mayor desarrollo y ejercicio de ellos; 

(iii) la fucr1.a cxpansi\'a de los derechos.'" 

V.5.- El l'a11rl de la 1.ty rn 11Rrstrkrlón1 lo• llrrtrbos t'undamrntalcs 

l.os derechos fundamentales en buena medida se encuentran consignados en el texto 

constitucional y los Tratados lntcmacionalcs, pero C\'cntualmcnte. a ellos deben adscribirse 

otras nonnas de jerarquía inferior que los complementen y restrinjan. En ese sentido la ley 

·entendida en su sentido fonnal, como ordenamiento general, juridico, abstracto e 

impersonal emanado del poder lcgislati\'O·- ocupa un pa1>cl prl-ponderante para el 

cumplimiento de •-stc fin. En este apartado haremos un bre\'c comentario sobre las 

consecuencias de ello. 

En algunos casos tanto el texto constitucional como lo~ Tratados lntemacionales 

prc\'1cncn la existencia 1lc las restricciones a los derechos, pero dejan al legislador ordinario 

la función de concrcti1arlas con hase en el principio de reserva de ley. De ese modo, 

podemos afinnar que la ley se conl'icrtc l'll restricción a los derechos fundarncntalcs, la que 

además se hace imprecisa pues el poder legislati\'o puede regular esa restricción con la 

posibilidad incluso de dcsaparcccrlo.1"' 

H• Op1mém Coruulll\·.a OC-~;gs dd IJ de noncmb<c dC' 19SS. Smc A. No. 5. La Colc-glariólt 
Obl1gatoria Jr /'c-rtc"JiC/utaJ (:4NJ /J )' 19 Cmn\"IK''°" AlMn1ro11a soht~ D«rcltoJ l/Pta1t01). Pim.fo .. 6. 
Coni.ulublr C'n el :utm: hnpJl•.._,.. .. ota otg/ 

111 N<X•UllRA AlCAlÁ, llwrilC'rto,Op 01, pág. )9 
'" Vll>ALG0'1UAlrAlÁ,RoJo1f1\~ C11,pig t9S. 
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En ese senlido, podemos afinnar que "dejar sólo en manos del legislador la tarea de 

limilar los derechos rundamenlales puede producir la neulrali7.ación de la garanlla jurídica 

que reprcsenla el rcconocimienlo a ni\'cl Derecho pnsilil'o, de esta clase de dcrechos".m 

Por ello, en el derecho comparado se han creado una serie de mecanismos jurídicos 

que e\'ilen eslc fenómeno. Por ejemplo, en AlemanialJ' y Espa1ia 1
i• se ha limitado la 

íaeuhad del legislador en lo que se refiere a derechos fündamcnlales, en el senlido de que 

dicho Poder, cuando regula esa clase de derechos, no puede atentar conlra su co11te11itlo 

rsr11cit1/, eslableciéndosc en el propio lexto constitucional una cláusula en ese scnlido. 

Como se ha apunlado con anlcrioridad, en la CPEUM no existen mecanismos de 

esle tipo. Sin embargo, la Conl'cnción impnne crilcrios tclcológieos para la imposición de 

reslricciones por parte del poder publico, que no salisface del lodo esta preocupación, pero 

de alguna manera la atempera. 

'" lbl./t,,,, ¡>.lg 238. 
m 01cc el An 1q, pinafos 1 y 2 de la l.c-y FundiITTC'ntal Akmlni: .. 1. Cu.ando al aJl1'UO de U prrscnlc 

Ley Fun<bnrnul su n:sumg1do un dcrrcho (undAmcnul f'lll' una le-y dctmnmada o en vutud de &o d11punao 
en di.a, d1du ky Jcbcr.i 1phc.11ie con caricln gcncr1I y no f.Ólo pan un cuo J'olf1KUlat y dcbai tsp«1fttar, 
.idcmb, el Jcruho en cun.hún 1nd1canJo el a11kulo cortt~roo1hcnLC. 

2 En mngün e.no W' podii afretar al nmtt'fl1do t'UncUJI dt u11 Jtt«hofwttdamn11ar. (EnWu ~Ido). 
m Dice d An 53, ¡Urnifo 1 Je: 1.1 Com.hructón úp.aAob· ""Los dc-r"«hoi y libntadn ruonnc.dol m el 

c1pitulo Jtgundo del prt'~Olr litulo \'UlCUb.n 1 sodoi lot. poJC"rcs pUbl~os Sl>lo ('Clf ley. que tn kldo cuo 
dcbC'rá fC'IJX'Llf su conl(rtlllo t'unc1al, podd rC""gulant. el rjncttio de t.aln dnrchol y labcnadc:s. que K 
tutduindt'acUC"rdoC'onloprt"\utoc-nt'IAn.161 a)" (EnfamaAadklo) 
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CAPÍTULO SEGUNDO 

EL DERECHO A LA INFORMACIÓN EN EL 

ORDEN JURÍDICO MEXICANO 



Tras el estudio del conceplo de derecho fi111de1menwl y sus restriccimres, loca ahora 

particularizar nuestro trahajo y aproximamos a la noción de tlcrecho a la informació11. Para 

ello, en primer ténnino, presentaremos los antecedentes hislórico-legislativos nacionales y 

extranjeros de este derecho (!); posteriom1ente, pasaremos a explicar cada uno de los 

derechos que históricamente le han precedido y que consideramos apropiado denominar 

como /1/latmlcs 1radirnm11h•s (11); y finalmente, haremos su análisis detallado (111). 

l. ANTECt:Dt:Nn:s lllSTÓIUCOS-1.t:GISl.ATIVOS 

De anlemano es pr<-ciso señalar que las /r/,..r111dt•s rre1dicionales de expresión y prensa 

constituyen el anlecedenle inmediato del dercd10 a la infonnaeión, en tanto que este úllimo 

es una rcfonnulación de las primera<. Ahora hien, las liher1ades tradicionales tienen su 

origen y desanollo dentro de la tradición lihcral decimonónica en nuestro país y aún más 

allá, en las proclamas libcrtari:L< en Europa y los Estados Unidos. 

A continuación, haremos un recorrido histórico a través de los anlecedentes más 

relevantes del derecho a la infonnación. Iniciaremos con los antecedentes rcmolos en el 

derecho inglés, francés )' americano (1.1 ), postcriom1ente, nos referiremos a nuestra 

tradición juridica nacional, repasando la Constitución de Cádiz, la de Apatzing:ín, asi como 

las de 1824 y 1857 (1.2), linalmenle, hablaremos de las circunslancias bajo las cuales se 

redacl:uon los aclualcs Arts. c.• y 7" de la CPEUM (1.3). 

l.L An1t·cl'tlrn1 .. Remoto• 

1~1s primi1ivas fuenles que originaron la.< garantías individuales consagradas en los Ans. 6 y 

7 de la Conslitución de 1857 se encuentran en los principios juridicos y en las ideas de los 

pensadores que desarrollaron el dm-cho constitucional ingl~ a panir del año de 1637 

(l.1.1 ), en la Constilución Federal de 1787 y algunas anlcriorcs de los estados miembros de 

los Eslados Unidos de Norteamérica (1.1.2) y en la Decl;iración de los Derechos del 
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lfornhre y el Ciudadano, fruto de la Re\'olución Francesa en 1789 (1.1.3), mismos que a 

continnación abordaremos."º 

1.1.1.- ln~lalrrra 

En los aílos de 1637 y 1643, el pueblo inglés sufrió la rigidez de cuerpos legislati\'os 

en los cuales se estableció un monopolio al concentrar las imprentas en las ciudades de 

Londres, Oxford y Cambridge, ordenando que todos los libros y los impresos de cualquier 

clase fueran pasados a examinar pre\'io por censores reales y estableciendo castigos severos 

a los infractores. 

Esta situación generó inquietud en di\•crsos pensadores ingleses de aquel tiempo, 

destacando John Milton, quien produjo un discurso al que denominó Acrop<1gítica (A 

Spccc/1 for tlic /.ihuty o/ U11/iccnn"<I /'ri11ting), recordando con él las extraordinarias 

lihcr1ades que gozaron en la antigüedad los ciudadanos griegos. 

No obstante ello, en 1692 el Parlamento inglrs aumentó el rigor de la censura 

promulgando una nue\'a ley que csturn en \'igor 33 aílos, apoyada en la antigua costumbre 

que daba al rey en cxclusi\'idad el derecho de publicación con relación a asuntos polilicos, 

hasta que en 1694, Jobn Lodc tomó a su cargo la defensa de la libertad de pensamiento, 

valicndosc para ello Je argumentos prácticos con el fin con\'encer a los legisladores. Locke 

mostró los incorl\'enicntes económicos que la imposición de la censura traía a lnglatcmt 

porque la misma impedía el comercio hhrcro que dejaba grandes utilidades a otras 

naciones. 

Los argumentos de Milton y Lode se impusieron cuando el Parlamento decidió en 

1695 no reno\'ar su ley de censura. Sin embar¡,o0. la libertad no se habla otorgado de 

manera cabal, pues sólo comprendía libros y aun quedaban otras restricciones como las del 

mantenimiento del secreto de las deliberaciones pallamcntarias, el impedimento a los 

jurados populares para tener el conocimiento completo del proceso sobn: culpabilidad de 
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los acusados por delitos de imprenta, así corno también, los periódicos 1enian fuertes cargas 

económicas que hacian casi nugaloria esta libertad. 

En 1 792 se expidió una nueva ley llamada l.1hrl Act que acabó con las restricciones 

mencionadas. 

1.1.2.- Estados Unidos de Norte1mrrlr1 

IA1s colonias de Inglaterra que más larde fomiaron la federación americana estaban 

sujetas, corno en la rnclrópoli, a las rigurosas disposiciones de la censura. De 1686 a 1730, 

los oficiales de la enrona actuaban corno censores con facullades para impedir que libros o 

panílclos fueran impresos sin conscnlirnicnlo. Después de ese periodo se gozó de rnás o 

menos lihertad, de acuerdo con los progresos que la expresión del pensamiento alcanzaba 

en lnglalcrra y al final del siglo XVIII los periódicos go1.aron ya de gran iníluencia y 

libertad. 

Al separarse de la rnelrópoli, los rcprcsenlanlcs de las 13 colonias reunidos en 

Filadelfia en el Congreso de 1776, invitaron a sus miembros a darse cada uno su propia 

Constitución, cosa que hicieron 11 de ellas y sólo 2 elevaron al rango de suprema ley sus 

antiguas cartas. Eulrc las nuevas Conslilucioncs de las colonias, sobresalió la de Virginia, 

inspirada en los pensamientos de los filósofos franceses que prepararon la Revolución, y 

que cslahlcció en su Art. 12 la libertad de prens.a. L.as constituciones de las demás colonias 

conlicncn disposiciones semejantes en cuanto a la libertad de prcns.1. 

En el ai\o de 1789, el Congreso, en una serie de articulas suplementarios a la 

Constitución, cslablcció una declaración de derechos constituyendo el Bi// o/ Righu, cuya 

primera enmienda estableció que: 

El Congreso no aprobará nin~'Una ley ... cons1rincndo la libertad de hablar o la 
libertad de prens.a. 

/Mprt"la· UNA~I. Méuco, 1967, p.igi. 7 a IS. 
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1.1.3.- Francia 

En este país las libertades individuales no fueron ganadas como en Inglaterra, 

paulatinamente, sino de manera violenta por medio de su Revolución, pasándose sin 

transición de su total negación a su reconocimiento absoluto. 

Después de la Edad Media, el absolutismo se impuso definitivamente en ese pais, 

fundándose la autoridad del rey en la gracia divina, en virtud de lo cual la prensa francesa 

se caracterizó en sus principios por ser ca.•i una prensa de Estado, sujeta a los caprichos de 

la censura y a la voluntad de los soberanos. 

Pensadores como Rousseau, Montesquieu, Diderot y Voltaire prepararon a la 

Revolución, y con ella a la libertad de expresión, la cual fue proclamada en la Declaración 

de los Derechos del llombrc y del Ciudadano de 1789, cuyo Art. 17 plantL-Ó que: 

Artículo 17. Ningún hombre podr.i ser perseguido por ra1ón de sus escritos que 
haya hecho imprimir o publicar sobre cualquier materia si no provoca desobediencia 
de la ley, el derrumbamiento de los poderes constituidos, la resistencia a sus 
disposiciones o cualquiera de los actos declarados crímenes o delitos por la ley. 

1.2.· l.o• ln•trumrnto• f'on•titurlonal .. Dttlmonónirm 

Ya en Mcxico, los 1krL"<hos tradicionales de expresión y prensa o imprenta, se consolidaron 

en nuestros instrumentos constitucionales a lo largo del siglo XIX. En este apartado nos 

rcfcrircm"' a los mis relevantes: la Constitución de Cidiz (1.2. I ), la de Apatzingán (1.2.2), 

la de 1824 (l.2.3). la primera Ley Constitucional de 1836 (1.2.4). y por último, la de 1857 

(l~.5). 

1.2.1.- l.a Constitución dt Cidlz 

Se trata del primer documento constitucional con vigencia en nuestro país, no sólo 

por su aplicación efectiva durante un par de ai\os aproximados (1813-1814 y 1820-1821), 



sino por el aho grado de participación de los diputados de ultramar, llamados 

lWU!riCntlO.'í, 1
41 

Entre otras libertades, esta Constitución estableció la libertad política de imprenta, 

la cual se explicaba sobre cualquier expresión que no fuera religiosa, manteniéndose 

restricciones respcclo a esta última por parte de las autoridades eclesiásticas. 

Asimismo, desde los orígenes del reconocimiento de la libertad de imprenta, surgió 

la idea de que era necesario aplicar limites a su ejercicio. Así se estableció una Junta 

Suprema de Censura en Madrid, auxiliada por juntas provinciales de censura. De estas 

últimas operaron dos en Nue\'a Espa~a: una en la ciudad de México)' otra en Guadalajara. 

Además, esla Constitución suprimió la licencia, revisión o aprobación anteriores a la 

publicación de las ideas polilicas, abolió el fuero de imprenta y por ende, los tribunales 

ordinarios conocerían de los abusos; sólo los aulores e impresores serian responsables del 

abuso de la libertad de imprenta, para lo cual se estableció un funcionario encargado de 

perseguirlos denominado fiscal dt• 1mprrnl11. Dichos abusos serian detenninados bajo 

cualquiera de los siguientes conceptos: libelos infamatorios, escritos calumniosos y 

sub\'ersi\·os de las leyes fundamentales de la monarquía, escritos licenciosos y contrarios a 

la decencia pública y buenas co~tumbres. 

1.2.2.- l.1 Constitución dr Ap1tzlngln 

1:1 Art. 40 del Decreto Constilucional para la líhc:rtad de la América Mexicana 

sancionado en Apatlingán (22 de octubre de 1814), se refiere tanto a la libertad de cxprCS3r 

el pensamiento en general, asl como tan1bién a tra\'és de la imprenta. 

1° Ci<':u.u L IH· l..AM, fmunJo. l1 Al, fJtwdKJ sobrt lll úbnrtJJ dt Prr1Ua .-.r M(uco~ rn CIMllimtos 
Cmu11tun011altJ Ath1rn·Crnttoa1"ffln1, Cmtro de F..uudtt>S Comtatuctonakl Méuco-CC19olmCria. llJ. 
UNAM. Con< d< Con>111u.:1<>nohdad, RrrUbhca d< Gwl<mll.t y Procurador d< llm·cboo ltumlllOt d< 
Gu.tlc1tU1la,Mti.1co, 1997,\'ol 26,pig:1. l7a21. 
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!'ero los insurgentes no deseaban libertades de este tipo irrcslrictas, para lo cual 

establecieron la inviolabilidad del dogma religioso. En esas condiciones, los principios 

católicos quedaban enteramente fuera del examen de la prensa, cayendo dentro de las 

sanciones de la ley por blasíemos y herejes quienes intc1t1aran atacarlos. 

Tamhicn quedó limitado el ejercicio de la libertad de imprenta con la prohibición de 

perturbar la tranquilidad y el orden publico, las buenas costumbres o la moral y el honor de 

los ciudadanos. 

l'or ultimo, el Art. 119 de esta Constitución estableció como atribución del 

Congreso la protección a la libertad politica de imprenta, sin que para el efecto estableciera 

un medio que lo garan1i1.ara. 142 

1.2.3.- ta Constitución de 1824 

Esta Constitución (vigente hasta 1835), no estableció un catálogo de derechos 

humanos, pero si consideró la libertad de imprenta, al reiterar lo establecido en la 

Constitución de Cádiz. Su cuidado se encomendó a la Secretaria de Justicia y Asuntos 

Eclesiásticos, y más tarde, a la Secretaria de Gobemación, cuando ésta fue crcada.141 

Tampoco en esta Constitución habia una libertad absoluta, pues quedaba aún 

vedado el comentario sobre lo religioso, dado que la católica se seguia considerando romo 

la religión del Estado, la que hahia de protegerse y robustecerse. 

En dicho instrumento )"J aparece un intento de garantia para salvaguardar la 

violación de los 1lcrechos individuales como el de prensa, pues en el inciso sexto, fracttión 

V, del Art. 137 .Je la misma se dice que la Suprema Corte queda facultadll para "conocer de 

las infracciones de la Constitución y leyes generales según se prevenga por la ley". Cabe 

mencionar que dicho intento, el cual imphcaba un sistema tutelar o controlador de la 

111 
CASTAÑO, Luis. La úbc-,1aJ dr Pt'rua1run110 .\·J~ /"'/'ff'IJd, Op Cu. pag1. 18 a 26 

"' GóMl.ll>H-'RA. f'<lnanOO, f1 Al,Op ("11,¡>ig. 21. 
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constitucionalidad, nunca se llevó a cabo, dado que durante su vigencia no fue expedida la 

ley especial correspondiente.'" 

1.2.4.-1.1 Prlmtra l.e)' Consti1udon1I de 1836 

Dentro de la.• Siete Leyes Constitucionales de 1836, se estableció en el Art. 2". 

fracción VII. del primer cuerpo de leyes, la disposición garanti1.adora de la libc11ad para 

"poder imprimir y circular, sin necesidad de previa censura. su ideas politicas", pero por 

supuesto, no las religiosas. 

Por los abusos de este derecho, se castigaria a cualquiera que sea culpable en ellos, 

y asl en esto como en todo lo demis, quc'daron estos abusos en la clase de delitos comunes; 

pero con respecto a las penas, los jueces no podrian excederse de las que imponen las leyes 

de imprenta micrllrns no se dictaran otras en la matcria. 145 

l.2.S.- l.1 Constitución de 1857 

La libertad de pensamiento y expresión del mismo, por medios mecánicos, quedó 

plenamente garantilada en este texto constitucional, no sólo para determinadas materias, 

principalmente pollticas, sino parta todas, aun las religiosas, y asl se asentó en el A11. 6°: 

Articulo 6. [;¡ manifestación de las ideas no puede ser objeto de ninguna 
inquisición judicial o administrativa, sino en el caso de que ataque la moral, los 
derechos de tercero, pro,·oque algun crimen o delito o perturbe el orden publico.' .. 

Dicho articulo fue aprobado sin grandes discusiones, en las sesiones del 

ConstitU)'COle. 

Por su parte, el Art. 7' con53gró la libertad de imprenta en los siguientes terminas: 

•~ CAsTAÑO. Luis. IA U/lt-rfaJ d" PNt.sa11t1f'Jlto ,. J1 /~1tl4, Op 01, p.ig. 27. 
'"/bid,.., pjg. 28. 

'" fbid,.., "°''· 3 t 1 )2. 
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Articulo 7. Es in\'iolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier 
materia; ninguna ley ni auloridad puede eslablecer la pre\'ia censura ni exigir fianza 
a los aUlores o impresores; ni coartar la libertad de imprenla que no tiene más 
limites que el respeto a la vida pri\'ada, a la moral y a la paz pública. Los delitos de 
imprenta serán juzgados por un jurado que califique el hecho por otro que aplique la 
ley y designe la pena. 

La discusión sobre la primera parte del articulo y la rcíerente a la prohibición de 

medios prcvcnli\'os de control de la expresión del pcnsamienlo, lampoco suscitaron 

polémicas. Las dificultades se prc-scnlaron a la hora de acotar los limiles de la libertad de 

imprcnla a los cliisicos panlmclros de moral, vida privada y orden público. Los liberales 

m:is radicales consideraron alÍn estos parámetros como cxccsi\'os y pugnaron por una 

libertad ilimi1ada. Ese pequeño grupo se confom1aba por Félix Romero, Francisco Zarco, 

Ignacio Ramircz, Zcndcjas y Guillcm10 Prieto. 

La ma)'1ría del Congreso \'otó de acuerdo con el proycclo de la Comisión por una 

libertad de prensa rcslringida, pero la minoría logró establecer el medio para garantizar 

dicha libertad, cslaluyendo en dicho articulo la aplicación de los jurados a los casos de 

conlro\'ersia sobre los excesos de la prensa. En cíec10, dada la veneración que los 

consliluycnlcs lcnian por la libertad de pcnsamicnlo, principalmcnlc por la libertad de 

prensa, le olorgaron csla garan1ia c•tra, pero dispuesta en tal fonua que resultó contraria a 

sus mismos principios, puesto que uno de ellos foc acabar con los fueros y los tribunales 

especiales, pero ellos mismos crearon uno nuevo: el de prensa. De ese modo, protegieron 

la libertad de prensa de una manera tan cspcciol, que dctcm1inoron que los delitos que se 

deri\'aran de la maniícstacit\n del pcnsamicnlo por medio de la prensa, fueran instruidos, 

calificados y penados, no por un JUr•do, sino para ma)ur protección, por dos jurados 

cspc-ciales, es decir, sin asesores juri,licos, uno para calificar el hecho y otro para imponer 

la pcna. 1 ~ 7 

Postcriom1en1e, el pensamiento dc Ignacio L. Vallarta, a la 5a1ón Presidente de la 

SCJN, resaltó la observación anterior, influyendo para que en el ailo de 1883, durante la 

presidencia de Manuel Gon1ále1, el Congreso suprimiera dichos jurados. 

'" /biJ,..., ¡>lg. )9. 



l.J .• l.a Cl'EUM 

La Comisión redactora de los artículos sobre la lihertad de pensamiento e imprenta de la 

CPEUM se remitió para apoyar sus proyectos a las ideas liberales de los legisladores de 

18S7. Así pues, dichos preceptos se reprodujeron ca.•i con exactitud. El Art. 6' fue 

aprobado sin discusión, como tamhién la primera parte del Art. 7" sobre el otorgamiento de 

la libertad de imprenta, agregando exclusivamente la prohibición de que se procediese 

contra los empicados, cajistas o linotipistas o contra los papeleros. 

Las grandes polémicas se enlahlaron cnlonccs respecto a la reimplanlación de los 

jurado' populares para conocer de los delilos comclidos por la prensa. La solución asumida 

fue inlcnnedia, pueslo que al redactar el Art. 20, el constituyente estahlceió que los delitos 

de prensa cometidos en contrJ del orden público o la seguridad de la Nación, se juzgaran 

por el jurado popular, en tanto que los cometidos en contra de la vida privada y la moral 

pública fuesen juzgados por un juel del fuero común. Ello bajo el argumento de que 

rcsullaba ahsurdo que el Estado, sujclo pasivo del delito, se convirtiera en juez y parle, 

pudiendo conservar así la ecuanimidad en contra de quienes lo atac.aban. 10 

11. l.AS 1.nn:RTAll•:s TRADICIONAi.ES 

El periodismo se descm·uclvc a partir de un haz de derechos cuyo género próximo es la 

infonnación. En efecto, el régimen juridico de la infom1ación en llléxico parte de tres 

conceptos dis1i111os pero intimarnentc \'inculados entre si: libertad de expresión, libertad de 

prensa y derecho a la info1mació11. Entendemos, siguiendo a Sergio López Ayllón, que los 

dos primeros se refieren a libertades tradicionales consagradas en la CPEUM desde su 

promulgación en el ai\o de 1917 y el úhimo es la refonnulación jurídica de dichas 

ltbcnallcs. 1
"
9 

111 lbM .. m, pig. 4S. 
1" Lórl.Z AYllÓN, S<rgio, fkrtclw dr '4 l•.fol-<.0., m Pa..,,._ Jr/ Ckrt< .. Alwca1W, flJ.LJNAM 

y Me. Graw lhll~nlcran'<'nc.&na Eduom, Mhi<o, t997, pÍJ 7. 
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A conlinuación nos rcmilircmos a la libenad de expresión, pedestal de los derechos 

referidos a la infonnación (11. I ), y poslerionncnle, a la libcnad de prensa o imprcnla, como 

una especie de la libcr1ad de expresión (11.2). 

11.1. l.ihertad dc E1prr•lón 

La primera par1c del Art. 6' de la CPUM cmhlcce la garantia de libertad de expresión en 

los siguicnlcs ténninos: 

Articulo 6. La manifeslación de las ideas no será objclo de ninguna inquisición 
judicial o adminis1ra1iva, sino en el caso de que alaque a la moral, los derechos de 
lcrcero, pro\'oque algún dclilo, o perturbe el orden público ... 

A conlinuación anali1.arcmos el conlcnido de esla libertad (11.1.1 ), referiremos el 

vínculo cslrccho que liene con la libertad de pcnsamienlo (11.1.2), y abundaremos sobre su 

connolación polílica (11.3.3). 

11.1.1.· Contcnldo 

Confonne a la cla.•ificación de las garanlias indi\'idualcs que alicnde a la nalunlcza 

formal de la obligación eslalal, de acuerdo a Ignacio Uurgoa, en el caso de la libertad de 

expresión se impone una conduela ncgali\·a (el Es1ado y sus auloridades cslán compelidos 

a una ahslcnción); en lanlo que alcndicndo al conlcnido de esta gannlía. se clasifica como 

de libertad.''" 

El alcance de csla garanlía se conlrac a la manifestación o emisión de las ideas 

(pcns:1111ic111os, opiniones, ele.), a lravés de cualquier medio de exposición, y no 

ncccsariamcnlc por conduelo de la palabra (como es ca.\O de obras pictóricas, musicales, 

ele.). 

"º Bl!Rr.oA 00111l'F-'.-'· lgn1tio, Op. cu. pies. l9l y JSO. 
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Ahora bien. el Art. 6" refiere cspccificamcnte como obligación estatal una 

ahstcnción a fin de impedir la "im¡uisición judicial o administrativa" respecto a la 

manifestación de las ideas. Por 111q11i.üció11 se entiende toda averiguación practicada con un 

dctcnuinado fin, el cual consislc, en el caso de esta garanli:i, en establecer cierta 

responsabilidad y en aplicar la sanción que a ésta corrcs¡>0nda. Sin embargo, la previsión 

del Art. 6" no debe entenderse e\clusivamcntc para actos inl'estigatorios, sino también 

contra toda prohihición que las autoridades judiciales o administrativas pudieran 

estahlecer.111 

Además, es pertinente recalcar que la obligación se dirige hacia los órganos 

administrativos y judiciales, sin que comprenda tamhicn al Poder Legislativo, lo que 

contrasta con otros textos constitucionalcs. m Ello implica que el Congreso tiene la 

facultad de expedir leyes tcndicntt-s a reglamentar la libertad de expresión. 

11.1.2.· l.lhrrud de t:1prr1lón n. l.lhrrtad de Ptnsamlrnto 

La CPEUM omite hacer rcfcrrncia expresa al libre ejercicio del pensamiento, 

empero, el texto del Art. 6" lo prcl'icne de manera implícita. En efecto, la expresión del 

pensamiento se traduce en comunicación, gracias a ella se transmiten ideas y 

conocimientos. Asi pues, la libertad de expresión engloba a la libertad de pensamiento 

(lihertad de religión o de conciencia cuando subray.i el pensamiento religioso), y libertad 

ideológica cuando su objeto son las ideas políticas, rn sentido restringido.'" 

ll.l.J.· lmport1ncl1 Polltk1 dr la l.lbrrtad dr Elprnlóa 

El l'inculo indisoluble entre libertad de pensamiento y de expresión lleva a 

co11S1derar que la segunda desempc~a un papel decisi,·o en el marco de las libertades 

ind1l'iduales: ella integra la catcgoria de las libertades estratégicas que ¡icrrniten preservar y 

1
'

1 lfiidrm, f\3gt. . .\SO)' J~l. 
•': 1 t)f'rJ A Yl I ús. Sc-rg•o. (,Hr..,:lto 1lt' la 111/o"'W<kÍll, Op Ot, ~g 8. falt' aulor rtrnCK>M kn ttlkn 

'ºº\l1tuc1orukt. dt fr1ncaa, fap.ai\¡, luh1, l1onu¡al llr11.11. Oulc y Co1ombi.a. ). rn "f'C'CUI ti de los EJa.dol 
Unidos 

111 
A<.tm LRA ffkNÁ!l.Dl,/, Antonio. 0p Cu. p.á' 7. 
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consolidar a las restantes líber1ades. 1
" En efecto, sí a las persona.• no se les permite 

expresar sus pensamientos, si se les pri"a de la posibilidad de iníluir y de recibir la 

influencia de las opiniones de otros, se anula su par1icipación ciudadana. 

Siguiendo a llans Kelsen, la diferencia sustancial entre la democracia y la 

autocracia resulla de la idea de liber1ad política, la que está presente cuando el indi\'iduo 

sujclo a un ordcnamicnlo juridico participa en su creación. La democracia significa que la 

\'Oluntad represencada en el orden legal del Estado coincide con la \'oluntad de los 

gohemados, siendo la segunda detcnninante del contenido del primero. En la autocracia, 

en cambio, los gobernados son excluidos del proceso creati\'o del ordenamiento jurídico, de 

modo que su contenido no coincidirá con la \'oluntad de los gobernantes.'" 

En esa misma linea, Maurice Du\'crgcr considera que en los sistemas políticos 

democráticos la lucha por la conquista y control del poder se desarrolla en forma abierta, 

pública y libre, lo que se extiende al plano de la prensa y de los medios de expresión e 

infonnación, hallándose "igcntcs las libcnades públicas que pem1iten a cada uno expresar 

sin coerción sus opiniones por medio de la palabra oral, la escritura y la adhesión a las 

manifestaciones provenientes de las di\'crsas organilacioncs cstataks. 1
!16 

Cabe rL-cordar entonces que la democracia está integrada por conductas e 

instituciones. La manifestación aislada de alguno de estos elementos no es sinónimo de 

democracia, no habrá democracia si el pueblo no par1icipa en el gobierno, o si no hay 

tolerancia, respeto, libertad e igualdad. La dcn1ocracia consiste entonces en una forma de 

\'ida. 1 ~ 7 

'" Hoo~. S1dncy, /•,,.¡.., l'olitu:o ¡· li/>ntoJ l'mONJI, Uthu, Mi1J<O, ()F., t%8, J'ágt. JJ y 62. 
"'KH-'l·N, lt•IU, Op º'. p.lg JJ7 
1
,. t>uv1 Rlil.R. M.auncr. l1Ut1twion~i Politrcm .'' Dtrtxlto C()IUt'1wJONJI. AIXL Barcelona. 196l, ri&· 

32. 
'" ll•l>~.NI, Grogono; L1bmaJ J<l'mua, Al><kJo.Pmt>C.1111<111>1 Au<f,, t991, rá& 2J. 



De eso modo, podemos cnlonccs concluir que, por su valor polltico, la libertad de 

expresión del ciudadano es, quiz:i, el m:is significativo paradigma para definir a un Estado 

dcmocrálico. 1 ~1 

11.2. l.lhrrtad de Prenu o Imprenta 

El Art. 7" de la Cl'EUM consagra la g.1ranlia de libertad de prensa o imprenta en los siguientes 

ténninos: 

Articulo 7. Es inviolable la libertad de escribir y publicar escritos sobre cualquier 
materia. Ninguna ley ni autoridad puede establecer la previa censura, ni exigir fianza 
a los autores o impresores, ni coartar la libertad de imprenta, que no tiene m:is límites 
que el respeto a la vida privada. a la moml y a la paz publica. En ningtin caso podrá 
sccnestrarsc la imprenta como in..immcnlo del delito. 

Las leyes orgánicas dictarán cuantas disposiciones sean necesarias para evitar 
que, so pretexto de las denuncias por delitos de prensa, sean encarcelados los 
expendedores, 'parclcros', operadores y demás empicados del establecimiento de 
donde haya salido el escrito denunciado, a menos que se demuestre previamente la 
responsabilidad de aquéllos. 

A continuación C\pondrcmos el origen de esta garantía, atendiendo al vinculo que 

sostiene con la libertad de c\prcsiún (11.2.1). postcriomiente analiraremos su contenido 

(11.2.2), y finalmente, mencionaremos las seguridades adicionales que establece la CPEUM 

(11.2.3). 

11.2.1.-1.ibertad de l'renu o lmprrnla como t:1pttlr dr la Ubrrtad dr t:1prnicin 

l.a libertad de C.\ presión SC C\lctiori1.a a 11'3\'és de dil'crSüS mruiOS )'procedimientos 

empicados por el hombre. Tradicionalmente la palabra escrita, y en particular la expuesta en 

los diarios. ha con<tituido el medio mi< eficaz para la expn:sión del pensamiento. U: pennite 

al hombre tomar conocimiento )' reíle\ionar sobre los hechos que se producen en su país y en 

el mundo, asi como cjctcitar su dctceho a tener acceso a la infomiación. Esa información lo 

ltl t\GUILJJlA F• JlNÁNllll .. Anlooao. Op º' . rae. 1. 
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capacila para expresar su aprobación o dcsaprohación con los aconlccimicnlos asumiendo una 

participación ac1iva en la vida pública. 

La libertad de prensa es cnlonccs una cs¡x.-cic de la libertad de expresión. La dislinción 

cnlre una y aira se explica por razones hislórica.<, pues al momenlo de fonnularsc las 

libertades pl1blicas en el siglo XVIII, la imprcnla era el medio má.< importanlc para la difusión 

de las ideas.'"' Si bien la prensa, alcndicndo a un conccplo rcslringido, abarca 

susianciahncltle a los diarios y las publicaciones periódicas, es de suponcr.;c que el concepto 

aludido l:unbién se cxiicndc a lodos los medios lecnicos de comunicación social, dado que, al 

margen de las di fercncias malcriales que exislcn cnlrc los divcr.;os medios de comunicación, 

lodos responden a un objclivo común: cxlcriorizar ydiíundir el pensamicnlo. 160 

11.2.2.- Contenido 

De acuerdo con Ignacio llurgoa, se lrata de una garanlia en la que se impone una 

conduela nega1iva por parte del Es1ado, asi como también se le considera como una 

garanlia de libertad. Tulela la manifes1ación del pensamiento, de las ideas, de las 

opiniones, de los juicios, etc., por medios esenios (libros, follclos, periódicos, revistas, 

ele.). Como declaración general inserta en el Art . .,. de la CPEUM, se conlicne la pre1·cnción 

de que lodos los individuos que hahilcn el 1crri1orio nacional, indcpcndienlcmenle de su 

condición particular, pueden escribir y publicar esenios sobre cualquier malcria. En 

consecuencia, la libertad de puhlicación en los 1énninos asentados es el conlcnido del dcn:icho 

plihlico suhjc1i1·0 individual que se deriva de la garantía implicada en el articulo referido. 

IA1 obligación ncgali1·a o ahstcnción juridica que tienen a su cargo el estado o sus 

auloridade.< (adminislrati1·as. lcgislati1·as o judiciales) se revela en 3 inhibiciones cspcclfiQIS: 

(i) no coartar o impedir la manifestación de las idea.< por medios esenios, salvo en el caso de 

las e.\ccpcioncs que la propia Cl'EUM dctcmiina; (i1) no estahlcccr la previa censura a ningún 

,,. lóPll. A\'llÓS, Scr¡;m, lkr«.locfd• /nfonoarW... Op Cu, J'Ól 9. 
uo OAO[~I. Grcgono, Op Cu. pág. 41. 
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impreso; y (iii) no exigir garanlía general a los autores e impresores de cualquier 

puhlicación. 1
"' 

11.2.3.· Garanll"' Adklon1ln 

Ignacio llurgoa considera asimismo, que el Art. 7" de la CPEUM establece dos 

"seguridades juridico-constitucionales de la libertad de imprenta": (i) que "en ningún caso 

podr:i secuestrarse la imprenta como instrumento del delito"; y (ii) tampoco se podrá 

encarcelar, en caso de presuntos delitos de imprenta, a los expendedores. papeleros, 

operarios y demás empicados del establecimiento, por estimar que éstos son, salvo prueba 

en contrario, ajenos a la responsabilidad del autor del cscrito. 161 

111. n, nnu:cno Al.A IN•"ONl\IACIÓN 

El conc<'Pto de clt'n•c/10 " la infom111cion deviene con el desarrollo técnico de los medios de 

comunicación durante el siglo XX, por lo que su génesis y consolidación se ha llevado a cabo 

en poco m:is de 50 :u)os. A continuación, sib'llicndo a l..ópcz Ayllón,1
•

1 el autor mexicano que 

con más profundidad ha estudiado este tema, auxiliados de la dogmática de Robcrt Alexy que 

ya hemos esnuliado. nos referiremos al origen internacional de este derecho (111. I ). su 

caracteri1.ación como derecho fundamental (111.2), contenido (111.3). y naturaleza jwidica 

(lllA). luego, aludiremos los sujetos que lo involucran (111.5), y por último, desprenderemos 

de él la LDI'. objeto central de este trabajo (111.6). 

111.1.· Orig<n lnlrrn1rlon1l 

El derecho a la infonnación tiene su origen esencialmente en los instrumentos internacionales 

que sobre derechos humanos se convinieron durante la sc¡,'llnda mitad del siglo X.X. Al efecto, 

::: l1Ck1A:•A l?M.111111 IA, lgruclo, Op Cu. J'ig. 361. 
· lhiJt'm, pig. Jt.7 

1
•

1 (jr l.Orl..J. A'l'llON, Sngto. en IUI obras: f.I Dvrclto a la /fljorwwci01t, ,_h~I Aaecl Pomla e JIJ. 
U:-;AM. Mi\lco, t9&4, pjg• IJ la 2rYI; IJn<'<ltn dda lojonoa<W., Op Cit., pjg• 12 a 15; y!/ D<rttlto o la 
f,,/urmanó" como /Xtt"Clto F1mJallH"fltal rn CA"'1ll, Jor¡;e y CARttOWHJ., M1,:utl (coorcbnldorn). Op. Cu, 
p.ip ISla ISI 
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anali7A,remos los más imponantes que eoneiemen a nuestro país: la Declar.oción Universal de 

1948 (111.1.1 ), el Paclo (111.1.2), y la Convención (111.1.3). 

111.1.1.-1.a llrclaraclón Unlvrn1I dr 1948 

Puede considerarse que en la Declaración Universal de 1948 apmxc por primera vez 

el coneeplo de derecho a la infomiaeión, sus1i1uyendo a los anleriores más generales o 

rcslringidos, de expresión e imprenla. El An. 19 de dicha Declaración c-stablece: 

Aniculo 19. Todo individuo liene derecho a la libcnad de opinión y expresión; este 
derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones. el de invcsligar y 
recibir infonnaciones y opiniones. y el de difundirlas sin limitación de fronlcras, por 
cualquier medio e expresión. 

Así pues, la Declaración Universal de 1948 enumera un haz de derechos que, 

apreciados en su conjunto. pueden considerarse como integrantes de un derecho 

homogéneo y complejo que merece llamar~e drrrcho a lt1 información. El desglose 

delallado de los derechos que enumera el An. 19 de la Declaración Universal de 1948 es el 

siguiente. 

Derc-cho a: 

No ser molestado a causa de sus opiniones, 

ln\'cstigar infom1acioncs. 

ln\'cstigar opiniones, 

Recibir infonnaciones, 

Recibir opiniones, 

Difundir informaciones, y 

Difundir opinioncs. 1 
.. 

ow OfSA!ITT.S GUANlfK. J<H< M11ia, Op. Ca., p.I¡, )6. 
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La redacción de este artículo sirve de punto de partida para las convenciones y 

pactos de derechos humanos posteriores, cuya idea siguen en lo fundamental, aunque 

modificando y añadiendo algunos lénninos. 

111.1.2.- El 1'1cto 

Con posterioridad a la Declaración Universal de 1948, el l'aelo reiteró el conccplo 

de derecho a la infom1ación: 

Articulo 19. 1. Nadie podrá ser molestado a causa de sus opiniones. 
2. Toda persona tiene derecho a la libertad de <•presión; cslc derecho 

comprende la libertad de buscar, recibir y difundir infom1acioncs e ideas de leda 
índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en fonma 
impresa o artística, o por cualquier olro proccdirnienlo de su elección. 

3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de L'Slc artículo entraña 
deberes y responsabilidades csp<-cialcs. Por consiguiente, puede estar sujeto a 
ciertas restricciones. que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la 
ley y ser necesarias para: 

a) Asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; 
b) La protección de la seguridad nacional, el orden publico, o la salud y la 

moral publicas. 

Por olro lado, el Pacto también sc1)ala que: 

Artículo 20. I. Toda propaganda en favor de la guerra estará prohibida por la ley. 
2. Toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituya íncilación 

a la discriminación, la hostilidad o la violencia estará prohibida por la ley. 

El Art. 19 retorna casi literalmenle la Declaración Uni\·crsal de 1948 con las 

siguientes modificacion<-s: (i) separa el derecho de no ser molestado a causa de las 

opiniones, (ii) enuncia los medios a tra\·és de los cuales Ouyc la info111U1Ción e ideas, y (iii) 

establece restricciones en atención a los derechos o reputación de los demás, asi como la 

protección a la seguridad nacional, el orden publico, la salud y la moral publicas y la 

prohibición de la propaganda belicosa y discriminatoria. 
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111.1.J •• ta Con•·rndón 

Por su parte, la Convención previene el derecho a la información de acuerdo a lo 

siguiente: 

Articulo 13. Libertad de pensamiento y de expresión 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este 
derecho comprende la libertad de buscar, recibir y diíundir informaciones e ideas 
de toda fndole, sin consideraciones de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en 
fonna impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar 
snjcto a previa censura, sino a responsabilidades ulteriores, las que deben 
expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar. 

a. El respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o 
h. 1~1 prot<'Cción de la seguridad nacional, el orden publico o la salud o la 

moral publicas. 
3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, 

tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, 
de frecuencias radioeléctricas o de enseres o aparatos usados en la diíusión de 
infonnación o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la 
comunicación y la circulación de ideas y opiniones. 

4. Los espectáculos publicos pueden ser sometidos por la ley a censura previa 
con el e•clusirn objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la 
infancia y la adolescencia, sin pel)uicio de lo establecido en el inciso 2. 

S. Estará prohibida por la ley toda propaganda en ía>·or de la guerra y toda 
apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la 
violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de 
personas. por ningún motirn, inclusi\'c los de raza, color, religión, idioma u origen 
nacional. 

1-'l Co1wenciún sigue la r<'\lacción del Art 19 del Pacto con cinco diícrcncias: (i) 

suslituye 0¡>11110111'.• por ulm•; (ii) desarrolla el concepto de C'Ua/quirr mn/10 de difw1on pan 

lo cual se11ala que puL'\le ser "por escrito en fom1a impresa o artíslic;i. o cualquier otro 

procedimicn10 a su elección"; (iii) prohibe la censura prn'ia, y en todo caso sujeta las 

limitaciones al fincami,~110 de rt'J¡>0ru<1hilidm/rJ ultrriorrJ; (iv) prohibe las restricciones por 

mt•dwJ 111dm·c1os, cspccilicando algunos de dios; y(\') desarrolla las limitaciones a las cuales 

se puede someter el ejercicio de esta libertad.••! 

"' l.brtJ. Arn ON, S<tgio, El O.rttlto u la l•fam.actó•, Op Cu, pip. t~O a t~I. 

71 



La CIDI 1 ha resaltado algunos aspectos con relación a este precepto de la Convención: 

Primero, que comparado con el Pacto, la Convención establece una mayor amplitud en 

el goce de del derecho a la infonnación, "lo que demuestra claramcnlc que las garantías de la 

libertad de expresión contenidas en Ja Conl'ención Americana fueron dise11adas para ser las 

más generosas y para reducir al mininwm las restricciones a la libre circulación de las 

idcas". 1M 

Segundo, del Art. 13 se desprenden dos dimensiones del derecho a Ja infonnación, 

" ... requiere que por un lado, que nadie sea arbitrariamente menoscabado o impedido de 

manifestar su propio pensamiento y representa, por tanto, un derecho de cada individuo; pero 

implica también, por otro lado, un derecho colectivo a r<-cibir cualquier infonmación y a 

conocer Ja expresión del pensamiento ajeno".'" 

111.2.· t:J Jlcrcrho a J1 lníorm1dón romo lkrttllo Fund1nwn11J 1· Ja• Norm1• 
a ~I Adsrrll1s 

Durante el año de J<J77, en el marco de la denominada Reforma /'olüica, se modificó el 

1\rt. h" 1lc la CPEUJ\I, para añadirle la frase "el derecho a Ja infonnaeión será garantizado 

por el Estado". 

Si bien dicho precepto regula Ja libertad tradicional de expresión, podernos 

cons1llcrar que con esta inclusión se estableció un derecho adicional que no suprime a la 

primera y si en cambio, como \'eremos más adelante, Ja complementa. 

Ahora hicu, el enunciado materia de Ja adición de 1977 adolece de las dos 

impr<-cisioncs a las que se refiere Alcxy cuando menciona que las nonnas de derechos 

fun.Jamcntalcs son frecuentemente obicrtas: '"' 

'" Op1món Coruulll\I OC-S/llS del IJ de oovi<mb<c de 191S, O,. Ci1, pin1fo SO 
"' /ltídrm, pinafo 30. 
'" t ·,./ J1tpnl Capitulo Pnmcro. I ).2.2 d. 
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En primer lugar, semánticamente no queda claro qué es den·clw ni informaciá11. 

En segundo lugar, estructuralmente es impreciso porque se desconoce si con esta 

adición se obliga al Estado a crear una dctemiinada situación o se le impone una 

abstención, y si ello presupone o no derechos subjetivos. 

Asl pues. el enunciado nonnatil'o nos da la pauta para entenderlo en consonancia 

con otras nonnas ----mediante la adscripción-- ya sea del propio texto constitucional o de 

otros de cartictcr secundario. 

Corno resultado de este ejercicio de adscripción encontrarnos: 

1. Nonnas adscritas din:ctamcnte estatuidas por la CPEUM: Art. l", p:lrrafo t<-rccro, 

la primera parte del Art. 6", as! como los Arts. 3", 1" y 8". 

2. Nom1as de derecho fundamental adscritas a las nonnas dir.'Ctamcnte estatuidas por 

la CPEUM que se incluyen en los siguientes ordenamientos: (i) el Pacto, (ii) la 

Convención, (iii) LFRTV y su reglamento, (iii) Ley F<-deral de Procedimiento 

Administrativo, (iv) Ley de lnfom1ación Estadistica y Geográfica, (v) Ley General 

de Salud y sus reglamentos, (vi) Ley Federal de Protección al Consumidor, (vii) 

COFlPE, (1·iii) códigos civiles (federal, del Distrito foleral y de las entidades 

federativas), (ix) códigos penales (federal, del Distrito Federal y de las entidades 

federativa•), y (x) la jurisprudencia sustentada por los tribwules federales y la 

CIDll.' .. 

Asl pues, el derecho fundamental denominado den'Cho a la información tiene su base 

en el enunciado nonnati1·0 establecido en la última parte del Art. 6' de la CPEUM y a él se 

adscnbcn tanto nonnas de derecho fund3111C11tal directamente estatuidas, como otras que a 

estas última• se adscriben. 

'" l.Orl.1 A \'U ON, S<r¡io, E1 ,,,.,.,.,.,.., a la l•font1«ióo "'"'° Dmdo Fw.Ja.,rnla/, O,, Cu, pis•· 161 
y t62. 
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111.J.- Conlrnldo 

Ahom bien. pa11icndo de Ja adscripción referida en el apar1ado antL'IÍor, es momenlo de 

dclcnninar cuál es el ohjelo del derecho a la infonnación. 

Para ello, debemos alcncmos a los siguicnlcs a11fcu)os: (i) 6', primera pa11e, 7° y 8º de 

laCPJ:UM,(ii) 19dcll'aclo,y(iii) 13.J de la Convención. 

Asimismo, relomamos la consideración expresada por la CIDI 1 en el scnlido de que el 

An. 13.1 de Ja Convención eslablcce un derecho con dos dimensiones: la individual en Jo 

conccmicnle a inves1igar y difundir infonnacioncs, así como la cok-c1iva rclaliva a recibir 

infom1acioncs.1 ro 

Y por úllimo, recordemos las opiniones de la doclrina en el senlido de que el 

derecho a la infonnación es la rcfonnulación de las libcnades lradicionalcs de expresión y 

prensa. 

Todo ello nos lleva a concluir que el derecho a la infonnación implica lrcs faculta1ks 

inlcnclacionadas: i111t'Jli¡:11r, 1/ifi111Jir y recibir infom111cio11, conlcnidas en sus dos grandes 

1·e11ienlcs. La primcm, el 1/m·clro a informar, aclu•I rcfom111lación de las libcnadcs de 

c.\prcsión, prensa o imprenla, comprende en su consideración mis amplia a Ja libertad de 

expresión, mienlras que en su 1·cniL-nle específica implica a la libc11ad de prensa. El sq,'lllldo, 

el dm·clro 11 Jcr i11for11111do, que implica las facultades de Jos ciudodanos y sus organi1.acioncs 

para acceder a Ja infonnación. 
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Ahora bien, se debe entender por i11formación las noticias, dalos, hechos, opiniones 

e ideas necesarias para entender de un modo inlcligcnte las situaciones individuales, 

colectivas, nacionales e internacionales, y estar en condiciones de orientar la acción, ya sea 

de manera oml o escrita, a través de cualquier medio o proccdimicnlo. 171 

111.4.· Naluralrza 

La naturaleza jurídica del derecho a la información es la de clerccho mbjctil'O 

¡ni/J/ico ele interés público y soci11/.m A continuación se hace un análisis de esta 

definición, atendiendo a su carácter de derecho subjetivo público (111.4.1 ), y de garantía 

indil'idual establecida en la CPEUM (111.4.2), así corno la calificación de interés público y 

social (111.4.3). 

111.4.1.· Derecho Subjcllrn Público 

Recordemos que el derecho a la infom1ación cuenta con dos dimensiones: una 

individual y otra social. De ello se desprcude que del mismo se consignen dos tipos de 

posiciones o relaciones entre los sujetos in\'olucrados. Veamos. 

Primera posición, aquella en la cual d tit11/11r int'í'.stige1 o clifuncle informacion. En 

este caso, se establece una libertad -pcm1isión para buscar, difundir y recibir, o no buSCllf, 

no r<'Cihir, ni JifunJir infonnaciones, opiniones o ideas- protegida por el enunciado 

cstahleciJo en la ultima parte del Art. 6° Je la Cl'EUM y sus nom1:is adscrit:is, por virtud 

Je la cual el Estado está obligado a abstenerse de impedir o estorbar su ejercicio en 

cualquiera Je las vertientes descritas (derecho a algo, específicamente a acciones 

negativas). En este caso, sin lugar a dudas, los titulares cuentan con una competencia para 

que eventualmente hagan exigible su curnplimiento. 171 

1
'

1 Lrn·1; A'fttl\s, Sc-rgio, El /Ja1"<li11 a liJ /ttfont1J0t"2, Op Ci1, r.Ac 159. P111 nu)'OI' ~uud sobre 
ti concerlo de mfomucaún y sui 1mphc1i:1ones, Cfr a e\U nusma obra rn ln pig1 162 1 16S; y a 0UA"'1f5 
GUAN'll R. Jor.t MariA, Op Cit, pigt. 45 1 72 

1
'
1 l.Orr._.r. A\'ltÓN, SC'r¡:lO, El lltrrt:lto a la ltifo,..,,,,J.:1Jt., Op Cit. ('ig 172 

"'l.óru AYUós, Sergio, El /!<'<cho a t.i lnforwoarn;,, "'"'" f><T«ho f•.Jm.<r1ra/, 0p Cu, J>i&· 16S. 
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Segunda posición, en la que el enunciado nomiativo establecido en la segunda parte 

del Art. 6' de la Cl'EUM, establece un 1/acclw t1 t1lgo, t1cció11 positim tic carácter 

11ormt1til'O, t1 mrgo del fatmlo (derecho a prestación en sentido amplio o derecho social 

fundamental).'" A esta disposición deben adscribirse las contenidas en los Arts. 2.2 del 

Pacl0 1n y 2ª de la Convcnción. 17
" 

111.4.2.· t:l llrrcdto a la Información romo Garantla Consliturlonal 

En consonancia con lo apuntado, se entiende claramente que el der<"Cho a la 

infonnación es una gar.mtla constitucional instituida a favor de los gobernados. Se hace 

necesario detenemos un momento en esta consideración, dado que desde el ai\o de 1977, 

f<"Cha en la cual se modificó el Art. 6" constitucional para referir de manera expresa esta 

garanlía, se ha generado una confusión sobre su n;1turalc1a. 

En efecto, una conientc de opinión cuya significativa y mis grave expresión se 

ubicó en la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el año de 1985, 

tomando como base la Exposición de Motivos de la Iniciativa mediante la cual se modificó 

el Art. 6º constitucional en el ai\o de 1977, nsi como el dictamen correspondiente de las 

Comisiones Unidas de Estudios Legislativos y Primera de Puntos Constitucionales de la 

Cámara <le Dipulados, sugirió en un criterio lo siguiente: 171 

a) El derecho a la infonnación es una garantía social, conclati1·a a la libertad de 

expresión, que se institu}\Í con motivo de la llamada Reforma l'olitica, y que consiste en que 

Pt /hjd~m. ~g. J12 
•~ 1 fa~ J1sroución J1cc· "Cada. fau,Jo p.ll1C' ~ ~CKtlC'IC' 1 adopur, con anrglo a ws ptocnJunimto1 

corullllKmru.let. )'a tu J"rou,1onc; dtl J'lfnc"OIC' Pacto, ln mcJ1dH O('OrtW\11 f'I" dtct.u ln dtspouctonn 
l<"gtsl.il1\·u o de otro cuic1e1 qur ÍIJC'\tn nrH·ww f"IJ luccr tfrtll\')I lOI dtrn;hcn r«onoctdot en ti 
rrrscnlr Pacto )' ql.K' no t\lu\ 1rU"n r,a ~a11ntu.ado' f10f d1sf10iK'KlnN lcgubu,·as de ooo caricln'" . 

. -. Ene rrcccrto J1cr .. Dc~r Je a¡iopur J1,pQSK10nn Je dt"r«ho lntcmo 
S1 en rl l'Jl'rr;100 Je hn derecho\ )" hbc1t,1dn rrrncNllllOOt. rn el articulo 1 no nru\·tcn )"I guant11.tdo por 
J1~rournmr1 kg1d.111u\ o Je tlUO nriclrr, lo1 Ellldot p.utc t.c r;~omctrn • ~.coa ant¡lo a ws 
procrdmucnlos coru.lllU1:1orulc\ ). 1 lu d1\(10'UCK>ntt dr nt.a Con,·rnctón_ Lu mcdtdu k¡Wauvu o dt otro 
cuklrr que fUC"rcn nccru.nu p¡u hacer cf«ln"\H Llln dnf'Chm y hbnuda"". 

"' Tnu 2a (:'92, Octna f~.a del SJF. Torno X·A¡,uslo, pág. 44, rubfO /lffc»-acultt /krtcltfJ a la. 
t'JtdM«klo por ti articulo ti .. dt la Cmut1fll<Wlr Fnlndl . .-u1 Antls!]. 
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el Estado pem1ila el que, a través de los divcrros medios de comunicación, se manifieste de 

manera regular la diversidad de opiniones de los partidos politicos. 

b) l.a definición precisa del derecho a la infonnación queda a la legislación 

secundaria; y 

e) Que no se pretendió establecer una garnntia individual consislenle en que 

cualquier gobernado, en el momento en que lo estime oportuno, solicite y obtenga de 

órganos del Estado delenninada infom1ación. 

Sin embargo, olra pos1ura supera la confusión originada en el propio lexlo de la 

Iniciativa de Refomias al Art. 6" conslilucional de 1977, al reconocer de manera clara e 

inequimca que el derecho a la infom1ación es anle lodo una garanlia constitucional, 

atribuible a los gobernados como sujetos activos, en lanlo que el Estado y sus autoridades 

eslá obligados a respetarlos y procurarlos. 

El propio Tribunal Pleno de la SCJN rectificó en el año de 1996, con motivo del 

ejercicio de una facullad desusada que la CPEUM le otorga, como lo es la investigación 

sobre violaciones graves a garanlias conslitucionalcs, sustentando un nuevo criterio que 

rcplanleó el dcm:ho a la infonnación como una garnntia indll'idua/. 171 De ese modo, ha 

quedado claro que el derecho a la infom1ación \'a más allá de una prerrogativa concedida a 

los partidos polilicos; su vigencia y exigibilidad se suslenla en la propia CPEUM como en 

los Tra1ados lntcmacionales. 

'" lrn1 I' l.XXXIXl96, l"oma fpoc• dd SJF, lom> lll, lunoo Je 1996, p.lg ll3, rubro: lHJra"1iGJ 
fri.fn1t/ud/t"J (dardm a fa 1rrfi>n1eae10n} l'IOIDctc.Hi K''1l'C" prnuta f1I tf Jt'gM..JO párrafo dr/ artJo./o 'JJ 
w111tlfuctLJnal /.d con.figura d 111trn10 ,J,. lograr Ja ""{'MttidaJ Jr /<JJ aMlo~laclt'~ qwt achian dtntro J~ 1u1a 
c&1ltura del 1·ng;11io. ,ft' la lr!dqumacu.in _\' Jd t101!1a ... m1to. por mfnng1r r/ ;frtioilo 6• &a•b1h1 COIUh/MaOIUll. 

El l'ltno de b. Corte hJ 1i11í1cado con po1tcnonJ.ad nlc ClllC1'1U (11 las'"" stgwm&n' r. XllL'97, Novnu 
f'.J'IO'.I dd SU: y ~u G.s17cU, ltlrru \', Fd11cro de 1997, (\ig 3.C6, rubro· lrcforllUK1J'f, J"rdo a la No nbl .. 
ltili'tÓ Jl''M1c,1 f'il'll prt1tnf)\"t"r a•paro ou1tfa rl uifot"'4t rotd1do por rl llfular del Tnhurcal SMpn'IOT Jr 
Juwna del {}ntritC' r ... lt-111!, 111 "º JN' ,,,, OC'IO Olllotllano; lt"SlS P.Xl.Vnooo, l'ovtna Epoca del SJF y su 
G.1ec1.1, 1onkl Xt. Ah11I Je 2000, rig 72, rubto: Dnrdto a 1., 11f/<1t11tanü1t LA Sa.prrtM Conr uttnptttd 
on,i;malnu·l'l/t' ti artio1fo 6• flll'IJ11NC'i1mol roll!W gan1111i.a dr ¡tartttlcJ f'C'/incuJ, o•p/UJIUlu poJIN'Wt1flr111.- ar 
,·oncrpt1> a g.11un1ia rndn 1Jual y a c>N1g11cW11 Jd f..J11Jdo a 1rtfor111a1 •l"fa:lfllrlft,.; y lnll fJ. LX/2000, \tistblc 
rn la Nmcn.a ¡óro<• dd SJI' y •u G.ccu. lomo XI, Abnl Je 2000, p.lg 74, Nl>ro l>trrclw u lu 11tf°""""lólt 
Su t'Jrrc1no u C'nC'Ut'ritra l11•u1ado '°"'° pot /011rctnna nacw11alt'J y Jr la JO<tn'4d, ,,,_,por los Jt1't'dtoJ 
dr ttrcC"ros l'1d &KlQLLLlíJ:'..1 ft'Spt(Uv&mmtc. 



111.4.J •• El lltrccho • 11 Información como dt lnltrt• l'úhllco y Social 

De ningún modo ha sido graluila la confusión derivada de la conceplualización del 

derecho a la infonnación como gamntÍtl social, según referimos en el apartado anlerior. 

Ello se origina en la falla de dislinción de las posiciones que implic:i. 

En cfeclo, la confusión surgió por la simple oposición de garanlia individual a 

garanlla social, a lin de inveslir al derecho a la infonnación con el rasgo de facultad no sólo 

alrihuible a los individuos sino lambién a la sociedad en su conju1110. Pero dicha 

consideración pasó por alto el modo en que la doctrina ha eruendido a las garant!as 

sociales: disposiciones jurídicas nacidas con el propósilo fundamcnlal de lulclar a los 

grupos sociales más débiles, a los que hislóricamcnlc han vivido oprimidos.'"' 

Se puede entonces comprender que es un error caraclcriLar al dcr•"Cho a la 

infomiación como una garant!a social solamcnlc por tratar de hacerla llegar a un mayor 

número de lilularcs, desconociendo el significado que juridicarnenle se ha destinado a dicho 

conccplo. 

Anle ello surge la preocupación de enconlrar un concepto que sin incurrir en 

confusiones, abarque el aspecto de beneficio colectl\'o inherente a una de las posiciones 

implicadas en el derecho a la infomiación. Eduardo No\'Oa Monreal lo rclicre de la 

siguicnle manera: " ... el derecho a la información en su doble aspcclo (dar y recibir 

infonnacilin). es algo que inlcrcsa a la sociedad como !al, en cuanto de este derecho derivan 

hcnclicios que recaen sobre la sociedad misma, aparte de los que alcan1.an, asimismo a los 

miembros que la componen ... inleresa a !oda la comunidad, pues loca al interés de cada uno 

de sus miembros en razón de su pertenencia a ell•. y compromete el bien general".''° 

P• CARr110, Jorge, La CVAJnlW<ÍÓll Afr_11<ona M 1911, Op C11, pie 1.-9. 
1'° NOVO,\ MONkfAt, Eduardo. lH-rtc4o a la fida PntWd y UbrnaJ 1lt /11/orPJUJriÓll, Siglo Vrinliuno 

FJ11om, 1989, póg. 188. 
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l.ópcz Ayllón plantea el problema scílalando que la simple caractcri7.ación del 

derecho a la infomiación como derecho subjetivo público es insuficiente, dado que "el 

Estado no sólo tiene un deber de abstención, sino debe asumir una conducta activa para 

hacer efectivo el ejercicio de los derechos, estableciendo las condiciones y medios 

necesarios para que los grupos con menores posibilidades puedan go1.ar de ellos". 111 

La solución sugerida por este último autor es la de investir al derecho a la 

infonnación con las categorías de i111er<'s públiro e i111eréJ sori11/. "En derecho positivo 

mexicano el concepto de interés público encuentra su fundamento en el artículo 27 

constitucional, mismo que otorga a la nación la propiedad originaria de tierras y aguas, 

facult:indola, en consecuencia, a imponer las modalidades que dicte el interés público. Esto 

implica, por tanto, el poder disponer de los bienes para ponerlos al servicio de la 

comunidad, sin exclusión de nadie. En este senlido, las causales de expropiación de la Ley 

de E\propiación. Del mismo articulo 27 se desprende el concepto de interés social. Aqul 

se 1ra1a de modalidades a la propiedad para poner los bienes a favor de los grupos 

ma}uritarios de la sociedad que se encuentran en condiciones de dcsigualdad".112 

Continúa diciendo Lópcz Ayllón que "la infonnación tendr:i este carácter de interés 

público y social, porque el derecho a la infonnación faculta a rcali1..ar las conductas 

pcn11itidas, en primera instancia, a todos los miembros de la comunidad; pero en caso de 

conílicto con el inter~s privado prevakce siempre el interés público. Por otro lado, en tanto 

los miemhros de los grupos mayoritarios no puedan ejercitarlo y para que disfruten de él en 

fonna efectiva puede declararse interés social. para ciertas modalidades de su ejcrcicio".' 11 

Admitimos, como ya lo c•pusimos con anterioridad, que es claramente reconocible 

en el derecho a la infomiación un a.'pccto que toca a la colectividad. Sin embargo, 

pensamos que el uso de expresiones como interrJ público y social en el contexto expuesto 

por l.ópet. Ayllón pueden llegar a interpretaciones graves e indeseables. En efecto, bastaria 

con considerar dichos elementos para que el Congreso regulara el dcrccho a la infonnxión 

"' t OPIJ. A ru ós. S<rg10, f/ lxrr<lto a /a lojvrMDCi.»o, q. C11, plg 171. 
IU /bí./~m. pig 172. 
m /drm 
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imponiendo detenninada línea ideológica o religiosa a su contenido, lo que a nuestro juicio 

resulta juridicamente inaceptable. De hecho, quizás por ello pueda entenderse las 

dificultades que en nuestro pais ha acarreado la reglamentación de este derecho. 

Por lo tanto, considcr.imos innecesaria la calilicacibn de 111t1•ré.s p1íblico y social que 

sugiere l.ópez Ayllón. En todo caso, tal como analizaremos con posterioridad, la CPEUM 

estahlece detenninadas restricciones a los derechos íundamentalcs, en el caso especifico de 

las facultades que integran el derecho a la información, se lijan supuestos en los que 

subyace la protección al interés de la sociedad, lo que es más que suficiente para defender 

hienes superiores a los indi\'idualcs, sin dejar ahiena la posibilidad de suprimir este derecho 

fundamental. 

111.5.- Su(elo• 

lntimamc:ntc \'inculado con el tema de la naturalc1.a del derecho a la infomtación, cst:I el de 

los sujetos a los cuales se les atribuye. Ello es rele1·ante puesto que de su esclarecimiento 

se deriva el reconocimiento de la legitimación acti\'a, como requisito indispensable para 

· hacerlo \'aler en los casos de conflicto o violación. Al efecto, a continuación hablaremos de 

los titulares de este dmcho (111.5.1 ). y luego de los destinatarios (111.5.2). 

lll.5.1.· Tllulurs 

La di1·ersidad de situaciones en que se ejen:e el derecho a la información, hace 

l'ariar la ubicación de sus titulares. Para ello, debe atenderse a las posiciones enunciadas 

con anterioridad. 

Primera posición, 1/1•r.·cho a algo o a acáones negalnuJ: el titular in\'estiga, 

difunde o recibe infom1ación. Se trata de un haz de derechos subjctil'os atribuiblrJ a C'ada 

111dll'ld110. Cabe mencionar que en la práctica. las dos primeras facultades, suelen ser 

ejercitadas por los profesionales de la infonnación y los medios infonnativos. En otras 

palabras, si bien es cierto que todos los indi1·iduos go1.an de esta facultad, también lo es que 

17 



en la práclica lo hacen con mayor frecuencia las personas dedicadas a la infomiación como 

ohjelo de su aclividad 

Si:gunda posición, tlrrcc/10 ti algo o a acl'ió11 po.fili\'a tic carácter 11ornmtii'O: el 

Estado garallli:a la in\'esligación, difusión y recepción de infonnación (derecho a 

preslación en scnlido amplio). En este caso el titular es la soricilml. 

111.5.2.- Sujclos Ohll~ados 

Las autoridades cstalales, siempre serán las obligadas en cumplir con el derecho a la 

infonnación. Para ello, podrán expedir leyes, aplicarlas y cnidar judicialmcnle dicho 

cumplimienlo para el caso de que se violen los den:chos subjcli\'os en él impllcilos. 

111.(1.· l.a Uht•rtad de lllfu•lón l'rrlodblka 11.Dl'I 

Como puede apreciarse de la exposición presen1ada en la ultima sección de csle capitulo, el 

dert-cho a la información es un conct1110 sumamente complejo. Desafortunadamente, por el 

modo en que se ha ido incorporJndo a nuestro orden jurídico, esa complejidad se ha 

incrementado, dificultando su aplicación. 

Rt-cordcmos que si bien es cierto que este derecho implica un rcfonnulación de las 

libertades tradicionales, también creemos que un anilisis adecuado de las restricciones al 

mismo rt'quicre de su descomposición atendiendo a cada una de las libertades que lo 

integran: in\'cstigación, difusión y recepción de la infom>ación. 

Ahora bien, la CIDll ha scftalado la indi\'isibiliJad Je la expresión )' difusión del 

pensamiento, " ... de modo que una restricción de las posibilidildes de di\•ulgación 

representa dirt-ctamente y en la misma medida un limile al dctCCho de expresarse 

libremente. De ahi la importancia del régimen legal aphcable a la prensa y al status de 

quienes se dt'lliqucn profesionalmente a ella"'.'" 

'"Opinión Con•uhl\a OC·~i8S d<t IJ d< no"<mbrc d< t98S, 0p C11, pírrofo JI. 
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Así pues, desprendemos del derecho a la infomiación la lihertarl de rlif11si6n, 

restringiéndola exclusivamenle al ámhilo pcriodislico, consliluycndo de ese modo el objelo 

ccnlral de nuestro lrahajo. 
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CAPÍTULO TERCERO 

LAS RESTRICCIONES A LA LDP: 

PARTE GENERAL 

:~...:. ... ... 



Para abordar en delalle cada una de las res1ricciones a la LDI' y su reglamentación, se 

requieren algunas consideraciones preliminares aplicables en común a 1odas ellas. 

Dedicamos esle capilulo a ese propósilo, para lo cual, referiremos inicialmenlc a un análisis 

sobre la reJtri11¡:1/nlid11d de la LDI' (1), y pos1criom1en1e, algunos conccplos relevantes para 

dicho efeclo (11). 

l. l.A R•:STRINGIRll.ll>All m: LA 1.111' 

En nuestro Segundo Cnpllulo analizamos la posibilidad de res1ringir derechos 

fundamentales y admilimos en principio su procedencia. Ahora nos loca hacer la referencia 

particular rc'Speclo a la LDP. Para ello, hablaremos sobre la posibilidad misma de 

resiringirla (1.1 ), y luego, a los principios que rigen dicha situación (1.2). 

1.1.- Sobre la l'osihllldad dt Restringir 11 1.111' 

Como lo expresamos con anterioridad,"' partimos del supueslo de que la LDI' no es un 

derecho ahsolulo y por lo tanto, resulta procedente que se restrinja. Sin embargo, existen 

diferentes corrientes de opinión en la doctrina acerca de la dimensión de esa restricción. 

l\'O D. Duehacck dislingue tres corrientes que vislumbran de modo distinto las 

restricciones al ejercicio de este derccho. 116 En primer témlino, los absolutistas; que 

reclaman una ilimitada libertad de expresión política y no política. Es claro que en nuestro 

enlomo constilucional no se reconoce tan omnimoda manera de entender esta libertad. 

La segunda ealegoria, denominada maximalista, cslima absolula la hbcrtad de 

exprc-sión referida a ideas polílicas; y relativa, es decir, limilada por otros valores sociales, 

en las dcmas esferas intclccluales de la 1·ida. l.a critica que se puede hacer a esta postura 

111 J'1d JMpw C...apitulo Pr1mcrn, IV. l. 
1 
.. ()l1cnAn K,. l\o l>., lkrttlttiJ i· úbnfadn Nt rl /tt1mJo ,fc'tlMJI, Col«ctón Cirncu Pulilh:'l. huhbdo de 

btuJ1os Polillco•. M•drid, t976, rig1. 29) y .... cn.00""' AGtltURA fUlNANOIJ, Anloruo, Op º'. "'"· 
IJ )' 14. 



deviene de la dilieullad de deslindar con nitidez lo que son ideas políticas y lo que no lo 

son, además de la justilicación política de tal diferenciación.'" 

Por Ultimo, los relativistas, sustentan genéricamente una limitación o ponderación 

de la libertad de expresión en relación con otros valores sociales. Nos adscribimos a esta 

última opinión, destacando además que los fines perseguidos en la postura maximalista 

pueden ser encontrados al establecer los principios que rigen las restricciones a la LDP y 

que m3s adelante prccisarcmos.1
U 

1.2.- l'rlndplo< A11llrahlu a IH Rr•trlr<ionu 1 11 Llll' 

Admitiendo entonces que la LDP no es absoluta, cabe entonces determinar los criterios que 

rigen las restricciones aplicables. fato, que podriamos entender como las n•stricciona de 

/1u rc.uriccione.<, se desprende tanto del tc~to de la CPEUM, como de los Tratados 

Internacionales y de la manera en que la doctrina, la SCJN y la CIDll han interpretado 

estos textos. 

Dichos principios serán abordados a continuación de la siguiente manera: primero 

nos referiremos al carácter preferente de la LDP frente a otros derechos (1.2.1 ); a la 

prohibición de la censura previa (1.2.2), la prohibición de imposición de restricciones por 

medios directos o indirectos (1.2.3); y linalmentc, las reglas que ha establecido la CIDH 

para establecer responsabilidades ulteriores, dcri\'adas de las prohibiciones anteriores 

(1.2.-1). 

1.2. t.- Car•rtrr l'rrírrrnlr dr 11 l.l>P t'rrntt a otros l>trrrho1 

La CPEUM no llega a decir que unas libertades sean jerárquicamente superiores a 

otras. No obstante rilo, la doctrina nacional)' extranjera ha considrrado la existencia de un 

11' "'"l'IC 10 En ti mnmo .rn111to ~ ha ponunc...00 b Conc- m la 1csn P. 1-XnOOO, hijo el rubt:o Dnttlto a lo 
11iformacuh1. Su r¡.-rcmo sr tlt("Uf'lllrO ¡,.,.,taJo tanto f"O' los rnl«t'U'J 11acU>11ala y J~ /12 Joon/dd. CCNllO I"" 
/01 tlertduJJ 1ft trrcrrvs, Op 01 
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carácter 1ueferenle de delcnninadas libertades frenlc a airas, cspecialmenlc para el caso de 

que se suscite un conniclo de derechos. Ello se justifica en virtud del interés de la sociedad 

que impone un peso mayor en aquellos derechos que le conciernen. 

Rt'Cuérdese que la LOP, en tanto especie del derecho a la infom1ación, encuentra su 

naturaleza en el interés de la sociedad. En ese sentido, no sin confusiones y equívocos, la 

SCJN ha reconocido csla circunstancia al tratar de desprender un significado congruente a 

la carnctcri1.ación de grmmtÍil social que se le atribuyó originalmente al derecho a la 

infonnación denlro de la exposición de motivos de la reforma constitucional que lo incluyó 

en la CPEUM.119 

Ello lleva a la conl'icción de que la LDP go1.a de un carácter preferente en virtud de 

que contribuye a la fom1ación y mantenimiento de una opinión pública libre, inherente a 

lodo sistema democrático. A co11trcmo .mLm, este derecho no go1ar:i de dicho carácter 

cuando no contribuya a la fonnación de la referida opinión pública librc. 190 

Sin embargo, Mui\oz l.lorcme ma1i1.a esta postura y sci\ala que en modo alguno 

dehcrá entenderse a csle derecho como ilimitado, ni que siempre haya de resolverse 

conOiclos en su favor. Anles bien, sólo en el raso de que se den las condiciones que le 

olorgan ese car.iclcr prc\·alcntc en el supucslo concreto. 

1.2.2.· l'rohibldón de 11 Crn•ura Prnil 

Néstor Pedro Sagüés dctennina como censura previa "cualquier acto u omisión que 

inh;ihililc la publicación de algo o que tienda a iníluir en esa publicación o que dificulle que 

el producto infomiativo llegue nonnalmenle a la sociedad''. 1• 1 

-----------
1° Cfr l.i 1r~oluc1ón dtl iln{IJ.to rn ft\ai1ón JOOK.'98, que entre oua, d10 oogm a Lt tn.11 P.Xl.V/2000. 

CU)'O ruhtu dKt /ltrn·h,, a la lnj<Jt11JJnci11 IA Su.pt.-"kJ Cortt' '"'"rpt"ttd cw1g1,._aJ~" .-1 artíoJo 6• 
O)fllfltl4CIOPIQf ((JMO garurrtiJ c/C- /'-Jr1UÍCIJ f'OJiJICOI. awtp/ia.Jo fJOJlt:nOOUlll(' rU n>MtplO 0 fM'alllÚJ 

1n.J1mlual .\'a ob/1ganú1t cltl EstaJd a 111/orJ11UJr \'f'hi:tttt'ltlt', <Jp Cit 
om MllÑOl l.IUkl Nll~ Jolt, Op Or, rJg t~9 
'"Coi.Jopo< N<XiUllkA AlCAIA, llwrbmo, Op Cu, p;,. JI. 
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Por su parte, resulta esclarecedora la dclinición del Tribunal Constitucional español, 

segun la cual censura es "toda intervención preventiva de los poderes públicos para prohibir 

la publicación o emisión de mensajes cscrilos o auc..liovisualcs". 1112 

Nogueir:i Alcalá considera como censura previa a las prohibiciones preventivas 

desarrolladas por cualquier órgano del Estado respecto de publicaciones y difusión de 

opiniones o infonnaciones de relevancia pública veraces: las listas negras, el impedimento 

de acceso a la infom1ación o a las fuentes de infonnación, los impedimentos de programas, 

las medidas judiciales preventivas que impidan el conocimiento de actos de corrupción o de 

relevancia pública de agentes del Estado, entre otros."' 

Existe la convicción generalizada respecto a que es más grave el dafto que acarrea la 

censura previa a la 1msible difusión de la infonnación sujeta a limitaciones. Según este 

principio, la actuación de la autoridad debe ser siempre a pruteriori y a través de 

mecanismos que pemlitan la defensa.'º' Ello se desprende de los Ans. 7' de la CPEUM y 

13, p:irrafo 2 de la Convención.''" 

Por su pane, la CIDll ha detenninado que "el abuso de la libcttad de expresión no 

puede ser objeto de medidas de control preventivo sino fundamento de responsabilidad para 

quien lo haya cometido".'"'' 

En la misma Opmión, el JUCl Rodolfo E. Pi1.a Escalanle ha scflalado que: " ... debe 

llegarse al fo11<lo 1lc la diferencia que exi.ie entre ri•.•ponsa/>1/idades ulteriores, lo cual hace 

alusión a infr•ccioncs de la ley que solamente se producen con el ejercicio de la libcnad de 

C\prcsión y solamente se sancionan dcspuCs de cjC"rccrl~ e imponer restricciones 

tt: SuprC'mo Tuhurul Com.muoorul l'.!.~1\ol SJ/IQtO, c1t1do J'Of NOC.UllRA AlCAl.Á, llunttno, Op 
<11.-flg JI 

1 1 ~lll.il!l IN.A Al CALA, lluml"<r1o, Op C1t. ~g. J2 
,., l.or1IAYI10!'.I, Scq:10, El 1la«lit1 a la /11/otwtacu"'· Op Cd. rlc 194. 
,., C.11\( lu,;c-r no1u qur el l'lclo no prohihc C"1.pcc-um:n1t nlC' tJpo de pdcticu. Stn embargo. dt 

wnfomu1.bd ton rol prmcap10 fau.n /d't'"rf41fU o pro CO'l"J qut ~ dnf"mdic dd An. 5• dtl pC't'pio rarta_ J 29 
1nctio h de b Conu·n..:1ún. ello C'S u1tlt,.an1e pucslo que rita Uhi.ma si~ nlCUCtltn Upttumrnk prolul:Ptda, 
flUC'OUH que b CPHIM la IC'Ílrtc C'R lo locanlc a la hbC'rud dt rrmu.. '° qur no iq>Mk C'lkndnb • La 
hhcrt~J Je oprMtón en .a1mcrón a lo prci.c1110 J"Klf La ConV't'nc1ón 

"•0pm1ónCon.ult,.10C-~18Sdcl lld<no•1<mcdc 19SS. Op C11.r&n>ful9. 
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propiamcnlc dichas, dirigidas a limilar el ejercicio mismo de la libertad, como es el caso de 

las licencias o aulorizacioncs. En efcclo, la definición misma de éslas las caraclcri7.a como 

fonnas de tulela preventiva, consistentes en el levanlamicnlo de un obsláculo impueslo por 

la ley al ejercicio de un derecho propio, de manera que su cspeci fico scnlido nonna1ivo no 

es el de someler ese ejercicio a una responsabilidad ullerior por el abuso que con el mismo 

se cometa. sino el de impedir el ejercicio mismo mientras la licencia o autorización no haya 

sido olorgada. Ciertamente. puede ocurrir que una actividad necesitada de licencia o 

au1ori1.ación se llc\'c a cabo. de hecho, sin obtenerla, en cuyo caso parecería cort\'cnirsc en 

una responsabilidad ulterior, pero ésta no seria en tal caso mas que una consecuencia 

S<'i:undaria de la violación de dicha condición, con lo que la cucslión se lomaria en un 

simple problema de eficacia de la misma, no de su sentido nom1atirn, que es siempre el de 

que la conduela no se realice del todo sin la previa licencia o autori1ación )' de que se haga 

lo necesario parJ 1¡ue no se realice. Esto es bien diferente de las responsabilidades 

uheriores que aulorit.a restriclivamcnlc el articulo 13.2, las cuales no pueden tender en si 

mismas a producir ese efecto impctliti\'o, sino únicamente a lograr, por medios indirectos y 

no prcvemivos (la sanción posterior dcri\·ada del abuso), que el ejercicio del derecho se 

mantenga dentro <le limites legítimos" (énfasis del Juel). 191 

llosulla interesante realitar una comparación entre la Convccnión y sus pares a nivel 

inlemacional, en otras regiones, a fin de resallar la especial protección a la LDP que 

contiene. Al efectuarlo, queda claro que el único instrumento que expresamente incluye la 

prohibición de la censura prevía es el inleramcricano. En efecto, ni el Pacto, ni el Conl'enio 

Europe, 111 la C.1rta Africana contienen referencias explicílas a la proscripción de !oda 

medida de carácter prc\'CT11ivo. 

Ahora bien, par1iendo de que la censura pm•ia está prohibida tcmlinanlcmcnle en 

nuestro continente, cabe fom1ular un comentario critico sobre esta prohibición (1.2.2.1 ). y 

pr<'i:isar en qué medida los ordenamientos sccund1rios en México la autoril.tll (1.2.2.2). 

'" Opinión S<p>r..U del ¡..,, Rodolfo E. PID Etca1'•. pimío to, rn Opuuón Conwlti•~ OC-SIU del 
IJ de no•·icmlwc de t98S. Op Ot 
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1.2.2.1.· Comtntarlo Critico sobrt la l'rahlblción Absoluta dt la Ctns11ra Prni• 

Como se ha ad\'crtido, la prohibición de la censura previa es una particularidad de la 

Con\'cnción írcnlc a ocros inslrumenlos inlcmacionalcs sobre la malcría. Esca circunstancia 

nos hace pensar que se erala de un remedio pensado en función de la hisloria reciente del 

conlinente, plagada de \'iolacioncs sislemácicas a los derechos fundamentales. 

Sin embargo, cal cual se planlea la prohibición, en 1ém1inos absolucos, se asume un 

exlremo que e\'entualrncnle arriesgaría la eslabilidad eslalal, la vida humana o meros 

propósitos de hicnescar general. En efeelo, de acuerdo a la Con1·ención, el ejercicio de la 

LDI' sólo puede rescringirsc a lra\'és del fincamienco de responsabilidades ulceriores. Sin 

embargo, cabe pregunlarse qué pasará en aquellas ocasiones que dicha.• responsabilidades 

sean insuficicnles o simplemente inúliles para la <L")laración de algún daño. Me refiero a 

casos en <1ue eslé de por medio la seguridad del Eslado, se arriesgue vidas humanas o se 

atcnle conlra la salud de la población. 101 La preocupación no es exagerada, hemos 1·is10 en 

los últimos años que fenómenos criminales corno el narcotráfico la juslifican. 

En los Esiados Unidos, la Suprema Corte ha descartado la prohibición absoluca de la 

censura previa. dejando rt'JquicioJ que pcmtilan aplicarle en supuestos particularmente 

necesarios. El caso que rcsulcó paradigmálico sobre este asunlo fue el populannenlc 

conocido corno de los Documcnws 1/cl l'c111ú¡:ono, en el que uno opinión dividida de los 

juc-ccs llegó a la conclusión de que, al menos en los 1ém1inos que se prcsenló ese liligio, se 

dcsautorinh.1 la censura prcvia. 1
'A 

.• , Como roJ1i.1 S.('llU 11 pubhuCIÓO de mfomu,1ón t.Obte 11 prklK.a dt un optraUvo pohcW:o wnanmle'. 
('n (¡ que le C'\{'«lfiquen Jctallc\ logÚlKO~, lo qut ronJria C'ft nrsgo no IÓkJ d htlO dtl J'l'OrlO OflC"hVO, 
uno b \"llh lle lo\ tn\ olucradot.. 

1
" .\'n4· forl Tl'"t"s (o ,. lf,utNI Star .. s, (l'hc rcntasoo Pap:n C".aiie) 401 U.S. 71.J, 91 S C'l. 21.&0, 29 

L FJ 2J 822 ( 1911) l'l l111g10 fu< d<l tcno111gu1<nt<: el ll de ¡uruo d< 197t, 1lt< N<W Yotl Tima <omml.Ó a 
pulilu:ar p.irtcs de 101 l>..xummlo1 dd l'mtigono, dcoonunados of.culriw:nk lluto11a Jd I'roctJo de TCMIO 
''" {J.cymÓ'I ,¡,. foi E...1tai/C1J l/PuJoJ Jobrl' la Polittca NI f'U"IJID"I, que nu una hwona del papel de lol 
EitaJus llmJm en lnJtXhma, c11udm encargado po1 ti S«rcw10 de la l>drns.a m 1967 y du1ftcado como 
de mciunco unctv lrunnhaun~tc, el Fucal GC'ncnl de len E.lados Untdol. sobc1tó ror nano al 
pre11Jen1e y duector Jd rc-nód1co que cnar1 la pubhcactón de los doamrnlot., lo que fue rechazado y 
pcntmomrnte, ti F1s.c.al sohcnó anlc un jutz mfenor un mlmi.cto el cual le fue concC'dJdo. La Supmm 
Corte de Jmuc1a conoció de LI rt\·ts.on del mlC'rdtclO. y csa.bkoó dt modo rmct•I y vago, cu un \'Oto comin 



Qui7.á la intención de los redactores de la Conl'cnción y los jueces de la CIDll sea 

que los periodistas estahlczcan mecanismos autorregulatorios en los que prevengan este 

tipo de situaciones, dejando la decisión a .m l''°I''° criterio. Discrepamos de esa posición, 

pon1ue implica deslindar del control estatal situaciones tan delicadas como las referidas. 

Así pues, creemos que con el paso de los ailos, la CIDll deberá matil3r su interpretación 

pótra ajustarla no a una situación tic 1!t·mocrc1cias mctpicntcs, sino a una de democracias 

plrna.t. 

1.1.1.1.-1.a Crnsuro l'rn•io rn d Ordm Jurídico /ltr.x/ca1101~1 

Partiendo del principio de que la censura previa está prohibida en México, de 

acuerdo al articulo 13, párrafo 2, de la Conl'ención, algunas leyes y reglamentos en México 

la previenen. Veamos. 

Primero, la Ley de Imprenta, cuyo Ar1. 1 S di•ponc que: 

Articulo 1 S. Para poder poner en circulación un impreso, lijarlo en las paredes o 
tableros de anuncios, exhibirlo al público en los aparadores de las casas de 
comen:io, repartirlo a mano, por correo, c\prcss o mensajero. o de cualquier otro 
modo, deberá forzosamente contener el nombre de la imprenta. biografia, taller de 
grabado u oficina donde se haya hecho la impresión, con la designación exacta del 

o /'a C&1t1dm que: (1) lo\ mtrrd1ctM con\lllU)'C'R ccru.wn r1C'\l.U, (11) tu CC'ni.WU rrc,·ils n.1gm un.a 
JUillÍICJc1ón C't.prculnlfnlC' fucnc, (111) rl F1K1l Gc0C111I no lognl ulls.fxn cu nr«til carga de Jusllftexión. 
y ll\·) por lo t.11110, el mtctdteto contra l.i puhhunón Je lo\ l>...x-umrnlos del l'cntii:ono no~ prosp:rar. 
Cal'<' 11lC'nc1onar doi ci1cunsunc11\ unpocun1n: b rnnru. el h1oC.al Gcnenl 11mu "J'C'CIÍKÓ el dMao que 
rrotluci.a a la icgwul.all nacional b pubhcJc1t-ln dC' lm n.ih1ciu1i..'1 documento\, r-•r lo QUC' rn opuUóa de 
Ü"-t"n hu, dicho ÍW'ICIUR,lflO .. C"SUli.a RlCOOS J'IC't.l(U~ por l.a pubhCICk)Q Je t'.lt ntudt0 ni J*1K\llar ... )' 
rn.i.s por rl 00.alia a U nt"'cturu 1lr la aut(lrldiJ,I, )'de un roodc1 mb Mp«"iíKo, f10f Lt ankpldid dcl 1iitnN 
dr clu1ficoc1ón rm~.-i y Je la upao..-t..d dd goh.crno pi11 rwtcgcdo"' (el é':ifasl\ t' del aukX) ftsS, <>aren, 
.. l...1 l.1hc1ud dr E:1.p1csión )' lJ l.>octtma dt b Ctrnuni l'tt\ 1i U Ca\.O dt kll Docunrnt01 Jd l'cntá¡;ono•, en 
/.1/lar1J1/ di' faprr.iiO" .r f.J1"'aam1 soci.1/, Funtanwa, 1'197, f"g 10; Kgwkb, c.ada uno de los jUltCn 
C'\(Hh1tl IU \OIO J'Of ~rado, tJn dmnllctOO, los OtlOS M'1' CO~rtÍan C'n ru~apto la Of'UUÓU qut ltlU.ltÓ 

dcfimh\I, pero J1KrC"'P.llun con respecto a tu ruoncs .• '4\lo do\ JUC'Ctt c001kktaioa un ab.olulo la libmad de 
nrrc:s1ón e¡,. l..LX't.;.llART, Wdham, Et lll. CotUtllUl1'lltiJI law, CaJt'J. COM1•U''lllJ, (Ñf'Jtimu, Wnt 
Puhln.hm¡t. St P.tul, M1M, 1991, pip. 187 a 89S 
~ Dado n~tto mtc:ris nclw.no Jk>f el pctM...J11mo, orNl&m.ll .abunJ,¡r \olu b tnlSUl'I pr-eua m el caso 

de nrr«JOOC1 de oua lndolt COM> Us artlsln\ o p.iblK"1uriu. que (nconu-an-.n rn d Art. 40 dt la tzy llObrt 
d E>cuJo, LI llandcn y d lkmo NacK>nltn, JOO y u de l..1 l.<y G<ncral d< S.luJ.. 
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lugar en donde aquélla está ubicada, la fecha de la impresión y el nombre del autor 
o responsable del impreso. 

La falta de cualquiera de estos requisitos, hará considerar al impreso como 
clandestino, y tan pronto como la Autoridad municipal tenga conocimiento del 
hecho, imprt/lrti la circ11/aci011 1/c m¡ué/, recogerá los ejemplares que de él cxistm1, 
i11111ib:arú lo.'f que no f11U .. 9tla11 .ser recogidos por lwhcr.sc fi;mlo en las paredes o 
w/Jlao de il111111cio.<, y castigará al dueño de la imprenta u oficina en que se hiw la 
publicación con una multa que no bajará de veinticinco pesos ni excederá de 
cincuenta, sin perjuicio de que si la publicación contuviere un ataque a la vida 
privada, a la moral o a la paz pi1hlica, se castigue con la pena que corresponda. 
(Enfasis afü1dido). 

Segundo, la LFRT prohibe la transmisión de determinadas expresiones, sin 

embargo, en esos casos no previene expresamente la censura previa, lo que si ocurre con 

relación al Art. 65: 

Articulo 65. La retransmisión de programa.< desarrollados en el extranjero y 
recibidos por cualquier medio por las estaciones difusoras, o la transmisión de 
programas que patrocine un gobicmo extranjero o un organismo intcmacional, 
rl11icamc11tc pmlrá11 hacerse con la prt.9 \'Íll cmtori:ación de la &ere/aria Je 
Gobcmarió11. (l~nfasis añadido). 

Tercero, la l.Sl'M impone la prohibición a la circulación por correo de envíos y 

correspondencia prohibidas, que eventualmente podrían ser expresiones periodísticas: 

Articulo 15. Qm·da prohibida /11 circu/11ción por correo de los siguientes envíos y 
correspondencia: 

l. Los cerrados que en su envoltura y los abiertos que por su texto, forma, 
mecanismo o aplicación sean contrarios a la Ley, la moral o a las buenas 
costumbres. 

V. Los que sean ofensivos o denigrantes para la Nación. (l~nfasis aiUdido). 

En térrninos del Art. 13, párrafos 2 y J, de la Convención, .e trata de censura previa 

con la característica adicional de hacerse por medios indirectos.'"' 

Cuarto, el RPRI dispone de modo implicito la censura previa en el siguiente 

precepto: 
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Articulo 12. La Dirección General de Correos sólo pcm1ilirá la circulación postal 
de publicaciones periódicas, siempre que a la solicitud correspondiente se acompañe 
certificado de licitud expedido por la Comisión Calificadora. 

Igual que en el caso anterior, se trata de censura prc\'ia con la característica de 

hacerse por medios indirectos. 

l'or lo tanto, es a todas luces e\'idente que en di\'ersos dispositil'os secundarios y 

reglamentarios existe la censura pre1·ia, en contral'ención a lo dispuesto por la Convención, 

y que para el caso de litigio, debe considerarse in\'álido, por simple jerarquia de la segunda 

sobre los primeros, atentos al Art. 1 JJ de la CPEUM y la jurisprudencia que al efecto ha 

dictado la SCJN. 

Quinto, la CRCRTPO contiene disposiciones tendientes a imponer controles 

indirectos y la censura JUC\'ia para el caso de pllblicacio11rs ohsc.·11as: 

Articulo l. Las Altas Partes Contratantes con\'ienen en tomar todas las medidas 
posibles con el fin de drsmhrir. prm·¡:uir y castigar a lodo indi\'iduo que se hiciere 
culpable de alguno de los actos que se enumeran mis adelante, y en consecuencia 
resucl1·en que: 

Deberá ser castigado el hecho: 
1) de fabricar o tener en su 1>0scsión escritos, dibujos, grabados, pinturas, 

impresos, imágenes, anuncios, emblemas, fotogralias, peliculas 
cinematográficas u otros objetos obscenos, con el fin de comerciar con ellos, 
distribuirlos o exponerlos públicamente; 

2) de imporlar, transpor1ar, exportar o hacer importar, transportar o exportar 
para los fines arriba mencionados, tales escritos, dibujos, grabados, pinturas, 
impresos. imágenes, anuncios, emblemas. fotografias, películas 
cinematográfica.~ u olros objetos obscenos, o de ponrr/os en drc·r1/t1cidn en 
cualquu•r forma quc• sr11~ 

J) de comerciar con ellos, aún no públicamente, efectuar cualquier operación 
con relación a los mismos en cualquiera fonna que fuere. distribuirlos, 
exponerlos públicamente o negociar con ellos alquilándolos; 

4) de anunciar o d;u a conocer por cualquier medio, con el fin cfr famrcet•r la 
circulación o r/ trJjiro prohibido, a que se dedicare cualquier persona a 
cualquiera de los actos punibles antes enumerados; de anunciar o dar a 
conocer cómo y por quien pueden ser procurados )'• sea dil'<(ta o 

101 l'iJ ,,./ra tn nlc nus.iro C~pítuk>, 12.) 
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indireclamenle, los cilados cscrilos, dibujos, grabados, pinluras, impresos, 
imágenes, anuncios, emblemas, fologralias, pcliculas cinematográficas u 
otros objclos obscenos. (Íonfasis añadido). 

Articulo V. Las Partes Contralanlcs cuya legislación en la aclualidad no llenare los 
rcquisilos respectivos, convienen en incorporar e11 sus leye~~ la farultaJ ele catear 
los lugares en donde hubiere molivos para creer que se fabrica o se encuentra, para 
cualquiera de los fines mencionados en el Articulo l. o sea en violación de dicho 
Articulo, cualesquier escritos, dibujos, grabados, pin1uras, impresos, imágenes, 
cuadros, anuncios, emblemas, fologralias, pcliculas cincmalográficas u otros objetos 
obscenos y 1/ispom•r ig1mlmt·11tr ,.¡ sc•r11c.'i/ro, fo cmifi.tcaciOt1 y la 1/eJtn4cciim de los 
mi.<mos. (Í'.nfasis añadido). 

1~1 aplicación de los dispositivos transcrilos, en cierto modo conlrarian el sentido del 

Art. 13, párrafos 1, 2 y J de la Conl"ención, que prohiben la censura previa, aún por medios 

indircc1os, originándose entonces un coníliclo cnlre lralados internacionales. cuya solución, 

tanlo a nil"el derecho intcmo como derecho inlcrnacional, se da aplicando la regla /ex 

po.Ut•rwr clt~rogat h•i:1 príori. Veamos. 

En el derecho interno, se trala de disposiciones de la misma jcrarqula, de las cuales 

las con1enidas en la Con\"ención son posteriores a las de la CRCRTPO, por lo que se aplica 

la regla mencionada, con fundamento en el articulo 8 del CCF.'0' 

En el caso del Derecho Internacional, el Art. 59, párrafo I, de la Convención de 

Viena dispone el mismo principio.'°' pero con algunos matices que lo complican, puesto 

~1 1>1,e C'\lr pm:cplo "La le)' i.ólo qllttb abcogJJJ o dcmg:ad.a por oua poilC'uor que ad lo declare 
t\prcumrntr o que wntrnga d1"{Xtt.1C1onrs total o pirc11lmcnte mco~t1blr1con11 ley antnior'". 

~' 1>1i:c ci.1e prrl.'.erto .. ~ com1dc:rui qu<' un uat.ado ha lrmutudo u 1oo.ts Lu putn m él cclehran 
uhcrlllmrnlc un uaudo M-lhtt la num\l malcru )"a) s.c Jnrrtn.iC' drl tuudo flOSltnor o comta de otro modo 
que h.a udo mlt'01:11ln Jr l.u p.111c1 qu<' 11 m&lt'll.I K' llJI por tK' t11Uido. o b) 1.11 dt'f'O'Kkantt dd tnado 
po!.lc11or kln lu.\l.I 1.11 punlo 1ncon'4'.1hbl('1 con lu drl UalJJo 1ntcn01 que los dot. tratados no pucdm 
.tpllcarK" s.unuh.lnunK'nlc" En la 1rhc.1c1Ón Jr ('11<' pr«C'plo no C'S. óbKC' lo d1\f'U('Mo por el Aft. 4 de la 
prop1J Conu·ni:1ón ,Je \'mu (mt1fo.acl1ndW dr d1du. Comcnctón rt\f'('ClO 1 batadm ttk:brados con 
¡ntcnonJJJ ¡ ~u rntuJ.i cn \·1go1 ), puesto quc lu IC"¡lu de 1nttrp<C1.1c1ón de kK tntadot conknid.as na la 
Convcnc10n dC' \'1cru h.tn p.as.aJo 1 formu pinc de\¡ C0$1umhrc 111tcm.ac1onal, w-¡Un ll Corte lntttucm&l 
Je Ju!.llcu1 IC.uc Conccmtng Ku..1l1h Sc-JuJ¡ hU.nJ (Uots·nna \'. N1nub1.1), 1999, l.C.J. 98, p&ra. 11 
(ll«cmb<r IJ), 01l l'l•1>fonns (hl.muc Rcrubhc ol han\'. llrulnl Suiei ol Ammc:•), 1996, l.C.J. 90, ¡wa. 
2.1 (ll<ccmb<r t2) (1'1du111nuy Oh¡«hom), C•1o< Concmung rhc lnnton•I disf'Jl< (ubyan A™i Jamaltoriya 
\' Ch>d), 1994, 1 C l. 6, I"''· 4t tfcbruuy J), Disf'JI< Cooccnung Dch®Lallon ol dw Mantun< F.-irt 
(Rcrubhc olGu1nc• \'. Rcpubhc 01Gu1n<• lh.,,au). 198S, rcpnnlnl in 2S IUd 2S2 {1986)). Debe IOmlnem 
cucnll que 11 lJtl'l>•Uncu de 11 cm.tuni>fc cona> fucntt dtl l>c-t«bo lntcmacKmil dn·icnc dr que la rrcomu 
como t1l el úurutn de la Conc lnlrtnKKW.I Je Jw.uca.a. y s.c Cl~lbc como ~ de una prictic1i 
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que la lcnninación implicila sólo surte efeclos cnlre los r:.s1ados que simuháneamcnlc hayan 

acordado los lralados en conflicto, quedando en vigencia respeclo a aquéllos con los que no 

se finnó el poslerior.10
' 

Como puede notarse, la práctica indiscriminada de fim1ar tratados internacionales 

por parte de nuestro gobierno, sin hacer las modificaciones y adecuaciones 

corrcspondicnlcs, puede generar conflictos inimaginables. 

1.2.3.- l.a Prohibición de Rc•lri<clone111or l\lrdlo• lndlrrclo• 

El Art. 13, párrafo 3 de la Convención prohibe la restricción de la LDP por vías o 

medios md1rt'ctos y a continuación cnlista de manera taxativa algunos de ellos: el abuso de 

con1roles olicialcs o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o 

de enseres y aparatos usados en la difusión de infonnación o por cualesquiera otros medios 

encaminados a impedir la comunicación y circulación de ideas y opiniones. 

Nogueira Alcalá complementa ese listado mencionando además la distribución 

dirigida de publicidad oficial destinada a castigar a dctcm1inados medios, las limilacioncs 

de los medios respecto de im·cstigar a sus periodistas o reporteros a causa de compromisos 

ideológicos, politicos o económicos entre otros.10~ 

La r0<lacción de la Con,·ención amerita una precisión: 

Si bien es cierto que la Convención se refiere a restricciones por medios indir~clru, 

ello no significa que" co111rozr10 Jrl!JU ¡K'miita los directos, puesto que debe aplicarse el 

principio designado en el aniculo 21J, inciso b de la misma Com·cnción que desautoriza 

interpretaciones restrictivas de los derechos consignados en la Convención. En efecto, la 

práctica de este tipo de controles cntrai)a en úllima instancia la imposición de restricciones 

gC"ntulmenlC' 1ccpLMb como Jw:-cho .. <1r Al:l llCR.\T, ?..hd..cl, /1tlrodMccliHf al Dn·tclto l1tltrriacU>ltdl, 
AhJnt..3 EJnorul, Madnd, 1 Q7Q, Jlo1&' J8 y H 

XM Ello podtil ocwnr rnp«lo a ilgUn p.ah tuJ'Of'('O. con d que Mi.uco no ha)-. fumado la ConwucKXl y 
•i el CRC11Tl'O 

10
' No1.1Ul lllA AtcAI.\, l luml'C'no, Op Ül, pig. 32 
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previas, lo que esti1 comprendido en la simple prohibición de la censura previa. Sin 

embargo, dado el carácter liberal que en materia de derecho a la infom1ación contiene la 

Convención, el cual ya se subrayó en otra oportunidad,""' se hace esta prohibición de modo 

expreso, lo que nos lleva a destacarlo de manera independiente. Recucr<lese, que en todo 

caso, la única restricción válida es aquella que implique el lineamiento de 

responsabilidades ulteriores, lo que estudiaremos en el apartado siguiente. 

1.2.4.- l.a• ltc•ponsahllld1dc• Ullcriorcs Sc~ún 11 CllJll 

Como consecuencia de las prohibiciones señaladas en los apana<los anteriores, y 

adcm;is siguiendo los principios generales en materia <le restricciones a derechos 

fundamentales, la CIDI 1 ha establecido requisitos precisos que deben ser cumplidos para la 

imposición de responsabilidades ulteriores en rirtud del 11b11so de la l.DP: 

a) 1~1 existencia de causales de responsabilidad previamente establecidas. 

b) La definición expresa y taxativa de esas causales por la ley. 

c) La legitimidad de los fines perseguidos al establecerlas. Y, 

<l) Que esas causales de respon."1bilidad sean "necesarias para asegurar" los 

mencionados lincs.107 

Estos requisitos son indispensables a fin de cumplir cabalmente el articulo 13, 

párrafo 2 de la Convención. 

11. CONn:nos R•:u:\' Al',·•:s APl.ICABU'.S Al. 1n:SARROU.O 1n: 1.AS 

R•:snUCCIONt:s DF. l.A l.llP 

Una rel que hemos admitido la posibilidad de restringir la l..DP, toca ahora conocer 

algunos conceptos relevantes ¡•ara la misma, ya sea porque constituyen los medios de los 

que el legislador se rale para desarrollar las restricciones co!Tespondientes, o bien. porque 

cntrar)an un significado peculiar en su aplicación. A continuación haremos alusión a la 

~ l'h/ 111/ra Capitulo Pnmrro, 111.tJ. 
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veracidad de la infomrnción (11. I ), los conceptos jurídicos indctem1inados (11.2) y los 

ilícitos jurídicos (11.3) 

11.J •• \'rracid1d dr la Información 

Curiosamente, como se podrá desprender del análisis que m:is adelante hagamos con 

relación a las restricciones en particular, la veracidad de la infom1ación no constituye una 

condición para la eficacia de las nonnas en las que se desarrollen dichas restricciones. Aún 

así, creemos que se trata de una aspiración inherente a la práctica del periodismo, por lo que 

trataremos este tema aportando elementos que la doctrina extranjera ha considerado desde 

la perspectiva del Dem:ho. 

Por otro lado, a1h·ertimos, que este concepto se refiere estrictamente a la 

comunicación de noticias, sin que pueda aplicarse a la expresión de opiniones. Si bien es 

cierto <¡ue la LDP implica a ambas, también lo es que el desarrollo de sus restricciones no 

se aplican por igual a unas u otras, por lo que se hace imprescindible distinguirlos (11.2.1 ), 

para lijar un concepto de wn/m/ ,,1,,•1i1t1 (11.2.2), que a su \'CZ nos lleve a otro más 

adecuado de l'f:rdml s11bj1•111vi (11.2.3). Veamos. 

11.2.1.- Nolkl1 , .•. Opinión 

Se entiende como noticia una comunicación sobre hechos, es decir, el reílejo de un 

objeto, acontecimiento o fenómeno real, y que por ende demanda el mis alto grado de 

objetividad por parte del difusor.:<>• Mientras que la opini1ín es la expresión de ideas o 

conclusiones que se obtienen de aplicar dichas ideas a los hechos,IO'I en CU)" caso no puede 

e.xigirse m3)nr objetividad que en el caso de la noticia. 

'°' O¡nmón Comut11•·1 OC·Mil J<l tl de ll0\'1trrb<< de t98S Op Ot, ¡W-raío 39. 
"" ll!SANlL\ GllANtl R, lost Maoia. O,. Cu, ¡», 49. 
""/biJmr, p.jg. 56 
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Ahora bien, para distinguirlas cabe aplicar un examen que comprenda: (i) la 

ubicación o prcscnlaeión lipográfica de la manifes1ación periodislica," 0 (ii) la ulifüación de 

1én11inos caulelares,111 (iii) el análisis sobre si la manifestación es susccplible de prueba o 

no,"' (i\') el análisis sobre el conlex10 lingüíslico,m y (v) el análisis del conlcxlo socio­

polilico en <¡uc esté inmersa la manifcstación.21
"·

21
.5 

Asi cnlonces, por la caraclcríslica de objelividad a que se conslríñc la nolicia. se 

hace exclusivo de ella la condición de \'Cracidad. 

11.2.2.- Concc¡110 de \'trd1d Ohje1h·a 

Reconocemos de anlemano la inmensa dificuhad para eslablecer un conccplo por 

demás escurridizo y complejo. Dependiendo de la corrienle de pensamicnlo según la cual 

nos adscribamos, podremos caraclerízar a la \l'rdml e incluso negarla. Sin embargo, el 

Derecho requiere de conceplos cslablcs, delimi1ados, que impliquen la posibilidad de 

aplicarlos a las conduelas sociales colidianas, sin que ello impida modificarlos o malizarlos 

a lra\'cs de los medios que proporciona el propio dinamismo del sistema jurídico. De ese 

modo, concebimos un conccplo del cual no negamos su insuficiencia y pcrfcclibilidad. 

Podemos partir de la definición que nos brinda el Diccionario de la Real Academia 

Espa11ola de la Lengua. El mismo ofrece \'arias acepciones del lénnino wnlad: "propiedad 

que tiene una cosa de mantenerse siempre la misma sin mutación algunaH. Hjuicio o 

: tD fa JC'cu, ll l.a m.tmfn.~c1ón lC' cncucnru mKnlJ rn p.iguus &d1uJ..u a cdttonalcs o ron al¡una sc6al 
11poguflc.1 li<' que "' un lugar JC'ilm.ado a la nrrr\lón dC' opm1one-i Por el conuano, ii la marufcstadóa se 
rr.11hr..a rn un lugar coM.agudo a l.a d1fuuón de nolK1u, entonces u• rntrndtri que ic trata de un hecho. 
Obn.uncnlr ri.tc crtlrno Wlo" aphc.lhlc" pubhcacaoncs 

lit S1 1"C Crt'f'IC'.ln \"\X4blo\ ulcs como .. rn nu opamón", "• ma 1u1eto"', '"it puak conclulf que''. ""ptmlo 
qm~". rlc, np1csioncs h.ll.lu tllH 1nd10t1\·u. en pnnopkl, JC' uru marufnUclÓa iUbJC"Un o ~•k>rlll\'L 

rn S1gmfic¡ que- \1 --- a pnofl-- u• f"lK'dC' J"UC'dC proNI 1" \·cn~klad de una marufe11.1Ctón, se Ulll de um 
no1ic1i, tic lo conuano, Jcri una opm1ón. 

:o (lc'tttmuu.r " \(' c-ncUC""nl11 antr un kn~UIJt fi¡;uratt\O o mtllfónco. n el conlci.10 cambia el 
s1~mfic.sJo f.aclu.ll dC' 1.a afinnacion 1 obo nl1.ll1.tno l·n cuc Uham.l cuo, n C"nKl.ll q\IC' kn hrchos ca kJil 
qut" se h.iu la optmón 1"Cin cono.;1~ o dc1.cnlot 1 la \tl qUoC la opuuón porque-. 11 non ul. b audamciil 
cntcrnkri qut" ~ ll~b dC' un h«ho y no de una opm100 

:i• E unuru.r 11 ~ tralJ de wu dupub ('UblK.a. ll fue c1pc-ruda mua contc1ta lúdK"O.. dr bmna. irómc:a o 
s1 Jc-nou que~ rrau de WY útua. 

'" Mu1'uz l.norsn, JO>é, Op. Cu, r>1 121. 
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proposición que no se puede negar racionalmcnle'', "realidad, exislcncia real de una 

cosa". 11 t' 

Confonne a cslo, y a1endicndo principalmcnlc a la 1illima acepción 1ranscri1a, 

podemos decir que la 1·crdad es la adecuación objcliva cnirc el hecho acaecido y el mensaje 

lransmilido. Es decir, un mensaje sera verdadero cuando después de una adecuada 

conlr.islación empírica podamos deducir que lo lransmilido como hechos eslá sucediendo 

en la realidad o no ha sucedido. l!slo es lo que denominaremos realidad ohjeliva: fiel 

adocuación del mensaje a la realidad."' 

Sin embargo, par.i cíeclos del lrabajo pcriodislico, cabe 11lan1carsc las siguicnles 

inlcnoganlcs: ¿se precisa una exaclilud lolal cnlrc lo narrado y lo aconlccido'! ;.es necesario 

probar lolal y ahsolulamcnlc la verdad de una impulación de hechos'/ En el apartado 

siguienle propondremos un conccplo que salisfaga eslas inquicludcs. 

11.2.J .. Conrr¡1to de \'rrd1d Subjeth·1 

El ejercicio del periodismo requiere de rapidez y vcrsalilidad. De ese modo, 

po,lcmos decir que, primero, la sociedad aclual -á\·ida de nolicias- exige que los 

mensajes i11fom1a1ivos sean lransmilidos con la máxima rapide1, lo que conlleva, en 

muchos casos, la falla de una ccrtc1a absolula sobre su adecuación a la realidad, La 

c\lgencia de una prueba íchacicnle de ello, haría, en muchas ocasiones, que la información 

pmliora inm<-dialct y que, cuando íucse lransmilida no luvicsc aclUalidad porque la 

lransmisión se reali1.aria Iras una ardua larca i1\\'cslig>dora. Segundo, a lo anlerior, hay que 

unir la circunstancia de que las infonnacioncs, en una inmensa ma)uria de los casos, son 

lransmilidas en lugall."S remolos de donde se han producido los hechos de los que, además, 

el infom1ador no suele ser lesligo dircclo o no licnc conslancia direcla de los mismos 

(infonnacioncs de segunda o lcrcera mano). 

'"Voz: l'miadrnRL•LArArW.Mi.EsrAÑOl.A,q>. Cu, Tomo"h'z",plg 2077. 
'" MuNol loRf.Nll, Jo<é. q. º'·pág. 181. 
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Creemos ricsgoso mantener únicamcnlc a las infonnaciones objetivamente 

verdaderas, so pena de reducir la libertad de infonnación a mera libertad fom1al o de abrir 

el camino a 1:1 autoccnsura. De ser asl, los infomtatlorcs sólo tendrían dos opciones: o bien 

reahar una labor cuasi policiaca al investigar los hechos antes de transmitirlos, o bien, 

crunudccer en la mayoría de los supuestos y transmitir sólo aquello de lo que tuviesen una 

certeza absoluta (por ejemplo, por haber sido testigo directo de los hechos). Es necesario 

tener en cuenta que las infonnaciones enóneas o falsas son inevitables en un debate 

lihrc.i 111 

Se impone entonces la necesidad de ílexihilizar esta exigencia, en donde entra un 

nuc\'o concepto, el de \'t'r1Jml .mlij1:tiw1, que pcnnitc considerar legitimas algunas 

infomiacioncs cnóneas y objetivamente falsas, siempre y cuando el infonnador haya 

transmitido la infonnación después de una diligente eontrastaeión que le lle,·ó a creer que 

lo transmitido era verdadero, cuando en realidad resultó falso o erróneo."' 

Así pues, para legitimar una información es primero necesario investigar su 

adocuación a la realidad y en caso de que ésta falte o que no sea posible un 

pronunciamiento sobre la misma, subsidiariamente habrá de acudirse al criterio de la 

veracidad subjetiva. 

Ahora bien, la verdad subjeti,·a requiere de dos condiciones para que se suscite: uno 

objetivo, que implique el deber de diligencia en la comprobación (11.2.3.1 ); y otro 

subjetivo, consistente en la convicción en la \'eracidad Je lo transmitido (11.2.3.2). 

E\pliquémoslos. 

11.Z.3./.-Re'luisito Objetfro: l>e~rd~ DUi¡:~11cio ~"lo Co•proboción 

l'ma saber si el infom1ador ha obrado diligentemente en la contrastación de la 

noticia, podemos aplicar los criterios utili1,ados para la imprudencia, culpa o negligencia. 

rn /hidc'm, ('<ig. 1 SS 
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La culpa es un matiz de la conduela, una calificación del proceder humano. 

"Incurre en culpa, quien proyecta volun1ariamcn1e su acción hacia un fin perjudicial y 

<1uicn, debiendo preverlo no lo ha hecho o columhrándolo (divisándolo), no loma las 

medidas racionales para evitarlo"."º O dicho en otros lénninos: "es un error tal de la 

conducta que no se habria cometido por una persona cuidadosa s11uaila en las mismas 

circunstancias exteriores que el dcmandado".111 

En materia penal, el CPF eslahlece que "ohra culposamenlc el que produce el 

rcsullado lipico, que no previó siendo previsible o previó confiado en que no se produciria, 

en vinud de la violación a un deber de cuidado, que debía y podia observar según las 

circunslancias y condiciones personales" (An. 9, segundo párrafo). "Se define la culpa 

como el ohrar sin la 11iligencia debida causando un rcsullado dalloso, previsible y penado 

por la ley (Cuello Calón); o como la infracción de un deher de cuidado que personalmente 

incumbe, pudiendo preverse la aparición del resullado (Mc1ger). La culpa es la no 

previsión de lo previsible y evitable, que causa un da11o penalmente tipificado"."' 

Aplicado todo ello a la profesión periodística, el sujeto obrará negligentemente 

cuando no rc-spcle la nonna objcti\·a de cuidado en la contraslación, bien por ausencia total 

de la misma, o bien por una contrastación deficiente. Sin duda, para ello, será necesario 

tener en cuenta el caso concrcto.211 

En todos los casos no se podrá exigir el mismo estándar de diligencia, habrá unos 

supuestos en que haya de ser mayor y otros en los que sea menor. A este respecto, por 

ejemplo, el l.ibm 1/c f:..11/0 de f:/ 1'11is, indica que los casos dudosos "han de ser 

contrastados por al menos dos fuentes".'" o en los casos en que puedan afectar a la vida 

:it /hidt0 1J1, p.í.g l 8Q 
i:i; llUARANO SANfllf/~ Manuel, Obbgac1o"N CmlN, Jlull, MhKo, 19M, p.ig. 217. 
J:i MAJTA\JIJ ,. ·1·\r?-.'(·, r1udo por llUAkANOSAN<:IU1, ~bnud, Op Ot, p.ic 238. 
m CARRANCA •r Taumto, Raúl, f)(n.dto l't'7Ul/ Af~uoJ110, J'ant' G,.,,,<ral, Torno l. Cultura. T.0., 

Méuco, t9lS, pig 247 
"'MU!l<ll LORINll, Jo.<, Op Cu. pig t98. 
"'El. PAl•. Libro Je Ewlo; Edo<IO<IC1 Et P1il, ~bdtd. lll'lO, pag.18. 
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privada de una persona, en los que se exigirá una mayor diligencia para su 

comprobación. m 

En todo caso, desde este momento advertimos conveniente que un juicio sobre la 

mayor o menor diligencia corrcsponderia en todo caso a peritos o profesionales en la 

materia. 

11.2.J.2.- Rrquisito Suhjttfro: Com·iccion rn la l'tracidad dt lo Trarmnilido 

Este requisito implica la creencia del infom1ador en el sentido de que lo transmitido 

es verdadero. Sin embargo, este requisito por si solo y en ausencia del anterior, no puede 

servir para considerar una infonnación como \'cra1_, si a la \'Cl no existen unos datos 

ohjcti\'os que nos demuestren que llegó a esa convicción. 

Esos datos objetivos son denominados como 111tlicatlon•:s: todos aquellos elementos 

que rellejan una disposición o tendencia animica del sujeto. l'or lo tanto, será necesario 

apoyarse en indicios, en datos exlcmos y observables, que nos indiquen la existencia o 

incxislcncia de esa tendencia anímica. 

De ese modo, podemos concluir que el requisito objetivo -la diligcncia­

condieiona totalmente al subjetivo: si no existe una comprobación con arreglo a la norma 

objetiva de cuidado exigida para el caso concreto, no se puede decir que el sujeto tenla la 

convicción •le que la infom1ación era verdadera, sino que actuó sin saber si era verdadera o 

falsa. 116 

11.2.- C'onrr11to• Jurldko• lndrtrrmlHdOI 

Hemos visto que los enunciados nom1ati\'Os de derecho fundamenl41 suelen ser abiertos 

desde el punto Je vista semántico. Es el caso particular de la:s restricciones de la LDP, 

según el texto de los Arts. 6° y 7º Je la Cl'EUM, a:si como 19 del Pacto y 13 de la 

"'Min;oz l"RI Nll, JOM!, Op Cu, p.lg. t99 
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Convención: moral, orden pl1blico, seguridad nacional y derechos de tercero. Esta apcnura, 

que sin duda puede ser prL'OCUpantc, es característica de toda nonna que establezca 

principios, pero también se trata de nociones que han sido bauti1.adas por la doctrina 

alemana como co11ct•p1ns juridicoJ m1/c1crminmlos. Conviene revisar algunas ideas sobre 

ellas. 

Por su referencia a la realidad, los conceptos utilizados por las leyes pueden ser 

dctcnninados o indetcnninados. Los primeros delimitan el ámbito de la realidad al que se 

refieren de una manera precisa e incquivoca. Por ejemplo, la mayoría de edad se produce a 

los 18 años, el plazo para interponer un recurso ordinario es de 15 días, cte. El numero de 

años, o el numero de días así prL'Cisados, están perfectamente dctcnninados y la aplicación 

<le tales conceptos en los casos concretos se limita a la pura constalación, sin que se suscite 

duda alguna en cuanto al ámbito matcrial a que 1:1lcs conceptos se refieren. 221 

Por el contrario, con la t<'cnica del concepto jurídico indetenninado la ley refiere 

una L-sfcrJ de realidad cuyos limites no aparecen bien prL'Cisados en su enunciado, no 

ohstantc lo cual es cla10 que intenta delimitar un supuesto concreto: buena fe, falta de 

probidad, cte. La ley no dctcnnina con exactitud los limites de esos conceptos porque se 

trata de conceptos que no admilcn una cuantificación o dctcnninación rigurosas, pero en 

t0<lo caso es manifiesto que se están refiriendo a un supuesto de la realidad que, no obstante 

la imlctcnmnación del concepto, admite ser precisado en el momento de la aplicación."' 

En la estructura de todo concepto jurídico inJetenninado es id<-ntificable un núcleo 

lijo o :ona <Ir rt•rtt':a, configurado por datos prc,·ios y SCb'llros; una 10na intenncdia o de 

inccrtidumhrc o halo t!d co11ct•p10, rnh o mt"f\Os precisa; y finalmrnlc, una :om1 de ccrtr.a 

nr¡:111in1, también segura en cuanto a la exclusión del concepto."" Por ejemplo, la 1.0na de 

ccnc1a dcl111.110 pn•rw de una casa, puede ser de un millón de pesos, precio absolutamente 

minimo scgUn las estimaciones comunes. la zona de imprecisión puede esbr entre un 

::.MllÑOll.01us11,Juu-,Op Cu,p.ii 202. 
m GAttCL.\ n1 ENll RM.I\, EdwrJo, y futNÁNl>r.1 .. Tumli·~ O.:rso de' f).ny.c-lto AJ.111u1raln'O, 

lomo 1, Cw1tu, ~bdnJ. 19'>7, J'ig .. us 
m lbi,f~m. p.ig 449 
"'/~iJ, ... ('\g 4~2 
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millón y un millón quinienlos, la zona de certel.a negaliva de un millón quinientos para 

arriba. "Supuesta esla estructura del concepto jurídico indetcnninado, la dificultad de 

precisar la solución justa se concreta en la zona de imprecisión o 'halo conceptual', pero tal 

dilicultad desaparece en las dos zonas de certe1.a, positiva o negativa, lo cual no es baladí, 

prccisamcntc1 en vía de principio". no 

La calificación de estos conccplos en una circunstancia concreta no puede ser mas 

que una: o se da o no el concepto, o hay o no buena fe, o hay o no utilidad pública. llay 

pues, una unidad de solución justa en la aplicación del concepto a una circunstancia 

concrcla.2J
1 

Asi pues, podemos desprender que hay conceptos indetenninados que incorporan 

nociones Je experiencia, mientras que otros, en cambio, son conceptos de valor. En el caso 

de las restricciones a la UlJ> estamos sin lugar a dudas frente a los segundos. En este caso, 

la nonna de derecho fundamental deja abierta la posibilidad para que el legislador ordinario 

es1ahlc1ca. confonne a las circunstancias del contexto en que se desem·uelve, el significado 

del concepto respectivo, lo que a su vez puede ser revisado por la autoridad 

jurisdiccional. in 

1\iJ Jd,.,,, 
rn Ci.ud.i Je Enlcrria Juhnguc al concrplo Jwid1co mdtltmUnado de la potntad dtJCrrc1onal de b 

:ulnunntr1c1ón, puC's1o que ~ uau Je un procci.o rtglado-01Krt'cton.1l, tn unro qUl' no 1dnu1c mas que wui 

solul.'.1ún dr l.t ley, .. e~ un rroctkl de aphcación t m1rrrrr11c1ón Je 11IC')",de1ub1unc1ón en tus c1tir:goriu de 
un rnpuc1to d.ldo, no n un procC'W de hbctuJ dC' tl('cción tnlrt 1hrmi11,·u 1gwlmcntc JUS1.l.l, o de d«isaón 
C'nllt 11'11.llfrrcnlC'S 1ufi1hrnto en \'UtuJ dt clllmós c..u11urid1co~. como C'\, C'O ddirutl\'I, lo propio de W 
facuh.11llC\ J1~1ecioruk1" GAllCL.\ ur ENTI RRlA. Eduardo, La l.J,clla Contra /.u /11,,.un11/ade1 J,,¡ Pod« NI 
d 01·r1't"ho Adm111u1rat1w 11c"/rrl"J l>ucr«w11altJ. Podrrts dt Cwb1tr•w. l't>drr~s Nonn'1tl\'OJ, Civitat., 
~hdr1\I, IQSJ. ~g JI\ 

:i: n u~o Je conctplos JutiJ1cos mdctcmun.1do1 C'n d leJ.lo romutuc•on.d oos llt\I occrsanamentc al 
lt'rn.J d(' 11 ((1rntuuciá11 ,.fb1rr1a Sci,'Ün M1gud Carboncll. •p.utr de su i:11ictrt dt nomu jwidtea, URI 
Cun1111uciún drnkxr~llCI lkht IC'nct un cieno m1rsrn ~ 1rrrtw1 con~11tuc1orul; C'Q tCmuno1 prkt1cos. CSll 
.ipr11u11 llene relc\·an..·11 rorqur: (1) ('Q el m.mrnto de CfC'll un.a PUC'n ComhtuctÓn, cl comt1tuycntt ddx 
pC"lfil.Jr lo• nt.irgmcs IUÍIC'IC'Oln dc n-.i\lltdJd rolíllca Jd Podn l.cgu.l.alt\'O f\lll que. 11n dtjlf de J'IC'C'vtf -c1 
Ohkn fun1.brn:nU( de b M.'l\:IC'dJJ .. , 00 ln'l(luJ.t (¡ COO\'l\'Cníll. de dti!ll\lll COOC'C'f1CtOOC1 p.>IÍl1Cll dentro de SU 

nurrn, porquc Je Jo rnnt11no put'l1c lle\·111bnc<n1daddC'1cuJ11 con (1C'CUC'nc11 • b rcforma comt1UKton1I 
o, lo que l'\ pc'OI, al dnunc1anum10 C'UltC' ruhd.J roli1u:1 y ConstuuctÓn, lo que."' V'C'Z pude producu una 
p(1J1tb Jt b furrn nomu11u1 Jt b nuuna, y (u) al Ul!C'tftftW lu kyn y l.1 rwr11 CorutihJclÓf\. k>s órpnos 
lk l.i JUll~hcc1ón conu11uc1on1I dC'hrn pntrnr por ,.i.a hmncntutica y no hnut.ar k» mirgrntt dC' ap:nuta 
c(1m111uc10rulnrntc pre\ 1\toi. dcbttndo conudcr11 com.t1luclOl\lki toJa.s aquclb" kyn cu)'O lt\IO pemata 
h.iCC'l UJU m1erprc1.1i:ión C.OR\ltluctonalmc-ntt adecuad.a. c.o.DONlU .. M1gucl or cu. l'ÍI· 1 ~. A cUo ddllt 
agrrguK que el Podrr l.l'gu.lJu,·o umc U &he.ad.a funclÓn dt adc<uu a Lu cucwutanc1u dtl mmrnto a lol 
p11nc1p1os coru1gruJos en k>s dcr«hos fundammLaln. 
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11.3.- l.a• ltrstrkclonrs • la l.DI' como lllcllo• S1nclonahl., 

liemos visto que de acuerdo a la CIDll, las restricciones a derechos fundamenlalcs deben 

desarrollarse en la ley, nmlianlc la definición expresa y laxaiiva de causales de 

rcsponsahilidad.m l'or lo lanlo, una vc1. que el legislador agola cslas exigencias, la 

transgresión de la nonna así cslablccida adquiere el carácter de una conduela ilícita o 

aulijuridica. 

Es eslc el mccani.,no a lravés del cual el onlen jurídico concrc1i1.a las rcsiriccioncs 

de derechos fundamenlalcs, postulada.• en su mayoría como enunciados nonnalivos prima 

facir, insertos lanlo en el lcxlo conslilucional, como en el de los Tralados lnlcmacionales. 

Así pues, creemos convenicnlc referimos por una parte al concepto de aclo ilíci10 (11.3.1 ), 

asi como a la consecuencia más rclcvanlc que cnlr~~a. su sanción (11.3.2). 

11.3.1.- Acto lllclto 

De acuerdo con Garcia Má)11cz, se asume una conducta ilícita mediante: (i) la 

ejecución de los aclos prohibidos, y (ii) la omisión de los actos ordenados, ambos por el 

ordcnamienlo juridico.m De allí la noción de Jd>a j11rid1co, entendido como "la 

restricción de la libertad exlcrior de una persona, derivada de la facultad, concedida a otra u 

airas, de exigir de la primera cierta conducta, positiva o negativa". !Jl 

11.3.2- Sanción 

Entendemos como lal la "consecuencia jurídica que el incumplimiento de un deber 

proJuce en relación con el obligado".116 

m l'id s11pra rn C"Slc nuuno C1ritulo, 1.2."4 
'" GARct• MA YNl1. Edu.ardo, Op Cu. p.1,. 221. 
Ju/MJ<-,,.,p.ig. 2t>S. 
:~ /hiJ< ... p.lg. 295 y ... 
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El ilícilo es un género, de acuerdo con las nonnas que el propio derecho eslablece, y 

que tiene en consecuencia varias especies. En efeclo, para un ilicito las sanciones pueden 

variar, éstas pueden consistir en Ja privación de Ja Jibenad, la nulidad, Ja rescisión, una 

mulla, nn recargo, la revocación de pcnnisos y concesiones, el pago de una indcmni1.ación, 

remoción.del cargo, ctc.1n 

Esta gama de consecuencias jurídicas ha sido sistematizada por Garcia Máynez, 

hasitndosc en la finalidad que persiguen las sanciones y en la relación existente entre Ja 

conducta ordenada por la nonna infringida y Ja que constituye el contenido de Ja sanción, 

ya que por regla general, las sanciones se traducen, en relación con el sujeto a quien se 

sanciona, en dchercs que Je son impueslos como consecuencia de la violación, de tal 

mancrn que el incumplimiento de un deber jurídico engendra a cargo del incumplido un 

nuc\'o <lchcr, constiluti\'o de 13 sanción. 

Asi, examinando las relaciones entre el conlcnido de la sanción, relativam•'llle a 

<¡uicn Ja sufre, y el deber jurídico cuya inobservancia Je da origen, pueden darse dos 

hipótesis: Ja de Ja coincidencia y la de la no-coincidencia. En la primera siluación, es decir, 

cuando el contenido de la sanción coincide con el de la obligación, estamos ante el caso de 

c11mpltmic1110 for:oJo, que es el más frecuente en el Derecho Pri\'ado. 

En Ja segunda hipótesis, no es posible conse¡,'Uir de una manera coacliva la 

ohservancia de una obligación, pero c.\iste, ro can1bio, Ja posibilidad de exigir oficialmente 

al incumplido que realice una prestación equivalente a la que dejó de r<ali1.ar. La sanción 

licnc entonces como fin asegurar a quien ha sido \·ictima del acto \'iolatorio una 

111d.·n111i:acio11 por los dai\os y perjuicios sufridos. No hay coincidencia de Ja conducta 

obligatoria con el contenido de Ja sanción, sino sólo una relación de equivalencia. 

Asimismo, la.' sanciones no se agotan en Jos tipos anteriores. Por un lado, no 

siempre es posible exigir coactivamenle el cumplimienlo, ni enconlrar un equivalente 

económico adecuado, por otro, Ja \'iolación tiene en ocasiones lal gravedad. o amenau la 

w AC'OSTA ROMUO, M1gud y l.íltu ÜHANf'Ottkt, l:dt.wdo, DdlloJ Üp«1a(~J. POITÚI. MCuco, 1919, 
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vida social de lal modo, que la indcmni1.ación resulta insuficienlc, pues en lales casos no se 

!rala de reparar un daño, acaso irreparable, sino de imponer al transgresor una sanción 

anictiva. Entonces surge la figura del casligo como tercera forma de sanción, que incluye 

la pena, las diversas fonnas de nulidad, la mulla, ele. 

Esta clasificación puede presenlarse resumidamente de la siguiente manera:"' 

Coincidcncu { CUMl'l.lMIE1''TO FORZOSO 
Fm: obkncr coaicuvamcntc 11 
obscn.·ancll de la norng mfringida. 

SANCIONES: 

Relación deber juridico romano 
\'S. conlcmdo de 11 sanciOn. 

No-comcidcncu 

p.lg. 16. 
m GARCL< MÁVNIJ. &luatdo, Or Cu. pjg. )02. 

l. INDEMN17.ACIÓ)I 

Fin: obtener del 
p<ntación 
tquiv1kn1c al 
p<unano. 

U.CASTIGO 

u.nC'ionado una 
rconónúcamentc 
deber juridico 

Su final.i.d inm<Ji.1t¡ n aOicuva. 
No pcni;uc el CWll'bnucnto del 
drt.• juridico pnllllfio ni b 
oblcnción de prnllCioon 
tqunakntn. 
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Los tipos anteriores se refieren a las fonnas simples de las sanciones jurídicas, pero 

al lado de ellas existen las mixtas o complejas que resultan de la combinación o suma de las 

primeras y que pueden ser: 

l. Cumplimiento+ indemni1.ación. 

2. Cumplimiento +castigo. 

3. Indemnización +castigo. 

4. Cumplimiento + indenmi1.ación + castigo.1" 

Recapitulando, la restricción a un derecho fundamental implica la imposición de un 

deber jurídico, cuya violación significa también la comisión de un ilícito que trae aparejado 

la imposición de una sanción. Esta última, de acuerdo a su contenido con relación al deber 

jurídico primario transgredido, reviste una variedad de modalidades que en si constituyen 

"" rcs110nsahilidadcs ulteriores autori1.1da.• por la Convención. Veámoslo también de 

modo c.:squcm:'ltico: 

1. Restricción-• deber jurídico. 

2. Violación del deber juridico =ilícito--> sanción. 

3. Sanción~ responsabilidad ulterior 

Más adelante apreciaremos la concreción de las restricciones a la LDP en México, 

mediante la prescripción de sanciones civiles, penales o administrativas por parte del 

legislador. 

"' /hlJ, ... pág. 303. 
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CAPÍTULO CUARTO 

LAS RESTRICCIONES A LA LDP: 

PARTE ESPECIAL 



En este capitulo nos proponernos hacer una presentación panoramica de las restricciones a 

la LDP y su desarrollo en la legislación secundaria. Para ello, dividimos nuestro estudio en 

dos apartados, primero, la ubicaciim de las restricciones y de la legislación que las 

desarrolla (1), y segundo, su tratamienlo particular (11). 

l. RESTRICCION•:s Al.A l.()(•\' ORllENAJ\m:NTOS R•:u:VANn:s 

EN •:STA MATERIA 

Toca ahorn detem1inar las reslricciones a la 1.01' aplicables (1.1 ), Iras de lo cual haremos 

mención de los ordenamientos legales que las encau1.an (1.2). Veamos. 

1.1.- Rrotrkrlonr. 1la1.111' dr Acurrdo con la Cl'.:IJM x lo• Tratado• lntcrn1rlon1t .. 

Partimos de la premisa confonuc a la cual interaclúan las restricciones pre\"istas tanto en la 

CPEUM como en los Tralados lntemacionalcs, Je tal fom1a que podcmos hablar de un 

sistema de restricciones, cuya interpretación y aplicación debe hacerse am1ónicarncntc, 

alargando preponderancia a un régimen que favoretca a la libertad. 

La Cl'EUM dispone como restricciones a la LDP las siguientes: 

a) Art. Iº, primer parrafo::•o cualquiertipo de discriminación. 

b) Art. 6º:"' 

La moral; 

Los derechos de tercero; 

Cuando se pro\"oque un dclilo; y 

Cuando se perturbe el orden público. 

:.o ÜICC' C'llC' rr«C'}'llll "'Qurd.a ('llQh1b1di loJ.a dtKfln\IRK.Ón lllOlÍ't'adi poi Oflgnl druco O MCioa.al. el 
género. b. t"lhd. lu c.ap.ac~s d1fc1C'ntC'1, b. con1.hnón MXUI, lu condKM>O(S dt ulud. b RhgK\n,. bs 
opmionts, lu p1cfru"'1u.. ti nudo c1nl o cw.lquKt oua que atc-ntt contri LI d1¡n.dad hunun.1 y tmp por 
obJC'lo anul.u o mcnosobi.r los dc'fC'(OO• y hbrru.Jct. de lu pcnona."' 

l'1 J'1tf Art. 6• ~-a lltru.Cnto, JMP'ª Capitu'° Sc-gwW, 111. 
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e) An. 7º:1•1. w 

La vida privada; 

La moral; y 

1.a pa7. pública. 

d) An. 130:1
" Rcs1ricción exclusiva a los minis1ros de cuho a fin de impedirles la 

expresión pública respcc10 a las leyes e ins1ilucioncs del pais o agraviar a los simbolos 

palrios. 

Tnn1o el Paclo como la Con\'Cnción, en principio, establecen idénticas rcslriccioncs 

a la LDP:1' 1 

El rcspclo a los derechos o a la reputación de los demás; 

La prolccción de la seguridad nacional; 

El orden público; 

La salud pública; y 

La moral p1iblica. 

Con cierta diferencia en su redacción, ambos instrumentos pruhibcn:u~. ln 

10 t'M An. -,. )"' 1r1ru.cn10, 1upr11 Caritulo Scgundo, 11 2. 
m AdC'mis dc l.u rt'111cc1onrt nw:ncm~dn, Ignacio Bwgoa dnprl"n& otri a putu del ICAIO dd An. J• 

de la CPELJM, tn cwnlo • qur d kgnl.aJor puedC' "proh1h11 o tC'nsurar .. lot .. mrJ1os escritM de up1ts1ón 
e1J(uca quc ie dnlm<'n a la k·c1u11 ~rila nuX1. y JU\'C'ntuJ rn C'd.ad eKoLu'" cuando \'a)11n cn contra de .. Ln 
1dtu que consllluyen lo\ fmei. pc'f\CJ;U1Jo\ por b tducac1ón «tabl o p&rticul.11 autonndi en 1tmu001. de 
dicho Ar1. )• Penu11101 que e\la J1,rou.:1ón eet.t1blc-ce Un.1 potiuca rducah\'I )' que ror lo t1nto, no 
COR\lllU\"(' Unl 1nlltC(IÓn a la l.IJP 

111 i...a Jl.lrte rrle\·1111r Je C'\IC' pcrcrrto ~~l.1 "'l'.I J'llllK1r10 htJIÓfKo de' ~rac1ón &:1 faudo y In 
ll!lrnu onrnu lu nonn.n contrmJu, en rl rreM:ntc 1niculo (.) Cortelpond.c nclumammtc 11 Congrtt0 de 
fa \.1n1ón lt'g1d.U en OU.lt'I~ dr culto f1Uhhco La ley rr¡;lanrntaru lts('«llU, qUC' KJI Je oukn plbhco, 
dt'i.llfllll.Ui )' conl.'re1.ui lu Jupo\ICIOllC"S \lgmen1cs· ( .. )e) U\1 OURl\UOl no poJtin ISO('Urst' con rmcs 
pol111w\ 111 11:.ah1.ir prn\C'hlomd 1 fl\or o rn l.'ontr1 de cu11.1M1110, ~mJo o .uocuc1ón p.dilK"a algwq. 
hmpo..:-o !'<lo.irán en IC'UnlÓn f'Uhh'"· en 11:1os de cuho o p1op.1gandl rrhgtoU, 111 '" p11blu-aoon'1 de'ª"¡",,. 
ul1¡;ws11, nponc"r1( a /JJ /n,.·1 1/t'I raiJ 11 a JllJ uu11h1í1011cJ, 111 agram1r, Jr: c114/q111t"r /Olffta, /iJJ lÚ11bo/o.1 

r·lfrl(IJ ( r tl:nbus .a!Uduto) 
:
41 ,.,d Art l'l. p..i1ufo J Jd Pacto, )'.l 1r.1n\.(uto s11r111 Caritulo StgunJo. 111.1 2; ad como Ar1. 13 

pjrufo 1 dr b. Comcn;1ún, )~ lr.&O\ClllO swrra C1pitulo Sc-¡unJo, 1111 ) 
:" l>ll:C' rl An 20, ri1Ufo\ 1 )' 2 dd P•clo .. 1<"11 ri-opaganda rn Ía\'Of de L1 gucna nt.uá p1oh1bida por 

l.1lr) 
h~b 1polo1:i.a del odio JU(1tnul, 1acul o rcl1gK'lkl qut rocn11tu)• mc1Uctón 1 LI ducnm&n.t('.00. b 

ho~11hlUJ o 11 \ iolmc1;i t\l11i pwluhtJo J'IOf l.l le, .. 
!•' l>ict ti Al1 1 ~. pi1tafo S, de~ Con\·C'nción "'fa11ri rrohdttd.a por la k-y tod.i J'lfOrllpnda C'D í.nor de 

l.a ~uC"ru )' 1oJ.t apolot:i.t dd odio NCKln.ll. tacuil o rthgao10 que: romhtuyan m::1llCKMa 1 b nolmc11 o a 
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Propaganda en favor de la guerra; 

Apología del odio nacional, racial, religioso que incite a la violencia o 

discriminación. 

Como se puede aprl-ciar. las rcslriccioncs comprenden diversas situaciones. sin 

embargo, para efectos de esta exposición, creemos convcnicnlc agruparlas en tres grandes 

hloqucs, siguiendo la clasificación planteada por Lópc1. Ayllón"' y que ha sido retomada 

por la SCJN,,.. y sin perjuicio de que postcrionncntc cuestionemos la vigencia de algunas 

de ellas dentro del orden jurídico mexicano: 

Primero, rcslriccioncs en razón del interés 1wcional e intanacwna/, en el que 

consideramos hL• referentes a seguridad nacional y el orden público, comprendiendo en este 

último la restricción exclusiva referida a los ministros de culto. 

Segundo, restricciones por r.izoncs de rntcrh social, dentro de las cuales 

contemplamos a la moral y salud pi1hlicas, a las que agregamos aquellas contenidas en los 

Tratados Internacionales con relación a la propaganda belicosa o discriminatoria. 

Tercero, restricciones para protección tic la prroona h11muna, que implica a los 

derechos de tercero: respeto a la vida pri,·ada. reputación de las personas y su imagen. 

Ahora hicn, la expresión "provoque algún delito" contenida en el Art. óº de la 

Cl'EUM nos merece algunos comentarios. 

Esta fónnula puede interpretarse de la manera en que el ejercicio de la LDP de 

dctenninada manera configure en si un delito cometido por el titular. En este supuesto 

consideramos que no se puede hablar de una restricción. Tal como hcnios precisado con 

anterioridad, el desarrollo de las restricciones implica la imposición de un deber jurídico a 

cu.tlqu1C'f olu acc10n 1kG.1l itnul.11 conu1 twlqutn pcnon.a o grupo dt- prnonu, pof DlftKún motl't'O, 
1oclu\nc lm de ru.i, rnlor, 1d1t:1ún. td1onu u otit<n nKtonal°". 

:u 1'11/ U>l'I./ AYttn~. St1i;10, El {Xrtf:lio a la ltif~cWn, Op Cu., págs 1981 206. 
lit 1 'u/ Ja 1cm a1'11Ja r LX!.?000, 'ustmtadt por el Plmo dt la Cont, Op Cu, ad coroo tani>.Cn el 1C1.l0 

Je la CJeCuton3 que dio ongrn a dicho cnlmo Op Cu, págs. 37 a"'º 

116 



los gobernados por parte del legislador, cuya \'iolación cnlrai\a la comisión de un ilícilo que 

lrac aparejada una sanción o el pago de una indemni1ación. Cuando la CPEUM habla de la 

pro\'ocación de un delito, en realidad no dice nada, puesto que en sí mismo este enunciado 

no impone una restricción, sino que expresa 11110 ti<' /oJ modos a /oJ 1¡m· ¡wedc acudir r/ 

frgislm/or pura desarrollar la reslricción. 

Dcsafortunadamcnle la historia de csle prcceplo no dice gran cosa sobre su wtio 

lrgu dado que, como se expuso en olro apartado,''° su lcxlo es una reproducción casi literal 

del Art. 6ª de la Constilueión de 1857, en CU)'O debalc se aludió mas a su ambigüedad que 

a su propósito."' Es mas, advertimos que ya desde esa discusión se expresó el temor por 

su redacción dado que "la ley secundaria puede in\'cntar un catálogo inmenso de crímenes y 

asi quedaría prohibido hablar de polltica, de religión)' de todo cuanto hay".m 

De ese modo, la! parece que mcdianlc este prt'Ccpto, la CPEUM abre la posibilidad 

de que el legislador ordinario imponga cuanlas restricciones considere necesarias, las que 

siempre anticipar.in la comisión de ilícitos pcnalcs.1H Crccmo!t que esta interpretación es 

errónea y para ello es necesario leer este prt'Cepto a la luz de los principios en materia de 

restricciones a derechos fundamentales derirndas de la propia CPEUM y de los Tratados 

lntc:macionalcs. 

Si el legislador ordinario estableciera un Jelilo dc-svinculado de las restricciones 

especificas pre\'is1as lanto en la CPEUM como en los Tratados Internacionales, estaría 

\'iolando el principio de que no puede haber ma)urcs restricciones que las c.tprt.'.samentc 

<'Jtabh'itlas por d1clw.s ordcnamit•nto.s. Tampoco es rosiblc intnprcto.r este prcccplo en el 

:\() 1'1d JU/"ª C1pi1ulo ScgunJo, IJ. 
111 Cfr. 1'11°J('trlarnin y ilrNtr '" d Co1t¡,:trJo fi,,ut1t11)1·1ttr 11< /Sj6 Jd a11tc'l·t'Jrrttr dd . .frt 6 .. 

n111Jt1t11cwna/, t'n CO~'fiRL".l DI· IA UNk'>N, CAMAkA l>I l>wtnAOOS, Los lktrduu dtl f'u .. blo M .. ucano, 
.\féuco a tran•1 dr JllJ CilnJ11tucuu1n, Anln-t"clrnltJ ,. F.,,,J1Klá'f 1lt' loi . .f'1ioJoJ I a /j GuutJl11C101talrJ, 
fomo 111. M.anucl l1omU, Mé'uco, 1'178, p.ir.1. 5211 ~16 

:i: As.i ~ nLlmÍt's.tó el sC'i\or U.mcn. /bidnrr, p,ig SB. 
lll l>e hcdK1, lgrucm Hurgo.a p.nu.a C'n ne scnlnio, punto q\lt p.an tl, 11 muhhdJJ no nú ~ nk 

ptt'CC'plo, Slntl al lt'\fs, "" lu rnUICCtoe)("• Pfopmnrntt' ddu• Jrl An. t,•, p111 lo cu,¡l afimu que- cuando K 
.tt.ic1 l.1 11klU.I, el oukn plabhco o loto dntehot. dC' un IC'rcno, K' conw:tc un Jrhto 1>1"1~ dl" HIC' pmlo 
de \ 1u.1, cnuc olru ruonti, potqut la• rnUK<tone"S no ..Olo lfll'IKin 11 CortliUÓ. dt al)(110i rnialci. SU'IO que 
purdC"n ser dC' otra lndolC', con•• admamwaun• o cn1ks. Cf1 Bt'R.(i(lA. OltntUHA. l&nano, Op Ot ('áss 
HJ y B~ 
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sentido de 4ue autoriza las restricciones 4ue no prel'icne la CPEUM y sí en cambio aparecen 

en los Trat:ulos lntcmacionalcs, porque ello implicaría tr:insgredir dichos Tratados en cuanto a 

que los mismos no deben interprelar.;e en el sentido de robustecer las restricciones a derechos 

fundamentales cuando los ordenamientos internos de los Estados las im¡KJnen en menor 

grado."' Por lo tanto, la expresión del Art. 6' en el sentido de que restringe la LDP por el 

simple hecho de 4ue su ejercicio impli4ue la comisión de un delito no es en sí una restricción, 

y una interpretación en este sentido revela la inutilidad de esta expresión. 

Pero otra manera de entender la frase implica 4ue otros, distintos al titular, cometan 

un delito. Esta concepción es más congruente con resto del texto constitucional y los Tratados 

lntemacionalcs siempre y cuando: (i) se inter¡nele sistematicamcntc con aquellas restricciones 

autorinula.< por estos lillimos respecto a la apología de la guerra, la violencia, el odio racial, 

religioso o nacional, o cualquier tipo de discriminación; y (ii) en si mismo este supuesto 

constituya una restricción. 

En efecto, es posible que el ejercicio de la LDP por un sujeto lleve a otro a cometer 

delitos. Dado que no es posible sancionar a unos por conductas de otros --lo que además, 

seria muy peligroso··- el linico modo en que puede comprenderse esta expresión es que 

autorice la restricciún cuando el ejercicio de la libcr1ad, aplicado a determinados contenidos 

(apología de la gucirJ, la l'iolencia. el odio racial, religioso o nacional, o cualquier tipo de 

discriminaciún), llel'e a la presunción Je que incitará a otros a la comisión de delitos y sólo 

por ello, el legislador considere necesario, Je manera prn"C11tm1, prohibir dichos contenidos. 

De ese modo, esta restricción integraria el segundo grupo de restricciones 4ue hemos 

propuesto y que en su opor1unidad harcn10s los comentarios correspondientes. 

?MI Vid npra Capítulo PtltnC'ro, V . .C. l y v . .el. 
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1.2.- Ordenamiento< Apllcahlts rn M1ttrla de Rrurirrione< a la l.DI' 

Como lo dijimos en otra ocasión, la facultad para reglamentar las restricciones a la LDP es 

concurrente."' sin embargo. para efectos pri1cticos. adl'ertimos que este trabajo se basa 

exclusivamente en la legislación federal. De ese modo, consideramos relevantes los 

siguientes ordenamientos: la Ley de Imprenta, la LFRT, la LARCI' el CCF, el CCDF, el 

Cl'F. la 1.FDA y el Rl'Ri. Respecto a los instmmentos intemacionales que se relacionan 

con esta materia mencionamos al CRRCTl'O y la CRCTl'O. 

Creemos importante hacer algún comentario especial respecto al CRRCrro y la 

CRCTl'O (l.2.1), la Ley de Imprenta (1.2.2), la LFRT (i.2.3) y al RPRI (1.2.4). 

1.2.1.- t:I CRRC1'1'0 y la CRC'l'l'O 

Se trata de instmmentos intemacionales fim1ados durante la primera mitad del siglo 

XX, en los cuales se acordaron diversas obligaciones tendientes a reprimir la producción, 

posesión y cin:ulación de cierto tipo de publicaciones. 

En el caso del CRRCTl'O, los Estados contratantes convini<'ftln, siempre que su 

legislación interna se lo pcnnitiera, establecer autoridades a fin de: (i) ccntrafü.ar la 

infomución sobre la al'criguación y represión de los actos que impliquen infracción a su 

legislación intcma en materia de csc1itos, dibujos, imágenes u objetos obscenos. "y cuyos 

elementos constitutivos tuvieren un carácter intemacional"; (ii) rropon:ionar los informes 

que pennitan obstaculitar la importación de publicaciones obscenas; (iii) infonnar sobre la 

legislación en la materia a los otros Estados contratantl'S; y (iv) infom1ar sobre las condenas 

pronunciadas sobre la materia a los otros Estados contratantes. En ningún momento define 

lo que debe entenderse por <>!>Jrrno. 

Rcspt'Cto al CRCTPO. los Estados contratantes acordaron: (i) tomar todas las 

medidas posibles con el fin de descubrir, perseguir y castigar a todo individuo que 

m J 'uf Jupra C:apitulo Pnmcro, V.'4.1. 
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produzca, posca y en general, haga circular publicaciones u objetos obscenos; (ii) someter a 

juicio a dichos individuos; (iii) inlcrcarnbiarse infonnación por exhorto; (iv) adecuar su 

legislación para los fines de esle tratado; y (v) introducir en su legislación la figura del 

calco a fin de perseguir las publicaciones obscenas. Tampoco define lo que debe 

entenderse por obsceno. 

Como puede advcr1irsc, amhos instrumentos tinicamcntc establecen obligaciones 

fonnalcs para su cumplimiento, por lo <¡ue no entrañan restricciones a la LDP ni desarrollo 

de las mismas. Ahora bien, en el caso del CRRCTPO, éste sujeta su obligatoriedad al 

derecho inlemo de cada país, por lo que no origina coníliclo alguno con la CPEUM, los 

Tratados lnlcmacionalcs, ni la legislación ordinaria que desarrolla restricciones a la LDJ>. 

No se puede decir lo mismo respecto a la CRCTPO, puesto que si bien es cierto que 

algunas de sus disposiciones concuerdan con los ordenamientos antes mencionados. otras 

e\·cnlualrncnlc pueden pugnar con las contenidas en la Convención. Respecto a cslc 

conílicto nos remitimos a lo dicho con relación a la censura prcvia. 2~ 

1.2.2.- La Ley de lmprcnl1 

Cuenta con 36 articulas que establecen en su mayoria delitos y reglas de carácter 

penal, salvo en 4 casos (Arts. 13,m 15/11 24m y 26200
), que imponen obligaciones de 

1"' 1'1d Jupr11 C1ri1ulo TC'rccro, 1 2 l 
!H 01Cl' l'Stl' pr«tplo· ''TtlJO ti que IU\IC'fl C'UJbJrclJo O C''UblC'CIC'IC' C'R lo sucnl\·o WU irrf'tmll. 

IHografi:a, 1Alkr Je gnb.ad,l O dC' Cu.tlqu1C'f (lUO nrJ10 ()( J"Uhlu:1~J. ltndrá obllgac1ón de ponerlo dentro del 
1(nmno dr odMl Jiu rn conoc1m1rmo dd P1rillkn1r Mumc1pal dd lugir, hican>do una nwuíe,tación por 
t'\17f1hl rn qut" CllO\lt'n C'l lugu o lugi1e\ que lll.:U(lC' 1.1 OC"goc1ic1ón, C'I nombte y arelhdo del r~ewto o dt 
b. soc1rJJd ¡ quC' (lC'rlt'nttc-a, d donuoho dC' aqu(I o dr «ta.)' d nombre, apclhdo y domicilio del regmtc. si 
(o hubit'IC'. J~wl ohh~acu)n lt'lllhi CUlnJO ti f1Ulf11t'l.lt10 O rtgtnlC' C.1mb1r de Jomac1ho O C~mb1c Je lu&at ti 
rst.lblrcutuC'nlu dC' b nei;oc11ción 

La mfracc1ón de ntr p1C'Ccplo Kti cuhEidi adnumsb-ah\·amcnte con n..,,ha dr cmcumta J""O'· 
Al nohfic.anc al 1tspons.ablc la UTf'O'ICIÓn Je nu conC'CclÓn, ic le K1\al11á d tttmmo de tt« dm para 

que r1ts.cn1r b nun1ft\l1c10n nrtl(m1uda, y i1 no lo h1cttn· t.ufrui la pena qut Kñala d An. 904 del Código 
l1t"rul ild D1u1110 Fcdt"ul 

l .1 ll\;tRlft"st.lcion dt" que tubl.a tilr arüculo ~ f11tSt'ntatii f10J duphcado p.ara qur uno de )o, C'Jtf'l'larn se 
Jc\Ut'I\ 1 al mtc1cudo con l.t1 nou de r1cioC'nU.:10n )" 11 f«hi en que s.c huo, nou que- Jrbni .cr fümado por 
el S«tttario del P1e,1Jente Mumc1p.al anlr quien \t ptevnle. 

l..a rcru que w-1\al.a ene attkulo ~ aphcari .al rmr1t'UOO Je lJ nc¡ocunón .. )' ti no K wrácre quh ni. 11 
que .ap.ar('('terc conkl regente o coc1.rgaOO JC' ella, )' rn c&SO de que no lo huhine, 1.I que o '°5 que w sirvan de 
l.a OÍICllU 

El rroct'\hnuen10 que "'Ubl«e ctte 1.11Kulo pu1 CUltgll 11 que no hice la rrwufcuanOa c1.11W pGC' ll. 
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índole administrativa. No obstante su denominación, lambíén contiene disposiciones que 

exceden el ámbito de los impresos y restringen la ltbenad de expresión en general (Ar1s. 

71"' y ¡9l•l¡. 

Básicamente, esta ley concreti1.i restricciones a la LDP, por lo que es de suma 

impor1ancía para nuc.•tro tmbajo. Sin embargo, su vigencia ha sido puesta en duda, toda 

vel que fue dictada y promulgada ¡10r el Prcsidcnle Carran1a, en uso de facultades 

exlraordinarias, previo a la entrada en vigor de la Cl'EUM en 1917. 

En diversas ocasiones, la SCJN ha confim1ado la vigencia de esta ley, de dos modos 

<listintos. Primero, validando toda la legislación prcconstitucional .<i<•mprt• q11r (i) no pugne 

con la CPEUM, y (ii) no sea expresamenle derogada.1
" Segundo, \•alidando en panicular 

se rcpclui cwnt.u \C'('CS Kl n«C'UJIO hull lograr \·cncC'r la rn1slcncu Jd culp1hlc"' 
lndt'pc01.hr:ntcmcnte dC' la conumi.ld que tn\pire b rrlhcc1ón de Mle a.lliculo, ca1'c menc1oru.r que el 

prrccJllO del CPIW .il que luce 1efr1rnc11 dcupurc10, U"atinJos.c pwh.Jblenl('nle dd que ahora se:· C'\t.lblece 
en el r\rt 178 Jd nmmo (dcwhro11:1K11 y rcustenna de particulate\) Sm embargo b regla que impone la 
;1rJKac1tln estncl.1 de b ley pcml llen a conudcrar dcwgada d1da unción. 

!'I fale precepto, C'St.ihln:e, pnr un lado 11 obhgac1ón de astnLu C'R cualquiet uuprew el Jrnonunado p1r 
d,· 1mrrt·n1.1, y por otrn, la po\1h1lu.UJ Je unponcr •u ccruwa f'l'C'\ta 

:i l>icc t"\lr prccrplo. ''T0tLa oficuu m11rcson de cw.lqu1rn el.ne:" que !.t"a drbcr.í gu.aul.ar lm origmales 
q11C' C'\IU\ ICIC'll ftrnU;Jos (uí), dur1n1c d t1rmro que Se:' 1tl\aLI ~¡¡ la (lfC'\CHp:1..ln dc l.i 1cc10n penal, a fin de 
que Juu111r c\IC' trmuno punh en cu.alqu1er hrq·10 prob&t quien ~ el aU!Of dt dichos aniculos El ducOO, 
durclor u ~crrnlc de l.t uficuu o ullcr rt-1.·ahar.i los mtgU\llcs que n1C-11 •UKnlot con p\t'Udónimo, JUn!.tirllt'nlc 
con (J con\t.anc1a conc11rond1cn1r que conlcndrá adcmis del nomhfc )" apclhdo del aulor, iU donuc1ho, ucnJo 
ohht:Jltmo pJ.ra rl 1mprcsor cc1cmr.anc Je b t.ucu1ud de una)" otra cou l'.I 011g11ul y 1.1 coru11nc11 Jd~rin 
comcrY.;m,c en \obre crJTado por toJo cl llC'n'("l que lC' mrnc10ru rn t"\IC' 111k·ulo" 

: .. ., ll1c(' r~tr prccrr10 ''En nmgün c.iso 1~in fii:urar como JirC"C"lOf('l, td1101cs o l('\f'Oru&bln Je 
.Jf1icull'~ u j'C'flr1Jicm, lib1os )" Jcmb pubhcacionn, personas que K' ('n.,,"\JCTttrnt flK'ra dr la RtpUbhca o que 
e'ilrll en pm1ón 11 en hhcrt.tJ rrcp.n11on1, o NJo caución, por de-lito que no W'I Je imprenta. 

L~ mfucc1on de rsu d1spos1c1ón '-<= cut1i;ari 1dm.m1s.U1hnmm1e con multa Jc \C'tnlK'mco 1 cien~. 
\lt'Rl.lo rrsponuhlc tic rilad i:etrnlc de la ln"1cnta o Ullct, de hto~ratiJ., ¡:nbaJo o de C"W.k¡u1n1 01T1 cb'C 
en que se h1cir1t' 11 puhhcaoón y del ducctor gm~nlc o pur1ruoo dc1 J'C'TIÓdlCO en que M:' comchnr la 
lllÍl.lCCIÓn, \In j'C'IJUICIO tk la JC"\f'01U1h1hd1J pcNl que pueda lt'\Ult.u por COOtrl\C'OCIÓn a lai dispoucM.>nn 
tic kn 1\11\ 1•. :r )" J•\te cs11 lcy"' 

:u l>Kc este pm:eplo- "'En lo' ca\M de lOi 11tkula1 t•, 2" )' )" dt ni.Ji k)', lai rNntÍnUCioncs o 
npreuoncs \C' cons.Hkrarin hcchu púbhc.anrnlt cw.nJo K' N.g.m o C'JC'Cukn m bti c1lki. plu.H, tr1tros u 
ulrm lug:ues de rcumorlC"\ pUMK".u, o en lui;arcs p11udos pnu 1lc m1nt11 qUC' puicJln H'1 oMtnad.as, \ULa u 
oidJ\ por d púhhco". 

:t.: Dtec ('\IC rr«c-plo. "'En tu l('flft"t.C"nUc1onn IC'IUtiln )' ('O bs nhibKIOOC'"S & c1nanatógrafo o 
.JuJ1ooocs de fonó~rafo, se tcndri como rc-sronublc, atkmb del 1ut0f dt la pteu que W' fC'J'fC'SC'nlC' o C'ÜUhl 
n cons11tu)"1 la audición, al C"1'fn.IOO del tc1tro, cu'IC'maló¡;raío o fonógrafo"' 

'" l<m de iwnprudmc,. Ht, Pkno, A¡>tndi<c de: t99l dc:I SJF, QulllU fpo<a. torro VI. Pmc SCJN, 
r.ig 222, ruhrn l.~11lac1Jn prttvmnrwc-kVltd, y'°' 11guKMn ptrcc-Jrn_tn Pleno, SJf, ()\unta Epoca, tomo 
t. p.ig 809, rubru: /-<"gu/aoó. J'ffl"O.Jllt•<io•al, Pleno, SIF, Quulll f'po<a lomo XIII. p.i¡ tG49, nrl><o 
l1-gulae1Jri prt'COtullluno11al, Scgund.a Sab, SJF, Qumu f.plCa. ton11.' XX\', p.i~ O. rubro úgulooólf 



la Ley de Imprenta, bajo el argumento de que se expidió con el objeto de reglamentar Jos 

Ans. 6º y 7' de In CPEUM, y que como no se ha abrogado o refonnado, "es indudable que 

debe estimarse en todo su vigor".''A 

En ese tenor, la unica objeción 1¡ue oponemos a Ja Ley de Imprenta deviene de Ja 

circunstancia de que fue expedida por el Ejecutivo Federal "sin observar el procedimiento 

juridico de producción nonnatiYa, máxime tratándose de una ley reglamentaria de un 

derecho fund:uncntal".'"1 En complemento a Jo anterior, soslcncmos que esta ley es 

inconstitucional y violatoria de Ja Convención porque transgrede el principio de reserva de 

ley, entendida ésta ultima como ordenamiento general, juridico y abstracto, emanado del 

l'odrr Lt·xi.rdati\'0.1
(¡,
6 

t\dicionalmenlc, cucslionamos la constitucionalidad de aquellos preceptos que 

imponen obligaciones de carácter administratiYo, dado que se trata de cargas para Jos 

paniculares prol'cnientcs de una auloridad federal, sin que Ja CPEUM Je haya autori1.ado 

hacerlo. Como puede notarse, la facultad para restringir los derechos establecidos en Jos 

Ans. Ciº y 7' de Ja CPEUM, puesto que en este caso se trata de una materia 

preponderantemcnte local, en Ja que no opera la concurrencia. 

Por ultimo, cst:í el problema del ámbito territorial de aplicación de esta ley y el 

fuero al que corresponden Jos delitos en ella contenida. En primer témiino, Ja propia Ley 

de Imprenta cxpres:uncntc dispone que sólo es aplicable en el ámbito federal. 1
'" "' En ese 

¡ut-c11rnt1tucwn11l, SC'l"!'Urkb S.11.i, Sff, Qum1.1 Éroc.a. torrn XXXJ, p.ig 2529, rubio Ugu/"°°'9 
pr1-..w1st1tucwn11/ J'1,/ 6-n(WlJI.,~J.9 .. Jl.Ll.2, rnpccuvanrnrr. 

~~ Pr1mc.·1.- S.ab., SJf, Quml.1 fJXX'.a, tomo X.XXIX, J'&g. IS2S, rublo U)· 1/t /mprl'111t1, Pnmcn Sala. SJF, 
S('\tJ l:ptx-.a, SrE;Ullli.J P.anr, \'11, p.lg S], rubm: /trtprtnla. •tgt11CU1 Je la U,· Jr, Plrno, SJF, Quinta Época. 
tomo 11, p.1.g )9b, rubro /.e')' dt" /m¡1tt"nt.i; 11nmera SILI, SJF, Qumt.t Epoca, 1omo XI.IV, plg. 290, rubto:Uy 

1/,• J_~(''~"ld 11<" 9 dt a~nl ''" 19~ 7 ""' 6~ill.....l.!l:J~. rnp«l1\·~mmk:. , . 
\ ll l.AMrl \'A, hnnto, Rt',:11nr11 J1md1co dt lru Lihn1adtt dt f..tpr&-1111" t ¡,1/uf1f1acwlf "" Mtuco, IU· 

tJNAM, Mhico, 199S, ~g 115 Ad1C1on.alm:ntc, \'1llanuc\·a ofrt"tc olio at¡umC'nlo con rC'lactón a la 
1ctu.JhJ1J de d1du k)', que nos r.ar«e el de m.l)'Of proíundt<bdcn JU contn 

:w 1'1d 1urra Capitulo Pnnrrn, \' .4 2 )' V 5 
!•l U An 3(1 dC' 11 propia 1-c)· dt lmptrnta ui lo Ju.pone: ""fata ley ~d obligaton.a en el l>~tnto Fcdrrnl 

)' lC'mlono,, en lo qut coni:1trnc a los dd110' del ordrn con.in prontos mella. y en toda la KrpUblica por lo 
que '°'" :a 11 comptlerxu tk los Tuhwukt. de la hder1dón00

• 

~ l:n lo 10('.lntt ;al Dutnto FC'Jtral, dtMic 1999, n¡e lo duput-ilo pot el Art 122, Ua~ Primera. (racrióa 
\', 1oc1so h), "°gUn ti cwl la AumMca 1t¡1d.1t1\-a tlff'I( la (~tad clpfc:u dt kg1du en nutcna penal. U. 
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orden de ideas. las lcgislaluras son compclenles para desarrollar las rcslriccioncs a los Ans. 

6º y 7" de la CPEUM. Sin embargo, hay una excepción marcada por el An. 73, fracción 

XXI. de la CPEUM, en el que se alribuyc al Congreso de la Unión la facullad genérica de 

eslablcccr delilos federales. !Je ese modo, debemos cnlcndcr que para el caso de la Ley de 

lmprcnla, los deli1os previslos en ella pueden sancionarse por la auloridad federal si y sólo 

s1 alenlan conlra la Fcderación.M 

1.2.3.- La LFRT 

Esla ley consla de 106 aniculos que locan di,·ersos aspcclos de la induslria de la 

radio y lele\'isión, dcnlro de los cuales deslacan cuando menos 24 de ellos, que inciden en 

los ro11tr111dos o modos de desarrollar su programación. Por lo que concierne al propósilo 

de eslc lraba¡o, creemos necesario deslatar dos a.<pcclns de dicha regulación: el fundamenlo 

conslitucional por virtud del cual el legislador federal cslá facullado para rcglamenlar las 

reslriccioncs a la LDP en radio y lclevisión (1.2.3.1 ), y la incons1i1ucionalidad que a nuestro 

juicio adolecen algunos de sus prcccplos (1.2.3.2). 

1.1.J./,. Fundam~nlo Co1111i1uc/onal d~ lo /.l'RT 

Rccordemos que, a difcn:ncia de olros derechos fundarnenlales, los prcccplos de la 

CPEUM que imponen rcslricciones a la LDP omilen se~alar de modo expreso que el 

legislador fl'tleral sea el responsable de reglan1enlarla, por lo que rcilcramos que en 

principio, de confonnidad con el aniculo 124 de la CPELIM, las lcgisla1uras locales son las 

encargadas de hacerlo. Sin enib:ugo, no podemos olvidar que en divc:rsos casos, el 

Congreso de la Unitln y en general, las auloridades federales, son dcposilarias de algunas 

facullades que no les han sido concedidas de manera e\prcsa, pero que se enliendcn 

n<-cesarias para cjccular aquéllas que si lo han sido. Nos rcfrnmos a las facultades 

'{U(' h.J)~ Uflfü¡J.,) b \'li;C'OCl.I lit l.t l..t) Jt l11'4lftnli 
:.-. So (lMtJnlC' ello, el Art 50. fuccaón l. meno•) de La 1 cy Or¡inKa dtl Po..k-1 Judac11I Ftdn'al abrc b 

p.mb1luhd p.u1 ~ue l.J autorubd frJenl u.ncK>ClC' tnd1scnnurud.Jn'C'nlC' kn tkl1tu' pt'C\'UtOI en la Ley de 
lfltJtrnu., 11 calificar como dtlllos del ocdm fcJcnL -w peu\tot C'n l.1\ k)u fC'Jculn ..... , )o que tn nuntra 

opinión 11mh1fo n mcorut1hJC1on1.I rnp«kl ck kll dthto\ ptullO'\ en 11 l.C)' dt lqirmu., poi" b mwna 
ruón a1ud1da, es &cu. la in·.-uKxi dC' C'iÍC"rl.• 
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impliciws, cuyo sustento nonnalivo lo encontramos en el artículo 73, fracción XXX de la 

CPEUM.270 

Al rcspcclo, Felipe Tena Ramlrcz señala que mientras las facultades explicitas son 

las conferidas por la Cl'EUM a cualquiera de los poderes federales, concreta y 

dctem1inadamcntc en alguna materia, las facultades implicilas son la.• que el Poder 

Legislativo federal puede concederse a si mismo o a cualquiera de los olros dos Poderes 

federales, como medio necesario para ejercilar alguna de las facultades explicitas. 

De ese modo, el otorgamiento de una facultad implicila sólo puede justificarse 

cuando se reúnen los siguientes requisitos: (i) la c'istcncia de una facultad explicita, que 

por si sola no podría ejercitarse; (ii) la relación de medio necesario rcspcclo a fin, entre la 

facultad implícita y el ejercicio de la facultad explicita, de suerte que sin la primera no 

podria alcmr:ar.11.• d uso ,/r la .n•guncla; y (iii) el reconocimiento por el Congreso de la 

Unión de la facultad implicila )' su olorgamicnto por el mismo Congreso al Poder que de 

ella necesita. 

Puntualiza el propio Tena Ramircz que "el primer rcquisilo engendra la 

consecuencia de que la facultad implícita no es autónoma, pues depende de una facultad 

principal, a la que está subordinada y sin la cual no existiría. El segundo m¡uisito 

presupone que la facultad explicita quedaría inútil, cslcril, en calidad de letra muerta, si su 

CJcrcicio no se actualizara por medio de la facultad tntplicita; de aquí surge la relación de 

necesidad cnlre una y otra. El tercer n.-.¡uisito significa que ni el Poder Ejecutivo ni el 

Jmlic1al pueden conferirse a si mismos las facultades indispensables para em1>lcar las que la 

Constitución les concede, pues tienen que recibirlas del Poder Legislativo; en cambio, este 

l'<><lcr no sólo otorga a los otws dos las facultades implicitas, sin que también se las da a si 

mismo".~ 11 · ~n 

!'ll DICc t'ilC prrccplo .. El CongrM-O hrn( facultad XXX Para urc-J1r 1odl.' las k~.ti que KU 
neccun.u, 1 objeto de luctt dcctl\ H l1' faculu\ks anll"norc\ )" 1od.u bs otras roncaJJdu px tUI 
Com11tlh:1ón 1 los PoJcrn de b lJmón" 

111 llSA RAMIM.111 Fd1pt, Dt'rt<ho C01Ut1tMc-t01J.OI A/~J1 .. ·a11<,, forní.a. l9SI. p.ig 114. 
m Otros CJ.\OS de' IC"gasbctón C'lpc'dkh por el Con¡:rl"SO de 1a Uruón m uw de f~ultadn ~lk:ita. 

rt'Conoc1dos por la SCJN W>n b agnna, ÍUJtsbl. idJCh\"I prn.al y c1nl. ul C"Om> la suttlnll\'I ""'l. 



Ahora bien, en el caso de la LFRT, cnconlramos que el Congreso de la Unión 

expidió este ordenamiento con hase en dos facullades explicitas. Primero, a propósito de la 

regulación de un bien del dominio dircclo de la Nación: el espacio situado sobre el 

territorio nacional, de confonnidad con el Ar1. 27, pánaío cuar1o de la CPEUM.m En ese 

orden de ideas, el Art. 1º de la LFRT especifica que dicho espacio es el medio en el cual se 

propagan las ondas electromagné1icas, utili1adas para la explolación de cslaciones de radio 

y lclcvisión.m Por olro lado, de acuerdo con Andrés Serra Rojas, cabe aclarar que para 

efcclos de la intcrprclación de la palabra Narió11 u1ili1ada en el prcccplo cons1i1ucional, ésla 

debe entenderse como F1!1laació11. 17 ~ 

Segundo, por vir1ud de la regulación en maleria de vías generales de comunicación, 

de acuerdo al Ar1. 73, fraeciún XVII de la CPEUM-"'' Si bien es cierto que el tcxlo 

conslitucional no define qué es una 1•íe1 gi>m•m/ de comwucanón, la SCJN ha interpretado 

11uc el Congreso de la Unión es quien debe hacerlo, para que poslcrionncnlc dicle las leyes 

corrcspondienlcs a la malcria, partiendo de la base de que se !rala de "vías que se 

consideran con una impor1ancia direcla para la Fcderaci1\n como orden juridico lotal del 

Es1ado mexicano"."' En ese scnlido, llama la alención que la LFRT no determina que el 

espacio a través del cual se propagan las ondas eleclromagnéticas es una vía general de 

comunicación,"' sin embargo, la Ley Federal de Telecomunicaciones sí lo hace en sus 

artículos J, fracci1\n ll"" y 4.1'° 

l'J l>ice n1e f'lC'Crpto ··conesponi.Je al a h'acaón el domm10 darctto de .. ti np«10 11tuldo Mlbre el 
ten1tonon.1cKlrul'' 

:'• ll1ce e11e p1C'Crplo. "C011espo1'kk a b. Nación d dominto dutcto Je w np¡c10 knitorial y, en 
con .. ecucncaa.. del m:'dio en qU( s.t propagan lu ondu t1C'Clll'm1Snthcu " 

:ii SI RkA RUJAS, AnJ1é1, lk,n-110 A1l"11,,urraroo, l.1bmia de ,.hnud PonW.. MhN:o. 19S9, J'ic. S64. 
::i. l>1cC" nlr prrnpto "El Conrtcw hrnc íaruh.aJ .. XVII Pira J1ct.at k)n sobtt ,.w, gmcraks de 

cornun1c.ac1ón_ .. "' 
:n Ttm su~1rnt.acb P.,.lf ti l'IC'oo de b SCJN, SU:, Siphm.1 l~~a. \ulumm 69, Pnnrn Parte, pig. 43, 

ruhto. l'ias gt'nl"al1·J tlr nut1u111canórt, l..n dt' Co1Ut11uc11111J/1Jmf drl articulo t•.fraC't'•Órt VI. llM"uo.1 a), b) 
)' e} faCMll'1d dd Con~n·1t• tlr la l ºnu)n p..ira d1•t.-n'1111t1r cua/rJ c.·l11111noJ 1011 \14.I ftttt'ralt'S Jr 

n1rnun1rnnú11 l'1J 6flt\52.l~ 
:r• C1bc ieiUb1 que 011guulmrnte cu.a nutctu W' reguló por rn 11 l.e) de Vi.as Grnera\n de 

Comun;uctón, CU)'1 &11i<ulo 1, f1a"1ón X. ahora dcrog.aJ.a, ti conu&rah.a 1 ""lu line.n conJuctoru dktnCH 
y el mrdm C"n qut- se propagan lu ondu d«trom.1gnkllKH, CUlnJo loC' uuhun f'IUI \mÍK.ar cmurucxK>Dn 
Je s1~nol, KAlln., esenios, 1mig1lC's o ~1Jos de cualquK't nannakr.a" COOYJ ,.y gtnnal de cOllUlic:actÓft. 

1
' l>tcc ntC" pr«epto· "Pan los cf«hn de «ta le-y K rnerndná px: 11 1:.sr«tro ndaodkUlCo: ti 

C'Spacto que pnnuk' la rroJ'ol&.IClÓn Slll guia &JhÍKUI de onJls C'krtrOJN,nc!-IN:.U CU)"&S Nn&Ju de fr~ial 
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Por lo lanlo, de nuevo afirmamos que el legislador federal es el único facullado para 

reglamentar las reslriccioncs a la LDP en maleria de radio y televisión. 

1.1.3.1.· lncotutituciona/idad ""Alguno• Pr<'ctpto• ""la l.FR T 

Ahora bien, la LFRT conlicne algunos preceptos que a nuestro juicio pugnan con el 

texto constitucional. En primer lugar, se trata del desarrollo de una restricción que incide 

en el ejercicio de la LDP con relación al uso del lenguaje en las transmisiones por radio y 

televisión, y que es retornada por el RLFRT (1.2.3.2.a), y en segundo, Je un preccplo que 

abre la puerta a la imposición de sanciones de manera arbitraria (1.2.3.2.b). Veamos: 

1.1.3.1.a.- R<'11ricclón con Relación a la Lt'ngua 

Los Arts. 63, 75 y IOI, fracciones XIII y XVIII, 103 y 104 de la LFRT señalan, 

entre otras cosas, lo si¡,'llicnte: 

Articulo 63. Quedan prohibidas todas las transmisiones que causen la corrupción 
del /cng11ajr ... (énfasis añadido). 

Articulo 75. En sus transmisiones las estaciones difusoras deber.In hacer uso del 
ülioma nacional. 

La Secretaria de Gobernación podrá autori1.ar, en casos especiales, el uso de 
otros idiomas, siempre que a continuación ~ haga una versión al español, integra o 
resumida, a juicio de la propia Secretaria. (Énfasis ai\adido). 

Articulo 101. Constituyen infracciones a la presente ley: 

XIII. La dcsobcdieocia a cu.dquicra Je las prohibiciones que para la corr«ta 
program<1ción prevé el articulo 63 de esta ley. 

XVlill. Faltar a lo que dispone el articulo 75 en relación con el uso del idioma 
n<1cional. (Énfasis añadido). 

"' r~ .. con\....:oon.lmrnl<""' dc:bi¡o de: to. 3,000 so¡abcru. .. -
'° Om: e-~tC' (Wt-ctpeo: "'Para loi dmoi. de nll ley, ton .. w &f'IK'flb de conmic.acl6a d np«:tro 

rad1olttmro ..... (ñiful1 aAadado) 
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Articulo 103. Se impondrá multa de cinco mil a cincuenta mil pesos en los casos de 
las fracciones ... XIII... del articulo IOJ de esta ley. 

Artículo 104. Se impondrá multa de quinientos a cinco mil pesos en los casos de las 
fracciones ... XVIII del mismo articulo 101. 

En ejercicio de la facultad reglamentaria prescrita en el Art. 89, fracción 1 de la 

Cl'EUM, el Ejecutivo Federal retomó y amplió los preceptos anteriores estableciendo lo 

siguiente en los Arts. 36, fracción IV y 38 del RLFRT: 

Artículo 36. Queda prohibido a los concesionarios, pem1isionarios, locutores, 
cronistas, comentaristas, artistas, anunciantes, agencias de publicidad, publicistas y 
demás personas que participen en la preparación o realización de programas y 
propaganda comercial por radio y televisión lo siguiente: 

IV. Rcali1.ar transmisiones que causen la corrupción del lenguaje ... 

Articulo 38. Se considera que se corrompe el lenguaje en los siguientes casos: 
l. Cuando las palabras utili1.ada.• por su origen y por su uso no sean 

admitidas dentro del consenso general como apropiadas; y 
11. Cuando se dcfonnen las frases o palabras, o se utilicen vocablos 

extranjeros. 

Como puede advertirse, la LFRT impone obligaciones y sanciones respecto al uso 

del len¡:11ajr o el idioma nacional en los medios electrónicos de comunicación. Sin 

embargo, debemos recordar que este propósito no se encuentra contemplado en las 

restricciones establecidas por la Cl'EUM y los Tratados Internacionales. Es decir, no se 

contempla restricción alguna referida a la preservación de cierta cultura, como podría ser el 

caso. 

Por otro lado, cabe preguntarse cuál es el idioma nacional o su corrección, o mejor 

aún, quién está en aptitud de determinar cuál es el ron.JenJo ¡:eneral, tomando en cuenta 

que en nuestro país más de 5 millones de personas (6.8% de la población nacional) hablan 

62 lenguas distintas a la csp:u'lola.111 No c.>.iste dispositivo constitucional alguno que 

imponga a esta ultima como oficial de nuestro pais y si en cambio es reconocida la 

:ti C1fru obcmtdu drl ((J111ro J., PoNarfÓlf y f'n11t'flda, /99J. lnsuru10 Nacional de C'Jf0Paf'11 Eaadistica 
e lnformót1<1. coruulubk rn 11 J'ÍI"" de tntnnrl del Instituto N1t10111l lnd1grnut1: bnpJ,..,.,,.ioi.JIOb.11"'1 
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variedad. En este sentido, creemos que las disposiciones de la LFRT en comento pugnan 

frontalmente con lo establecido por el Art. 2 de la CPEUM, recientemente rcfonnado y que 

dice lo siguiente: 

Articulo 2. La nación mexicana es única e imlivisible. 
La nación tiene "'"' composición p/11ric11/11tra/ sustentada originalmente en sus 

pueblos indlgenas ... 
D. La federación, los estados y los municipios .... 
Para abatir las carencias y rc1.agos que afectan a los pueblos y comunidades 

indfgcnas, dichas autoridades tienen la obligación de: 

VI. Extender la red de comunicaciones que permita la integración de las 
comunidades, mediante la construcción y ampliación de vfas de comunicación. 
Establecer condiciones para que los pueblos y comunidades indígenas puedan 
adquirir, opcrt1r \' mlminislrar mc1/rns tic con11micaciót1, en los ténninos que las 
leyes de la materia detem1inen. (Énfasis a~adido). 

Es evidente que si la propia CPEUM reconoce la composición pluricultural de 

nuestra nación, de ninguna manera puede admitirse que un ordenamiento secundario 

imponga el uso de una sola lengua para el ejercicio de la l.DP a través de radio y televisión. 

robusteciendo nuestra convicción de que ello es anticonstitucional. 

Ahora bien. respecto a los preceptos del Rl..FRT, a los que también debe 

aplicársclcs los comentarios anteriores, debemos agregar que en consonancia con el 

principio de reserva de ley al que hemos venido aludiendo, el Ejccutirn Federal no csú 

autorizado a definir las restricciones a la LDP ni especificar los sujetos a los que se aplica. 

Esta circunstancia nos lleva a una irregularidad extra, puesto que demuestra que dicho 

funcionario se excedió en el ejercicio de su facultad reglamentaria, puesto que rebasó los 

limites que en un principio fijó el órgano fom1al y materialmente legislativo en la LFRT. 

l.2.J.2.b.· llffposidó11 Arbitraria d~ Sa11elo11ts 

Los Arts. 97, 101, fracción XX y 104 de la LFRT disponen lo siguiente: 

12' 



Ar1lculo 97. El concesionario o pcmusmnario está obligado a atender las 
observaciones que por cscrilo le baga la Secretaria de Gobernación, si a juicio de 
ésla las transmisiones no se ajustaren a la presente ley y su reglamcnlo. 

Ar1iculo 1O1. ConslilUycn infracciones a la presente ley: 

XX. No acalar las observaciones que haga la Secretaria de Gobernación en los 
lérminos del articulo 97; 

Ar1lculo 104. Se impondrá multa de quinientos a cinco mil pesos en los casos de las 
fracciones ... XX ... del mismo articulo 101. 

De lo anterior se desprende un modo mi gcneris de imponer sanciones por par1e de 

la auloridad adminislraliva. que se despliega de la siguiente manera: (i) la Sccrclaría de 

Gobernación juzga si las lransmisiones se ajuslan o no a la l.FRT o el RLFRT, lo que 

implica la posible lransgresión a cualquier precc-pto conlenido en dichos ordenan1icnlos y 

no sólo el encuadramienlo en alguna de las infracciones que al efeclo establece el 

legislador; (ii) la Secretaria de Gobernación hace y presenta al concesionario o 

pcmtisionario observaciones por eJcrito respcclo a las supucslas irregularidades; (iii) el 

concesionario o pcnnisionario está conslrcílido a cumplir o no con las observaciones; y (iv) 

en caso de incumplimicnlo del concesionario o pem1isionario, la Sccrclaría de Gobernación 

impone una sanción. 

Asi pues, el hecho materia de la infracción no es dircclamenlc la conlravención a 

dctem1inado prcccplo legal o rcglamenlario, sino la dcsobediencii• a las o/JJcn'flciones de 

la m1torrdml adminiJtmtim, sin que prcviamenle el legislador haya previsto que el acto 

generador de dichas obsen·acioncs amcrile la imposición de una sanción adminislrativa. 

Con ello, el legislador indcbidamcnlc delega a la auloridad administr.ativa la dctcnninación 

de las infracciones, siendo que ella no cslá conslitucionalmente autoril.1d.1 pan haccrlo,112 

"' Rmicrdn< que rl An. t4, &<gundo pátnfo de u Cl'EUM omall que: "Nadot podri icr pnvado de La 
\ld.J, de La hbcn>d o de .... ptopl«l.ade .. """'~ o dcttthoo, ltnO n....i ...... juiclO orsuiJo .... los 
lrtbwuks pmumrntc csrabkc.00., <n el que &< CWll'UO La1 íonnal&didcs ncn<11ln del procedimiento y 
ronformt • /., l<)n <ip<J1J.:u ""' •••mondad o/ 4Kloo" (now11 aAad.00). IJ< ello 1< dc1prmdc el 
p11nc1pio de res<m1 de ky rcsrtt'º 1 u d<trnnioac:rócr de !IJ rnlncc"-1 y unciones admimslnnvu, es 
dte11, que Milo La IUIOnJad fonnal y marnialmrnrc l<¡iluri• .. puede nllblccnt... 

129 



transgrediendo el principio de aplicación estricta de la norma en el caso de sanciones 

administrnlivas.1113 

1.2.4.- El RPRI 

Se trata de un reglamento expedido por el Ejecutivo Federal en uso de la facultad 

establecida en el Art. 89, fracción 1, de la CPEUM. Contiene 17 Arts. en los que: (i) 

establece siete hipótesis en las cuales se considera que el titulo o contenido de 

publicaciones o revistas ilustradas es contrario a la moral pública y la educación; (ii) 

establece reglas para la circulación de publicaciones de contenido "marcadamente 

referentes al sexo"; (iii) crea una autoridad oc/ lwc para la aplicación del propio reglamento 

(la Comisión Calificadora); (iv) establece sanciones que van de la multa al arresto 

administrativo hasta por 1 S días, imponibles a las pcrwnas que dirijan, editen, publiquen, 

importen, distribuyan o vendan publicaciones y revistas ilustradas que incurran en los 

supuestos mencionados con anterioridad; (v) establece el procedimiento para la obtención 

del Certificado de Licitud, expedido por la Comisión Calificadora; (vi) condiciona "el 

registro del título o de la cabc1a o del contenido de las publicaciones periódicas en la 

Dirección de Derechos de Autor", a la obtención del Certificado anterior; y por último, (vii) 

igualmente, impone a la Dirección Gcnaal 1/c Correos la obligación de impedir la 

circulación de publicaciones periódicas que no cuenten con dicho Certificado. 

Ya sea por derivación directa del Rl'RI o a partir de una facultad inexplicable para 

expedir acuerdos obligatorios para los particulares, la Comisión Calificadora ha establecido 

diversos trámites: (i) expedición del Certificado de Licitud de Contenido, (ii) expcdición 

del Certificado de Licitud de Titulo, (iii) expedición de la Constancia de Registro para 

:u La SCJN y d ahota Tuhunal rc&ul de J~llCll ~·IKli) y Admuúu1111n ... .matado m mühiplcs 
OCUIOOtS i.¡U(' C'1.IC rruK1p10 IC"tlOf dd lX1t"Cho Peta.) y rase.al, tamblCn rciulta llplw:ahk rn m&kfil de 
unc100ts adnunMnm.u Cfr ICSll Je- Jumprudtnna PJJ.8),"97, ~ustrnudl JU el Pkno Je ~ SCJN, 
comult.tibh: la NmtN [pllC.1. dtl SJF y su Gaceta, tomo VI, novtcni>re de 1997, pie. 24, rubto: Alt'trolotia y 
11orma/1:arn.in El artk"lo 11 ! Jt liJ lt)' /""1"'11.l rrliJln'IJ. qMt C'OltltMp/a laJ ia11t'W.O fW ¡nttdt11 '"'f"Oll"Jt 
f"olT /aJ 111/rdccw1w1 q1d" u n.1"'''ª"· nola la.1 garontiat dt lrgaliJad y Jrt'ndad ~ rottt("fluLu t'1I ti 
cmin~fo 16 cons11rwcwnal (!Jumo Ofrnal dt /.i FnltTtiCU;,t dt pnwttro Jt 1-w/10 dt -1 ao\W"lt'l'llOJ llO\'l"IUO y 
clM); )' lt'm 1-u,lt'nl.ld.1 J"".l' ti Pkno de la ~la S14't'nor dt'l Tnbunal Ftdrral de Jt.ntte:LI Fual y 
Admmislralln, (Onsult.1blt' c-n 1.1 Rnu"1 dt'I Tnbwn.al FuNJI dt la Ftv/""°"11, X..- t..f'OC'&, AAo IV, No&. 
16 y 17, lomo 11, Entro • Mi)" t911, ric S69, Nhro: Prutc'I""' f"""11n MI D<rrc4o Pnwl.- So. 
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Publicaciones Extranjeras, (iv) Agregado o Variación del Titulo, (v) Registro del cambio de 

Editor Responsable, (vi) Duplicado del Certificado de Licitud de Contenido, y (vii) 

Duplicado del Certificado de Licitud de Título."' 

Advertirnos que algunos preceptos del RPRI pueden estar en desuso (los referidos a 

sanciones, puesto que las mismas están fijadas conforme a la denominación monetaria 

anterior a 1993, además de que la SCJN ha sentado jurisprudencia tachando de 

inconstitucionales los arrestos adrninistrati\"os mayores a 36 horas;''' asimismo, el Instituto 

Nacional del Derecho de Autor omite requerir el Certificado de Licitud para la obtención de 

la reserva de derechos del titulo -que no registro- de las publicaciones periódicas),216 sin 

embargo, cotidianamente se rcali1.an los trámites mencionados ante la Comisión 

Calificadora, y en todo caso, la circulación por correo está condicionada a la obtención del 

Certificado de Licitud.217 

En nuestra opinión el RPRI es inconstitucional. Veamos. 

apl1cablt'J al campo dt• laJ uifracnonrJ od1"i1tútratnw 
:u El hsuJo dr 1rámi1e1 anlc la Comisión CahficMlon puede consult.lnc rn la pjigin.a Web: 

httpJt-. ... -..·.gobcmacion gob.rm/gennal'as¡Wframain up 
:n Vid ln1s de JUtuprudc·n'u r JJ.23195, Pkoo, SJf y IU Gaceta, No\'tnJi l~JlOC4'. Panc 11. Septiembre de 

1995, rJ.g 5, rubro: hrt'.Jlo romo Mt'lf1Ja dr opttrnio l.m lt)~S o n~1goJ qut lo t'Jtllblttt'tt por"" tbmino 
mayor al dt tr«*mt,1 )' uu lwnu, Jiu• no/atonas dt'I artÍCM/o ]I coru111wwnal 

:u Los tcquu.i101 p.ita b obtención de b ltS-tt\'I de dcttchos anlc el lruututo N.ac1on.al del Dcrtcho Je 
Auror puede consult.use en la pig1na Web: h11r11 ........ Kp.gob nu.Jmdlutorfrt'~rn1 html 

:u f".abc h.act'r nolar qlK' el RPRI dat.plM rn Jos artkulm d1i.lml01 tita tHtncc1óo. rnmno, 11 rcknne a 
l.u facult.aJe' de 11 C'onuuón C1hfic1dou (Art. 5•, mc110 ""e·), ~la qut debe "rmur copia cnt1fica<b de 
l.u rnolucmOC'' de 1hc11ud a la Dn«ctón f'.tt'nrtal Je Corttos de la S«tt'tuia de Corwmcactonn y 
Transpones, [\<Jfl lm efectos de la l..t)' Gt'ncral de Vi1.' lk Conuucac1ón'", y S<'g:undo, al i~ 
nprcumentc a IJ, .. Du«c1ón Gmrtal de Cortro'" b obhgac1ón deo pc-mutu 1.a cucul1c1ón putal de 
puhhcacwncs pcnód1cH "11efll'lr qut a la 10hc1IU1.t conHpOOdlCflte 1oe acon.,.aAc Ct'nificado de bcuud 
(':\pt"d1Jo por la Conusión C1hfic.aJon" (An. 12). Advntun.H que rn el rr~ CHO, el rrrcqm rw: 
derogado por el An Stgundo Tran11tono de b l.SrM. la que 1 IU \"C'l conhenc la rroh1b1etón de que tin.'"Ulcn 
por conro los rm·ios o correspondcncu que, )'1 S<'I cnndos ror 1u rnrnhw~ o 1b1t"r101 por 1u tes.to, forma, 
mixamuno o aphc.ación. '"K'I contranoi. a b l..ty, a rmral o a las bumu coi.tunbef'. Al rnpccto ya nos 
hemos urreudo whrc utc pr«c-pto con rclActón a b ccns.wa rinu (mi 111prll C1pítulo Tercero, 1.2.l). 
nucntru tJ.nlo, dCK.uUmos que uh&: los antn citado' del RPRI, bajo el argumr:nlo de qur ntot ülllftll los 
rcglamenle, pueito que: (1) b l..SrM n pmlenol 11 RPRI, 1in que el kgu.Wklr hubKV Jupuesto also en 
espcclll sobre este prectpto~ (u) ntc hpo de coadKwncs m.,hc.a la ~KIÓn de t«t1X"Ctone1 pot mcdm 
indu«lo• J><oh1b1d,. ro<I• Com-rnción; y (ml m lodo cuo, rmittdn< qu< LI faculuJ rm rq¡Wn<nw lu 
rcstncctonn a b Llll' n nclus1u del Congrno y no del Ptn..Jrntt. 
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Primero, 110 hay dispo.<irió11 h·ga/ 1¡11c reglamente. Es un criterio extendido en la 

doctrina y la jurisprudencia, que la íacultad reglamentaria del Presidente derivada del Art. 

89, fracción I, de la CPEUM, 11ccr.rnri11mc11tc se impone por facultades explicitas o 

implícitas que se precisan en la ley, siendo únicamente esa zona donde pueden y deben 

expedirse reglamentos que pro\'can a la exacta observancia de aquélla y que, por ello, 

compartan además su obligatoriedad."' 

En el caso del RPRI, en su parte inicial o "Considerando" se expone que su 

expedición se justifica a partir de dos instrumentos: (i) la CRCTPO; y (ii) los Arts. 2', 4' y 

14 de la Ley Federal de Educación. Analicemos en lo conducente cada uno de ellos. 

Con relación a la CRCTPO, 1l0demos afinnar que, atendiendo al principio de 

rcscr\'a de ley para el desarrollo de la restricción de los derechos fundamentales, 

correspondía en todo caso reglamentarla al legislador ordinario y no al Ejecutivo Federal. 

Por lo tanto, la CRCTPO no podía scr\'ir de fundamento para la expedición del RPRI, dado 

que este último define restricciones a la LDP. 

Por lo que toca a los Arts. 2', 4' y 14 de la Ley Federal de Educación, éstos fueron 

derogados junto con el resto de dicha ley, por el Art. Segundo Transitorio del decreto por el 

que se expidió la \'igente Ley General de Educación. Ahora bien, de acuerdo al Art. 

Tercero Transitorio del mismo decreto,"' es posible considerar que la vigencia del RPRJ 

fue sostenida tácitamente por el legislador ordinario, por no pugnar con la legislación 

\'igente.2"' Por ello, se hace nec<'Sario entonces (i) conocer el contenido de los Arts. 2', 4° y 

14 de la l.ey Federal de Educación para determinar si su contenido se trasladó a la vigente 

"' l'1d t1 '°'" d< JWnpllld<nei> 21JJ.47,<ll, S<¡;und¡ S.t1 de (¡ SCJN, hrte 11, Sq>lic:mbn: de 199S, 
pis.293, lllbro: f'aculrad r.-¡:laM<nlana Sw lim11rs; y t. iesu de JwUrni.Jenci• l.Jo.AJl2S, del Tertn 
Tnburul Colegiado l"n Miilc'n.1 Adnumstnti\·;a del Prima CttCUllo, Ocu,·a t:poc.1 dd SJ..-, P&rlt VJl.fMro. 
f'ig. 83, ruhro: Rt"glamt'1'l<•s aJrrunutralwo S'WJ lim1tt's. 

:~ 1>1cc dicho rrruplo .... H Ju.poSlCIOOC'1 OOrtNll\'1$ tkrt\·adas dt lu k)n meociomda.1 en el Ania&lo 
iCgundo anlenor (cnUt cllis 1J Ley i'"tdcr-al de F..ducac.ón) se s.rguirín aphcando en lo que no se opoaclll l la 
rrrstntc {.(')'. tus.u en Unh> lis 1u1ondadcs rduc.auns con~ Clpid&n 1J nonnauvidad 1 que H rtíllrft 
tst.1 lc)"•. 

"' l'1d 111esis ... 1adl P.XX/96, Pleno, No\'COI Ero<• del SJF )' "'Gac<U, IOmo 111, Morro de 1996. .... 
46-i, ruhro: R~lamt"nloJ El ltgiJlador t'Jld /11n.ltado para 1UJ1lt'1tn traruirona.~ 111 ~ M 
cuando la/~· qut' dt"ldllabtln #11,bitu• Jklo dnogdda o abrogoJ.a. 
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Ley General de Educación; y por consecuencia, (ii) dilucidar si las disposiciones del RPRI 

pugnan con esta úllima. 

Pues bien, los Arts. 41" y 14m de la Ley Federal de Educación expresaban, una 

regla para la aplicación de la misma por parte de las diversas csíeras de gobierno, y la 

focultad para que el Ejcculivo Federal expidiera los reglamentos necesarios para su 

aplicación, rcspcclivamcnte, sin que se trasladar.in a la Ley General de Educación.m 

En el caso del Art. 2º de la Ley Federal de Educación/" éste no sólo pennaneció 

intacto en la Ley General de Educación, sino que se le adicionaron dos párrafos que lo 

complementan."" Ello se explica porque en arnhos dispositivos, en su respectiva 

oportunidad, el legislador ordinario estableció principios sobre el modo de ser de la 

educación en México. 

l lacicndo a un lado los Arts. 4° y 14 de la Ley Federal de Educación, dado que eran 

de tipo íom1al, el \'crdadcramcntc relevante era el Art. 2' que, como hemos visto, se 

trasladó y pcrícccionó en la Ley General de Educación. Es entonces irrelevante la 

abrogación de la Ley Fcdcml de Educación. Pero ello no es suficiente para salvar la 

constitucionalidad del RPRI, puesto que el mismo pugnaba con la CPEUM desde el 

momento de su expedición. 

:tt l>ccia rstr pr«~lo: "L.a aphc.ación de nta ley cont'S('OOdc a l.u autorkbdn de l.a Fcdrnción. de 101 
Est.ados y de los Municipios., en los 1émun°' qut" L1. nuwn.i l'lllhkt-e y rn lo qur rrn·ran sw reglamentos". 

1'l l>n:hi nlc pr('('tplo "'El Poder l'.jn:Ull\'O rrJcul nrc.Jul len rrgl.amrntos nrccu.nos para la 
1pllc.11c1ón Je ni.a ky ... 

:-ti Ello es cntcnd1ble po1quc "se 1Nhn en conJWllO la Ley Cknctal de hluc1Ción. .e puede apff'(i.ar que 
en ella sub)71CC d prop.''11tu de J(1.('rotuhz.1r U nulrria tduc1tl\'l 
~ IX-Ci.a dicho precepto .. l..a rducanón c1 mNt<> íund.Jmrnt.tl ('111 a~unu, t11nsnu1a y acr«tlJUr la 

cuhun; es proceso rerm.mmte que conu1bu)t' al dcsurollo del md1ndoo y a b tnrufonmclÓn de la 
soc1C'\lJd, y rs f.actoc dett'ftlun1n1r p.au 11 adqumc1ón Je conoc111ucn101 y p.111 fonnu al hombre de ma.ncra 
que lrngii KnUdo de whdu1did wc111". 

:t' Uicr ntc prrtqtlo "'ToJo 1nihuJuo lame" dnC"Cho 1 m:1bu tducacWn y, ror lo linio, lodos lol 
lubttJntC"s Jd f\IÍ' llC'flt'n lu nuuTU\ t'f":"run1diJM dc: ac'no aJ i&llcm.J t"Jucau,·o nacKlnll ron sólo 
uU\facer lo' 1rqum101 qur til.1.bk1c1n lu J1qt01ic1onn gcnculn aphcabln 

La Nucac1ón rs m:J10 funJamt'nlal p.au adquuu, uanunillr y acucmw la cultura, ts proceso 
pcrm.ulC'nlc que contnOO)'t' al dn.anullo del 1nd1nduo y a lt ua.nsfomlaCIÓn dr la MXtcdad. y n factor 
Jc1cmurunlr para b adqu11K10o Je- concw:muenlO\ y p.ara formar al hocMfc de m&nt'fl que ltap K'nlido de 
wluhnd.ad K1CL11. 

En el procCM> t'°dul;.auvo drlxd a\.C'gwanc la panKtS"Caón acuva del tducando, ntllB.llando Al iniciahVI 
y su K'nlido dt rcsronub1hJ1d s.ocul pa11 ak.aru.u los fines a que K rrfictr el Art . .,..., 
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En erecto, como ya se habrá apreciado, el Art. 2• de la abrogada Ley Federal de 

Educación estableció """ tlcc/11r11ció11 gt•11rral. que na tirnr 11ada que '"' con la l.DP, ni 

mucho menos tlesarro/111 re.Jlricciót1 alg11na e11 .s11 contra. Aprovechando la amplitud 

propia de lodo principio, el Ejecutivo Federal quiso desprender de él la imposición de 

trabas a la libre circulación de impresos, sin que ello pasara por la mente del legislador 

ordinario. En pocas palabras, cl l'rcsidcnlc desbordó su facultad rcglamcnlaria. 

Aunado a lo anterior, cabe reiterar la precisión rcali1.ada con relación a la CRCTPO 

lineas arriba: la facultad para desarrollar restricciones a derechos íundamcntales es 

exclusiva del legislador ordinario. 

Segundo, la ComiJión Calificadorn es una ardoriJad espuria)' sw actos carecen Je 

ba.H' h•ga/. De lo anterior también se desprende que los actos que desarrolla la Comisión 

Calificadora (imposición de sanciones, de obligaciones administrativas, expedición de 

acuerdos, ele.), siempre que impliquen una arectación a los particulares, son 

inconstitucionales e ilegales. 

En erecto, si el legislador no previno el desarrollo de las restricciones materia del 

RPRI, menos aún estableció una autoridad que vigilara su cumplimiento. De nuevo el 

Ejecutivo Federal desbordó su facultad reglamentaria y violó el principio de división de 

poderes en perjuicio de los particulares."' 

11. m:SARROl.l.O m: 1.AS R•:sTRICCIONt:s" l.A l.DP 

t'.N l'ARTICUl.AR 

Con base en la sistemati1.ación de las restricciones expuesto con anterioridad, a 

continuación nos rekriremos al desarrollo de dichas restricciones fijado por el legislador 

mexicano. De ese modo, el orden de nuestra exposición scnl el siguiente: en ru,;n del 

~ En ese 1-enudo, r~ult.1 aphcablc a rontnmo uftJv la tctll de la Segunda Sala dr la SCJN. SJF. 111 
l'nmm l'u1C, pig. 277, rubro: f.,,.../raJ ni:l• .. ..,.rana. loe~ la CMJ<IÓll « a"""1dada y la 
tlrttrn1111ac1011 dt /41 qut' tJpA"iftro•Ntlt' t"/trritard11 las /an.lwda COlttt.!ulaJ. 
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interés y seguridad nacional (11.1 ), atendiendo al interés social (11.2), y para la protección de 

la persona humana (11.3). 

Dado que este desarrollo es variado, puesto que involucra por igual figuras de 

derecho penal, civil y administrati\'o, advertimos que el alcance de nuestro análisis es 

modesto, por lo que en la mayor parte de los ca."1S nos limitaremos a mencionar las nonnas 

correspondientes y en ocasiones, de ser pertinente, haremos algunos comentarios críticos 

adicionales. 

11.1.· Rntrirdonc• rn llHón drl lntrrk \' ~guridad Nadonalrs 

De acuerdo a la redacción de los Tratados Internacionales, se hace una distinción entre 

ug11ridatl 1raciorwl y el ortlcn p1íhlico. A continuación nos referiremos a cada una de estas 

nociones (11.1.I y 11.1.2, respecti\'amente), a fin de esclarecer la vigencia de esta 

diferenciación en el Derecho mexicano. 

11.1.1.- l.a S~urldad Nadonal 

La expresión Jeg11ritlad nacional ha sido aplicada a gran variedad de situaciones y 

problemas, lo que dificulta enom1cmente su precisión en el ámbito jurídico. Creemos que 

se trata de un concepto -al menos en principio- ajeno al Derecho mexicano, que no 

obstante su uso frecuente, carece de un objeto claro y definible, por lo que suele traslaparse 

con otras figuras ya establecidas y que por lo tanto, a pesar de estar pre•·isto en los Tratados 

lntcmacionalcs, no constituye una restricción a la LDP. Para confimiar estas 

aseveraciones, en primer t~m1ino tratarcn1os de identificar un concepto de seguridad 

nacional (ll.1.1.1 ), luego, anali7.arcmos su aparición en el orden juridico nacional (ll.1.1.2), 

a fin de estar en condiciones de dctcnninar si se trata de una restricción al derecho 

fundamental materia de este trabajo (11.1.1.3). 

13S 
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//,/,/,/,. Conupto 

Los Tratados Internacionales mencionan la posibilidad de restringir la LDP a fin de 

asegurar "la protección de la seguridad nacional". De este modo, se hace necesario, 

discernir un concepto de «•g11rid11d 11acio11a/ que a su vez nos permita ubicar su aplicación 

dentro del contexto juridico mexicano. 

Desde el punto de vista de la Ciencia Política, la Sociología y la Administración 

Pública, existe un debate sobre la definición de lo que debe ser la seguridad nacional. 197 

En primer tém1ino, se estableció un concepto tradicional compuesto de tres elementos: (i) el 

f:Statlo es el agente que proporciona seguridad a la colectividad, la nación o la sociedad, (ii) 

su propósito es la protección de los "legítimos intereses nacionales" y (iii) se considera que 

las amenazas a los intereses nacionales emanan de acciones y políticas de otros Estados 

que, por su parte, están actuando para proteger lo que consideran como sus propios 

intereses legítimos. De ese modo, "una nación está segura cuando su gobierno tiene el 

suficiente poder y capacidad militar para impedir el ataque de otros estados a sus legítimos 

intereses y, en caso de ser atacada, para defenderlos por medio de la guerra". 291 

Con las tmnsfonnaciones mundiales de los últimos 30 ru)os (el ocaso del 

colonialismo, la decreciente efectividad de la fucru militar, la integración e 

interdependencia económica y social, el colapso del socialismo real en Europa del Este, 

cte.), se hi10 necesario refom1ular el concepto de seguridad nacional en busca de uno mis 

amplio, que trascienda los problemas tradicionales de defensa militar o seguridad interna e 

incluya el dcsanollo, el progreso social, la defensa Je los derechos humanos y la protección 

1'
1 

Sobre e1.1e tmu u-~ consultar a: AGUA YO QttlJ.AllA. Sergio, El .·fl, E" BuJca ¿,la MpriJaJ 
PrrJ1da Aprt>t11rUJC10lftJ a fo .~nJad N«10MI Alcuca111J, Siglo \'cmhWlO l:J1torn. MtxKo. 1990; 
A<illA YO Qllf.J.AllA, Sergio, ft Al, IAJ &pridadt'J "" AllJK-o )' f..JhJJos Vr11Jo1 "" 1111 MOM~11to J, 
Tm11J1ndlf, Siglo VC"111Uuno f.J1torr'l, Mturo, 1997, WAtoPlllU:WD., Ekocl. Et Al, &prúloJ NOC'IOlkJ/, 
en Rc\·l1.u Je Adnuruuraoón PUbhca, No. 98, lruunuo Nactoo1I dr Adnunnuac.00 Nbhca., Mb.ico, 1991; 
Al HiRE RAUll l-o\, RaUl, Et .'41, l.01 ~~tc101 Jr /fttrl1gnte14J rtt rl NMnu Slglo, na Rc\'ista de 
Adnunu;tr;món Pühlu:•. No. 98, lmtJtuto Natton.al de Adnurultractón PUbhca, MhKO, Apto de l 999; y 
Srg1md1Jd Nm:wn1JI .r O¡muán l'WbJmi, Instituto Nactona! de AdmiouuacWn PUblKA, Mt:uco, .?000. 

"' ROCK"Hl, R1d1.1rd y MC1'S, Ri<hard, La R'°""'f'h'OIWOO. J, la 5'-pnd.JJ. k• C.,_,,larlo so/JI< 
la /to't'.stigaciJn, tn AGUA YO QUT.1.Afl\, Sergio, fJ .• l., & 8wsC"d M Id 5'-gMnJad Pm/ula. ApnuilttocltMn a 

))6 



al ambiente. Asl pues, se ha ideado un nuevo concepto que en mayor o menor medida 

resuelve estas exigencias, concibiendo a la seguridad nacional como la "condición 

permanente de la libertad, paz y justicia social que dentro de un marco institucional y de 

derecho. procuran los poderes de la Federación. En el ámbito interno mediante acciones 

políticas, sociales, económicas y militares tendientes a equilibrar dinámicamente las 

aspiraciones y los intereses de los diversos sectores de la población y del propio pais. En el 

ámbito internacional, salvaguardando la integridad territorial y ejerciendo la soberanía y la 

independencia"."" 

Como pude advertirse, el centro de estas considt:r.1ciones estriba en el objeto mismo 

de la seguridad, puesto 1¡ue se hace una diferenciación entre nación y Estado. En efecto, la 

pretensión de los autores antes citados, es discernir la seguridad del Estado respecto de la 

seguridad nacional, refiriéndose el primero al gobierno nacional mientras que la segunda a 

SU JOCÚ.."'tfm/. 

Sin embargo, desde el punto de vista del Derecho, esta consideración es inexacta y 

la discrepancia nace desde el propio concepto de F.Jtado. Kelscn señaló desde hace mucho 

tiempo que una definición este ténnino "resulta muy dificil, dada la multiplicidad de los 

objetos que el tcnnino comlinmente designa ... con gran frecuencia el \•ocablo es también 

empicado en un sentido mucho más restringido, para designar un determinado órgano de la 

sociedad --el gobierno, por ejemplo ... " De ese modo, a partir del enfoque de nuestra 

materia. el Estado se concibe como "la comunidad creada por un orden jurídico 

nacional":"" l'or lo tanto, dado que el Estado comprende a la comunidad-socieJad, la 

sc¡;11ridad nacional es en realidad la Jr¡:11ridad del Estado, ruón por la cual en contextos 

juridicos es preferible este mcablo y se refiere "a todos aquellos programas, meJidas e 

instrumentos que cierto Estado adopta para defender a sus órganos suprcnlos de una (sic) 

eventual derrocamiento violento por un movimiento subvcrsi\"O o por una agresión 

cxlcma".)01 

la ~llrtdad Naciottal J.fr.Jtro11a, Op Cu, floigi. 44 y <45. 
:- \'1-<1A GAkdA, Gcnrdo c. R-. c1t1Jo por AOUAYO QulZAD"' SnslO., l.oJ UWJ. Abs.JOJ ;r Rntn d~"' 

&g1111Jad Nanonal Att:UC'OM. 1946-1990, rn IMJr•, p.ig. 121. 
'"KU1'L~. lbns, Troria '"'""/ J<l IJ<rrcJw )' ot./ fatoJo, Op Ca, r's 21S. 
"' 0Rotrn il>.NRIQl1u. J...U. •= St¡¡wnJaJ Noc.,,.,¡_ ni Drrrro.ano J•riJ= Mwca.,,, T01TO •p.z•, 



Sin afán de introducimos en un dcbalc que por mucho rebasa el propósilo de este 

trabajo, debemos enfatizar esta discrepancia porque creemos que ha originado una 

confusión sobre la detem1inación de la noción de scg11ridad nacional. Por ejemplo, el 

Centro de ln\'esligación y Seguridad Nacional, órgano desconcenlrado de la Secretaría de 

Gobernación, ha planteado su propia definición de seguridad nacional enlendiéndola como 

"la condición imprescindible para el desarrollo integral del pais, basada en la preservación 

de la soberanía e independencia nacionales, el mantenimiento del orden constitucional, la 

prolccción de los derechos de sus habitanles y la defensa de su territorio"; asimismo, en su 

ogt•111Ja tlt• .«·g11ridt1tl nacional fija los lemas sobre los que investiga. procesa y difunde 

infonnación, señalando cnlrc otros al narcotráfico, grupos subversivos y organizaciones 

afines, crimen organi1.1do, inseguridad publica, corrupción, terrorismo internacional, 

proliferación annamcntista, ingobemahilidad, cslahilidad económica. desigualdad social, 

inestabilidad regional. dcmograíla, encrgia. ecología, salud, desarrollo equilibrado, 

alimentación, educación y recursos naturales.'°' 

Un conccplo de este alcance y magnitud llega a traslaparse con diversas nociones, lo 

que lleva a cuestionamos, en lo que a nuestro estudio concierne, si se trala de una 

restricción a la LDP. En efecto, tal como lo \'eremos con posterioridad, el orden y paz 

publicas comprenden aquellos asuntos rclati\'os a la seguridad pública, el crimen 

organi1.ado, la salud publica, cte. Por otro lado, no se concibe ru.ón alguna que justifique 

restricciones a esta libertad dcri\·adas del uso racional de los recursos naturales, la 

preservación del medio ambicnlc o la alimentación. El análisis de esta figura dentro del 

orden juridico nacional nos ayudará a clarificar el problema. 

11.1.1.1.- Concrrdón r11 r/ Drud10 Mtxlco110 

l..a CPEUM es totalmente omisa en el uso de la expresión s<"glU'idad nacional.>'» 

Ello es explicable puesto que esta noción es de cuño reciente. 

111-UNAM y ronU.1, Mhi<.o, t998, l'il· 2886. 
=~Cfr. http'/,..,,...,. .. cUrn gob.m.v'btml'~-Kgna hun 

Ad\"<rlnros que: <n <SIC run•o dl\"<flUOO$ dd runto de ,.¡ ... dd Tnbunit Pleno .. la SCSN, qu< .. la 
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La expresión seguridad nacional apareció por primera \'CZ en la regulación interna 

medcana hacia el afto de 1973, dentro del Reglamento Interior de la Secretaria de 

Gobernación, al asignar a la entonces Dirección Federal de Seguridad, entre otras 

funciones, la de "anali1.ar e informar de hechos relacionados con la seguridad de la 

nación".'°' 

Actualmente, no existe una norn1a o criterio jurisdiccional que explique el concepto 

de seguridad nacional. Sin embargo, 15 leyes de !ndole administrati\'o hacen referencia a 

él.Jo! aplicado a diversas situacioncs,l06 ninguna de las cuales implican restricción a la LDP. 

C'Jccutom 3137/VS, mfic:rr lmnL1nlcs al dcrtcho a 11 mfonnac1ón respttlo 1 l.1 K"gunJJJ n.tciorul, a p.irtir de 
"aqudlu nonn.u que por un lado, hnutan el acccw a la información c:n na nu.tC'rta, ror r11ón de que su 
conocinucnlo pUbhco purdc generar dañm 1 los mtcrel.('I gcncraks del p¡i1, )' ror olio lado, aquéllas que 
uncmrun la mobK"l'\'1nc11 de es.a. r~·a". El 1u11cn10 de tsW c1.crpcmnt1 l.u ubica b Conr en los 
prC'C'q¡lo!i coruUllKIOl\Jlrs que sccún clb, "'otorga.o obhg1noRC1 y 1u1bucume1 al Esbdo pan nunlentr el 
orden pühhco y b1 s.rgw1d.li.I ruicwn.al": An1_ 29, en 1tb.c1ón con b swpcmtón de g.¡nnti.u ind1\·idualn; 73, 
íra¡;cmnet XII 1 XV y XXI. en lo tocante a lu facultaJcs dd Congrcw de la Unión ~ra drcbn.r b gurrra. 
or~imur reglamcnunanirnte 11 Gu11Jl1 N1cion.il )' csubkcer los ckhlo' y íalt.u contra b Federación; 76, 
fricciones 11 al\', rcsp«to 1 la po1es11d dd St-tuJo ~ra uuficu d nomb11nurnto dd Procuudor Genrr1l de 
la Repúbhc..11 y dcmh miembros pohd&eos y 1ulon1.ar al Prrs1Jm1c para dtspoOC"r rn cienos casos de la 
Ciw.1d1.a Nac101UI, 89, írucionc-s IV a VIII, en lo qUC" conripondc 1 las facuhaJcs del Prcs1dcnle ~rl 
nomhrar a lm, nuemhrm policiacos, ui con., dt"Clarar b gunn ro nombre del p.lis; y 118, ír1\c1ón 111, en lo 
rrl.U1m 1 la oblig1c1ón de lu c-ntkhlk1 írtktatn·u Je du cucnll al Prnidcnlc en caros de im·asión o de 
f.'.t1J.lqu1e1 acto que ponga rn pc:hgrn o confüclo a )1 wcicJ..d. Cotm M: notl, la SCJN desprende restncc1oncs 
JonJe no lu. lay, uhhuni.lo rr«rplo1 rn los que s1"1'1klTlt'nlc M: rt'gulan d1\enos upcc101 de un nu.smo 
uunto. d orJen y JUZ públicos, un que s.c rstf hahl.ando de Kgund.ad nactonal. Cfr EJ«ulon.a del An~ro ta 
Rt\1~10n 3137/98, promonJo ror llruno F. \'dlar.rOOr, ttsUC"ho por ti Pkno de U SCJN ti 2 de J1c1emb1c de 
ICN9, Ponenlr Ju.an l>U.z Romrrn, rn· SCJN, 1:1 lkr«leo a la lttfo""4nó,,, Scnr lkbalM, Pltno, Mélico, 
l~p.ig• 109 y 1 to 

Ac;UA\"OQ\11.1.AIJA, S<:rg10, f.JJJ (/soJ, A/luws )' Rr11n dt la Sq:11rrJad i\'acumal At.-11cana. 1946-1990, 
Op C.t, p.ig llS. 

'IO' & lr11J de b Uy Adu1ncra {An 176, fr1cc10n 11), 1.cy de Anopü('rtos (An~. 11, ír1cc10n VIII, SJ y 
77). 1-<y de lo• S"1<m11 Je Aho1To !""ti l!clllo (Art 62). 1 cy O.garu<1 Je: b ArmadJ dc Mélico (Aru. 
121. íricc1ón 111, y 27), lt'y de Anación C1nl {Aru. 37 y 83). l~y Je C'onrreto Ei.tenot (Art IS y 16, 
ímcoón VI). ley F<dc11t de l>cm:hos (Art 2JJ. fnmón VI), ley Gm<ral del Equohbno I:<ológoco y 
1'101t"Cc1ón al Amh1rn1r (An 1~9 lhs 4), Ley Rrglanrnw11 del Stn·1cio •·tnovWio (An. 56), l.c')' de 
'"""'º" El111n¡m (Art JO). 1-<)' Gcn<nt d< Pobl>eión (An. 116). 1-<y folmt dc Procedimimto 
Adnumstntoo (Ar1 33), I (')'de b Ptopl<'dad lnJuitrial (An. 77), l~y Jtl Rtg1uro Nac1on1I Je \'thkulot 
(Art. 2S) y l.<)' F<dcnl Je Tdc:com1rucacoon<1 (Art• B. fnmón 11. SS y 66) 

n Como (1) m~1mr1110 o rcstricck\n pu1 umoducctóo o ulidA &: rrrtcaodu por las ítonkru, (1i) 
tnq\C'Jmrnlo p.111 olorgamiento de: concntones 1Jnunu.U1l1\'ll, o btcn para su JCJC.alc O rmdafic.ación. (iai) 
cauul dt rn¡uua .adnumunun, (1\·) ucqw:tón p.1ir1 la pntac.Gn gratu1t1 dt un MTYK'to pübbco o dc un.a 
tonc<11ón, (v) lmbito con~l<ncul Je: tu 1u1ood>dc1. (Vl) lll"f'<dunmto pora ""'"IJ'Crón de invmióa 
C'ltrlnJCD, (\·ti) c.aus¡J de UJ'IUl.Uón dc-füutin dt ntranjtnn,. (riu) c.-us.al rara la concnión dt hcmcias de 
uhhd.od pUbh<1 en matcna de pro¡11edod tndu•ttu~ (1\) fon de dctmntnados 11e1os edmint>lr11tvoo y (1) 



Ahora bien, el único ordcnamicnlo que define algunos supuestos de los que se 

infiere un significado al concepto de srg11ridad nacional, lo enconiramos en la legislación 

penal federal, al cslablcccr en el Libro Segundo, Titulo Primero del código correspondiente, 

los dcnom111ados ddi1os co111m 111 srg11ridad de la nación (traición a la palria, rebelión 

molin, lcrrnrismo, ele.), en los que prolcgc por igual la seguridad externa como la interna 

del Eslado y que en nuestra opinión, se refiere propiamente a la preservación del orden 

público que más adclanlc tralarcmos. 

/1.1. J.J.- la "Stgurldad Nadonal" .-01110 Rtstrlcclón 11 /11 LDP 

Creemos que en tanlo el Derecho mexicano (legislación, jurisprudeucia y doctrina) 

no apor1en una definición clara y asequible de seguridad nacional, el objeto que se ha dado 

por asiguarlc en realidad está cubicno por el conceplo de orden público, como más adelanlc 

explicaremos. Esla inconsislcncia conccplual nos lleva a la convicción de que en la 

pr:lclica, la .<<"g1mrl11rl 1111cio1111/ no conslituyc restricción alguna a la LDP en nuestro pals, a 

pesar de que está prc\·isla en los Tra1ados lnlcmacionales. 

11.1.2.- El Orden l'úblko 

Los Tratados lnlemacionalcs disponen como restricción a la IDP la protección al 

orrl<"11 p1il>llco. Por la íom1a en que se ha establecido esta restricción en el texlo de la 

Cl'EUM. creemos que es cquivalcnle a lapa: pú/Jlim. A continuación nos referiremos a la 

escurridi1a noción de ord,•n pú/>lico (11.1.2. I ). Juego, explicaremos su adopción por el texto 

conslilucional como restricción objelo de nuestro estudio (11.1.2.2), y finalmcnlc, 

delallaremos su desarrollo en la legislación (11.1.2.3). 

/l. J.]. J.- Conupto dt Ordt11 p,¡¡,¡i(o 

Como lodas las restricciones objeto de nuestro estudio, la dctcnninación del 

conccplo de or.frn púhbro cnlrar\a dificuhadcs técnicas, relacionadas con variables 

restticctÓn 11 dn«ho de 1cccw a 1nformac.on mpardad.a en archiros públicos.. 
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polilicas y administrativas de gran divcrsidad.io1 Ello se debe en buena pane por la 

amplitud de uno de sus componentes: lo ¡níb/ico. A fin de aclarar este concepto, O. 

Ranclleti estima que se empica en primer lugar para referirse a "la relación existente entre 

un lugar, una cosa, una acción, cte., y una dctcm1inada colccti\"idad, es decir, de una 

relación entre dichos elementos y un público en el que se prescinde de la condición 

especifica de cada miembro del mismo ... una generalidad abstracta". JO! 

En segundo lugar, este adjetivo se empica para referirse al conjunto de principios en 

que se apoya el Estado en su organización política y social. "Principios que el Estndo 

considera necesario garanti1.ar para hacer posible la existencia misma, seguridad y 

desarrollo normal de las instituciones básicas de la sociedad ... CU}U respeto se considera 

imprescindible para los intereses comunes, fundamentales para la vida y desarrollo de un 

dctcnninado pais ... Lo público seria la justificación misma del Estado".'"" 

En ese tenor, Rolando Tamayo y Salmorán proporciona dos acepciones de orilen 

p1íb/ico: primero, en sentido general, "designa el estado de coexistencia pacifica entre los 

miembros Je una comunidad"; mientras que, segundo. en un sentido mis técnico. se refiere 

"al conjunto de instituciones jurídicas que identifican o distinguen el derecho de una 

comunidad; principios, normas e instituciones que no puc<lcn ser alteradas ni por la 

\"oluntad de los indi\"iduos (no está bajo el imperio de la 'autonomia de la voluntad') ni por 

la aplicación del derecho extranjero"'. Y más adelante señala este autor que "las propias 

disposiciones legislativas se declaran, expresamente, de orden publico; en otras, 

corresponde justamente a los tribunales dctenninar si en detcmünadas circunstancias, un 

acto es contrario al onlcn público nacional"-"º Nos adherimos a esta doble concepción, 

atento a que la primera connotación se subsume en la segunda. 

~· t.ori 1 AYl10N, ScrgK>. f.J (),.=Ao a '4 /nfonnacrón, Op Ot, pág. t 95 
\{• R.ANI UJ.11, O., ciudo por CAlt<> DI: l..A VIGA. Antoruo. Lo PWblK'O romó S"f'WJ'º CotUhtwk>MI, IU­

UNA~I. Mcxico, 1997, pig 15l. 
""/J,. .. 
'

1º TAMA''º" SAl.MORAN, Rol.lodo, \'tll.: OrJn. 1-Wbbro, cuº'"'º"ª"º JuriJ.co .tlo.K1V10, Op. Cu. 
Tomo ·r.z·, ri&•· 2279 y 2280. 
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Ya en lo refcrcnle a los derechos íundarnenlalcs, Grcgorio reces-Barba explica que 

el ortle11 p1iblico "consisle en la limilación de un derecho por razones de lranquilidad, 

seguridad o salubridad pública". Y acola que "debe asegurar la certeza del orden jurídico, 

con los límilcs de lo licilo y con los derechos y deberes de cada uno, el respclo del Derecho 

por gobemanlcs y gohemados, la jerarquía de las normas y la cxislcncia de un 

proccdimicnlo que regule el cambio lcgislalivo ... ". En olras palabras, el orden público 

lienc que concebirse como "un camino para la eíec1i1'3 rcali1.ación de olras libertades". De 

ese modo, csle aulor eslahlecc 4 condiciones para asegurar que esla reslricción no se exceda 

en la regulación de las libertades públicas haciéndolas ilusorias:rn 

1. Que la organi1.ación general del pais de que se lrale sea una democracia. 

2. Los lfmiles de los derechos íundamcnlales ror molivos de orden público deben 

ser dclinidos por fa ley (como los rcslanles limiles). 

3. La compclcncia de las autoridades administrativas y especialmente de las 

autoridades encargadas de la seguridad y de la policia, está, en este campo, 

acotada y limilada por las leyes. Las reglamentaciones generales que 

desarrollen el régimen lcgislatirn de las libertades estará sometido a conlrol de 

los tribunales, y los actos administrativos concretos que sean limilativos de 

derechos subjetivos íundarncntalcs tcndr:in que ser motivados y necesariamente 

sujclos a control judicial. 

4. Asimismo, para justilicarse una medida de policía que limilc un derecho 

íundamental por razones de ordt·n público tendría que ser, siguiendo a Gcorges 

Burdcau, necesaria, clicaz y razonable o proporcionada al desorden que se 

pretende evitar. No cabe la arbitrariedad. l.a medida, aparte de su sujeción a la 

ley, debe justilicarsc por su necesidad (no ser caprichosa), por su clicxia (que 

cvilc realmente el desorden) y por su racionalidad (que sca adecuada y 

proporcionada para evitar el desorden). lll 

111 Prn.s-U.\RllA MARTt"ilJ .. Grcgcwiu, Otrt'dos fwnJa,,.~11tiJ/('J. / Tt'Oria CH"t«Tal, q, Cu, pigi. 1"6 y 
147 

UJ En cu OU\01' lux.a MÚ lt fC"StrK'ctón rn C'J.\O de clror aru/ prt.Jtrcl darcr« clabondo por la 
JWHprudcncu nonc11ra1.:ana. coo rtlxtón a la hbc-11.ad de: nprnlÓCI y pmsa. al afmmnc aa ddta 
rc-wluc1ón que .. la cunhón. rn cada ca.s.o, n dctnmanu 11 1u ("labras w.adas povocu un pcb¡ro clan> y 
pttK'nlt que producirá lol m1ln W\Un;ukt que el Conirno ttmC dnecho 1 pt't-mu. F.s una cunbÓe de 
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11.1.1.1.· El Ordl'n Público rn la Cl'EU/lf 

Ahora bien, recordemos que la CPEUM, al fijar como restricción a la LDP la noción 

de orden prib/ico, menciona en el An. 6" que ésta no será objeto de ninguna inquisición 

sino en el caso de pert11rlNJrió11m a dicho orden, mientras que en el An. 7", impone como 

limile el respelo a la paz p1il>liet1. Esta redacción nos lleva a la convicción de que en el 

primer anlculo, la CPEUM fija el significado referido a los principios rC.Jguarclados por el 

Estaclo, mientras que en el segundo, se trata de la coexiste11cia pacífica c111rc los miembros 

ele 1111a com1111it/acl y más específicamente, la scguriilacl del Eswclo. 

Por otro lado, el An. 130 de la CPEUM establece otra restricción al derecho 

fundamental estudiado vinculada directamente a la segunda acepción de orden público 

mencionada, es decir postula como principio la subordinación de la Iglesia al poder civil, 

negándole su intervención en el régimen polilico-"'·"' 

11.1.1.J •• Ot'sa"ol/o di' l'S/a Rl'strlcción l'n la 1.1'¡:/ilación Maico11a 

La via escogida por el legislador para reglamentar el orden público como restricción 

a la LDJ>, consiste en el establecimiento de ilicitos penales o delitos. y en algunos casos de 

infracciones administrativas. De ese modo hablaremos de los delitos regulados en la Ley 

de Imprenta (11.1.2.3.a). los delitos del Libro Segundo, Titulo Primero del CPF o delitos 

pro\lnud.tJ y Jco ~rado lu&nJo una ruciún r-1ti en gUC'fla, nuhu COU.t. que podrian ltf dKhu C'n UC'mpo de 
p.u, C'nlOJTIC'(C'n dt ul nu.r~n. w C"t.Íuc'f7o, tlut Clr'ft"Urlu no porJc K'f lOlcndo mitnUH baya hombrts 
comNhC'ndo, y mngUn tnhun.tl podlia con\ldcu1las protC"gulu JXM' mngUn OOn:ho comt1tucklNll." ScAt'nd 
I' l'n11,·,/ S1au1, HQ ll S 47, 39 SCI 247. bl l. Ed 470 (19191. en l.<x."Ktt.,kl, W1llwn. El al, Op 01, 
pl~ .M7. 

111 l..a pabbra f""r1urfr..1r '1grufte1 "nmJUtar, trutonur el otdcn y conclttlo, o LI qulnud o el to11qo de 
algu o de 1lgu1tn'". \'oz l'"rwrhar en Rl.AI ArAl>IML\ E.o;.rAÑOl.A, Op C11, Tomo ""h'z00

, ri¡. 1~8S. [~ UI 
mndu que aphod& al su\t.tnll\u otd<n, su 1.·oru1otac11)n nttCU111mm1e "' \'UlC'UlA coa la klca di: Jf'J:"tldJJ o 
p.J: 

114 Cabe nrncwn.u quC' la Com11.1ún que tlahoto HIC' prt'<"qtlo buKó L"Stab&cctt una 11ruact(ln du.Untl a la 
conlcmplaJ.a n1 la Co1u111uc1ón de lf:~7. toJa Hl que (sUi $C' lututó a nt.ablttn la IC'J'&flC.ÓD nmc l¡lnu y 
Es.udo y dC'Jó a las agrur~nonn rtliitou.1 C"n hl-<rud de ptoi;unnC" ckmmlol de coniJ.tt para hacnkK 
nlcr en contri del gobmnn c1tabkc1do Cfr- CAS f A.NO, l.ut1, 11 Ri-li,1•nt l.cral ú Lr Pmuo "" M¿ui;o, 
Pomla, M(1Ko, 1962, l\ÍC 117. 

'" u "igm:11 d< e.U l<'Stnmón h.1 11.W confutn>da por t. S<gun.h S.t. el< t. SCJN m t. !<SIS que 
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pollticos (11.1.2.3.b), el delito de ultraje a las insignias nacionales (11.1.2.3.e), delito contra 

el consumo y la riqueza nacional (ll.1.2.3.d), infracciones aplicables a los ministros de los 

cultos (11.1.2.3.c), infracciones en materia de radio y televisión (ll.1.2.3.f) y por último, los 

ilicitos en materia clccloral (ll.1.2.3.g). 

11.J.2.3.a.- /Je/ito• de la/.")' de Imprenta 

La Ley de Imprenta regula diversas modalidades de la restricción relativa al orden 

público en 8 artlculos. En primer lugar, el Art. 3' de dicha Ley define las siguientes 

conductas delictuosas: 

Articulo 3. Constituye un ataque al orden o la paz pública: 
l. Toda manifestación o exposición maliciosa hecha públicamente por 

medio de discursos, gritos, cantos. amenu.as, manuscritos, o de la 
imprenta, dibujo, litografia, fotografia, cincmatógnifo, grabado o de 
cualquier otra manera, que tenga por objeto desprestigiar, ridiculizar o 
destruir las instituciones fundamentales del país; ccn los que se injuria a 
la Nación Mexicana, o a las Entidades Polilicas que la fonnan. 

ll. Toda manifestación o expn.-sión hecha públicamente por cualquiera de los 
medios que habla la fracción anterior, con la que se aconseje, excite o 
provoque directa o indirectamente al Ejército a la desobediencia, a la 
rebelión, a la dispersión de sus miembros, o a la falta de otro u otros de 
sus deberes; se aconseje, provoque o excite dircclamcnte al público en 
general a la anarquía, al molln. sedición o rebelión, o a la desobediencia 
de las leyes o de los mandatos legltimos de la autoridad; se injurie a las 
autoridades del pais con el objeto de atraer sobre ellas el odio, desprecio o 
ridículo; o con el mismo objeto se ataque a los cuerpos públicos 
colegiados, el Ejército o Guardia Nacional o a los miembros de aquéllos y 
éstas. con motivo Je sus funciones; se injurie a las naciones amigas. a los 
soberanos o Jefes de ellas o a sus legítimos r•'(lrcscntantcs en el pais; o se 
aconseje, excite o provoque a la Comisión de un delito dctcnninado. 

111. l..i publicación o propagación de nolicias falsas o adulter.Mlas sobre 
acontecimientos de actualid.1J, capaces de pcrtwbar la pu o la 
tranquilidad de la república o en alguna parte de ella, o de causar el alza o 
baja de los precios de las mercancías o de laslimar el caidito de la Nación 
o de algún Estado o Municipio, o de los bancos legalmente constituidos. 

IV. Toda publicación prohibida por la ley o por la auloridad por causa de 
interés público, o hecha antes de que la ley pctmita darla • conocer al 
público. 

1partce rn b Quinto Epo<a .!el SJF. tomo XI.V, pig. U, rubro: úbn>JJ cú ,..,.,.....,,, Vid &lu.!!..ll. 



Luego, los Arts. 4º, s•, 6º y 7" de la misma Ley aclaran o alcnúan algunas de las 

conduelas anleriorcs: 

Articulo 4. En los casos de los lres artículos que preceden, se considera maliciosa 
una manifcslación o expresión cuando por los lém1inos en que es1á concebida sea 
ofensi\'a, o cuando implique neccsariamcnle la inlcnción de ofender. 

Articulo S. No se considera maliciosa una manifeslación o expresión aunque sean 
ofcnsi\'os sus lérminos por su propia significación, en los casos de excepción que la 
ley cslahlczca exprcsamcnlc, y, (.<ir) además, cuando el acusado pruebe que los 
hechos impulados al quejoso son cicr1os, o que luvo 11101ivos fundados para 
considerarlos verdaderos y que los publicó con fines honcslos. 

Arliculo 6. En ningún caso podrá considerarse delic1uosa la crilica para un 
funcionario o empicado público si son ciertos los hechos en que se apoya, y si las 
apreciaciones que con moli\'o de ella se hacen son racionales y cslán moli\'adas por 
aquéllos, siempre que no se viertan frases o palabras injuriosas. 

Articulo 8. Se cnlicmlc que hay cxcilación a la anarquía cuando se aconseje o incile 
al robo, al ascsinalo, a la dcslrucción de los inmuebles por el uso de explosivos o se 
haga la apologfa de es1os defilos o de sus aulores, como medio de lograr la 
dcslrucción o la refom1a del orden social exislenle. 

Los Arts. 9º, fracciones IV, VI, VII, VIII, X y XII, y 10 imponen airas restricciones: 

Articulo 9. Queda prohibido: 

IV. Publicar lo que pase en diligencias o aclos que deban ser secrelos por 
mandalo de la ley o por disposición judicial; 

VI. Publicar los nombres de las persones que formen un jurado, el senlido en 
que aquéllas ha}"olll dado su \'Olo y las discusiones privadas que luviercn 
para fom1ular su vcrcdiclo; 

VII. Publicar los nombres de los soldados o gendam1cs que inlervengan en 
las ejecuciones capilaks; 

VIII. Publicar los nombres de los Jefes u Oficiales del Ejércilo o de la Am1ada 
y Cuerpos Auxiliares de Policia Rural, a quienes se encomiende una 
comisión secreta del scn·icio; 

X. Censurar a un miembro de un jurado popular por su \'Olo en el ejercicio 
de sus funciones; 
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XI. Publicar planos, infonncs o documenlos secrelos de la Secrclaria de 
Guerra y los acuerdos de ésla relalivos a movilización de tropas, cnvlos 
de pertrechos de guena y demás operaciones mililarcs, así como los 
documcnlos, acuerdos o inslrucciones de la Secretarias de Eslado, enlre 
lanlo no se publiquen en el Periódico Olicial de la Federación o en 
llolclines especiales de las mismas secrelarias; 

Articulo 1 O. La infracción de cualquiera de las prohibiciones que conliene el 
artículo anlerior, se casligará con mulla de cincucnla a quinienlos pesos y arresto 
que no bajará de un mes ni excederá de once. 

Finalmente, el Art. 33 de la Ley de Imprenta lija las sanciones correspondientes a 

los delitos definidos en el Art. 3". 

Articulo 33. Los alaques al orden o la paz pública se casligarán: 
l. Con arrcslo que no bajará de un mes o prisión que no excederá de un 

ano, en los casos de la fracción 1 del ru1iculo 3º. 
11. En los ca.<os de pro\'ocación a la comisión de un delito si la ejecución de 

este siguiere inmediatamente a dicha pro\'ocación, se castigará con la 
pena que la ley ser)ala para el dclilo cometido, considerando la 
publicidad como circunstancia agravante de cuarta clase. De lo 
conlrario, la pena no bajará de la quinla parte ni excederá de la mitad de 
la que correspondería si el delilo se hubiese consumado. 

111. Con una pena que no bajará de !res meses de arresto, ni excederá de dos 
anos de prisión, en los casos de injurias contra el Congreso de la Unión 
o alguna de las Cámaras, contra la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, conlra el Ejercito, la Annada o Guardia Nacional, o las 
inslituciones que de aquel y estas dcpcndan. 

IV. Con la pena de seis meses de ancslo al ano y medio de prisión y mulla 
de cien a mil pesos, cuando se trate de injurias al Presidente de la 
República en el acto de ejercer sus funciones o con moti\'O de ellas. 

V. Con la pena de tres meses de arreslo a un ano de prisión y multa de 
cincuenta a quinientos pesos, las injurias a los Secr<1arios del Despacho, 
al Procurador General de la República o a los directores de los 
depru1amcnlos federales, a los Gobernadores del Distrito Federal y 
Territorios Federales, en el arlo de ejercer sus funciooes o con tnoth·o 
de ellas, o a los Tribunales, legislaturas y Gobernadores de los Estados, 
a estos con motivo de sus funcion<'S. 

VI. Con arresto de uno a seis meses y mulla Je cincuenta a trescientos 
pesos, las injurias a un magistrado de la Suprema Corte, a un 
Magistrado de Circuito o del Distrito Federal o de los Estados, Juez de 
Dislrilo o del onkn cormin ya sea del Dislrilo Federal, de los Territorios 
o de los Estados, a un individuo del Poder Legislativo Federal o de los 
Eslados, o a un Grneral o Coronel, rn el aclo de ejercer sus funciones o 
con motivo de cll;is, o contra cualquier airo CUCfJlO público colegiado 
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distinto de los mencionados en las fracciones anteriores ya sean de la 
Federación o de los Estados. Si la injuria se \'erilicare en una sesión del 
Congreso o en una audiencia de un tribunal, o se hiciere a los Generales 
o Coroneles en una parada militar o estando al frente de sus fuer1.as, la 
pena será de dos meses de arresto a dos años de prisión y multa de 
doscientos a dos mil pesos. 

VII. Con arresto de quince días a tres meses y multa de veinticinco a 
doscientos pesos, al que injurie al que mande la fuer1.1 pública, a uno de 
sus agentes o de la autoridad, o a cualquiera otra persona que tenga 
carácter publico y no sea de las mencionadas en las cuatro fracciones 
anteriores, en el acto de ejercer sus funciones o con motivo de ellas. 

VIII. Con la pena de uno a once meses de arresto y multa de cincuenta a 
quinientos pesos, en los casos de injurias a las Naciones amigas, a los 
Jefes de ellas, o a sus representantes acreditados en el País. 

IX. Con una pena de dos meses de arresto a dos a1)os de prisión, en los casos 
de la fracción 111 del articulo 3'. 

Al respecto cabe hacer los siguientes comentarios: 

Primero, se trata de restricciones pcnnitidas tanto por los Tratados Internacionales. 

como por los Arts. 6' y 7" de la CPEUM. Recuérdese que dichos instrumentos dejan 

abierto al legislador para que delina taxativamente aquellas situaciones en las que se 

considere transgredido dicho orden. 

Segundo, en todos los casos previstos por el Art. 3º es condición indispensable la 

publicidad inherente a la conducta.'" 

Tercero. de conforrnidad con el Art. 20, fracción VI de la CPEUM, en aquellos 

casos que se utilice la prensa como medio para consumar el delito, los inculpados deben ser 

juzgados por un jurado-"" lll. H• 

m Et.le mleno tu nJo confunuJo rot 1.1 Pnnw:ra Sil.a de b SCJN en 111 "guu:ntri tcus· Qumu Epoca 
del Sff, tumo XXIX, f\li:: 755, rubto· .4taq11rJ al orJr11 y a lapa: ptibl11:a, )' QuanLI Época del SJF, 10010 

XLIV, p.ig is9, ruhrn .41Jque.t al,,,.¡,,. o a lapa: pMbhca. dt"lito de- J!1d AntWLllJ...12. rnpc-crnanw:nte. 
in Dice nlC' ptt'l.·cplo "'En todo prtxci.o de orden J"Cf"'l lcnJrj d inculpado W 11gutentn r:aranti&s ( .. ) 

\'l. ~rá JWgaJo en auJ1rncl11 püblica En lodo tuo Jf't"dJt¡w:gaJos por MllJMnJJ.:J /ot Jd,1ets co .. ~11doJ por 
mrJ10 di" Ja prrrua CO'ltnr .-/ orJ'°n fUblico o la Jt'fl'ndaJ ~JlnlOf O ll'f.U0r1or Jt la IW<'°""" (fof11.t11J\.tddo). 

111 Rt"C"urhtnC" que 'C' uau de un.a nrJ1d.i an~u pot rl Comtltu)~ntc de 1916·1917 a fin de: conc-cJct 
Un.J OU)'Of rrolC"CCIÓR a 'º' mculp.adm. f ,,¡ J"I''ª C1;pi1ulo Segundo. 1 J 

'" ble cntcno hl udo confum.ado en un ('l('.UKn:1 po1 La 1..-untta Sala de La SCJN Qi.unta tpon1 dtl 
SJF, 'º""XXVII. p.lg tOJJ. rubro· /Hluos J< pmua, Quinu t¡>0<a del Slf, 101110 XXIX, rll SOJ, nibru: 
1><1110. d• pu•sa; )" Quin1a Épo.:a del SJF, 1oroo XXXVIII, p.lg 220, rubro. ll..t1k>J J, i"'"'ª Vul Mt!m 
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Cuarto, la Primera Sala de la SCJN consideró que no se incurría en una transgresión 

al orden público a propósito de estos delitos, cuando la intención de los inculpados 

constituyera "hacer prosélitos y atraer adeptos .. a dctcnninada eorricn1e idcológica.llo, '" 

Quinto, en 5 hipótesis establecidas en la fracción 11 del Art. J',"' y en uno en la 

íracción 111,m existe duplicidad de regulación respecto al CPF. En esos casos, resulta 

aplicable la regla /ex post••rior dcrogat /cgi priori, por lo que cslos delitos deben 

considerarse derogados por el CPF promulgado el 14 de agosto de 1931. 

Sexto, el supuesto previsto por el Art. 3' íracción 111, es violatorio de la Conl'ención 

e inconstitucional, puesto que induce a la censura prel'ia, además de que deja a la autoridad 

administratil'a la posibilidad de restringir dcrc-chos íundamcntales. 

Séplirno, no obslantc que en el aílo de 1991 se haya derogado el delito de ultrajes a 

los íuncionarios públicos que estuvo prc,·islo en el Art. 190 del CPF, prel'alece una l'ariante 

de dicho delito --aquella en la que su ejecución llel'a inhrrenlc la publicidad- y que se 

regula en el Art. 3' fracción 11, asl como 33, íracciones IV, V, VI y VII de la Ley de 

~._2J.l'_ll, rn¡x"c;U\·1n'IC'ntc. 

l!ú l'1d Quml.a i:roc.a del SJF, lomo XXXVIII, ¡Ug 221, rubro: OrJne pMbliro. a1&1qwt'J al. ron motno dt 
prtl{'J.t:,1.mda po/i11ca 6tKAº-ll. 

111 No ohst1ntt' ello, l"ntctWfnk'nt(', rnn b m1wducc1ón Je los 1hor1 dtrni:1dos Jchtot dC' d1soh>e1ón 
~oc1.:al, u· coru1dc1ó como w1 rkmenlo ~u comU1u1r dicho 1licato, b d1füuón de .. Kk-1', prognmu o nonnn 
Je .i1.·c1ún de cu1lqu1r1 ~obK'IOO u111nJeto", lo qur implicó un c1mbto r11.hn.I tcspcclo 1 nic cn1t110. J'uJ 
mfra en ctM nuiltx1C1ritulo,1l. l .2J h .• mciw.1 (1) 

i:J Se uau de los cu.os en qut lt' acon~J•. J'lfOH-.;a o uc1u· (1) al l'Jkc1to a b rcbchOn. que K' trasb~ 
cnn d dd110 pren\tn en el Ar1. 10, KbunJo ('irnfo, con rcbctón al 1lS, fr. 1 Jcl CPF; (1i) al pUbltro en 
~ene-ni a b ut.uquia (s("i::Un La dtfirK" d Art. 8 de' la l..c)· dc ln.,.mll), que ~ uulapa con d ddtto dt 
pru\·r1c¡ción dc un dd11t1 o arologia de i-str o de algü.n neto, fi11&1 en d An 209 dd CPF; (m) al pUbhro en 
gcOC"u\ al motin, que lt' ltul.tp.a con d dd1to del nusmo nomhrc, en su n®l~ nubltclda pof" d An. 131, 
\c.'bun.lo p.inafn dd Cl'F. (1\) al rúhhco cn gmeul 1 la lt'dKK>n, qut w traslapa con el dchto del mwno 
num.'"itc, t'n su STillliihdid r-suhkctd.a ror el Art IJO, M:g.undo JWn.fo dd ci•f; (-.·)al ('Ubhco m gtncnl a la. 
rehcliún. que s.C" trubp.a con d dth10 del nuum nomhn·, en su rmdahdad nt.ahko!a fWW C'I An. 135, 
fracc1ó11 I dd Cl'r. )' (\1) a la conuuún de un dd1h> dctcmunado, que dt nun·o \e trail.1p1 coa rl dch&o de 
pron~actt~n de un dtluo o aro\o¡ia de: t11c n dt alg:U.n \ "'º· fijado m d Art. 209 del \PF. l'ul ut/nJ m nk' 
llU\11).l C1pi1ulo, 111 2.3 h, uxuo (\·). 11.12"e;11.I 2.J h, mc1w(111), ll.1.2J h, LnCUO (11); 11.1.2.J b, IDCHO 

(1\) ~· 11 1 2 "e, IC'SJ'IC'Cll\"lmC'RfC' 

\.I (\unJo U' puhhca O Pfopa.Jl OOtKlU fabas O aJuhcndll ~ IC'Oftk(UNmtot dC° acD.tial-W,. ClpKH 

Je c1uu.1 el alu. o hiJ• de los pttoot de las mc1cm.::Lu o de' lutmw ti criJito de- la Naetóe. que 1t trubpa 
con C'I Jchlo coolr1 el coosurm y la r¡queu nKton11n, C'n b nnbbdad f""'"UU C'l1 rl Art. 2S4, Cracclóa lfl 
Jcl CPF, J ·,J refra cn ntc mauro Capitulo, 11. l .lJ d 
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hnprenla. Cabe cuestionarse si la razón que hubo para derogar el primero justificaría hacer 

lo mismo con el segundo. 

/l, /.2.J.b.- IJc/itos Políticos 

El Libro Segundo, Tilulo Primero del CPF regula una serie de conduelas 

alcnlalorias conlra el orden o f"lZ p1iblica tic/ Estado, según se definió csla última expresión 

con anlerioridad. En primer lénnino, dicho ordenamiento legal !rala diversos delilos 

relacionados con la seguridad exlcma del Estado, las que -con excepción de un caso que 

se referirá más adelanlc--m no desarrollan reslriccioncs rclevanles para efcclos de nuestro 

lrabajo.m Pero en segundo 1ém1ino, csle Titulo regula diversos dclilos relacionados con la 

seguridad inlcrior del Eslado, lamhién conocidos como tlcli1os polillcos, que en ciertas 

modalidades nos inlcrcsan. 

La caraclcristica más importante de los delilos polilicos radica en que por 

disposición expresa del Art. 22, último párrafo de la CPEUM, está lenninantemente 

prohibida la pena de muerte como consecuencia de su comisión. Por su parte, Ignacio 

Burgoa define a cslos dclilos como la acción delictuosa, sancionada por la ley penal, que 

"produce o prclende producir una alteración en el orden estatal bajo diversas fonnas, 

lcndicnles a derrocar a un régimen ¡,"Ubcmamenlal delem1inado o, al menos, engendrar una 

oposición violcnla conlra una decisión aulorilaria o a exigir de la misma manera la 

observancia de un derecho, siempre bajo la tendencia general de oponerse a las autoridades 

m l'td 1ttfra en C'11<' nuun.l C1pi1ulu, 11 l .2J h, inciso(\') 
J:\ No M óh1cc p.an lo anlrnm ti contrnado dd An. 123, fracción l. dC'l crr qut nuhlccc d dchto Je 

t1·1.urn)1t o lii PJfnd, K"gUn rl cwl, mcurrr C'n n1e 1lk110 quien "'re11hcc .Ktos contra b mdq1c11dmci.1., 
"-lbc-rani1 o mtrgnd!J dC" l& N1caón Mcucana con b íuuhdki de 10mCtnLa • penom,, gfUJ'O o Sohtcm0 
C'\U;in1rro". l>1th 11 gC"ncnhJ¡d de nlc IU("Uetto, rodri.lmos. pnu.ar que b pubhc.acKla de un anku~ 
p<'rlodilllCO JcfcnJ1cnJo Jc-temuruda IOIC'l'~'C'UC.Ón nlrlnJC'U rn b f'Olihca nKtooal (por C'Jnf1'lo. rn b 
ohsernctón de el«CK\nt1o o 11 \1g1lanc11 del rtspC'lo 1 los dctcdxn humanos) loC' rnlmdnia rom.> un ICll> dt 
este 11po Sin C"mh.lrgo C"Sll conuJcrK1ón n mf~. punto qur en w contra puJm-.» argumcnw que 11 
d"pon<r d An 14, fmción lll de LI CPEUM, LI aphuctón <>UICll de LI ley prna~ ><ha<< n«cuno probaJ 
! c11nuutanc1.u: pn~ro, un.a nmduc't.a Jol.oJa )'. squndo, l.a fi11ali"'1J dd 1gm1c de somc&n a 11 mcáón 
O'IC\IC~T\.11 A penon.a, grupo O iohtmlO UtrlnJC'tO (C/r PAVO!ll \'A.SfUNCtlllS, f'rancu.co) VARGAS l.órf.Z., 

G1lbcrto, IXrt'do 1'.-114/ "''-º"'"º· /'artt' Üpt'Cwl, Vol. l. Ponüa. Mhaco, IW.., p.ig1. lb-19), lo que t1 casi 
lnl(X'ISlbJc de h.actr UatinJosc dd CJ('fCKIO J'C'OoJistlC'O, C'U)'U objC'IO J'UDCtpll t'S b difusión dt lnÍormlCÍÓO a 
wu g<n<nhd.d de: pcnona•. 



constituidas".ll6 Para no dejar lugar a dudas, el legislador establece taxativamente el 

catálogo de delitos políticos, a saber, rebelión, sedición, motín y el de conspiración para 

cometerlos. m. m Adicionalmente. reiteramos que en caso de la comisión de estos delitos 

por medio de la prensa, los mismos deben juzgarse por un jurado. 

Ahora bien, la estructura actual del Título del CPI' comentado, fue establecida 

mediante refom1a de 1970,m y que en lo concerniente a nuestro estudio, derogó los 1/elitos 

de diso/11ció11 social"º e hizo algunas adiciones a los correspondientes delitos de sedición, 

motín y rebelión, e introdujo un nuevo delito consistente a su vez en la instigación, 

incitación o invitación a la comisión de los delitos regulados en ese Título. 

Por las caracteristicas y naturale1.a de los extintos delitos de disolución social con 

relación a las adiciones mencionadas, creemos necesario referimos, aunque sea 

brevemente, a ellos (i), luego, hablaremos de la regulación vigente relativa a la incitación a 

la sedición (ii), al motín (iii), invitación a la rebelión (iv) y, por último, el ilícito consistente 

J:. UURGOA ORl!llll IA, Ignacio, Op Ot, pig. Mti. 
111 Art. 144 dd C'l'F 
IU Por otro l.1do, l.i docum . .1 tu J1scut1Jo 11 convrmcnc1a M>brc La prrvalcnct.1 de los dchtos politicOl. En 

ne s.rnudo, Pa .. ·ón \'uconcclo1 y \'ar~H l.ópcz com:nl.tn que .. SI him irúculnrntc, en La C'\"Oluc1ón jurichca 
de los pueblos s.c mdU)'\l a 101 dd1101 roliticos cnUC' los nU1 graves. C'O considttlc:ión 1 los ICIUltados 
~ngncntos producutm al altcrar1c l.u conJ1cioncs de pu prenlcc1m1« cn ti s.cno de La wcscdad. m b 
troca. aclwl se tu rcaccmruJo \·1gorounK"nlc tn conrra Je nll supucsll grnN.ad. aduc1CnJos.c lo p.xo 
comcmtnte que 1eril punirlos en 11rnctón a sus rr:sultJJos. LI 1lk1 princ9r1I Je tllJ conimte afümi que en 
l.i unción JUC'ga inlX'r1.mlr (\JpC'I b, lro1ia de los nU\·1ks y íundimrn11lmcn1e el rcsuludo ob1mido por sus 
autores, lo cu.il C'\ 1drnlrmr:nlr pone de rrl1nc que bs unc1onn a opcranc deben K'f cada d~ mb bn11gn1s". 
PA \'t)!'li \' A\(.'OSCI 1 O\, Francnco )' \'AR.GAS 11'f'U GtUILJttU, Op Ot, f'ág. 117. Por su fW1t, Luis CutaOO 
Cll.1 a F Gmzol al drxu l{U(' .. b 1nn1or.llid.aJ de los crinrnes políticos ni« tan cl.1.11 ru tan tn\'lru.bk como la 
tic los ru\"aJos, rsti cu1 t.1cn'l{1re cuh1r1u Je un Hl(1 y os.curec1dl. J'tlf lu v1c1s1tudes de bs cos.u humanas; 
nria según hn 11c111p01, los SUl.'.CMis, los Jcrtthos )' lol tiru11>s drl pOOtr, \·1c1ll 1 cada IJDRlC'nto blJO los 
gnlrcs dr b fucru. que rretrnJc acoma:-.i.ub 1 sus nece1.kbdt't o capnchm. Apm..u K mcontrari m b nfm 
Je \¡ J'Olil"¡ un &CIO UltX'Cnle )' Lll \"Cl mC'fllOflO qur no hl)'I IC'ClblJo ni llgtUU ranc del m.mJo, O C1I algún 
tiempo, .Jcuuc1ón k~ar', y mis adcbnlc acuu qut .. los dchtm, polihco1 1uponm mb aui.bcu que 
pcrHn1do1tl" )' condu)'t, r-trafr.uca.nJo al reruht.Ll Miguel S. ~beato. ullhz.ando un.a cuarteta aoórum1 
fiJid.a cn b l¡;ks1J Je San Miguel f'n 11.am "lloy es b hnu del 'Admu-.bk Arungd', que ha c•pub.ado al 
ll1.ablo del Cielo, rcro " rl l>i.ahlo hub1cr1 upuu.aJo a San Miguel, Kria b 1-·1csu del Olablo" (.4111ourcflu,,, 
'-"'t'JI fo /t•t1.• ¡[,· ".~dm11J!i/t' arrh11nKt'"' . .¡w rlia.ua lt dwblt' dw C.tl. MOU "lt' JJablt a11ru1t cllaut' Sauet 
Mu-lid.Ca Jt'tJ1t l.1_t,·tt' i/w clw/tlt') CA\tAM>, l.uu, fJ Rc1;'"'"" Ugal .kla l''rt'tUa "' Ji,/h1ro, Op Cu, pi.p 
tlJ~ll4 

,,, Rdornu que 1n.....J1íKó J'"llf rnl('IO lo\ 1 ituk1t. Pnmeto y Sc-gunJo on¡uulC'S, an1Ci dcnontmAdm Dr/1ku 
Contra "1 .~·gurrJJJ l:1tt'rwr Jt' IJ ,\'arnirt )' l'Jt'/itOJ Co11tr11 la &pnJad /11Jnwr J, '4 Nodólt, 
tc-5:rccm·1mrnlr, y que se puhhcú en el l)()F el 29Je1uho de 1970 

J\O ln1toJU1:1dm "º h1 kgl\~c1ón pcml nlC'd.Wllc t'C'fotma pubhcW. m el OOF cl I"' dt novXtrht' de 
19.il. )' trfomuJo, rnn pmtmond.td U>gün puhhc.acióa m ti nusn» órgano de dlfUlllÓCI de 16 de mero de 
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en la instigación, incitación o invitación a la comisión de los delitos regulados en el 

multieitado Titulo (1•). 

(i) lil Anlrc,dtnl' de los Dtlitos d' Di.•olución Social 

En la última redacción que tuvo el Art. 145 del CPF, previo a la reforma de 1970, se 

establcclan dichos delitos, cu¡"s párrafos primero a quinto resultan relevantes para nuestro 

estudio puesto que disponlan lo siguiente: 

Articulo 145. Se aplicara prisión de dos a doce aftos y multa de mil a diez mil pesos, al 
extranjero o nacional mexicano que r11 forma hablada o cscma. o por cualq11icr otro 
medio, realice propa¡;a111/a politira entre extranjeros o entre nacionales mexicanos, 
difumlienclo ideas. progranuu o tJOmuu tic acción tlt• nwlqwcr gobierno r.ttrmrjero 
que perturben el orden público o afecten la sobcrania del Estado mexicano. 

Se perturba el orden público cuando los actos detem1inados en el párrafo anterior, 
tie11dan a pr()(/11cir rebelión. Jctlición, mo11ml'1 o motin. 

Se afecta la sobcranla nacional cuando dichos actos puedan poner en peligro la 
integridad territorial de la Rcpúhli"'1. olJJtacu/m•11 rl fu11cionamirnto de sru 
in.slitucioncJ lcgitmra.1 o propagut·n ,.¡ dt•s<Jcaw tle parte ilt• /ru nacionales a .su.J 
tldx·rc.s CÍ\·iros. 

Se aplicarán la.• mismas pcnas al cxtmnjcro o nacional mexicano que por cualquier 
medio indu:ca o 1nciu a uno o má.r im/1\'iduos a que realicen aclos de sabolajc, a 
subvertir la vida institucional del Pals. o realice actos de pro\'ocatión con fines de 
perturbación del orden o la Jl31. públic.1 y al que efectúe tales actos. En el caso de que 
los mismos actos constituyan otros delitos, se aplicarán además las sanciones de éstos. 

Se aplicará prisión de dict. a \'cinle años, al extranjero o nacional mexicano que, en 
cualquier fonna, rt'llilN' aclos Je cualquier n11111ro/t-:,1, qut• prtpart• material o 
moralmcnt1• la inl'asión del lcrtitorio nacional o la sumisión del Pais a cualquier 
gobierno cxtranjm> ( ... ). (l~fasis ru'\adido). 

Considerarnos pcttinentc fom1ulai los siguientes comentarios: 

Primero, por el ti1>o de actos sancionados y los medios prc'l'islos para su comisión, 

claramente se trataba de un delito que incidia en el ejercicio del periodismo puesto que 

rcslringfa el ejercicio de los derechos consignados en los Arts. 6' y 7' de la CPEUlll. 

19SI. 



Segundo, debe hacerse nolar que esle articulo definía lo que debía entenderse por 

pcr111rhació11 al orden p1ib/ico, entre otros, la inducción en la comisión de delitos políticos. 

Este rasgo es relcl'antc puesto que, como se anotará más adelante, se mantul'o en la regulación 

que actualmente rige para dichos delilos, por lo que cabe cuestionarse si en realidad este delito 

pcnuanccc en su esencia \'igcntc.JJI 

Tercero, puede advertirse que uno de los elementos que políticamente originó mayores 

conílictos, consislia en la punición de "ideas, programas o nonnas de acción de cualquier 

gobicmo extranjero". Ello era absu1do puesto que dcsconocla una realidad fundamental en la 

historia de nuestro país: sus instituciones ca.<i siempre se han inspirado en ideas provenientes 

del extranjero. 

Cuarto, en su época, este articulo generó una intensa polémica política y juridica.m 

Respecto a la segunda, se llegó a cuestionar su constitucionalidad,lll misma que fue ratificada 

por la SCJN.m Sin embargo, por las implicaciones políticas que acarreaba, finalmente fue 

dcrogado.m 

111 1'1¡/ 111/n1 en nlC' núinkl C1pitulo, ll.l.2) b, mcuo\ (u), (111), (tv) y{\"). 
rn No pu<"de paiJr uud\'cl11do que por este dchto llegaron a Kr condrnados renona1cs como Dnnctrio 

Vallejo, \'alcntin Campa, 1=1ionrno M.1ta, Dand Alfaro S1qucnos y Joié Rc\'\IC')lU. Ello sin mmc10nar 1 b 
gran canlui.11.I de trm que produjo entre los actnuus Jel n~nmiento cs.tud~nhl de 196K. 

"'l'or C'JC'mplo, l.uu. CutaOO opuu.ha qU( el prop.)<;llo de cslc de este artkulo .. C1 creJ.t, tn rulkbd. ti 
del110 de op1món rua icaUar con sus unc100("s l.as \OCes d(' los SUnpJ.lll..anln de idrologW opuint11 al onlrn 
rúhhco social n~enle en el r-ais"; CASTA.Ñt>, l.uu, El Rrg1mrn lt-glll dt la PrC'tUd C'" Att.uro, 0p Ot. r'g. 
11 ~. l'.n c.tmh10, lgn.ac10 Burgo• opuu t¡UC' esle dtl110 no era 1ncom111uc1onal ru«to qur w: circumcnbúi 1 b 
restricción rrbll\·1 al oukn público pre\ u11 por la CPEUM, llLTRC..OA ORJllUH.A, Op. Cit, noU 239, r'I· 
J~J Pot b t.arón aduc1Ja., "°' adhcomts 1 la pmlwa de ('!.IC' úh1mo, lo qUC" no 1..,.,hc1 afumu su rntinmcÍI 
f'OIÍ!ICI para un fal.11itl que IC' du:C' dC'O'OCtihco 

rn Cfr b 1e~m Je JUnspruJrn.:1.1 11wtemaJ.s ¡-or b l'nmcn Sala Je la SCJN, \'ts1blc: en la Sextl Eroa dd 
SJF, P.ane C\', S('gunJ.a, p.ig t.2, ruhro· J>uc•lainOn 1oc11J/. 11,-..u ,/C' m11daie111 quC' co1uhl'W)'('n C'/ d~l1to dC' 

in En un 1p.irtadlt d(' U C'•l"mc1ón de rra>ll\·01 Je 11 1mc11ll\'I que mtH.ldujo nt.I tdomu al CPF de: 1910 
\>C' sm1r111.1 el espiuru que anmuhJ. 1 1u1 redJclOIC'1 "'Es uk.turcnublt ronct é'nfa.111"' que, rn acato de 1at 
nomu1 corut1tucmn.1ks C'n ntor )'con •J'(co 1 lu hadKlOncs hhenks y dcm.x:r•r..cat nrucan&l,,.,. 11u.p11 
nuo u sll11fWt11J fo 11p11uán Coru1Jer1mu\ qut s1tn'('ft UIC'CIC'IOO Je: fund.anrnto Jos re1tnados •taquel que 
C'n ul 'C'nHJo s.e luc1e1lln C'n conha dd 111Kulo 14S dd uiC'nte CóJ1go rmaL rn d cuno de cuya rnUi6n 
pUSlRllli esp<'(U.I \UltlJJo p.ltll "'4.Jfllt"fl(f la ah10/tdU lll\\,/11rrab1/uJaJ Jt la /1bnr4J Jt opilUÓIC ni loJ 
1án11rwJ '°" qur t'JIJ g1Jra111ia Jt' rricwrnlra ronJ.JgrudJ por Ja l.q F1mJa111,,.,.1ar (tnfaúi altMl&do). VJ. 
lllum 11< ll<h.ll<S Jr 11 Cimm de Dopulldo>, Ailo 111, Tomo 111, No 2S, pig 36. O. tt< imJo, ~ 
afim\11 qut el popóu10 dC' Lt reforma fue ante toJo elmun.u la po11b1lubJ de que 1e pmara b LDP px 
mol1\·01 poliltcoi 



(ii) lncilación a la Srdirión 

Ya en el tencno del Derecho \'igente, el An. 130, segundo párrafo del CPF dispone 

una modalidad del delito de sedición que nos incumbe: 

Anículo 130. Se aplicará la pena de seis meses a ocho años de prisión y multa hasta 
de diez mil pesos, a los que en fomia tumultuaria, sin uso de annas, resistan o ataquen 
a la autoridad para impedir el libre ejercicio de sus funcionc-s con alguna de las 
finalidades a que se refiere el anículo 132.m 

A quienes dirijan, organicen, i11c1/t•n, compelan o patrocinen económicamente a 
otros para cometer el delito de sedición, se les aplicar.\ la pena de cinco a quince ailos 
de prisión y multa de ha.,ta \'cinte mil pcoos. (Enfasis ailadido). 

Este precepto nos merece los siguicr1tes comentarios: 

Primero, de nue\'o, se trata de una restricción pcnnitida tanto por los Tratados 

Internacionales como por los Ans. 6' y r de la CPEUM. 

Segundo, este delito nos incumbe para nuestro estudio en tanto que el legislador se 

si"·ió del verbo inciwr ("1110\'er o estimular a uno para que ejecute una cosa")m para 

aplicarlo de manera genérica a una de las fonuas de acción en que el agente se sitúa en la 

hipótesis legal, de tal modo que incide en la iníluencia propia del ejercicio periodislico. En 

\'inud de ello, l'a\'ón Va.,concclos y Vargas l.ópez afim1an que cl propósito de esta 

modalidad es sancionar con ma}w gra\'cdad a los autores intelectuales que a los materiales 

del delito-"' 

Tercero, nótese que en realidad este precepto viene a rcalir.u en términos muy 

similares el papel que tenia una de las \'ariantcs de los delitos de disolución social, 

cambiando solamente el factor rclati\'o a la di fusión de ideas, programas o nom1as de 

1 ~ Se U.ata d~ (1) abolu o rrfomu.r l.a CPHJM, (u) rtfonNr, dntni.u o ln~U b mtirgucu>n de Las 
ln\lltu"º"'"' cumt11uc1on.akt Je l.a fNcu.:.00. o 1-U hhn: C'JttCte10, )' (m) sqwa1 o ~u el dat~6o de 
iU e.argo Je alguno Je Jm, lhO\ ÍUO(llNUUUl de' l.a frJCU<:'IÓO mmckJnldol m ~· AJl r de la l..C)' de 
llesponuh1luUdet. de los fWlCtorunot )' l'.n11k.&dtn <k b frdcrxtón. del Dntnh.l FC'l.ktal y de loi Altos 
l'uoc1otw1os Je los E>...SOs (hoy l.cy Federal d< Rt'Sl""'uh1lilidcs Jr los Smidorn l'Ubbcos) 

0
' VOL /notar rn RL\t ACo\llfMlA E.VANol.A, Op Cll, Tomo ""btz•, plg. 11~2 

rn PA\'ÚS VA.\ll>NCI to~. Fr1nc1Ko y \'.oc ... "'-" LOf'll~ Cidbc-tto, Op Cit. p.lg. l'I 
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acción de cualquier gobierno extranjero. Es decir, en la ac1ualidad hasta con que lo 

expresado por el agente se entienda como una proposición a la sedición, 

independientemente de que vaya acompa11ado de una proclama politica. En cierta forma 

sigue penada la expresión de las opiniones por motivos políticos. 

(ili) ltrcitadcí11 u/ Motín 

El Art. 131, párrafo segundo del CPF dispone lo siguiente: 

Articulo 131. Se aplicara la pena de seis meses a siete ru1os de prisión y multa hasta de 
cinco mil pesos, a quienes para hacer uso de un derecho o pretextando su ejercicio o 
para evitar el cumplimicn10 de una ley, se reúnan tumultuariamente, y perturben el 
ortlen p1i/Jliro con empico de violencia en las personas o sobre las cosas, o anicnacen a 
la autoridad para intimidarla u obligarla a tomar alguna detcm1inación. 

A quienes dirijan, organicen, i11n/,•11, compelan o patrocinen económicamente a 
otros para cometer el delito de motin, se les aplicara la pena de dos a diez años de 
prisión y multa hasta de quince mil 111.'SOS. (Énfasis añadido). 

Al respecto cxpres;unos lo siguiente: 

Primero, este precepto tiene un defecto que habia sido resucito en los delitos de 

disolución social: no define lo que debe cntend= como perturt.1ción al ortlcn público. Por 

lo visto, la inlcnción del legislador es dekgat indcbidan1entc en la autoridad administrativa y 

judicial el desarrollo de esta restricción a derechos fundamentales, razón por la cual cn:anos 

que es inconsti1ucional )'contraria a los Tratados lntatl3Cionalcs. 

Segundo, por lo demás, resultan aplicables en lo conducente los comentarios Segundo 

y Tercero fonnulados a propósito del delito inmediato anterior. 

El Art. 135, fracción 1 del CPF sanciona como un delito autónomo la siguiente 

conducta: 
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Articulo l JS. Se aplicará la pena de uno a veinte años de prisión y multa hasta de 
cincuenta mil pesos al que: 

l. En cualquier fom1a o por cualquier medio im·itr" 111111 rrhrlió11; ( ... )(Énfasis 
añadido).m 

Al respecto cabe mencionar lo siguiente: 

Primero, otra v~1. se trata de una restricción pcm1itida tanto por los Tratados 

Internacionales como por los Arts. 6' y 1" de la CPEUM. 

Segundo, la importancia de este delito para nuestro estudio radica en que el 

legislador: (i) impone "cualquier medio" como instrumento para la realización de la 

conducta delictuosa, lo que puede ser el uso de los instnuncntos mediante los cuales se 

ejerce el periodismo, y (ii) se sirvió del verbo inl'ltar ("incitar, estimular a uno a algo'")1'° 
para aplicarlo de manera genérica a la única fonna de acción en que el agente se sitúa en la 

hipótesis legal, de tal modo que incide en la inílucncia que pu•-dc generar el ejercicio 

pcrirnlístico. 

Tercero, con relación a lo anotado en el párrafo anterior, Pavón Vasconcelos y 

Vargas López afinnao que "la proposición para cometer rebelión tiene, en el derecho 

positivo mexicano, categoría <le delito" y más adelaotc acotan que "no cualquier invitación 

a tal fin adquiere el carácter de delito ... es necesaria la existencia de una propuesta seria y 

lim1cmcntc rcalil.•da a una o varias personas ... ""' 

Cuarto, resulta tambien aplicable a este delito el comentario Tercero vertido en el 

apartado referente al delito de sedición. 

nt La rcbd1ón corulltC' en traur de co'"'luu, J'IOf parte de mJinduos no mahWC1 m tjtttKIO, cudqwcra 
de los fines m<ncioNdos rn u nou 336 antnMX ( J'od •"1'"'). coo voolcncu y wo de amu• 

MO\'oz: /rm·ti.Jr tn RfAL ACADl.ML.\ E.Sl'AÑOtA, Op Cu, Tom> '"h'L .. , J'lg 1186 
:MI PA\'ÓNVASCONCHOS.. franm.co yVOGA.\ l.Ól"IJ~ Gitba1o, Op Ot. pig. lJt. 



LDP: 

M lnsti¡:ación, Incitación o ltnitadón a la Comis/ó11 de los Delito• 
Cont•nldo.• ,.,. fati' Titulo del CPI' 

El Art. 142 del CPF regula dos supucslos que lambién implican rcslriccioncs a la 

Articulo 142. Al que it1111¡:11r, incite o in1·ite a la ejecución de los dclilos previslos 
en esle Thulo, se le aplicará la misma penalidad señalada para el delilo de que se 
lrale, a excepción de lo eslablecido en el segundo párrafo del articulo 130 
[incilación a la Sedición], en el segundo párrafo del articulo 132 (incilaeión al 
MollnJ y en la fracción 1 del artículo 13S (invilación a la Rebelión], que conservan 
su penalidad específica. 

Al que in!li¡:ue, incite o 1m•it<' a mili1arcs en ejercicio a la ejecución de los 
dclilos a que se refiere cslc Tilulo, se le aplicará pena de cinco a cuarcn1a ai\os de 
prisión. (Énfasis a1)adido)-"' 

Esle preccplo nos merece los siguicnlcs comcnlarios: 

Primero, una ve1 más se !rala de una rcslrieción pcnnilida lanlo por los Tralados 

lnlcmacionalcs como por los Arts. 6º y 7" de la CPEUM. 

Segundo, se !rala de un dclilo similar al prcvislo en el Art. 209 del propio CPF 

(provocación de un dclilo y apologla de éslc o de algún vicio), con la diferencia de que en 

cslc caso es indi fcrcnlc la publicidad, además de que el legislador buscó agravar la 

penalidad. 

Tercero, además del uso de los verbos incitar e in1·itar, el legislador u1iliza el de 

111sti¡:11r ("incilar, provocar o inducir a uno a que haga una cosa"),"' cquivalcnlc a los olros, 

y con el mismo efcclo comentado con anlerioridad. 

m Si bien es cu:rto que 1t trata de un lkhto que no nr«urwnt:nle pucJt inchairw cocm un dtlato 
politico, para títctos de:' ocgan11.&C1ón m b Cl.f"O'Któn conudcnmDs COO\uicalt: 1r1tatlo m nle apartado. 

"'Voz: /OJlrgar rn REAL ACA°'-"" !:..\PAÑOi.A. Op 0t, Tomo "l>'z", p6¡. 117$. 
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Cuarto, de nuevo, adviértase que en realidad este precepto también viene a cubrir en 

ténninos muy similares el papel que tenia una de las variantes de los delitos de disolución 

social, sólo que en esta ocasión con mayores alcances. 

/1./,2.J.c.- /Jrlito de Ultra}t a /as ltuiK11ias Nadonalt's 

Dentro de los delitos contemplados en el Libro Segundo, Titulo Sexto, Capitulo V 

del CPF, se establece en el Art. 191 el de ultraje a las insignias nacionales, que a la letra 

dispone: 

Articulo 191. Al que ultraje el escudo de la República o el pabellón nacional, ya 
.rrci 1/c pt1/11brn o de ohra, se le aplicará de seis meses a cuatro at1os de prisión o 
multa de cincuenta a tres mil pesos o ambas sanciones a juicio del jue7.. {Énfasis 
ru1adido). 

Al respecto considcrnmos lo siguiente: 

Primero, se trata de una restricción pcm1itida tanto por los Tratados lntemacionalcs 

como por el Art. 6" de la Cl'ElJM. 

Segundo, la SCJN ha determinado como una condición indispensable para la 

comisión de este delito, el ánimo de llllhbrto o cscamio.1
" 

11.1.2 •• 1.d.· Drlito Contra ti Consu1110 )'la Ri9u,....o Nacional 

El Libro Segundo, Título Decimocuarto, Capítulo 1 del CPF, Art. 254, fracción 111, 

establece una modalidad de delito contrn el consumo y la rique1.a 113cionalcs, al definir lo 

siguiente: 

'"Tesis de t• Primm S..b de b SCJN, n11bk m b S<pluna ~del SJF, voturum S9, s.pmd.I Paru:, 
¡>ig. 21, rub<o: Emulo •ono..,/, oso d<i, "' "°"'"'"'"" falstfi<OJo.. l'ld f>will. 



Art!culo 254. Se aplicarán igualmente las sanciones del artículo 253 [prisión de tres 
a diez años y con doscientos a mil dlas multa]: 

111. Cumulo .se ¡mhlu¡m•11 11011cills fi1lsas. cxagcmda.r o 1rndcnciosas1 o por 
cualquier otro medio indebido se produzcan trnstomos en el mercado 
interior, ya sea tratándose de mercancías, de monedas o tltulos y efectos de 
comercio; (Énfasis anadido). 

Consideramos pertinente advertir lo siguiente: 

Primero, se trata de una restricción pcnnitida tanlo por los Tratados lntcmacionalcs 

como por el Art. 6º de la CPEUM. 

Segundo, la redacción de la 11rimcra parte de este i licito penal toca directamente la 

actividad periodística, en su modalidad de prensa escrita. Pero nótese que impone a la 

au1oridad administrativa y eventualmente la judicial, el rclo de detenninar cuando una 

noticia es/al.ta, e.ta}!t•rmla o 1t•11tlcncio.w. 

Tercero, sin duda es aplicable este precepto en aquellos casos en que los medios de 

infonnación propician inestabilidad financiera en el país, pero cabe cuestionarse si en la 

11ráctica es operante. 

l/,J,1.J.e.· lnfracdones Aplicables a los Ministros de los 0'1tos 

Continuamos nuestro análisis respecto al orden püblico refiriéndonos al desarrollo 

de la restricción establecida en el Art. 130 de la CPEUM. A ese respecto, el Art. 29, 

fracciones 11 )'X de la l.ARCI' previene tres infraccionos administrativas en esta materia: 

Articulo 29. Constituyen infracciones a la presente ley, por parte de los sujetos a 
que la misma se refiere: 

11. Agraviar a los slmbolos patrios o de cual~uicr modo inducir a su m:huo; 

X. Opone~ a las Leyes del País o a sus instituciones en rrvniones púb/iCllS 
( ... )(Énfasis añadido). 



Luego, el A11. 32 de la misma LARCP eslablece de la siguiente manera las 

sanciones aplicables: 

Ar1fculo 32. A los infraclorcs de la presente ley se les podrá imponer 1111a o l'tlrias 
de las si¡:11ic11tcs sa11cio11es, dependiendo de la valoración que realice la autoridad 
de los aspeclos contenidos en el a11iculo preccdenle (referentes a la 
individuali1nción de la sanción]: 

l. Apercibimienlo; 
11. Mulla de hasla veinte mil días de salario mfnín10 general vigente en el 

Distrito Federal; 
111. Clausura temporal o definitiva de un local destinado al cullo publico; 
IV. Suspensión temporal de derechos de la asociación religiosa en el terrilorio 

nacional o bien en un Estado, municipio o localidad; y 
V. Cancelación del registro de asociación religiosa. (l~nfasís a1\adido). 

Esla regulación nos merece los siguientes comentarios: 

Primero, no obslante cslar prevista expresamente la restricción en el Ar1. 130 de la 

CPEUM, y que la misma es congruente con los Tratados Internacionales, al reglamentarla 

el legislador redujo su amplilud y casi la hito nugatoria. En efecto, recuerdes.: que el 

dispositivo conslilucional es concrclo al decir que los ministros de los cullos "Tampoco 

podrán en reunión publica, en aclos del cullo o de propaganda religiosa ni,.,, p11b/1cacioncs 

d1~ nmic1rr rr/1~ioso, oponerse a las leyes del país o a sus instituciones, ni agraviar, de 

cualquier fonna, los símbolos patrios". Sin embargo, por la redacción de las infracciones 

lijadas en el Ar1. 29 de la LARCP, se desprende que sólo se sanciona la oposición a las 

leyes o a las instituciones, cuando se haga en reuniones publicas, pudiéndose hacer en 

cualquier otra circunstancia y 1111..-Jio. 

Segundo, pero además, se advienen dos deficiencias técnico-lcgisla1ivas que junto 

con la anlerior, despierta suspicacia.< Uno, el ar1ículo 29 transcri10 se dirige a los posibles 

infraclores como "sujelos a que la misma (l.ARCl'I se refiere", cuwdo no e\iste un 

prcccplo en dicho onknamicnlo legal que defina a tales sujetos. Dos, al dctcnninar las 

sanciones (An. 32), el kgislador indebi1lamen1e delega a la au1oridad administrati•·a la 

detcnninación de las mismas, siendo que ésta última no está consti1ucionalmcnte aulorizada 
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para hacerlo. En ambos casos, se viola el principio de aplicación eslriela de la nomta en el 

caso de sanciones adminislralivas.'" En resumen, se !rala de un caso en el que el legislador 

modifica y casi hace nugalorio el mandato conslilucional. 

Tercero, en el caso del Art. 29, fracción 11, se cslablccc una sanción administrativa 

adicional y distinta al delito lijado en el Art. 191 del CPF (ultraje a las insignias 

nacionales). 

l/,J.2.J.f.· 111/raaiones en Matrria de Radio)' Tel~•·iJ/ón 

La legislación en materia de radio y televisión es muy vasta en lo relativo al 

desarrollo de restricciones al orden público, en la mayoría de los casos, a nuestro juicio, 

inconslilucionales. Por razones de orden y claridad, primero nos referiremos a las 

prescripciones establecidas en la LFRT (i) y poslerionnente a las señaladas en el RLFRT 

(ii). 

(i) la l.f"RT 

Los Arts. 6.\, 78, 101 fracciones 1, XIV y XIX, 103 y 104 de la LFRT 

desarrollan esla restricción de la siguiente manera: 

Articulo 64. No se podrá transmitir: 
l. Noticias, mensajes o propaganda de cualquier clase, que sean contrarios a 

la seguridad del Estado o el orden publico; 
11. Asun1os que a juicio de la Secretaria de Comunicacionl"S y Transportes 

impliquen compclcncia a la Rc:J Nacional, sal\'O convenio del 
concC"sionario o pcnnisionario, con la citad.a Secretaria. 

Articulo 78. En la.• infom1acioncs radiofónicas, debcnin expresarse la fuente de la 
infomtación )' el nombre del locutor, y se evitará causar aluma o p:inico en el 
publico. 

"' l'id '"P"' ~piiulo Tattro, 12.J.2.b. 
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Articulo 101. Consliluycn infracciones a la prcsenle ley: 
11. 1.as lransmisioncs eonlrarias a la seguridad del Estado, a la inlcgridad 

nacional, a la pv. y al orden públicos; 

XIV. l.a violación a lo dispueslo por el articulo 64 de csla ley; 

XIX. l.a violación a lo dispueslo en el artículo 78; 

Articulo 103. Se impondr:i multa de cinco mil a cincuenla mil pesos en los casos de 
las fracciones l... del articulo 101 de esla ley. 

Articulo HJ.I. Se impondr:i multa de quinienlos a cinco mil pesos en los casos de las 
fracciones ... XIV,. .. XIX ... del mismo articulo 101. 

Al respcclo consideramos lo siguienle: 

Primero. Se trata del desarrollo de una restricción aulorizada tanlo por la CPEUM 

como por los Tralados lnlemacionalcs. 

Segundo. Sin embargo, en el caso de los Ans. 64 y 101, frJcción 1, el legislador 

imita al constilU)'Clltc y u1ili1.a lambién conccplos jurídicos indclcmünados (srguriclacl ele/ 

Estado, orden prib/ico, ele.) CU)"J imprecisión deja en manos de la auloridad administrali\•a 

la definición correspondicnlc, lo que a nuestro juicio pugna con el principio de reserva de 

ley. 

Tercero. No pasa desapercibido la circunslancia de que el rnonlo de las sanciones es 

irrisorio, considerando que las mismas dcbcrian actualil.arsc de acuerdo a la denominación 

monelaria vigenle a panir de 1993. Esla circunslancia dclala la obsolescencia de dichas 

prescripciones. 

(ii) El RURT 

El An. 36, fracciones 1, 11, VI y VIII de cslc ordenamiento retoma y amplia lo 

estipulado en la l.FRT de conformidad con lo siguicnle: 
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Articulo 36. Queda prohibido a los concesionarios, permisionarios, locutores, 
cronistas, comentaristas, artistas, anunciantes, agencias de publicidad, publicistas y 
demás personas que participen en la preparación o rcali1.ación de programas y 
propaganda comercial por radio y televisión lo siguiente: 

f. Efectuar transmisiones contrarias a la seguridad del Estado, a la 
integridad nacional, a la pat. o al orden publicas; 

11. Todo aquello 11uc sea denigrante u ofensivo para el culto de los héroes ... 

VI. Alterar substancialmente los textos de boletines, informaciones o 
programas que se proporcionen a las estaciones para su transmisión con 
carácter oficial; 

VIII. Transmitir infonnacioncs que causen alanna o pánico en el publico. 

Lo anterior nos merece los siguientes comentarios: 

Primero. En principio, la materia de esta reglamentación concuerda con las 

restricciones pennitidas por la CPEUM y los Tratados lntemacionales. 

Segundo. f.a fracción 1 del precepto en comento adolece de la misma 

indetcm1inación que tiene la LFRT al no especificar qué es orden público o ><·guridad del 

Estado. Por supuesto, tampoco estamos admitiendo que el Ejecutivo Federal tenla la 

facultad de hacerlo, simplemente hacemos notar el abuso en la utili1,ación de estos términos 

lo que nos hace sospechar que en realidad se quiso dejar a la autoridad administrativa toda 

la discrecionalidad para sancionar a los particulares de manera rubitraria. 

Tercero. En todo caso, tampoco pasa des.apercibido que en su ma)uria, estas 

prohibiciones arnplian lo estipulado por el legislador ordinario, lo que aplicado junto con el 

Art. 97 de la LFRT, que ya fue criticado con anterioridad,'" apan:ntemcnte rcfuer1.a el 

entramado legal para que la autoridad administrativa sancione por múltiples circunstancias 

a los particulares. Sin embargo, esta simulación legal presenta dos defectos incductiblcs, 

dado que por un lado, el Ejecut1l'o Federal rebasa el alcance de la facultad reglamentaria., y 

por el otro, viola la reserva de ley exigida par• el des.arrollo de restricciones a la LDP. 

"' ViJ JMpra Dplrulo Tcrtno, 12.3 2.b. 
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11.1.2.J.g.- l.os Ilícitos en Mat~ria El~ctoral 

En esla rubro las restricciones a la LDP se observan en dos ordenamicnlos legales 

dis1inlos, el COFIPE y el CPI', los cuales se encucnlran lntimamenle vinculados. Veamos. 

El Art. 190, párrafos segundo y cuarto del COFIPE establece lo siguienle: 

Articulo 190. 

2. El dla de la jornada clccloral y duranlc los tres días anleriores no se pcnni1irán la 
celebración ni la difusión de reuniones o aclos públicos de campa~a. de propaganda 
o de proselilismo elcclornlcs. 

4. Duranlc los ocho tifas previos a la ekcción y hasla la hora del cierre oficial de las 
casillas que se cncucnlrcn en las wnas de husos horarios más occidentales del 
lcrrilorio nacional, queda prolubido publicar o difundir por cualquier medio, los 
resullados de cncueslas o sondeos de opinión que tengan por objclo dar a conocer 
las preferencias clccloralcs de los ciudadanos, quedando sujelos quienes lo hicieren, 
a las rcnas aplicables a aquellos que incurran en alguno de los tipos pre\·islos y 
sancionados en el articulo 403 del Código Penal para el Distrilo Federal en malcria 
de fuero común y para 1oda la república en maleria de fuero federal. 

Por su parte, el Art. 403, fr•cción XIII del Cl'F, dispone lo siguienlc: 

Articulo 403. Se impondrán de d1cl a cien días mulla y prisión de seis meses a lrcs 
n~os, a quien: 

XIII. Durnnle los ochos Jias previos a la elección y ha>la la hora oficial del 
cierre de las ca.'i !las que se cncucnln:n en las zonas de hu.os hor.uios más 
occidcnlalcs del 1crri1orio nacional, publique o difunda por cualquier 
medio los resuhados de cncueslas o sondeos de opinión que den a conocer 
la.' preferencia.' Je los ciudadanos. 

A 1 rcsrcclo cabe hacer los siguienlt'S comcnlarios: 

Primero. Se lrala del desarrollo de una rcslricción aulorizada ror la CPEUM y los 

Tra1a<los lnlcmacionalcs. 
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Segundo. Queda claro que la prohibición establecida en el párrafo cuano del An. 

190 del COFIPE se complcmcnla con el illcilo penal cslablccido en el An. 403, fracción 

XIII del CPF. 

Tercero. Sin embargo, llama la alcnción que en el caso de la prohibición cslablecida 

en el An. 190, segundo párrafo del COFIPE no licne correlati\'o alguno ni en el propio 

COFIPE, como sanción administrali\'a, o en el CPF, como ilicito penal. A mayor 

abundamicnlo, csla prohibición se adicionó en una de las ullimas reformas aplicadas al 

COFIPE"' y !al pareciera que fue un descuido del legislador complementarla, sin crear 

inccnli\'os que garanticen su cumplimiento. 

11.2.- Rr.trlcclonc• rn Ratón del lnlcn'• Social 

Comprendemos dcnlro de esta clasificación las rcst1iccioncs establecidas en los Tralados 

lnlcmacionales relacionadas con los siguientes aspectos: la moral (11.2.I ), la salud publica 

(11.2.2) y contra la propaganda belicosa o discriminatoria (11.2.3). 

11.2.f •• I..a Moral 

I..a protección a la 111om/ ¡>1il>/m1 figura como una de las razones por las cuales es 

susceptible restringir la l.DI'. acorde con los Tratados Internacionales. Como todos 

sabemos, la dctcrrninación de este concepto es polémica. No es nuestra intención 

introducimos en ese debate, puesto que ese pmpósito rcbouaría los modestos márgenes de 

este trabajo. Nos limitaren10s a e\poner de qué manera el Derecho Positi\'o y la doctrina 

han concebido a la mom/ con relación a la posibilidad de oponer restricciones al ejercicio 

del citado derecho. Para ello, a conllnuación nos referiremos al concepto de moral 

(11.2.1.1), al de o/l.<ccnidml (11.2.1.2), al modo en que la moral aparece en la CPEUM 

(11.2. I .3) y finalmente, a su desarrollo en la legislación ordinaria (11.2.1.4). 

u• Publicad.o en el OOF el 22 de no•i<mbrr de t9%. 
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11.1.1.1.- Cm1upto d~ Moral 

Al referirse a la moral vigente como limite al ejercicio de los derechos 

fundamentales, afirma Gregorio Pcces·llarba que "no se !rala aquí del lema desde la 

perspcclÍl'a de una concepción moral determinada -sea la cristiana, sea la kantiana u olra 

cualquiera-", y más adelante afirma que "nos referimos aquí al conjunto de nom1as 

morales 1·igen1es de una sociedad determinada. Empicamos el lémtino en un sentido 

sociológico, casi estadlslico .. .''m 

En ef•'Clo, la rcslricción de los derechos fundamentales atendiendo a la moral no se 

refiere a ninguna concepción particular, sino a la moral l'ivida y practicada por una 

comunidad: "los criterios importantes, las grandes concepciones respecto al hombre y a la 

sociedad que, a tral'és de la historia, ha ido considerando una comunidad como patrimonio 

de su cultura y en esa comunidad la ha ido lransmi1iendo a sus desccndicnlcs ... ""' 

Ahora bien. no podemos pasar desapercibido que estos conccplos son oscilantes y 

cambiantes. como puede demostrarse con el paso de los aftos. De ese modo, hacemos 

nuestras las palabras de Mariano Jiménel lluena cuando afimta que " ... como lodo en la 

vida cslá sometido a una imperecedera ley de cambio, no hay que ser arúspice para concluir 

que en csla materia no se ha escrito ni se escribirá nunca la palabra final"."º Se !rala 

entonces de conceptos cslriclamcnle valora1i1·os, pues encierran juicios de calidad sobre lo 

que contemplamos y nos rodea en un aspecto de la 1·ida social e impresiona nuestro 

scnlimicnlo en un determinado aspecto de la vida comun. 

Asf las cosas, cabe cucslionannos desde esle momento si se justifica mantener a la 

moral como razón para restringir la l.DP. Crccntos que solan1en1c se justific.via si lo que 

se promueve es fa protección a fa niftcl y la juventud -rubros cuya protección no eslá 

'
11 ('t<·t.\·UARll.\., Gctgono. fkrrd10J F"IUifJM~IOÚS, I Ttoria Gr1r~ral, Op Cu, rae , .... 
'º 11i;Jrm. p.ig. 1 .. 2. 
,"° JlMtXfl llt!l.RTA. MarWlO, /Xrttlto Pt11al ....aKG1to, 14 Ttdda Prttal J~ la fal//fllUJ y 4114 Socll'tlaJ, 

Pomil, Mli1Co, 1980, pig. tU. 
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expresamerlle previsla ni por la CPEUM ni la legislación ordinaria-, y se ataca la 

prol'oeación u apología de delilos.ll' De ahi en fuera, nos oponemos radicalmente a la 

1>osibilidad de que un órgano del 1;s1ado dicte a sus gobernados los parámetros de bondad y 

maldad, decencia e indecencia, belleza y vulgaridad."' 

11.1./.1.- Conrtpto de Obirtnidad 

El conccplo moral negalil'O que ha prevalecido en la regulación nacional e 

intcmacional, es el de ohiw1ida1/. De esa fonna, lo que se casliga son los actos que caen 

bajo ese enlificalivo. Mariano Jiméne7. Huerta la enlicndc como "una cualidad que brota de 

la \'isla, lcclura o conlemplación de libros, cscrilos, imágenes, pinturas y estatuas que, 

desde el punto Je visla sexual, producen una sensación de desagrado y dejan en el común 

de las gentes una sensación amarga de repugnancia o rcchato ... BJ 

La l'agucda<I de csle conccplo, ha llevado en airas lalitudes a inlcntar acolarlo, como 

es el caso del crilerio sostenido por la Suprema Corte norteamericana, que al rcspcclo ha 

impuesto el denominado trJ/ de Mill<'f, según el cual, una sentencia condenatoria por 

distribuir o publicar supucslos malcrialcs obscenos no será anulada si y sólo si, el material 

en su conjunlo: (i) apela a un inlciés lúbrico en el sexo, (ii) rcprcsenla una aclividad sexual 

de unil manera mani fiestamcnlc ofensiva según asf lo enlicndan las le)'CS estatales y (iii) 

carece de un serio valor cSlético, polilico o cicntlfico.'" Como puede advertirse, el 

problema se resucl\'e sin mucho éxi10, puesto que sigue u1ili1,indose conceptos subjetivos e 

imprecisos (¿"inlcrcses lúbricos" de quién?, ¿cuándo una obra carece de "un serio valor 

cslélico, político o cicntifico .. !). Si bien el crilerio pucde ílexibili1.ar.;e, igualmenlc puede 

ciulur•-ccrse, todo depende de quién lo aplique. 

"
1 En C'St' ~nllllo Jcsuc.1 La forullluctón fa{WK>la, ~ rn w Art 20, p.inafo 4, onuk habUr de la lllfMGi 

corro rtsU1Cc1ón y rn su lug.ar t\ruu.mrntr dispone .. ,, prof.«ctóa dt LI JU\tntud y dt la mfancu". 
111 c~hc (ltu lu ri~bhru dC' Manc1m qu1<"n aí11t1UI~ .. que C'I dcrn:ho penal ). el dcrrcho m CC'ntnl. coa 

rd~c10n a la moul, h<"OC" por vhJrlo manlrrrr rl núnm't.1toco1nd1srms.ablc rira b huma cot1\'1\C'nc&a l(J('ial. 
rn un lktcmuruJo ffklnlC'UIO hntÓI"'-' plfl un pueblo JaJo y J"fl un grupo 1k C"K f'UC'blo hmtt 1 él. parl. 
c~tC'crn de rrln·.3ocla 1.u 1c1.:10nN l~K'u o deWJnc"U&s_ mamuas no COOl'fomrun. a&aqucn. ru &elaonta 
detcrnunaJm órdcors soc1alC"s" Cuida roe CASTA.NO, l UlS., l:J RJxunNr Ugal de" la Prrru4"' Mbk""O, Op 
C11,~g 96 

" ltML",'llUIRTA. Maruoo, !1> Ot, pig 119 
'" .111/la I' Ca/iforn"1, 4 IJ lJ.S. IS, 9) S Cl ?607, )7 l.FA 2d ~19 ( 1973), en ltlCTU!AkT, W•llwn. EL 
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Ya en nucslro conlexlo jurídico y cullural, la Primera Sala de la SCJN, basándose en 

la doclrina, explicó lo o/1Sce110 como "lodos aquellos aclos 4ue ofenden al senlido moral o 

el pudor ptihlico", e inmedialamenle lrala de llenar el inmenso vado que deja con esla idea, 

y afimrn que "como la noción del pudor es variable segiin el medio social y el grado de 

civilización de los pueblos, es com·enicnle dejar a los jueces el cuidado de delcnninar qué 

actos pueden ser considerados como imptidicos u ohsccnos". B~ En otras ocasiones, el 

mismo órgano jurisdiccional ha rcilerado esla úllima idea, dclallando que " ... la calificación 

de que una revisla sea obscena, cae bajo la apreciación del Juez de los aulos, sin que sea 

necesario que haya una pmcba especial y dirccla, encaminada a eslableccr ese exlremo; 

pues, siendo obsceno lo conlrario al pudor, al recalo o al decoro, el Juez cslá eapacilado 

para dclenninar si ese es el earácler de la rcvisla dislribuida y hecha circular por el acusado, 

por presumirse, fundadamenlc, que p<>Sce el scn1imic~110 medio de moralidad que impera en 

un momcnlo dado en la sociedad, y 1al apreciación no puede violar garanlías, a menos que 

cslé en conlraposición con los dalos procesales ... c-s necesario dejar a los jueces el cuidado 

de delcnninar cuáles aclos pueden ser considerados como imptidicos, obscenos o conlrarios 

al pudor público al inlcrprelar lo que el comtin de las gcnles enlienden por obsceno u 

ofensivo al pudor ... "1
"' 

Lo anlcrior nos incita a hacer los siguientes comentarios: 

Primero, es un hecho que no hay un conccplo claro de ohsccnidad. A lo más que se 

llega es a decir que se relaciona con el scn1imien10 de la comunidad, lo que nos deja en las 

mismas. En una sociedad plural e infom1ada, rcsulla un rclo de proporciones herctilcas 

dclcnninar q11e sirnl<' la con11111idad. La vcnlad, crccn1os que es imposible. 

Segundo, el crilerio de la SCJN no sólo es vago e impreciso, sino peligroso y 

juridicamenle inconeclo. En efecto, recordemos que se está reslringicndo un derecho 

<1/. fa'. C.t. p.ig .. 743 
11 Qumu Époc• dd SJF, lom> XXXIX. plg. 867, rubro. Moral pú/o/n·a C""''7''° d< la. l'iJ ~· 
"' QuinLI Eron dd SJF, lom> l.\'I, plg. 133. Rubro AfOllJI ,..<Nica ¡·¡,.,nas"""'"'"''" •llTdJN a J.u 

l'1J &KM!.l~. 
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fundamental y para ello, Jos Tratados lntcmacionalcs y Ja CPEUM imponen la reserva de 

Jcy.m De aplicarse las palabras de Ja SCJN. implicaría que quien verdaderamente 

desarrolle Ja restricción de dicho derecho sería Ja autoridad jurisdiccional. Pero además, se 

otorgan facultades omnímodas a dicho ju1gador, puesto que no sólo dctcm1inaria Jo que es 

legal e ilegal, sino en el fondo, Jo que es bueno y malo. Ciertamente el legislador no puede 

delegar su papel restrictivo a Ja autoridad jurisdiccional, quien en todo caso, tiene el papel 

de revisar dicha actuación. 

Este tipo de consideraciones nos compelen a reiterar nuestra convicción de que Ja 

moral no debe ser restricción a Ja libertad de difusión periodística. 

11.2.J.J •• J.a !tiara/ ~n la Cl'EU!tl 

La CPEUM expresamente dispone que Ja moral es una restricción al ejercicio de la 

libertad de difusión periodística, según dicen sus Arts. 6" y 7". Por su parte, rccicntcmcntc 

el Pleno de la SCJN entendió como aspectos relevantes de dicha restricción la obscenidad y 

la pomograíla. lll 

11.1./.-1.- nrsarrol/o dr rsta Rrstriuión rn la /.~¡:is/ación Makana 

La reglamentación en esta materia ha sido establecida por el legislador por un lado, 

mediante la punici<ln penal, scgun se tipifica en Jos delitos de la Ley de Imprenta 

(11.1.2.4.a), Jos de Ultrajes a la Moral Pública (11.1.2.4.b) y Provocación de un delito y 

apología de éste o de algun vicio (11.1.2.4.c); mientras que por otro, a través de la 

imposición de sancionc-s administrativas en materia de radio y tclc\•isión (11.1.2.4.d). 

HT r,,/ J11pru C1ritulo Pnnrro, \' 4.2. )'\'S. 
"

1 De OU(\U 11.hrrtuno1 que rn nlc punto dl\TrguraJ.s JC'I punto dr \'1$t.I de dteho Tnbum.1. que ca la 
cjeculona 31371V8 tr1ducc nw rnbKCWOC1i rnpccto 1 ll nxinl. 1m QUC' b propaa CPEUM Up 
pronun<1'rru<nlo en°" 1o<n1odo Cfr !'¡canon• dd Ñ11"'"' en Rcvuión )l)7,<J8, rn: SCJN, El Omdo a /o 
lnformac1ón, Op C11, pig. t to. 
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11.2.1.4.a.· Dt!lito dt Ataque a la /ttoral 

Los Arts. 2', 9' fracciones V y XII, asl como 32 de la Ley de Imprenta disponen lo 

siguiente: 

Articulo 2. Constituye un ataque a la moral: 
111. Toda manifestación de palabra, por escrito, o por cualquier olro de los 

medios de que habla la fracción 1 del articulo anterior [\'crbalmente, por 
señales, manuscrito, imprenta, dibujo, litografia, fotograíla, transmitida 
por correo, telégrafo, leléfono, radiotclcgraíla o cualquier otro modo), con 
la que se defiendan o disculpen, aconsejen o propaguen públicamente los 
\'Ícios, fallas o delitos, o se haga la apología de ellos o de sus autores; 

IV. Toda manifestación \'erilicada con discursos, gritos, canlos. exhibiciones 
o rcprcscnlaciones o por cualquier otro medio de los enumerados en la 
fracción 1 del articulo 2" con la cual se ultraje u ofenda públicamenlc al 
pudor, a la decencia o a las buenas cos1umbres o se e.\citc a la 
prostitución o a la práctica de actos licenciosos o impúdicos, teniéndose 
como tales lodos aquellos que, en el conccplo público, estén calificados 
de contrarios al pudor; 

V. Toda distribución, \'Ciiia o exposición al público, de cualquiera manera 
que se haga, de esenios, folletos, impresos, canciones, b'!abados, libros, 
imagcncs, anuncios. larjcta.< u olros papeles o figuras, pimur.is, dibujos o 
litografiados de caráclcr obsceno o que rcprcscnlen actos lúbricos. 

Articulo 9. Queda prohibido:'" 

V. Iniciar o lc\'anlar púhlicamcnlc subscripciones o a)uJas pecuniarias para 
pagar las multas que se impongan por infracciones penales; 

X. Publicar las palabr.is o expresiones injuriosas u ofcnsi\'as que se viertan 
en los Ju1gados o Tribunales, o en las sesiones de los cuerpos públicos 
colegiados. 

Articulo 32. Los alaqucs a la moral se castigarán: 
l. Con arrcslo de uno a once meses y mulla de cien a mil pesos en los casos 

de la frncci<ln 1 dd articulo 2'; 
11. Con arrcslo de ocho días a seis meses y mult• de veinle a quinientos 

pesos, en los casos Je las fracciones 11 y 111 del mismo articulo. 

Al rcspccto es oportuno mencionar lo siguiente: 

,,. Lu w.:ionrs aphubk1 1 c-stot dKnm. ya rucmn tramcntas con antenor-.bd, Vid •wpn;z na ntc 
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rrimero, se !rala de restricciones penniaidas tanto por Jos Tratados Internacionales 

como por Jos Arts. 6º y 7" de Ja CPEUM. Sin embargo, en el caso de Jos supuestos del Art. 

2", fracciones 11 y 111, se alude a 1érminos vagos e imprecisos: "obsceno'', .. aclos 

licenciosos", "impúdicos", "pudor", "lúbricos". Como se apuntó lineas arriba, el legislador 

abdica su función de concretizar conceptos jurldicos indelemtinados y deja esta labor al 

juzgador, con las consecuencias jurídicas que ya se anotaron. 

Segundo, en lodos los casos es condición indispensable Ja publicidad inherente a Ja 

conducta. 

Tercero, el Art. 2º, fracciones 11 y 111 de Ja l.<:y de Imprenta queda comprendido en 

el Art. 200, fracción 1 del CPF, en tanto que Ja fracción 1 e.iá incluida en el Art. 209 del 

citado Código,'"° por Jo que deben entenderse impllcitamente derogados Jos primeros por 

Jos segundos, al aplicarse la regla kt postmor d1•ro¡;a1 lc¡:i priori."' 

11.1.J,,,b,- Orlito dr U/trajf's a Ja Moral 

Ahora bien, el Art. 200, fracciones 1 y 11 del CPF fija con dicha denominación el 

siguienle illcito penal: 

Articulo 200. Se aplicarán prisión de seis meses a cinco años o sanción de 
trescientos a quinientos dias multa, o ambas ajuicio del juez: 

fil. Al que fabrique, rcprodu1ca o publique libros, escritos, imágenes u objetos 
ob.<c•·nos, y al que los exponga, distribU)"J o haga circular; 

IV. Al que publique por cualquier medio, ejecute o haga ejecular por otro, 
exhibiciones obscc11<1s; (énfasis añadido). 

Al rcspcclo cabe hacer los siguientes comentarios: 

mim10 C•pitulo, 11. l.2.3' 
,.., l'td m/ro tn rstt mi.uno üpitulo, li.1-2 .... b)· lt. l.2.4 e, ta.pcc11vamm1c. 
'"En el mismo 1entiolo "!''"" 11\U.J<l.Z llUlRTA, M1n,.., q> Cu, pis 119. 
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Primero, son restricciones pennitidas tanto por los Tratados Internacionales como 

por los Arts. 6' y 7" de la Cl'EUM. Sin embargo y no obstante el criterio adoptado por la 

Primera Sala de la SCJN, en la práctica resulta inaplicable este precepto, puesto que 

implicitamente concede al juzgador una facultad que no le corresponde, consistente en 

desarrollar la restricción al derecho fundamental materia de nuestro estudio. 

Segundo, siguiendo a Jiménez Huerta, la redacción del tipo es cquÍ\'oca: "no basta 

haber producido, fabricado, reproducido, escritos, libros, imágenes u otros objetos 

obscenos, sino que es imprescindible que se les cxronga, distribuy• o haga circular, sin 

perjuicio también de que sólo los que expongan, distribuyan y hagan circular, con 

conciencia de su contenido obsceno, sean, de acuerdo con la descripción típica, ror estos 

únicos hechos, también rcsronsables"."" 

Tercero, las fracciones transcritas muestran una duplicidad innecesaria, dado que la 

segunda queda comprendida en la primera.'" 

11.2.J.-l.c.- l'ro1'0cadón dt un /Jtlilo J' Apología Je hte o dt a/gÍ111 Vicio 

El Art. 209 del Cl'F señala lo siguiente como conducta punible: 

Articulo 209. Al que promquc públicamente a cometer u delito, o haga apología de 
éste o de algim \'icio, se le aplicarán de diez a ciento ochenta jomadas de trabajo en 
fa\'or de la comunidad. si el delito no se cjL'CUtarc; en caso contrario se aplicará al 
pro\'ocador la sanción que le corresponda por su participación en el delito cometido. 

Al respecto consideramos lo siguiente: 

Primero, de nuc\'o se concrcti1a una restricción pcrn1itida tanlo por los Tratados 

Internacionales como por Jos Arts. 6' y 7' de la CPEUM . 

.., J1Mt.NEJ. l11Jt RIA, MarW>D, Op C.1, ríi t SS. 
,., F.n el mwno Knhdo opuui Juntncz llunu., lbiJ""'· p&g. 190 
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Segundo, en el primer caso regulado por cslc dispositivo, la pr01vración ha de ser 

divulgada, esto es, llegar al conocimiento de un número o grnpo indetcnninado de personas 

y, además, dirigida a la realización de un delito o delitos detenninados en su identidad, 

caracteres o circunstancias, pues si fuera hecha indi,•idualmente a una sola persona nos 

hallarinmos ante una de las fonnas que puede re,·eslir la fonna de participación criminal 

conocida como inducción . .,.. 

Tercero, en cuanlo a la segunda conducta sancionada, la apología, ésta significa el 

elogio público de un dctcnninado delito ya rcali1ado. Es indiferente que su autor hubiere 

sido o no aprehendido, procesado o condenado, pues lo que la figura tipica capla es la 

pública y concreta aprobación del delito cjccutado.l•' 

Cuarto, no obstante el se11alamicnto de que es punible la apología de un vicio, el 

legislador fue totalmenle omiso en establecer la sanción correspondiente. 

11.1./ • ./,J,- /iifrordonrJ "" Matf'ria J,. Radio J' r,.¡,.,.;,;,;,. 

Igual que en el caso del orden público, en este rubro, la legislación en materia de 

radio y televisión establece algunos preceptos relevantes, para lo cual, primero 

anali7.aremos la LFRT (i) y luego su reglamento (ii). 

(i) /.a ll'RT 

l.Ds Arts. 63, 101, fracción XIII y 103 de la LFRT desarrollan las restricciones 

relacionadas, entre otros, con la moral de la si¡,'Uicnte manera: 

,.. lbidtm, plg. 204. 
'" /dtm 

m 



Articulo 63. Quedan prohibidas 1odas las lransmisioncs que ... y las conlrarias a las 
buenas coslumbres, ya sea mcdianlc expresiones maliciosas, palabras o imágenes 
procaces, frases )' escena.• de doble sentido, apología de la violencia o del crimen; se 
prohibe, lambién, lodo aquello que sea denigranle u ofensivo para el cullo civico de los 
héroes )' para las creencias religiosas, o discriminalorio de las r.u.as; queda asimismo 
prohibido el empico de recursos de baja comicidad y sonidos ofcnsirns. 

Articulo 101. Consliluycn infracciones a la prcscnle ley: 

XIII. La desobediencia a cualquiera de las prohibiciones que para la com:cla 
programación prevé el anículo 63 de esla ley; 

Artículo 103. Se impondrá mulla de cinco mil a cincucnla mil pesos en los ca.sos de las 
fracciones ... XIII ... del articulo 101 de csla ley. 

Al respecto cabe hacer los siguienles comcnlarios: 

Primero. Se !rala de una rcslricción admitida por la Cl'EUM y los Tralados 

lnlcmacionales. Fucm de los casos que se mencionan lineas abajo, creemos que es correcto el 

desarrollo planteado por el legislador. 

Segundo. En algunos casm el legislador incurre en el error de utili7.ar conceptos 

jurídicos indclcnninaJos (r:rprcJioneJ maliritmu. ¡"1.J/abms o inuigt•11t•s procan'.J, rc·cursru tle 

ha;a co1111cid111/, w11idor o/áuil'O.f, cte.) cuando a él le corresponde definirlos, por lo que 

automátican1cnte invalidan cualquier posibilidad de que la auloridad administraliva aplique 

sanciones con base en ellos, ya que implicaria ,·iolación al principio de rc-scl"l·a de ky. 

Tercero. En particular, en el Cal.O lle las e>prL-sionc-s que sean <lcnigmnl<'-' u oft·runm 

para d mito CÍ\'lro d1• /ru hérr~·-' y para las CTt'1'nc1m rd1¡:icua.< queda la duda de qué se 

cnlicnde como lal, o mejor aun, quién lo ,.a a delcmlinar. En el mismo tenor de lo dicho con 

anleriorid3d, creemos que estas impn"<isioncs mvalidan la aplicación de cslos prcccplos. 

(ii) /:'/ Rl.FRT 

Los Arts. 36, fracciones 11, 111yIV,37 y 39 del Rl..FRT disponen lo siguicntrs: 
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Articulo 36. Queda prohibido a los concesionarios, pemusmnanos, locutores, 
cronistas, comentaristas, artistas, anunciantes, agencias de publicidad, publicistas y 
demás personas que participen en la preparación o reali1.ación de programas y 
propaganda comercial por radio y televisión lo siguiente: 

11. Todo aquello que sea denigrante u ofensivo para el culto de los héroes o 
para las creencias religiosas, asi como lo que, directa o indircctamcnlc 
discrimine cualesquiera raza.'i; 

111. l lacer apología de la \'iolencia, del crimen o de vicios; 
IV. Reali1.1r transmisiones que ... y las contrarias a las buenas costumbres, ya 

sea mediante palabras, actitudes o imágenes obscenas, frases o escenas de 
doble seutido, sonidos ofensivos, gestos y actitudes insultantes, asl como 
recursos de baja comicidad; 

Articulo 37. Se considera que se hace apologia de la violencia, el crimen o los vicios 
en los siguientes casos: 

1. Cuando se excite al desorden, se aconseje o se incite al robo, al crimen, a 
la destrucción de bienes o se justifique la comisión de los delitos o sus 
autores; 

11. Cuando se defiendan, disculpen o aconsejen los vicios; 
111. Cuando se ense1ic o muestre la fonna de realizar los delitos o practicar 

vicios, sin demostrar durante la transmisión las corLo;ccuencias sociales 
adversas de esos hechos. 

Articulo 39. Se consider.m contrarias a las buenas costumbres: 
l. El tratamiento de temas que estimulen las ideas o prácticas contrarias a la 

moral, a la integridad del hogar, se ofenda el pudor, a la decencia o excite 
a la prostitución o a la práctica de actos licenciosos, y 

11. La justificación de la.• relaciones sexuales ilícitas o promiscuas y el 
tratamitnto no científico de problemas sociales tales como la 
drogadicción o el alcoholismo. 

Al respecto cabe hacer los siguientes comentarios: 

Primero. Si bien en principio se trJla del desarrollo de una restricción reconocida 

por la CPEUM y los TrJtados Internacionales, es claro que el Ejecutivo Federal violentó el 

principio de rese"'ª de ley referido al dcsanollo de las restricciones a la LDP. En efecto, 

como puede advertirse, en aquellos casos en los que dicha autoridad no repitió lo que 

sei\aló el legislador como prohibiciones. definió conceptos que indebidamente dejó abiertos 

el legislador (bu«11as cru111mbr,·s, apología dt• la •·io/encia, etc.). Por lo tmto, creemos que 

estos preceptos pugnan con los ordenamientos ><-ftalados al inicio de este párrafo. 



Segundo. En paralelo a lo anterior cabe advertir también que el Ejecuti\'o Federal 

se excedió en el ejercicio de la focultml reglamentaria al ampliar algunas de las 

prohibiciones se1'3ladas originalmente por el legislador ordinario en la LFRT. 

11.2.2.- Salud l'úhllca 

Los Tratados Internacionales establecen la posibilidad de que la salud pública sirva 

como justificación para restringir la libertad de infomiación periodística. Sin embargo, ni 

la Cl'EUM ni la legislación expedida por el Congreso de la Unión que reglamenta sus 

prcccplos, establecen nom1as en ese sentido. JM 

Ahora bien, dentro de los reglamentos materia de nuestro estudio, encontramos la 

siguiente prohibición en el Art. 36, fracción VII del RLFRT: 

Articulo 36. Q11<-da prohibido a los concesionarios, pem1isionarios, locutores, 
cronistas, comentaristas, artistas, anunciantes. agencias de publicidad, publicistas y 
demás personas que participen en la preparación o rcalitación de programas y 
propaganda comercial por radio y televisión lo siguiente'. 

VII. Presentar escenas, imágenes o sonidos que indu1can al alcoholismo, uso 
de estupefacientes o sustancias psicotrópicas; 

Reconocemos el noble propósito de este prccc"(lto, pero desafortunadamente 

debemos rccoular que por un lado, no corresponde al Ej<'CUtÍ\'O Federal definir las 

restricciones a la UJI', mientras que por otro, al establecer una prohibición adicional a las 

scílaladas en la LFRT. esta autori<lad se excedió en el ejercicio de la facultad reglamentaria, 

situación que nos lle\'an a la con\'icción de que es inconstitucional cualquier sanción 

fundada en el articulo transcrito. 

* En lodo e.no. 1<h'C11uro• que d ulllCO rwuccNJOC"l m matm.a de pubhcWd conucill ( l'ul. Ley 
Grnml de: S.tud. Aru. JOO 1312),qurno10<1n ti ob1<10 «nlnt de: nueuro lnNJO. 
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11.2.3.· l{c•lrlcclón Contra la Propa¡:anda llrllcosa o Discriminatoria 

Los Trnlados lnlcmacionalcs coinciden en prohibir de manera 1enninanle la 

propaganda en favor de la guerra o toda apología del odio nacional, racial o religioso. 

L1 base constitucional de cslas restricciones llene dos fuentes, primero, el Art. Iº, 

párrafo tercero, en lo rcfercnle a la discriminación;1
•

1 segundo, los principios sobre los 

cuales basa su organi1.ación y funcionamiento el Estado mexicano, que necesariamente se 

vinculan al objeto de las prohibiciones mencionadas en los Tratados lntemacionalcs: 

igualitarismo, laicismo, pacifismo, ele. (Arts. 2", 3' fracciones 1 y 11, 4' y 12 de la propia 

CPEUM). 

Salvo el caso de la LFRT y su Reglamento no cxisle en la legislación ordinaria 

federal dispositivos que desarrollen con pr<'Cisión esta rcslricción.m Sin embargo, en el 

caso del Distrito Federal, recicnlcmentc se introdujo una rcfonna en el CPDF que nos 

remite a dicha restricci<ln. Se trnla del Art. 281-Uis, fracciones 1 y 111, que a la letra 

dispone: 

Articulo 281-llis. Se impondrá pena de uno a tres at1os de prisión, de cincuenta a 
<loscientos días multa y de winticinco a cien días de trnbajo en fa,·or de la 
comunidad al que, por m.ón de edad, sexo, embarazo, estado civil, raza. idioma, 
religión, idcologla, orientación scrnal, color de piel, nacionalidad, origen o posición 
social. trnbajo o profesión, posición económica, car.lctcr fisico, discapacidad o 
cSlado de salud: 

\'. Provoque o incite al odio o a la violencia; 

111. Veje o excluya a ~lguna persona o grupo de personas cuando dichas 
conductas tengan por resultado un daño material o moral, o ... 

I:stc <lispositi\·o nos merece los siguicn1cs comentarios: 

------------
,., La mtroJ1.Kc1ón t'\rrc·u tk t''U tt'~U1C'non s..c hlto 1rcu~nt1CtnC"ntc, K"SÜO pubhc.caón en el OOF de I~ 

Je •J!>"º' Je 200 l . 
No 001 r.iu deupC"mbklo que La LFRT y w Rrsbnrn10 hacen 1tfnt11Ci.a .a db, rno un 11 pruWóa 
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Primero, como ya se expuso, este precepto es acorde con las restricciones 

contempladas en los Tratados lnlemacionales y los Arts. 6" y 7" de la CPEUM. 

Segundo, el legislador fue particulanncnle cuidadoso en establecer infinidad de 

razones por las cuales pude suscitarse la discriminación, lo que considerarnos adecuado. 

Tercero, es lamentable que en nuestro pals no exista mayor preocupación en el 

ámbito jurídico por reglamentar esta restricción. 

11.3.- llrstrkrlonrs pna 11 Protrcclón dr la l'tnona 

Los Tratados lnlcmacionalcs imponen como justificación para restringir la LDP, 

casi con idéntica redacción, "el respeto a los derechos o a la reputación de los demás". Ello 

nos lleva a la cun\'icción de que el objeto de la restricción es la protección de la persona. 

A continuación trataremos este tema considerando para ello: la regulación de esta 

restricción en la CPEUM (11.3. I ), que en si hace referencia a lo que doclrinalmenle se 

conoce como los cfrr«hru ele la pasmw/iclacl, razón por la cual nos detendremos para 

abundar --aún y cuando sea someramente ·-"' sobre ellos (11.3.2), luego, nos referiremos 

al \'Ínculo de estos derechos y el ejercicio del periodismo (11.3.3), y linalmcnle, 

mencionaremos la concreción de esta restricción en la legislación federal mexicana (11.3.4). 

11.3. J •• El Rrspcto a los Dtmás tn 11 CP•:UM 

El Art. 6" de la CPEUM, dispone como restricción "los dcrc.:hos de tercero", 

mientras que el An. 7" habla de la "\'ida pri\·ada". Creernos que cuando el texto 

constitucional habla de derechos de tercero respecto al ejercicio de estas libertades, 

dc\c~W. t',J J"f"ª· en n1e nus.m> c1ritu1o 11 1.2 4 d 
~ lks.afonuna~mrnlt' ale non d ttp¡c10 m d n~mmlo pan un abofdanurnlO dcu.llado de nmcbot de 

los tC"mn uaudot en rile punto qut J'IOf 1i wlos rnrratu.n nu:hu tnu Je hctni:utwa PU11 1S:t1 Wlmi mh 
profundo rrromenJ.am.n 11 kc10I b b1bhogufil &.'lOtaJl a lo Wgo de Lu c1lu COftnponJ.cnsn 
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necesariamente se está refiriendo a los derechos de la personalidad,170 que como lo veremos 

más adelante, comprenden a la vida privada. 

Es preciso anotar que en sintonía con la opinión anterior, el An. 16 de la CPEUM 

supone una restricción indirecta por vinud de los derechos de la personalidad, al referirse n 

la prrso11i1 como objeto de protección respecto a intromisiones estatales."' Demos paso al 

tratamiento de dichos derechos. 

11.3.2.- l.os Dtr•chos dt 11 l'tnon11id1d 

l.a palabra personalidad es multlvoca en el Derecho. En este trabajo nos interesa la 

acepción que considera como tal, aproximándose a su sentido más coloquial, al "conjunto 

de características o cualidades originales que destacan en algunas pcrsonas''.m 

De ese modo, se definen los drrcclws ilr '" prrsonallllt1tl como "los bienes 

constituidos por dctcm1inadas proyecciones, fisicas o psíquicas del ser humano, relativas a 

su integridad fisica y mental, que las atribuye para si o para algunos sujetos de de=ho, y 

que son indi•iduali7.adas por el ordenamiento jurídico"."' 

En cuanto a su naturalc1.a jurídica, se trata de derechos subjetivos y al mismo 

tiempo son también bienes morales.'" De entre sus principales carJcteristicas destacan las 

siguientes: son patrimoniales pero no pecuniarios. oponibles t•rga omnr.s, su titular 

gcncralrnenlc es una persona fisica, pero hay algunos de ellos que pueden pcnencccr a 

personas morales (derecho al nombre, al secreto y reputación), intransmisibles, 

l'."O End nnn~ Knhdo, l1)r1.1 AnJóN, Sng10, El f'krN:Jioa la l11/0'1ff«'rÓ1t, Op e_ .. ,,, p.\¡. 199 
111 En C'itr up«lo coinc1Jnrm con 11 opm1ón Jcl Plt"OO de' la SCJN, QUC' Wntutn dcsrcrnJt 11 nusma 

rclaci,ln ptotnnó11 a /11 f't'IJOlla·A" /6 Cfr l:1«uto11.i del A~ro tn Rnlltón 3137."15, rn SCJN, El 
f),•r,Ylw a /11 /nftJfJflacuitt, Op Ot, ('ig\ 110 )' 111. 

P! \'01-. l'tmu1al1t/Jd en Rl.AI ACAOU.ll-\ E.\f>AÑOlA, Op Cu, Toml 1'11·, f\li ISSJ. 
J'l Gl/111 klU.l \' {j()"'l-'lJ/-. Ernc-110, El /latr11t101ulJ, Port\u., Mtuco, 1999, pJig 776 
,1• Por un Ltdo, reUncn b1 car1C1rrb1K~I de los Jnn:hos wliJC"tm» (conrarnm wu pnnuuón pan 1u1 

111ul.ue1, los drnW llenen rl drbcr Je no ohltnml1, ntin con.u¡;r1001 en wwi nonna JWidKa )' lU hrular lK'nt 
l.i facuh:td de ru~lf a qu1rn mlC'fÍIC'f~. que deJe de h.ii;C'flo), y p.lt' d otro, mkgran rl pattumruo nural de una 
~tson.l (en 1trnctón " ll dinuón cr.11111.1 que d.utfKI 101 btmel en COlpOrdn ( ancorror•ln) Pm un 
1nihu1 wbte nu uhfie1ctón. </r l>I· l..A PARRA lRUJIUO, Ed~rdo, El /Jaiio A#(Wd/ por /1J Dn11ltacll:Ílt d~ 
la lnji.•nnarn;n Gtnh1ca, tesas de hcrnciatura., flC\l.ltJd de llnn:ho-lJNAM. Mt\K0, 1001, r.ii1 "91 70. 
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personalisimos, varían de epoca en época y de sociedad en sociedad, irrenunciables, 

inembargables e imprcscriplibles.m 

Guliérrez y Gon1.álcz considera como derechos de la personalidad, cnlre otros, los 

concemientes al honor o repulación, al Tilulo Profesional, al secrclo o a la reserva (que 

nosolros llamamos derecho a la intimidad y que incluye el relalivo a la imagen), al nombre, 

a la presencia eslélica, a la vida, a la inlegridad ílsica, ele. 

11.3.J .• Derechos de 11 l'rnonalld1d n. Periodismo 

La práclica del periodismo suele verse confronlada con alguno de los derechos de la 

personalidad. A conlinuación nos referiremos a aquellos que consideramos reievanles para 

cfeclos de nueslro eSludio (11.3.3. I) y poslerionncnle, profundi1.<1remos en su asi'CCto más 

eonílielivo: el respelo a la privacidad (11.3.3.2). 

11.J.J. l.· /Jcrtchos rlt la Pcnonalir/arl facntualmcntt Oponibles al Ptrlo.tls•o 

Se trata del derecho al honor o rcpulación (11.3.3.1.a), a la inlimidad (11.3.3.1.b) y a 

la imagen (11.3.3.1.c). Veamos. 

11.J.J.J,a .• Dtrtclto al llonor o Ntputación 

Gutiérrez y Gon1..\lcz considera así al "bien jurídico conslituido por la proyección 

psíquica del senlimiento de estimación que la persona tiene de si misma, o la que atribuye a 

olros sujetos de derecho, cuando coincide con el que considera el ordenamiento jurídico de 

cada época o región geográfica, alcndiendo a lo que la cok'Ctividad en que aclúa, considera 

como senlimienlo cslimable''."• 

De lo anlerior poden10s de>prendcr dos clases de honor. Primero, el honor 

subjeli\'O, consislenle en el aprecio o estimación que el ser humano lienc por si mismo; este 
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honor es alaeado por medio de acciones - principalmente palabras ajenas- que expresan 

menosprecio hacia el sujeto. Segundo, el honor objetivo, referido al inlerés que toda 

persona tiene por su prestigio y buen coneeplo ante los demás; este honor es ofendido 

mediante la propagación de infom1ación que perjudica su reputación ante otros.m 

11.J.J. l.b.- l>trec/10 o la 1"timidad 

El Tribunal Supremo espaílol ha concebido bajo esa denominación al "derecho a 

mantener intacta, desconocida, incontaminada e inviolada la zona íntima, familiar o 

recoleta del hombre ... ""' Lópcz Ayllón, siguiendo a Rigaux, lo entiende como "aquel 

derecho de los individuos, grupos e instituciones de detem1inar cuándo, cómo y en qué 

medida la infonnación que les concierne puede ser comunicada a otros".m Por su parte, 

Nm·oa Monreal acota "que la vida privada cst:i constituida por aquellos fenómenos, 

comportamientos, datos y siluacioncs de una persona que normalmenle están sustraidos al 

conocimiento de extraílos y CU)<' conocimiento por éstos puede turbarla moralmente por 

afectar su pmlor o su recato, a menos que esa misma persona asicnla ese conocimicnlo"'.no 

Este derecho también es conocido en la doctrina como dcn·cho al secreto o a la 

rcscn·a o a la csfem sccre/11 de/¡¡ l''°f'ill persona-"' Sus especies son: derecho al secreto 

epistolar, a la inviolabilidad del domicilio, al secreto telefónico, al secreto profesional, a la 

imagen y al secreto de disposiciún de bienes por ultima voluntad."' 

,,. GuntRRl.Z 't' GoN/.ÁlJ.1., Emc'to, 1:/ Pam .. an10, Op Cu, p.i.g 785'. 
m NovoAMOSRIAt .. l:dlUrJo, O,, Cu, ~g 7S 
ll'I Scnltnc11 del Tnburul Supremo dr fap.¡ha Je S dC' m.irto ~ 1974, A·12ll, citada por FAIUÑAS 

MAtONI. lu15 Mi, fl f>.-,r<lio o l.J lri11,,.11/..iJ. Tnnum. MaJnJ., IQSJ, ('ig. 94 
1
"' l.óPrl AnlON, Sctgm, El fh·r1-.:lto o /J /nfonrcan01t, Op O:, p.igl. 199 y 200 

"ºNovo.\ Mos1u Al. Edlll.rJo, Op Cu, ~g. -19 
ltl La pnmeu cs. wu lknomuu.;:1ón dt' ll doctnna nal~n.a. nurntru QU( ll Kgund.J e~ a la 

alem.in.1 El UM> Je lJ O.pt"C'HÓn dC'r«ho a la 11tl1Midad tom:spondc 1 ll dcoomm.acióa del l>ertt:ho 
ang~1~J;;~1ght of pmuq. fitn1 RN.J-1 't' Go."'i/.ÁUJ._ E.ITIC"tlo, f/ Patn#Wllio, Op Ot, pác. S 1 S. 
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11 •. 1.J.J.r.- /Jertrho 11 /11 Jmagtn 

Novoa Monrcal lo considera "un derecho negativo, consistenle en la rosihilidad de 

su titular de manifestar su rechai.o expreso a que su imagen sea conservada ror otro... Y 

mas adelante Novoa expresa que esla definición "reconoce el derecho individual de cada 

uno sobre su propia imagen. pcnnitiéndolc que ella sea conservada por otro .. .''Jio 

Ahora bien, rcsuhan rasgos definidores de la noción de imll/.:''" lumrana, entre otros, 

los siguientes: (i) es la rcprescnlación de la figura humana en fonn.1 visible y reconocible; 

(ii) es una manifestación esencial de la personalidad, pucslo que constituye uno de los 

elcmcnlos fundarncn1ales de la proyc-cción exlcma de la persona; (iii) rcali1a las funciones 

de individuali1ar e idenlificar a la persona, pero p;ira comprenderla corno objeto de un 

dcrl~ho, debe inlCT\'cnir otro factor, la mediación de un proceso de percepción de la 

imagen; (i\') el contenido matcnal de la imagen humana --en cuanlo representación en 

fonna visihle ·· es el fundamento de la posibilidad de manipularla y, consecuentemente, de 

su potencial palrimonial; (v) en la explolación comercial de la imagen, el tilular del derecho 

cede parcialmente-·· es decir no hay una renuncia ahsolula sino que se dispone una o varias 

facultades para una finalidad, un plJ10 de tiemro. ele.·· con el objeto de conseguir a 

camhio un beneficio económico; (vi) honor. inlimidad, nomhrc y rnt son realidades 

cercanas a la imagen pero no se identifican con ella. ni cabe incluirlas en su concepto; y 

(vii) las personas jurídicas no licnen imagen en el sentido que aqui se ha cxpucston• 

11.3.3.l.- Ttnsión Entrt ti E}trriria l'rriodistiro J' ti Rrlprto dr los /Jturhas dr 
la Prnonalidod, ti RrJpna 11 la Prfrarid•d 

Ahora bien, reconocemos que el ejercicio de la LDI' c\·cnlualmcntc origina una 

confrontación con los dcr."Chos de la pcrsonalidail mencionados. Como apuntamos con 

m NOVOA. MO~RIAI. Eduudo, Op 01, p.lgi 71)'72. 
\U AlUkMIJfül Al>ARJlAG.\, Ana, El l>nt'do a la /'top1a /,,.agns. ur li/,·nt11l4Jd _. .fproumJ<1d11 al 

Drrt'CllO a la /nfomwrnjn, runJ.ac.oo Manutl Durndia )' Unncnkbd lhrroan'll:'OCIR.l, Mtuco, 1997, pig:l. 
42 y 43. 
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anterioridad,m creemos que esta problemá1ica se cenlra en un aspeclo: la relevancia o 

interés público de la información. 

Se requiere definir y delimi1ar qué infonnaciones son de 1111cr.:s ¡níb/ico. Ello nos 

permite establecer los criterios que ofre1can un mlnimo de seguridad jurídica en la 

resolución de los con nietos. 

En una primera aproximación podemos decir que serán de interés público todas 

aquellas materias <1ue no sean privadas, es decir, que no afecten a la privacidad o esfera 

íntima de las personas. Sin embargo, esa definición -y la diferenciación entre lo público y 

lo privado- no nos sirve parn configurar y delimitar el conccplo de interes público porque 

pueden existir infonnaciones relativas a la esfera privada que, a pesar de ello, resulten ser 

de trascendencia o interés público.'" 

Esta situación nos lleva a considerar que el concepto de intaés público es "íluido y 

peligroso". Fluido porque su detenninación dcpcnde del momento, del lugar y de las 

circunstancias; y peligroso porque su integración depende, en muchas ocasiones, de los 

propios condicionamientos ideológicos de la pcrsona que lo aplique o de la pcrsona que 

deba estimar o desestimar su concunencia, es decir, del juzgador, lo que conlleva a una 

patente falta de cer1idumbrc juridica.111 

Sin embargo, puede intentarse la dctenninación de algunos criterios que de alguna u 

otra fonna ayuden a clan ficar este problema. Esos criterios serian, el medio de difusión en 

el que se encuentra la infom1ación (11.3.3.2.a); el criterio subjetivo que atiende al carácter 

público o privado de la persona a quien se refiere la infonnación (11.3.3.2.b); y d criterio 

material u objetivo que atiende ünicamcnle al contenido de la infonnación (11.3.3.2.c). 

Pasemos a su exposición )'desarrollo. 

,., f '11/ JllP'" Capirulo Tctcc-to, 12. l. 
'" Mu>lol umm1, Jo.C, Op C.1, ¡>ig tbl. 
u' MANlO\'ANI, FrnanJo, c1t.1idd rot" Ml.IÑOl Lol.l~it .. Jm.C, Op Cit, ri&- 162. 

tll 



//,J,J.2a.- El ltftdlo dr Difusló11 

Según este crilerio, serian de rclcl'ancia pública todas aquellas informaciones que se 

difundiesen a tral'és de un medio de comunicación de masas, con independencia de cual 

íuese el contenido de la nolicia. 

Resulta criticable c.•la consideración por lo siguiente: primero, la mera inclusión de 

una infonuación en un medio de comunicación -- con in<lcpcndcncia de cual sea su 

conlcnido- no puede dclcnninar, por si sola, su conlribución a la fomiación de opinión 

pública; segundo, no nccc.'Mlriarncllle la infonnación de inlerés público es lransmitida por 

los medios mencionados; tercero, la rclcl'ancia se dcjaria en las manos de los medios de 

comunicación; y derivado de lo anterior, cuarto, se corrcda el riesgo de confundir el intrrés 

priblico con el i11tcrés ch•l p1iblico. Ju 

/l.J.3.2.h.· HI Critrrio SubjdÍl'O 

De acuerdo a este parárnclro, serian de inlcr<'s público todas aquellas informaciones 

relativas a los personajes públicos y no las rclati\'as a los personajes privados. 

Este punto de l'ista despicna las siguienles criticas: primero, pierde elocuencia dado 

que requiere de anlernano delimitar quienes son personas públicas, o qué se enliendc por 

lal,31
• y segundo, no todas las infonnacioncs que se refieren a los personajes públicos tienen 

que ser públicamcnlc relcl'anlcs, csp<.'Cialmcnle las referidas a su inlimidad, ni !odas las 

informaciones en que se "ºª in\'olucrada una persona pri,·ada dejarán, por esa ruón, de ser 

de interés público y, no por esa misma ra1ón, habremos de negarles incidencia en la vida de 

la comunidad. 

UI MP~'O/ l.ORI ""'11. Jo~. Op <it. ~g 166 
"' En C'!.(' tmkn liC" 1Jru, Mulktz Lorrnte pl.1n1ea unJ Knc ~ CU«l10NJ1uentm 1ptop1.adot al cuo .. t.t.t 

cucunscuhc nlt con..:cplo úmcan'l:'nte a qu1rM\ dc~"l"C'lkn func.onn pubhc.as al KfUCto dt la 
Adnun&\IUC1ón'> ¡_Se rurJ<' •ntilu.r C' mduu l k'l rolitKOt., JITTgmtM ~ m•fo:atos, lkJnn rchgMlt.Oi. 
hanqucros, cte.? e:.~ C'\llC'n.k 1 rcnonn Je otrn l.1t'u con-.i la 01hw1, d dcportt, lu 11tn" S1 ti. ali, ¿,C"s 
JX'Bf.ln.J rúhlica loda aquella qUC' t.tl coooc1Ja por nu.:h.a ~k.,, C"n ntt Uhm•, e.as.o t.C'W.nU. de dónde')' C"n 
qué imh11os"! l,N rrnon.1 pUhhca aquella qut -· sm ~r COOl.:kia ror nuch.a GC'OIC' ·- ~ \(' ln\'Olucrad.I C"Q 
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11.J.J.1.c.- El Criur/o Ob}tt/l'O 

Según esta perspectiva, las infonnaciones relativas a personajes públicos suelen ser 

objetivamente de interés público en la medida en que contribuyan a fom1ar la opinión 

pública, es decir, siempre que dichas infonnaciones puedan incidir en la vida comunitaria. 

De ese modo. lo decisivo para apreciar la concurrencia del interés público será el 

hecho mismo objeto de la infonnación, que pueda afectar a los intereses de otras personas o 

los intereses sociales, que pueda incidir en la fonnación de la opinión pública y que esté en 

conexión con la misma.''° 

El criterio ohjctivo recurre entonces a considerar o/y,•timmentr el contenido de la 

infom1ación, el hecho o acontecimiento mismo que se transmite. Lo que nos obliga a 

planteamos qué materias podemos considerar de interés público. Existen dos opciones: la 

primera restringiría las materias de interés público a aquellas conectadas con el ámbito 

puramente politico, y la segunda, por el contrario, ampliarla el campo del interés público a 

otras materias difcrcntL'S de la politiea, pero que, al igual que aquélla, inciden 

necesariamente en la vida de la sociedad. Veamos. 

Primero, la polítira romo trnw r.rclusim dd interés puhlico. En este caso, la 

infomiación seria rclc\·antc siempre y cuando estuvieran conectadas con el discurso político 

y con el desarrollo y funcionamiento del Estado, asl como de sus instituciones. Esta 

opinión dcri\'a del car.ictcr del dcn:cho a la infonnación y de la Ll>P como fonnadores de 

la opinión pública, inherente a todo sistema dcmocr.itieo, y como cauce para la intm·cnción 

de los indi\'iduos en la vida política. 

Sin duda, la integración del discurso público como discurso estrictamente político 

procede del significado que se atribuía a estas libertades en los primeros teuos declarativos 

de derechos. Allí, su función princip>I era la de controlar el poder eswal. lloy resulta 

asunto' de tnlfli-1 público? /Mdr11t, J'ig 167. 
,.., /~iJem, plg. t 60 
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innegable que todos los temas relacionados con la J>Olitica son de interés público. La 

politica sería el ni1clco irreductible e irreprimible del discurso político."' 

Esta perspectiva choca con dos incon\'enientes: estrecha y reduce el círculo de 

materias que, en sociedades como las actuales, pueden ser de tanlo "interés público" como 

lo puede ser la polílica; y requiere delimitar jurídicamente cu:il es el ámbito de lo político. 

Segundo, t1t11pliació11 1/d illlerés ptiblico a otras mmaüu. Se extiende el discurso 

público a otros :imbilos diferentes de la política ya que se entiende que detemlinadas 

materias gozan de interés social o comunitario porque aft-ctan, al igual que la política, a la 

sociedad en su conjunto o a una parte de ella. En este sentido, serian de interés público 

todos aquellos temas o aspectos de la vida que son, al igual que la política, necesarios para 

el desarrollo y e\'Olución de la sociedad y que, igualmente, contrihu)cn a hacer efectivo el 

valor fundamental del pluralismo, que no puede entenderse sólo como pluralismo político, 

sino idL-ológico en sentido amplio. 

11.J.4.- llrsarrollo dc esta Rcstrirdón cn la l.e¡:hl1elón Muirana 

La protección de los derc-chos de la personalidad ha sido fijada por el legislador 

mc\icano vía derecho penal, civil y administrJtivo. A continuación nos referiremos al 

delito de ataques a la vida privada de la Ley de Imprenta (11.J.4. I ), a los de difamación y 

calumnias contenidos en el CPF, relativos al honor (11.3.4.2), la acción civil de dailo moral 

de acuerdo al CCF (11.3.4.3), y finalmente, la infracción administrativa relativa a la imagen, 

según la LFDA (11.3.4.4). 

11.J.<l.J •• Drlito ,¡,. A1a911t'J a la l'ida Prfrada 

Los Arts. 1", 'J" fracciones 1, 11. 111 y IX, así como 31 Je la Ley Je Imprenta 

disponen lo siguiente: 

"' S•LVAIX>R C"OtOClt. rabio. colado poi MtJÑoZ l.oRrnn, J...t, Q> Ot. "'' 174. 
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Articulo l. Constituyen ataques a la vida privada: 
l. Toda manifestación o expresión maliciosa hecha verbalmente o por 

señales en presencia de una o más personas, o por medio manuscrito, o de 
la imprenta, del dihujo, lilografia, folografia o de cualquier otra manera 
que cxpucsla o circulando en público, o transmitida por correo, lelégrafo, 
teléfono, radiotelegrafia o por mensajes, o de cualquier otro modo, 
exponga a una persona al odio, desprecio o ridículo, o pueda causarle 
dcmérilo o en su reputación o en sus intereses; 

11. Toda manifesiación o expresión maliciosa hecha en los tém1inos y por 
cualquiera de los medios indicados en la fracción anlerior, corura la 
memoria de un difunto con el propósito o intención de la"itimar el honor o 
la pública cslimación de los hcmlcros o dcsccndicnlcs de aquél, que aun 
vivieren; 

111. Todo infonne, reporta1.go o relación de las audiencias de los jurados o 
trihunales, en asuntos ci,·ilcs o penales, cuado refieran hechos falsos o se 
alteren los verdaderos con el propósito de causar daño a alguna persona, o 
se hagan, con el mismo objeto, aprc'Ciacioncs que no estén ameritadas 
racionalmente por los h<·chos, siendo éstos \·erdaderos; 

IV. Cuando con una puhlicacrón prohibida cxprcsamcnle por la Lcy,m se 
compromete la dignidad o eslimación de una persona, exponiéndola al 
odio, desprecio o ridículo, o a sufrir da1'\os o en su reputación o en sus 
intereses, ya sean personales o pecuniarios. 

Artículo 9. Qut'<la prohib1<lo. "' 
l. Publicar los escrilos o acla. de acusación en un proceso criminal antes de 

que se dé cuenta con aquellos o éstas en audiencia pública; 
11. Puhlicar en cualquier tiempo sin consentimiento de todos los intercs:idos, 

los cscrilos, actas de acusación y demás pic1..as de los procesos que se 
sigan por los dehlos de adulterio, atentados al pudor, estupro, \'iolación y 
ataques a la vida privada 

111. Publicar sin consen1imien10 de lodos los interesados las demandas, 
contestaciones y tlcmis pic1as tic autores en los juicios de divorcio, 
reclamación de patcmidad, maternidad o nulidad de matrimonio, o 
diligencia de reconocimiento de hijos y en los juicios que en esta mattoria 
puedan suscilarsc; 

IX. Puhlicar los nombres de las victimas de atentados al pudor, estupro o 
,·iolación; 

Articulo 31. Los ataques a la vida pn\'ada se castigaran: 
l. Con ancsto de ocho días a seis mcst"'S y multa de cinco a cincuenta pesos, 

cuando el a1aquc o injuna no este comprendido en la fracción siguiente; 

JtJ Se IC'ÍIC'IC' 1 lo\ ln'f'IC"Slli rrotuh1ilo1 p..1r el Art 11" y ICti conskkrado'I cbnJC'11lno1 f'i'>I ti Art. 15. aniKK 
de ta rropi1 l.~y de tnvr<nU 

" Lu uncmnes conc1pond1en1e1 1 11 \'tobrn\n de C'llJ.S f"ohtbKtonC'1 ntin C'stablecid&s en ti An. 10. ti 
cml ~ tun\Cnh1ó con anlenorwbd. nd 1u¡tr&J, en "''e nuuoo ('apirulo 11 1-2.J.• 

tl6 



11. Con la pena de seis meses de arresto a dos ai1os de prisión y mulla de cien 
a mil pesos, cuando el ataque o in¡uria sea de los que causen afrenta ante 
la opinión pública o consista en una imputación o en apreciaciones que 
puedan perjudicar considerablemente la honra, la fama o el crédito del 
injuriado, o comprometer de una manera grave L1 vida, la libertad o los 
derechos o intereses de éste, o exponerlo al odio o al desprecio público. 

Este articulado nos merece los siguientes conu:ntarios: 

Primero, se trnta del desarrollo de una restricción pennilida por los Trntados 

Internacionales y los Arts. 6" y 7' de la CPEUM. 

Segundo, no obstante lo anterior, creemos que en todos los casos del Art. I, en su 

oportunidad el Cl'F los derogó tácitamente."' De ese modo, ímicamentc prevalecen las 

prohibiciones del Art. 'Y'. 

Tercero, resalla el interés del legislador de entonces en proteger a las personas 

involucrndas en actos delictivos y procedimientos judiciales. Seria encomiable que el 

mismo propósito se mantenga en caso de establecer una regulación que sustituya a la 

comentada. 

ll.J.4.2.- /Mitos del CPF ~on Rtlorió11 o/ llonor 

El CPF regula dos figurns delictivas relevantes para efectos de nuestro estudio: la 

diíamación (11.3.4.2.a) y la calumnia (11.3.4.2.h). 

11.J.4.1.a.· Dtlito dt Difomorión 

Creemos importante mencionar las nom1as referidas en los Arts. 350 )' 352, 

fracciones 1 y 11 del CPF, que a la lctr.i dicen: 

,,. En C'Í«lo, lu í1-a\C1onc-i. l y 11 ~ tC"ÍlttC'n 1 UN f1J'«lt Je lo que con J'O'-lniondad ÍUC' d di:htu ~ 
m¡unu (An. 344 del Cl'fJ y qu< en d aoo de 19SS fue d<to¡;&d<l nrm•m<nl< por d kgul&dor (l>Of de 23 
de d1tiC"mbrt de 198S); tn Unto que lu fr~CKme'i 111 y I\' coru11tu)tti un.1 fn.l!.hhdad de b diíamK.00 
C0111'r<nd1d& <n d An. 310 del Cl'f 
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Anlculo 350. El dclilo de difamación se casligará con prisión !tasia de dos años o 
mulla de cincucnla a lrcscicnlos pesos. o ambas sanciones ajuicio del juc1.. La 
difamación consislc: en comunicar dolosamcnlc a una o más personas, la 
impulación que se hace a 01ra persona fisica, o persona moral en los casos prcvislos 
por la ley, de un hecho cierto o falso, delcrminado, o indc1cm1inado, que pueda 
causarle deshonra, descrédi10, perjuicio, o exponerlo al dcspn.-cio de alguien. 

Si el ofendido fuere alguno de los parienlcs o personas a que se refieren los 
artículos 343 bis y 343 lcr, en cslc ullimo caso siempre y cuando habilc en el mismo 
domicilio con la \'ÍCtima, la pena se aumcntar.i en un tercio. 

Artículo 352. No se aplicara sanción alguna como reo de difamación ni de injuria: 
l. Al que manifieste 1écmrame11IL• su parecer .sohrc a/gww producción 

literaria, arti.stica, cit·ntifira o industrial. 
11. Al que manifcslarc su juicio sobre la capacidad, instrucción, aplilud o 

conduela de olro, si probare que obró e11 c11nrp/imicnto ele 1111 deber o por 
i111,•r"J ¡11ih/1co, o que con la debida reserva lo hizo por humanidad, por 
prestar un scr\'icio a persona con quien tenga parentesco o amistad, o 
dando infonncs que se le hubieren pedido, si no lo hiciere a sabiendas 
calumniosamcnle. y( ... ) (l~nfasis añadido). 

Al respeclo manifcslamos lo siguicnle: 

Primero, se lrala de la concreción de una rcslricción previsla en los Tratados 

lnlemaeionalcs )'el Art. 6' de la Cl'EUM. 

Segundo, sin embargo, el legislador deja al arbilrio judicial que cslime si se ha 

dai\ado o no el derecho al honor, y si lal violación generó una conmoción en los dcmás. m 

Esla siluación nos lleva a pensar que el legislador delega indebidamenle en el juzgador el 

desarrollo de la rcsiricción. 

Tercero, cuando se 1ra1e del ejercicio pcriodislico, siempre pueden suscilarsc las 

exclusiones de responsabilidad reguladas en el Art. 352. 

11.3.,.1.b.- /Jrlito d~ Co/ulffnio 

El Art. 356, fracciones 1 y 11 del Cl'f dispone que: 
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Articulo 356. Por el delito de calumnia se casligar.i con prisión de seis meses a dos 
años o multa de dos a lrcscienlos pesos, o ambas sanciones a juicio del juez: 

l. Al que impute a otro un hecho dclcnninado y calificado como delito por la 
ley, si este hecho es falso, o es inocente la persona a quien se imputa; 

11. Al que presente denuncias o querellas calumniosas, entendiéndose por tales 
aquéllas en que su autor imputa un delito a persona 1lc1cnninada, sabiendo 
que ésta es inocente o que aquél no se ha cometido; y( ... ) 

En los casos de las Jos últimas fracciones, si el calummado es condenado por 
sentencia im:vocablc, se impondrá al calumniador la misma sanción que a aquél. 

Al respecto consideramos lo siguiente: 

Primero, se Jcsanolla válidamente una restricción conlcmplada en los Tratados 

lnlcmacionalcs y el Ar1. 6' de la Cl'EUM. 

Segundo, la esencia de L'Sle delito consiste en imputar a alguno un delito sabiendo 

de su inoccncia.3w. 

Tercero, a diferencia Je la difamación, en la calumnia el legislador dejó implícita la 

afectación al honor Je las personas. 

Cuano, la fracción 11 responde no sólo al interés de proteger el honor, sino también 

para evitar una afectación a la sociedad a fin Je que no se cnlorpczca la "recia 

administración de justicia".1
'f

1 

//,J,4 . .1.- ,frdón Cfril J~ Doño Moro/ 

La figura del d~ño morul ha sido estudiada con amplitud por numerosos autores. En 

lo que concierne a nuestro trabajo nos limitaremos a señalar sus aspectos más im¡xmanlcs 

relacionados con el ejercicio del periodismo. 

"'En el nusO"u KnUOO <Jtml RN.Jl \' Go?r<ilAl u. Etnc110, El /'11111"''''"º· Op C11, ('ig. 796 
1
• JlMENll llllt.KTA. Man1no, Dncdo l't11iJI Mt'llCIJ•h>. La TMltla f't'nal d<'l Jlonor ,. dt /.s Libnwd, 

Tomo 111. l'oma. MC.Ko, 196!, ¡>ig. 91 
"' lbül, ... ri& 9). 
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Gutiérrez y Go01.ález define al d111io moral como "el dolor cierto y actual sufrido 

por una persona flsiea, o el desprestigio de una persona, flsica, inmaterial o moral, en sus 

derechos de la personalidad, con motivo de un hecho ilicito o licito y que la ley considere 

para rcsponsabili1.ar a su autor".M 

Esta figura está regulada en los Arts. 1916 y 1916 Bis del CCF, que a la letra dicen: 

Articulo 1916. Por dai\o moral se entiende la afectación que una persona sufre en 
sus sentimientos, afectos, creencias, decoro, honor, reputación, vida privada, 
configuración y as11ecto ftsieos, o bien en la consideración que de si misma tienen 
los dem:is. Se presumirá que hubo dai\o moral cuando se vulnere o menoscabe 
ilegltimamentc la libertad o la integridad ftsica o psiquica de las personas. 

Cuando un hecho u omisión ilicitos pro<luLcan un dai\o moral, el responsable del 
mismo tendrá la obligación de repararlo mediante una indemni1.ación en dinero, con 
indcpcndencia de que se ha)"J causado daiio material, tanto en responsabilidad 
contractual como extracontrJctual. Igual obligación de reparar el dailo moral tendrá 
quien incurra en responsabilidad objetiva confom1e al articulo 1913, asi como el 
Estado y sus servidores públicos, confonne a los artículos 1927 y 1928, todos ellos del 
presente Código. 

La acción de reparación no es transmisible a terceros por acto entre vivos y sólo 
pasa a los herederos de la victima cuai1do esta haya intentado la acción en vida. 

El monto de la indemni1.ación lo dctenninará el jue1. tomando en cuenta los 
derechos lesionados, el grado de rcspons;1bilidad, la situación económica del 
responsable, )' la de la victima, asi como las demás circunstancias del ca.'io. 

Cuando el daJio moral ha);i afretado a la victima en su decoro, honor, reputación o 
consideración, el juel ordenara, a petición de ésta y con cargo al responsable, la 
publicación de un C\trncto de la sentencia que rcíleje adL-cuadarnente la naturala.a y 
alcance '.k la misma. a trJ\'Cs de los medios infonnali\'os que considere convenientes. 
En los ca.'iOS en que el dailo dcri\-c de un acto que ha)'"• tenido difusión en los medios 
infom1atirns, el jue1. onlenar:i que los mi;mos den publicidad al extracto de la 
sentencia. con la misma rclc\'anci.:i quc huhierc tetudo la Ji fusión original. 

Articulo 1916 Bis. No estará ohligado a la reparación del dailo moral quien cjcr1~ sus 
dc:rr:chos de opinión, critica, c"pn..~ión e mfonnación. en los términru y ron las 
lmritacionrs ,/,• /ru t1rtin1/os 6o y lo. dt• la Cmu11tuc1ón G,•nrral dt• la Rt•pública. 

En todo caso, quien demande la reparación del dailo moral por rcsponsabilid3<1 
contractual o extrncontractual deberá acrrouar plenamente la ilicitud de la conducta del 
den1ai1dado y el du'\o que directamente le hubiere causado tal conducta. (Énfasis 
a1'\adido). 
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Al respecto vertimos los siguientes comentarios: 

Primero, se trata del desarrollo de una restricción permitida tanto por los Tratados 

Internacionales, como por los Arts. 6º y 7" de Ja CJ>EUM. 

Segundo, la doctrina ha considerado que el Art. 1'116 Bis, primer párrafo introducfa 

una excepción a la posibilidad de ejercer la acción en comento.''"' Sin embargo, es c\·idcnte 

que con esta expresión el legislador no hizo otra cosa que reiterar lo que Y• se consideraba 

de antemano: que la única limitantc para el ejercicio del periodismo radica en no rebasar las 

restricciones constilucionalcs, entre 01rns, las rcfcrcnlcs a los derechos de la personalidad. 

O sea, que el legislador en realidad no dijo absolutamcnle nada con dicho párrafo y por lo 

tanlo, es procedente dicha acción en contra de periodislas que violen los derechos de la 

personalidad anulados. 

Ralilican la opinión anlerior dos lesis aisladas sustcnladas por igual número de 

Tribunales Colegiados de Circuilo, una de las cuales, en su parte más relevante 

cxprcsamcnle dice:" ... el aniculo IQ)(, bis del Código Civil para el Dislrito Federal, señala 

que no eslará obligado a la rll'aración del d:uio moral quien cjcr1a sus derechos de opinión 

crilica. expresión e infonnación. pero con las limilacioncs a que se refiere el precepto 

cunslitucional citado. l'or lo que SI en ejercicio de la hbcrtail de imprenta o prensa, se 

publican expresiones que alcnlen conlra la in1cgri1lad moral de una persona, el responsable 

de esa publicacii\n se cncuenlra obligado a la reparación del daño moral causado ... "'°" 

, .. GuntRRl.l Y nos/.\UI. bnr\lo, /'Jnr<lto dt' liJJ OMtg.mc>nl'J, romi.a, Mé'ui:o, 2001, pie 8-49. 
'"En ne H"nllJo OtJ\'I M.A ·1()RO. Jo1gr, El lklrio J.for.il, Thnnn, Mi:,teo, 1998, (\ÍG 2S; y G\TIU kRJl y 

Gos/.AU:Z.,. Ern<'sto, /)ut'flto Jt' laJ ON1g11C111nt'J, Op C11, pi¡; &6 7 
.w Tcsu l.'79 C 30 C, ,u,1rnu1lt f'OI' ti Sqluroo lnbwul Colrg1.ado C"n Maieru f'l\'11 del Pnmr1 Cm;utto, 

No\Cn.t Í:...f'OCI del SJF )' •u G•C('tJ., tom1 XI. Mayo de 2000, J\Í& 921, rubto. {)c¡do Moru/ PuNicacwnn 
/'t'no,futlCOJ q1u• lo nuoan, y trm 110-C l4 C, S.U\ltnUda por d lk\:un.1 Tnburul C'olrg\.IJo fil Mat('fll 
(l\"ll del Pnm:r Cucu1to. No\"CN fpoca litl sn: )' s.u GICC'l.1, 10010 XIII, M.1)'0 de 2001, pig. 1120, rubro. 
/)'1'10 monJ/ /.1~rtad Jr tlftprt'Ylta o prtn1a Ü•UlallltJ cstahJrcuJ.u "" t'/ &JrriL-i.lo r l'OIUflnKIOM/. 1'1d 

c\JK\Q.i ... 21..JJ3. rt\pc(t1unrnlC' 



ll.J.4.4.-111/raccló11 AdminMratfra R~latfra a la lllfo¡:~n 

Por último, se hace impcrali\'O referimos a la regulación de la imagen en el Derecho 

mexicano.''°' Llama la atención que para ello el legislador haya escogido al derecho 

administrativo, a lra\'és de los Arts. 87, 231, fracción 11y232, fracción 11 de la LFDA: 

Articulo 87. El retrato <le una persona sólo puede ser usado o publicado, con su 
consentimiento expreso, o bien con el <le sus representantes o los titulares de los 
derechos correspondientes. La autori1.ación de usar o publicar el retrato podrá 
re\'ocarsc por quien la otorgó quien, en su caso, rcspon<lcri por los daños y 
perjuicios que pudiera ocasionar dicha revocación. 

Cuando a cambio de una rcmuner•ción, una persona se dejare retratar, se presume 
que ha otorgado el conscntimiento a que se refiere el párrafo anterior y no tendrá 
derecho a revocarlo, siempre que se utilice en los términos y para los fines pactados. 

No será necesario el consentimiento a que se refiere este articulo cuando se lr.ite 
del retrato de una persona que fonne parte menor de un conjunto o la fotografia sea 
tomada cu 1111 iu>:ar p1ib/1co y co11 fi111..•j mformall\'Os o perioclilticos. 

Los derechos establecidos para las personas retratadas duraran 50 alios después 
de su muerte. (Í:nfasis aliadi<lo) 

Articulo 23 1. Constituyen infracciones en materia de comercio las siguientes 
conduelas cuando sean rcalizada.s con fines <le lucro <lin:clo o indirecto: 

11. Utili1;or la imagen <le una persona sin su autori1.ación o la de sus 
causahabientes; 

Articulo ~32. l.as infracciones en materia de comercio previstos en la presente ley 
serán sancionados por el Instituto Mexicano <le la Propiedad Industrial con mulla: 

11. De mil ha.sta cinco mil Jias de S31ario mlnimo en los casos previstos en las 
fracciones 11 y VI del artículo anterior, y ... 

Estos artículos nos merecen los siguicntcs comentarios: 

Primero, se reglamenta una restricción pcnniti<la por los Tratados lntcmacíonalcs y 

los Arts. r,• y 7• <le la Ci'EUM . 

.ai Cabe nxnc1orur que ll 1"·'tón ~ dMitl rrunl im duda C'Ofl1'tmdc de manrra UlduKta la protección de 
C'UC dtr«ho 
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Segundo, se ha cuestionado en la doctrina la constitucionalidad de la LFDA, bajo el 

argumento de que los derechos de autor son de carácter civil y por ende, de competencia 

local, aunado a que la CPEUM no concede facultad expresa al Congreso Federal para 

regular esa materia.'º' Esta polémica íue resucita por el Pleno de la SCJN en el sentido de 

que el legislador federal está autori1.ado para regular los derechos de autor en ejercicio de 

las facultades explicitas cstabkcidas en el Art. 73, fracción XXX de la CPEUM.'º' Sin 

embargo, cabe cuestionarse si el derecho a la imagen es parte de los derechos de autor o 

ajeno a ellos, y por tanto, inaplicable el criterio deducido por la SCJN. En su origen, esta 

institución se atribuía c>clusivamcntc para la protección de la imagen de deportistas, por lo 

que se consideró un derecho similar al de los artistas, intérpretes o ejecutantes.'°' Sin 

embargo, en la actualidad ha rebasado el ámhito señalado, ademas de que no presupone una 

creación intelectual, por lo que alinnamos su in<lcpcndencia y por tanto, la 

inconstitucionalidad de su regulación proveniente del legislador federal. 

Tercero y último, en todo caso, el Art. 87, tercer párrafo introduce una exccpción 

aplicable a los periodistas, cuya dctcm1inación queda al arbitrio de la autoridad 

administrativa y su C\'Cntual conlim1ación por la autoridad judicial. 

"'
1 En f1.t u-nudo, <iLmiRRI/. 'I' (iON/.ÁU:J., Emn10, 11 l'atrtlfloruo, Op Cu, p.íg1 690 a 701. Lln 

t1tud10 ntrruo MKlrc cslc dc'~tc ~ Kr con\ul~ en MAtlAlJÓN l11ARJlA, Jmrc Matto, /10mucw11r.J d~ 
lkrn:lto Cml, lkr«lwJ RMlrJ, Torn> IV, Ponúa, MtlKO, 1990, (\Ígl 612 a b)K 

.:ii A011110 rn Rcnsióa 8816'67, qutJOSO: Cimua NacllOOll dt loJustru Cu.c"nu.10¡1ific1 )" Ou. fatc 
Cn!C'OO no fue pubbc.tdo en d SJF. I~ ""comuludo (11 MAGUJOS IHARRA. JotgC' Mmo, Jb;J('flf, rig 
637. 

- Por rso, llmluCn C'1 conocado con).) Jrrn:lto Jr ª"""" RAMil l MI IH""i4, lhuJ, PrJrwralf/llJ dt'I 
°"''"'"() r" Mruw, lXr~do lrrt.-/t'(tJ14JI, llJ.\JNAM )' McGn•·lhll lntrrammcan.a f:.d1wrn., P-.teuco, 1998, 
p.ig• 1491 l~t. 
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CONCLUSIONES 



EN 1.0 GENt'.RAI. 

La LDP es una especie del derecho a la infonnación y como tal, goza de !odas las 

características atrihuihlcs a los derechos fundamentales. La LDP no es absolula, es1á sujeta 

a restricciones <1uc no son nuevas. puesto que se cstahk~icron desde hace muchos años en 

la CPEUM y los Tratados lntemacionales. El desarrollo de estas reslricciones debe 

rcaliwrlo cxclusivamcnlc el poder lcgislalivo. En México, la legislación que regula dichas 

restricciones lampoco es nueva. sino en su mayoría, anticuada, imprecisa y muchas \'CCCS 

violatoria de la Cl'EUM y los Tralados lnlemacionales. Por lo lanto, resulta necesaria una 

revisión de este marco legal. 

t:N 1.0 l'ARTIClJl.AR 

La conclusión anlcrior deviene del análisis que arrojaron las siguicnles consideraciones 

referentes a cada uno de los capítulos abordados en este trabajo: 

Primera. Derecho fundamcnlal es la facultad que la nonna atribuye para 

prolección a la persona en lo referente a su \'ida, a su libertad, a la igualdad, a su 

participación polllica o social, o a cualquier otro aspcclo fundamental que afecte su 

desarrollo integral como persona, en una comunidad de hombr<-s libres, exigiendo el 

respelo de los demás, de los grupos sociales y del Estado, con la posibilidad de poner en 

marcha el aparato coactirn del Estado en caso de infracción. 

Srgunda. Nonna de derecho fundamental es aquella e•presada a través de 

dis1msiciones iusfun<larncntales, es decir, enunciados contenidos en el texto de la ley 

Fundamental. 

Trrerra. Las norrnas de derecho fundamental se di\'idcn en directamente estatuidas 

por la Constitución y las que se adscnbcn a ella. 

Cuarta. Estructuralmrntc, los dcr."Chos fundamentales se integran por principios y 
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reglas. Los primeros son mandalos de op1imi1.1eión, en lanto que las segundas son nomias 

definitivas que solamente pueden ser o no cumplidas. 

Quinta. Un conílicto de regias sólo puede ser solucionado introduciendo un.1 regla 

de excepción o declarando invalida una de las reglas. Los conflictos de principios se 

solucionan anteponiendo uno al otro, lo que no implica la invalidez del despl01.ado. 

Sexta. Los derechos fundamentales, una vez consignados en el texto constilucional 

o en alg1in tratado internacional, adquieren la categoria juridica de derechos subjetivos. 

Séptima. Derecho suhjclivo es la facultad o autori7.ación concedida a una persona 

por la nonna juridica (der<'Cho objetivo) para exigir de otra una prestación. 

Octna. Un derecho subjetivo supone ubicaciones o posiciones de los sujetos que 

involucra cnlrc si, lo que a su vez origina dctcm1inallas situaciones o relaciones jurídicas. 

De ahl se desprende que los derechos subjclivos se cnlicndan como posiciones juridicas. 

No\'rna. Los derechos fundamentales, en tanto derechos subjetivos, revisten 

cualquiera de la siguientes posiciones: derechos a algo (ya sea a acciones negativas o a 

acciones positivas), libertades y competencias. 

Décima. Un derecho fundamental es un todo, integrado por un haz de posiciones 

juridicas, ensamblado por la adscripción de nonnas, que a su vez pueden ser reglas o 

principios. 

Décimo l'rlmtra. Los derechos fundamenlales no son absolutos, sino que por el 

contrario, cstan sometidos a todo un sistema de restricciones, que se justifican a fin de 

pennitir la cotl\'ivencia social. 

Décimo Sc¡:unda. Un derecho fundamental se compone del daccho en si y sus 

restricciones, sin que sea admisible hablar de un solo daccho con detcnninado contenido. 
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Por lo lanlo, en el orden jurídico mexicano conviene hablar de reslriccioncs y no de 

limitaciones a los derechos fundamentales. 

Décimo Tercera. Restricciones a derechos fundamentales son nom1as que 

rcslringcn la rcali111ción de principios iusfundamcnlalcs. 

Décimo Cuarta. No obstante que la CPEUM u1ili1.a el ténnino garanlias 

individuales, con\'icnc denominar a los derechos que implica como derechos 

fundamentales. 

Décimo Quinta. Los derechos fundamentales son derechos mínimos y por ello 

pueden ser ampliados o complementados por las constituciones locales, las leyes 

reglamentarias y los tratados intemacionalcs. 

Dklmo Sc1t1. J,1 Con\'cnción y el Pacto amplían la regulación de los derechos 

fundamentales establecidos en la CPEUM. 

Décimo Sé¡1tim1. El juicio de amparo es procedente por violaciones a los derechos 

fundamentales consignados tanto en la CPEUM como C11 los Tratados lntemacionalcs. 

Décimo Octau. En materia de derechos fundamentales, resulta aplicable la 

jurispmdcncia sustentada por los trihunalcs federales y sólo como referente no obligatorio 

la dictada por la CIDll. 

Décimo No1·cn1. 1.a CPEUl\I y los Tratados Internacionales admiten la posibilidad 

de restringir los 1lercchos fundamentales, para lo cual es necesario sujetarse a las 

condiciones que 1lichos ordC11amicntos establecen 

Vl¡:éslma. Las co11J1ciones c\lgidas por la CPEUl\I y los Tratados Internacionales 

para restringir derechos fundamentales son: (1) la medida de las restricciones están dadas 

por los textos de dichos ordenamientos; (ii) en el caso de que cualquiera de estos 
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ordenamienlos cslablczcan reslricciones con una extensión mayor a las estipuladas por los 

otros, deberá aplicarse la qne implique menor menoscabo al derecho fundamental; (iii) toda 

restricción dehc desarrollarse conforn1e al principio de reserva de ley; (il') las restricciones 

deben justificarse en atención a razones de intcrcs general, los derechos de los demás, la 

seguridad de todos y el hien común, y no deben apartarse del propósito para el cual han 

sido establecidas; (v) cualquiera de cslos lcxtos no pueden ser interpretados con el objeto de 

excluir 01ros derechos que son inherentes al ser humano y que se deril'en de la fom1a 

democrática de gobierno; y (vi) igualmente, para su interpretación, deben aplicarse los 

principiosfi1mr libcrtatiJ o pro ci1"J y de la fuer1a expansi,·a de los derechos. 

\'lghlmo l'rhntra. El derecho a la inforn1ación es un derecho fundamental que 

tiene su origen en los Tratados Internacionales y consiste en una reformulación de las 

libertades lradicionales de expresión y prensa. 

\'lgrilmo Stgunda. Las libertades tradicionales de expresión y prensa consliluycn 

el anleccdenle inmediato del derecho a la infonnación. 

\'lgrshno Trrcrra. l.;i redacción actual de los Arts. c.• y 7" de la CPEUM, en los 

que se establecen las lihcrtadcs tradicionales de expresión y prensa. proviene casi en su 

totalidad de la Constitución de 1857. 

\'lgrsimo CU1rt1. Para conforn1ar el derecho a la infom1aci6n, es necesario que al 

tc.\to de los Arts. 6" y 7" de la CPEUM se adscriba lo sc1)alaJo por los Tralados 

lntcmacionaks y la lcgislaci<in secundaria. 

\'lgr•lmo Quinta. La naturalc1a del derecho a la infom1ación es la de un derecho 

Sllhjclil'o público. 

\'lgrslmo Snta. El derecho a la inforn1.ci6n también es una garantfa 

constitucional. 
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Vlghlmo Stpllma. Son lilularcs del derecho a la infommción lodos los gobernados. 

Ahora bien, csle derecho implica dos posiciones iusfundamcnlales: (i) derecho a algo o a 

acciones ncgalivas, en las que el lilular in\'esliga, difunde o recibe infomiación; y (ii) 

derecho a algo o a acción positiva de carácter nom1a1ivo, en la que el Es1ado garanliza su 

ejercicio, por lo que el litular es la sociedad. 

Vlghirno Octa\'I, El derecho a la infom1ación implica lrcs facullades 

inlenclacionadas: in\'estigar, difundir y recibir infom1ación, conlenida en dos grandes 

vertienlcs, el derecho a infonnar y el derecho a ser infonnado. 

Vigésimo No1·cna. La LDP es una facultad que se desprende del derecho a la 

infonnación y que en si misma constiluye un derecho fundamcnlal. 

Trlgrslma. La LDP es susccplihlc de ser restringida en relación con otros valores 

sociales. 

Trlghlmo l'rlmcn. La LOP lienc un carácler preferente frente a otros derechos en 

virtud de <1uc contribuye a la confom1ación de una opinión pública libre inherente a todo 

sistema democnltico. 

Trl~hlmo Sr~unda. La censura pre\'ia está prohibida de manera absoluta y 

tcnninante en nuestro eontincnle por l'irtud de la Convención. Esta prohibición también es 

cslahlccida por el Art. 7" de la CPEUM sólo para el caso de la prensa. No obstante ello, 

resulta deseable que en el futuro esta prohibición sea matizada por raloncs de conveniencia 

social. 

Trl~hlmo Trrccn. La Ley de Imprenta, la LFRT, la LSPM, el RPRI y la 

CRCTl'O son ordenamientos que pre1·ienen la censura previa en contravención con lo 

establecido por la Con1·ención y en ciertos casos por el Art. 7" de la CPEUM. 

Trl~tslmo Cu1rc1. La Conl'ención tan1bién rrohibc la imposición de restricciones 
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a la LDP por medios indirectos. 

Trigésimo Quinta. Sólo es admisible el desarrollo de restricciones a la LDP que 

consistan en la imposición de responsabilidades ulteriores. 

Trigésimo Sula. La veracidad de la iníom1ación objeto de la LDP, siempre que se 

refiera a noticias, no constituye una condición para la eficacia de las nonn:is que 

desarrollan sus restricciones. Sin embargo, en tanto aspiración profesional del gremio 

periodístico, puede ser anali1.ada mediante la configuración de conceptos como verdad 

objetiva y subjetiva. 

Trigésimo Séptima. Por lo general, los enunciados nonnativos que imponen 

restricciones a la !.DI' son abict1os desde el punlo de vista semántico, por lo que se 

denominan Conceptos Juridicos lndctcnninados. 

Trigésimo Octna. Mediante la utili1.1ción de Conceptos Jurídicos lndeterrnin.ados, 

el constituyente refiere una esfera de realidad cuyos límites no aparecen bien precisados en 

su enunciado, pero intenta delimitar un supuesto concreto. En el caso de las restricciones a 

la l.DP, por vi1111d de la resm» de ley, el legislador ordinario es el encargado de rcaliw 

esta última función. 

Trlgédmo Nonna. Las restricciones a la LDI' implican la imposición de deberes 

juridicos, CU)» violación cntra~an tan1bién la comisión de ilícitos que traen aparejado la 

imposición de sanciones. Estas ultimas, de acuerdo a su contenido con relación al deber 

jurídico primario transgredido, revisten una variedad de modalidades que en si constituyen 

las responsabilidades ulteriores autori1.adas por la Convención. 

Cuadragésima. La concreción de las restricciones a la LDP en México se rcali7.a 

por el legislador mL'\liante la prescripción de ilícitos y su correspondiente sanción,)"' sc;a de 

carácter civil, penal o administrativa. 
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Cuadragé•lmo l'rlmrra. Las restricciones a la LDP comprenden diversas 

situaciones que pueden agruparse en tres bloques: en r:u.ón del interés nacional e 

intcmacional, por ra1.0ncs de interés social y para protección de la persona. 

Cuadragésimo Segunda. De los ordenamientos que previenen y/o desarrollan 

restricciones a la LDP. destacan por su dudosa constitucionalidad el CRRCTPO, la 

CRCTPO, la Lcydc Imprenta, la LFRT. el RLFRTycl RPRI. 

Cuadngésimo Tercera. La seguridad nacional no constituye restricción a la LDP 

en México, a pesar de estar prevista en los Tratados Internacionales, toda \'CZ que: (i) la 

CPEUM no la prc\'icne, (ii) no hay ordenamiento legal que la defina, y (iii) en todo caso, la 

conccptuali7.ación que de ella ha rcali1ado la doctrina la subsume en las restricciones por 

razones de orden publico. 

Cuadragé•lmo Cuarta. El orden publico como restricción a la LDP implica al 

conjunto de instituciones ¡uridicas que identifican o distinguen el Derecho de una 

comunidad. Principios, normas e instituciones que no pueden ser alteradas ni por la 

\'oluntad de los individuos ni por la aplicación del dcrL'Cho extranjero. 

Cuadragé•lmo Qulnla. En la legislación mexicana, el orden publico ha sido 

desarrollado como delitos en la Ley de Imprenta, delitos politicos en el CPF, delito de 

ultraje a las insignias nacionales en el CPF, delito contra el consumo y la riqueza nacional 

en el CPF, infracciones administrati,·as aplicables a los ministros de los cultos en la 

LARCP, infracciones administrativas en materia de radio y tde,·isión en la LFRT y el 

RLFRT. as{ como delito en materia electoral en el CPF. 

Cuadragé•lmo Sula. En algunos casos de los delitos que desarrollan la restricción 

del orden publico en la Le)' de Imprenta se presenta duplicidad con relación al CPF, por lo 

que la primera debe enlendcrsc derogada por el segundo. 

Cuadragt•lmo Séplima. Resulta cucslionable la con,·enicncia de manlener 
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restricciones a la LDP como delitos politicos en el CPF, puesto que ello puede inhibir el 

ejercicio de una profesión de suyo importante para el desarrollo democrático. 

Cuadragésimo Octa\'a, Muchos de los delitos políticos establecidos como 

concrctización de restricciones a la LDP tienen similitud con los derogados delitos de 

disolución social. 

Cuadra¡:hlmo Nol'tna. En materia de infracciones aplicables a los ministros de los 

cultos, el legislador redujo el alcance de las restricción a la LDP que la CPEUM impone, 

llegando a hacerla nugatoria en algunos casos. 

Qulncua¡:éslma. Eu materia de radio y televisión, el legislador repitió el uso de 

Conceptos Juridicos lndetem1inados que ya hizo el constituyente, lo que implica su 

im·alidez puesto que de ese modo deja en manos de la autoridad administrativa el desarrollo 

de la restricción sin estar autori1.ado. 

Quincuagésimo Primera. En materia electoral, el CPF establece un delito relativo 

a la LDP, pero inexplieablemcnte omite regular otros ilícitos contemplados por el COFIPE. 

Qulncua¡:hlmo Sc¡:unda. Dentro de las restricciones a la LDP en r.izón del interés 

social, la legislación secundaria regula la moral en la Ley de Imprenta y el CPF, salud 

publica en la 1.FRT y la prohibición a la propaganda belicosa o discriminatoria en el CPDF. 

Qulncua¡:rdmo Trrcrra. Dado que conceptos como moral y obscenidad son 

oscilantes y estrictamente valorativos, ellos dchcn proscribirse como restricciones a la LDP 

para ser sustituidos solamente por ru¡ucllos que promuevan la protección a la niilcz y la 

jU\'Cntud. 

Qulncua¡:éslmo Cuarta. La mayor parte de los delitos contemplados en la Ley de 

Imprenta y el CPF. así como las infracciones administratil'as estipuladas en la LFRT, que 

desarrollan a la moral como restricción a la LDP, utilit.an expresiones vagas e imprecisas, 
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lo que implica una delegación indebida hacia la auloridad adminis1ra1iva y jurisdiccional 

cuando solamenle a él le corresponde definirlo. Esla circunsl:mcia lleva a rcilerar la 

conveniencia de eliminar a la moral como rcslricción a la LDP. 

Quincuagésimo Quin la. Fuera de la LFRT y el RLFRT, no hay ordcnamicnlos que 

regulen rcslriccioncs a la LDP por molivos de salud publica. 

Quincuagésimo Su11. En el caso de la prohibición de la propaganda belicosa o 

discriminatoria, la LFRT, el RLFRT y el CPDF cslabicccn disposiciones que la desarrollan 

como rcslricción a la LDP. 

Quincua~ésimo Séplima. La rcslricción conccmicnlc a prolcgcr los derechos de 

1crccro se concrcli1.a mcdianlc la regulación de los derechos de la pcrsonahdad. 

Quincua~ésimo Octava. Los derechos de la personalidad son bienes consliluidos 

por dc1cm1in:1das proyecciones, ílsicas o pslquicas del ser humano, relali vas a su integridad 

ílsica y mcnlal, que las atribuye para si o para algunos sujcios de derecho y que son 

individualizadas por el ordL'llamicnlo jurídico. 

Quincuagésimo Nonna. l.os dcrL'Chos de la personalidad que se vinculan con el 

ejercicio de la l.IW son el honor o rcpulación, la inlimidad o vida privada y la iniagen. 

Es1os derechos C\'cnluahnente se confrontan con el ejercicio de dicha profesión. 

Snaghima. A fin de aminorar la h:nsión cnlrc el ejercicio del periodismo y el 

respeto del dcr.'Cho a la privacidad, conviene delimitar qué infonnacioncs son de interés 

público, alcndiendo a crilcrios como el medio de difusión, los sujetos malcria de la 

infonnación y el propósilo de la infom1ación. 

Scn~ésimo l'rimrra. Los derechos de la personalidad que operan como restricción 

a la l.DI' se regulan penalmenle en la Ley de Imprenta y el CPF, como acción ci,·il de daflo 

moral en el CCF y como infracción administrati\•a relativa a la imagen en la LFDA. 
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Scxa¡:é•lmo Sc¡:unda. La mayor parle de los dclilos contemplados en la Ley de 

Imprenta como desarrollo de restricciones a la LDP respecto a derechos de tercero, quedan 

subsumidos en los que con posterioridad se cstabkcicron en el CPF, por lo que deben 

entenderse lácitamcnlc derogados. 

Sna¡:éslmo Tercera. En el caso del delito de difamación contemplado por el CPF, 

el legislador dejó al arbitrio del autoridad administrativa y jurisdiccional si se ha dañado o 

no el honor y si tal afectación generó una conmoción en los dcmis, lo que de nuevo lleva a 

considerar una delegación indebida. 

Scu¡:éslrno Cu1r11. Por la redacción del Al1. 1916 Bis del CCF que regula el daño 

moral, se ha pensado incorr<-ctamcnlc que los periodistas se encuentran exonerados de 

cualquier responsabilidad por esta causa. Sin embargo, una k-ctura cuidadosa de dichos 

preceptos demuestran lo contrario, lo que es apoyado por algunos criterios de los 

Tribunales Colegiados de Circuito. 

Se1a¡:é•lmo Quln11. Por último, con relación al desarrollo de la restricción a la 

LDP conccmicnte a la protección de la imagen, el legislador federal invadió la esfera del 

legislador local al establecer una infracción administrativa en la LFDA, puesto que se trata 

de un derecho distinto a los autoralcs, el cual no estaba autori1.ado a desarrollar. 
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ANEXOS 



Novena Epoca 
Inslancia: Pleno 
Fucnlc: Semanario Judicial de la Federación y su Gacela 
Tomo: X, Noviembre de 1999 
Tesis: P. LXXVIU99 
Página: 46 

TRATADOS INTERNACIONALES. SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR 
ENCIMA DE LAS LEYES FEDERALES Y EN UN SEGUNDO PLANO RESPECTO DE 
LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. Pcrsislcnlemenlc en la doctrina se ha fomtulado la 
interrngante respecto a la jerarquía de nonnas en nuestro derecho. Existe unanimidad 
respecto de que la Constitución Federal es la norma fundamental y que aunque en principio 
la expresión " ... serán la Ley Suprema de toda la Unión ... " parece indicar que no sólo la 
Carta Magna es la suprema, la objeción es superada por el hecho de que las leyes deben 
emanar de la Constitución y ser aprobadas por un órgano constituido, como lo es el 
Congreso de la Unión y de que los tratados deben estar de acuerdo con la Ley Fundamental, 
lo que claramente indica que súlo la Constitución es la Ley Suprema. El problema respecto 
a la jerarquía tic las demás nomtas del sistema, ha encontrado en la jurisprudencia y en la 
doctrina distintas soluciones, entre las que destacan: supremacía del derecho federal frente 
al local y misma jernrquía de los dos, en sus variantes lisa y llana, y con la existencia de 
"leyes constitucionales", y la de que será ley suprema la que sea calificada de 
constitucional. No obstante, esta Suprema Corte de Justicia considera que los tratados 
inlcmacionalcs se encuentran en un segundo plano inmcdialarnenle debajo de la Ley 
Fundamental y por encima del derecho federal y el local. Esta interpretación del articulo 
133 constitucional, deriva de que estos compromisos inlemacionalcs son asumidos por el 
Estado mexicano en su conjunto y comprometen a todas sus autoridades frente a la 
comunidad imcmacional; por ello se explica que el Constituyente haya facultado al 
presidente de la Rcpliblica a suscribir los trJtados internacionales en su calidad de jefe de 
Estado y, de la rnism;1 manera, el Senado intcrYicne corno representante de la \'oluntad de 
las enlidadcs fcdcrali\'as y, por medio de su ratificación, obliga a sus autoridades. Otro 
aspc'Clo importante para considerar esta jcrarquia de los tratados, es la n:lati\'a a que en esta 
materia no exi>te limitación cornpelencial enln: la Ft"deración y las entidades federativas, 
esto es, no se torna en cuenta la competencia federal o local del contenido del tratado, sino 
que por mandato e\ preso del propio articulo 133 el presidente de la Rcptibli~ y el Senado 
pueden obligar al blado mc\icanu en cualquier materia, indcpcndicntentenle de que para 
<>Iros efectos ésla sea competencia de las cnlidades ft"dcrali,·as. Como consecuencia de lo 
anterior, la intcr¡Hetación del artículo 133 llc\'a a considerar en un !creer lugar al derecho 
kdcral y al local en una misma jc1an¡uia en \'irtud de lo dispuesto en el articulo 124 de la 
Ley Fundamental, el cual ordena que "Las facultades que no están exp1csamcnte 
concedidas por esta Conslilución a los funcionarios federales, se entienden reservadas a los 
Estados.". No se picrilc de ,·ista que en su anterior conformación. este Máximo Tribunal 
habla adoptado una posición Ji,·ersa en la tesis P. C/92, publicad.> en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Numero 60, correspondicnle a dieicmbn: de 1992, 
página 27, de rubro: "LEYES FEDERALES Y TRATADOS INTERNACIONALES. 



TIENEN LA MISMA JERARQUiA NORMATIVA."; sin embargo, este Tribunal Pleno 
considera oportuno abandonar tal crilcno y asumir el que considera Ja jerarquía superior de 
Jos tratados incluso frente al derecho federal. 

Amparo en revisión 1475198. Sindicato Nacional de Controladores de Tránsito Aéreo. 11 
de mayo de 1999. Unanimidad de diCl votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. 
Ponenle: Jlumberto Román Palacios. Sccrelario: Anlonio Espinot.a Rangel. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el \'cinliocho de oclubre en curso, aprobó, 
con el número LXXVll/1999, Ja tesis aislada que anlecede; y detenninó que Ja votación es 
idónea para integrar tesis jurisprudencia!. México, Distrito Federal, a veintiocho de octubre 
de mil novecientos no\'cnta y nuc\'C. 

Nota: Esla lcsis abandona el criterio sustentado en Ja tesis P. C/92, publicada en Ja Gaceta 
del Semanario Judicial de Ja Federación Número 60, Oclava Época, diciembre de 1992, 
página 27, de mbro: "LEYES FEDERALES Y TRATADOS INTERNACIONALES. 
TIENEN LA MISMA JERARQUiA NORMATIVA." 
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Séptima Epoca 
Instancia: PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO 
Fuente: Apéndice de 1995 
Tomo: Tomo 111, Pane TCC 
Tesis: 764 
Página: 572 

TRANSITO, REGLAMENTO DE, DEL DISTRITO FEDERAL. 
INCONSTITUCIONALIDAD. Confonne al anlculo 74, fracción VI, de la Constitución 
Fedeml. es el Congreso de la Unión el que tiene facultades para legislar en todo lo relativo 
al Distrito Federal, lo que lo constituye simultáncarnente en Congreso Local de ese Distrito. 
Y esas facultades legislatÍ\'3s no podrían delegarse al Presidente de la República ni al 
Departamento del Distrito Fcdcml, porque esa delegación romperia la división de poderes 
establecida en el aniculo 49 constitucional, fucm de los casos de excepción ahí previstos. 
Por otra parte, el Presidente de la República tiene la facultad que la jurisprudencia de la 
Segunda Sala de la Suprema Corte ubica en la fmcción 1 del aniculo 89 constitucional (tesis 
No. 512. l'isihlc en la página 84(1 de la Tercera l'anc del Apéndice al Semanario Judicial de 
la Federación puhhcado en 1975), de expedir reglan1entos. Y esta facultad, confom1c a esa 
jurispnukncia, se limita a la C:\pcdición de disposiciones gcncrnks y abstrncl:\S que tengan 
por ohjcto la ejecución de la ley, desarrollando y complementando en detalle las normas 
contenidas en los ordenamientos jurídicos expedidos por el Congreso, y esas disposiciones 
son nonnas suhaltcmas que tienen su medida y justificación en la ley. De lo anterior se 
desprende que el reglamento puede ampliar, concretar, desarrollar, las instituciones creadas 
por la ley, pero no puede ai)adir nuc,·as instituciones legales, ni puede an1pliar o adicionar 
el contenido suhstancial de la propia ley que reglamenta. Se desprende también que un 
reglamento que no lo sea de ley alguna, sino que ''cnga a crear el contenido norrnati,·o de la 
rcglamcntac1ún, \'cndria en rigor a ser una ley, :iunquc se le diese el nomhrc de rcglamcnlo. 
Y esto seria un exceso del uso de la facullad reglamentaria y, si la ley secundaria lo 
autorita, una \'iolación indebida a) principio de separación de poderes. así como una 
delegación indebida hecha ¡>or el P0<lcr Lcgislatil'o, de sus facultades constitucionales 
"'elusivas. Por llltimo, es cierto que la tmdición legal de nuestro pals ha admitido que 
cxist;m ciertos reglamentos autónomos, en materia de policía y buen gobierno, cuya 
fun<lamcntac1ón constitucional se \'C C"n los artículos 10 y 21 conslituclonalcs Se hace pues. 
necesario, d1stingu1r cuál es la malcria o el alcance de estos reglamentos autónomos, para 
<liferencrarlos de los que no pueden expedirse sin ley a rcglan1cntar, porque implicarían el 
uso <le facult;ulcs legislativa.< Al respecto, este Tribunal considera que cuando el contenido 
de la rcgl;uní"nlac1ón puede afectar en fonna sustancial dcrrchos constilucionalmcntc 
rrotegidos 1lc los gobcmados, como lo son, por ejemplo, la libcnad de trabajo o de 
corncrcro (articulo 5o.), o su l'ida, libertad, propiedades, posesiones, derecho, familia, 
dornicrlrn (artículos 14 y lb), ctcctcra. esas cuestiones no pueden ser materia de afectación 
por un reglamento autónomo (sin ley a reglamentar) del Presidente de la República, pues 
éste cstaria ejerciendo facultades legislativas y reuniendo dos poderes en uno. En cambio, 
la materia del reglamento si puede dar lugn a un mero reglamento autónomo de buen 
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gohiemo cuando no regula ni afecta en fomia sustancial los derechos antes señalados sino 
que se limita a dar disposiciones sobre cuestiones secundarias que no los vienen a coartar. 
Cuando las autoridades administrativas condicionan una actividad lícita a ciertos requisitos, 
ello puede ser materia de reglamento de buen gobierno cuando el rc<¡uisito impuesto es 
mcrnmcntc de control. ~in que venga a estorbar ni a impedir o afectar un derecho hásico de 
los gobernados. En estos casos, la rcglamcnlación se suele referir a cuestiones más o menos 
triviales, que requieren cierta agilidad administrativa en su control y t¡uc no podría ejercer 
razonablemente el Poder Legislativo. Pero cuando el requisito o la condición exigidos dejan 
al arbitrio o a la discreción de la autoridad administrativa el que el gobernado pueda 
dedicarse o no, a una ;1ctividad lícita, de rnancrn que su ncgaliva ra1onada menoscabe el 
derecho del gohemado, o lo afecte en sus derechos protegidos, esto ya no puede ser materia 
de rcglamcnlos au1óno111os del Presidente de la Repúhlica, sino que tendrá que ser materia 
de una ley del Congreso, la que si podrá ser reglamentada por el Presidente, sin rebasar los 
límites ni sus cargas. Resumiendo. cuando el control es mcramcnlc autom:itico, y la 
actividad licila necesariamente se autorüa una vc1 satisfechos los rc,¡uisitos de control 
razonahlemente exigidos por la finalidad licita que persiguen las autoridades, requisitos que 
no deben entorpecer ni menoscabar el uso del derecho, esto puede ser materia de 
reglamento de buen gohiemo. Pero cuando la discreción o el uso razonado del arbitrio de la 
autoridad puede venir a menoscahar o restringir en cualquier fom1a. un derecho 
fundamental de los gobemados, porque la 1kcisión de esa autoridad pueda ser denegatoria y 
con esos efectos, en tales casos ya se requiere que el acto esté fundado en una ley emanada 
del Congreso, o en un reglamento derivado de esa ley y dentro de sus limites. En el caso 
concreto, el Reglamento de Tránsito del llistrito Federal puhlicado en el Diario Oficial del 
28 de junio de l 'J7b fue expedido como reglamento autónomo por el Presidente de la 
Repúhlica, con apo)\l en los artículos 73, fracción VI, hase la. y 8'1, fracción l. de la 
Constitución Federal, 3b, fracciones XXXI, XXXIII, y LVIII, de la Ley Orgánica del 
Depar1amento del Distrito Federal y 4o., inciso b), de la Ley que fija las Bases Generales a 
que habrán de sujetarse el Tránsito y los Transpor1es en el Distrito Federal. Conforme a 
todos esos preceptos, y confom1e a las conclusiones antes alcamadas, es el Congreso quien 
puede ser legislador en el Distrito Fctlcral, y el Presidente sólo puede expedir reglamentos 
autónomos en materia Je policía y hucn gohierno (lo que incluye el tránsito en ciertos 
aspectos). aunque las leyes secundaria.."i antes mencionadas indchidamcntc pretendieran 
delegarle facultades legislativas. Es decir. confonne a los prt'Ccptos que se acaban de 
mencionar en el párrafo que antecede, el Presidente puC'<lc reglamentar lo rclatirn al 
trúnsito, en cuanlo se tralc de cuestiones meramente técnica.o; de control de la circulación, 
estacionamiento, elcClcra, pero no podria c:-.pedir normas que afecten o menoscaben en 
cualquier fonna los derl'Chos constitucionales de los gobernados en relación con su libertad, 
propiC'<lades y ejercicio 1lel dm'Cho a dedicarse a una acti•·idad licita. Desde este punto de 
vista, y atendiendo a la litis del juicio de amparo, que este Tribunal no puede desbordar, si 
el reglamento 1lc 4ue $e trata se impugna genéricamente en cuanto e\i~e que el propietario 
c\hiha una pólita de seguro para registrar su Hhículo, en cuanh1 señala sanciones 
pecuniarias, en cuanln c\i!~C un pcmtiso especial para la conducc1ón Je \'Chículos de 
servicio público, y todo ello en cuanto el Presidente careció de facultades para expedir el 
reglamento, debe estabk'Ccnc que, por lo que hace a este último punto, como antes se vio, 
hahrá que distinguir qué materias del reglamento autónomo sí pueden legalmente serlo, y 
cuáles serán, en su caso, materia de legislación del Congreso. En lo relativo a la exi¡,'C11Cia 
del seguro, este Tribunal considera que en principio al irnponcrsc a los gobernados la 
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ohligación de asegurar sus vehículos, sin nomiar al mismo licmpo la ohligación de las 
aseguradoras de accplar los conlralos de seguro y sin precisar las primas que ohligadamenle 
deben pagar los gobernados, se está excediendo el reglamenlo de lo que podría ser materia 
de policía y bnen gobierno, pues cslit afcclando derechos palrimoniales y relaciones 
contraclualcs de los ciuda1lanos. Sin emhargo, no se hace declaración alguna en este 
aspecto, alcnlos los lénninos de la lilis en la rel'isión. En lo relalivo al cslahlecimicnlo de 
sanciones pecuniarias, o de desposcirnienlo de l'ehículos, o de arreslos, en principio podría 
decirse que parece claro que se cst3n afcclandn lambién derechos constitucionalmente 
prolegitlos de los ciudadanos, a quienes se causan molestias en sus derechos y propiedades 
o posesiones (pues tanto interés tiene en todas la.i; cuestiones. que se han venido 
examinando quien es duc~o de un vehiculo, como quien es poseedor o delcnlador del 
mismo, por cualquier lilulo, ya que a ambos se puede lesionar en sus intereses legalmente 
prolcgitlos). Y, por último, en cuanlo al penniso especial que se exige además de la 
licencia, para conducir un vehículo de servicio público, eslo será malcria de reglamento 
aulónomo si se !rala sólo de un rcquisilo de conlrol que implica la aulori1.ación aulomálica 
del ejercicio del derecho conslilucional a dedicarse a ese trabajo. Pero si se cnlorpcce, 
mcnoscaha o restringe en alguna fonna el dm-cho cons1ilucional, ello lendría que ser 
malcria tic una ley del Congreso, en tcnninos de los prcccplos que se han venido cilando en 
csle considerando (en csp<-cial los artículos 5o., 73, fracción VI y 89, fracción 1, de la 
Constitución Fctlcr.11). Es decir, si el reglamento hace depender del arbilrio ra10nado o de la 
discreción de la autoridad el otorgar los pcnnisos, resulta inconstitucional, por tratarse de 
materia tic una ley fom1al, o de un rcglan1cnlo de esa ley, ceñido a ella. En el caso, el 
articulo 63 del reglamento deja al arbitrio de la auloridad otorgar el pemliso 1lc que se trata 
a quienes demuestren una experiencia de <los años, presenten constancia Je no tener 
anlccedcnles penales, pasen un exameu medico y psicomélrico y a juicio do las autoridades 
rcsullcn :tprohaJos en un curso Je educación vial, a más <le otorgar una garantía. Como se 
\'e, este precepto está limitando o restringiendo el dorccho de los gobernados a dcdicanc a 
una aclil'idad licita. Y aunque los requisitos exigidos puedan ser ra10nables, es de vcnc que 
sólo una ley del Congreso ¡lOdría imponerles, como limitaciones al derecho conslilucional 
consagrado en el articulo 5o. Sin embargo, si el reglamento ha sido impugnado por su sola 
expedición, como autoaplicativo, es de verse que no procede hacer declaración alguna por 
lo que loca a sanciones, ya que éstas no son autoaplicatil'as. Pero si debe dccl3r.U'SC la 
inconstilucionalidad por lo que toca a m¡uisitos a que voluntariamente debe somelcnc una 
persona para conducir vehlculos de scn·icio público, ya que en estos aspectos el reglamento 
si es auloaplicati\'O, y los afectados dcl>en en principio someterse, motu proprio, 1 las 
disposiciones relativas, contratar seguros, someterse a exámenes, tomar cursos, etcétera.. En 
consecuencia. y atenta la litis del amparo, el rcglamcnlo de que se trata resulta 
inconstilucional en sn articulo 63, en todas sus fracciones (que establece el rcquisito de un 
penniw cspcciótl para conducir \·chiculos de scn·icio público). Y sólo resta hacer now que 
si bien las c>igcncias del reglamento antes mencionadas, que se han cnconlrado 
inconstitucionales, pueden perseguir objctil'os lícitos y aun deseables y necesarios, de lodos 
modos es un valor m.is aho el orden constitucional de separación de poden:s, que limita 
estrictamente al Congreso el uso de facultades lcgislati,·as. 

PRIMER TRIBUNAi. COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
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Séptima Epoca: 

Amparo en revisión 47177. Santiago Sergio Medina Venegas. IS de marLo de 1977. 
Unanimidad de votos. 

Amparo en revisión 74177. Frnneisco llcmández Rios. 23 de marlo de 1977. Unanimidad 
de votos. 

Amparo en rel'isión 151177. Santos Galindo Acosta y coags. 23 de marw de 1977. 
Unanimidad de votos. 

Amparo en rel'isión 121177. llemardo Ortega Vázquez. 29 de marw de 1977. Unanimidad 
de volos. 

Amparo en rel'isión 167177. Roberto llemández. Morales. 29 de mano de 1977. 
Unanimidad de volos. 
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Octava Epoca 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: X, Agosto de 1992 
Tesis: 2a. 1/92 
Página: 44 

INFORMACION. DERECIIO A LA, ESTABLECIDO POR EL ARTICULO 6o. DE LA 
CONSTITUCION FEDERAL. La adición al articulo 6o. constitucional en el sentido de 
que el derecho a la infonnación será garanti111do por el Estado, se produjo con moli\'o de la 
iniciativa presidencial de cinco de octubre de mil novecientos setenta y siete, así como del 
dictamen de las Comisiones Unidas de Estudios Lcgislati\'OS y Primera de Puntos 
Constitucionales de la Cámara de Dipulados de las que se desprende que: a) Que el derecho 
a la infonnación es una garantía social, correlativa a la libertad de expresión, que se 
instituyó con molil'o de l:i llamada "Refom1a l'olitica", y que consiste en que el Estado 
pennila el que, a lrnl'és de los di\'crsos medios de comunicación, se manifieste de manera 
regular la di\'ersidad de opiniones de los partidos polilicos. b) Que la definición precisa del 
derecho a la infonnación quc1la a la legislación secundaria; y c) Que no se pretendió 
establecer una gar;mlía indil'idual consislcnle en qnc cualquier gobernado, en el momento 
en que lo estime oportuno, solicite y obtenga de órganos del Estado determinada 
infom1ació11. Ahora bien, respecto del último inciso no significa que las autoridades queden 
eximidas de su obligación constitucional de infomiar en la fonna y témiinos que establezca 
la legislación s<-cundaria; pcm tampoco supone que los gobernados tengan un derecho 
frente al Estado para obtener infonnación en los casos y a lra\·és de sistemas no previstos 
en l:is nonnas relalil'as, es decir, el derecho a la información no crea en Í3\'or del particular 
la facullad de elegir arbilranamcnle la vía mediante la cual pide conocer ciertos datos de la 
actividad rcali111da por las autoridades, sino que esa facullad debe ejercerse por el medio 
que al respecto se se1ialc legalmente. 

Amparo en revisión 10556183. Ignacio Durgoa Orihuela. 15 de abril de 1985. Unanimidad 
de cuatro \'Olos. l'oncnle: Atanasia Gon11ilci Martlncz. Secretario: Mario Pércz de León E. 
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Novena Epoca 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gacela 
Tomo: 111, Junio de 1996 
Tesis: P. LXXXIX/% 
Página: 513 

GARANTIAS INDIVIDUALES (DERECHO A LA INFORMACION). VIOLACION 
GRAVE PREVISTA EN El. SEGUNDO l'ARRAFO DEL ARTICULO 97 
CONSTITUCIONAL. LA CONFIGURA El. INTENTO DE LOGRAR LA IMPUNIDAD 
DE LAS AUTORIDADES QUE ACTUAN DENTRO DE UNA CULTURA DEL 
ENGAÑO, DE LA MAQUINACION Y DEL OCULTAMIENTO, POR INFRINGIR EL 
ARTICULO 60. TAMBIEN CONSTITUCIONAL. El artlculo 60. cons1i1ucional, in fine, 
establece que "el derecho a la información será garantizado por el Estado". Del analisis de 
los diversos clcrncntos que concurrieron en su creación se deduce que esa garantía se 
encuentra cstr<'Chamenlc vinculada con el respeto de la \'erdad. Tal derecho es, por tanto, 
básico para el mejoramiento de una conciencia ciudadana que conlrihuirá a que ésta sea 
más enterada, lo cual es esencial para el progreso de nuestra sociedad. Si las autoridades 
públicas, elegidas o designadas para servir y defender a la sociedad, asumen ante ésta 
actitudes que penni1an atribuirles conduelas fallas de ética, al entregar a la comunidad una 
infonnación manipulada. incompleta, condicionada a intereses de grupos o personas, que le 
\'edc la posibilidad de conocer la •·crdad para poder participar libremente en la formación 
de la voluntad general, incurren en violación grave a las gar:intias individuales en témtinos 
del articulo 97 constitucional, segundo pirrafo, pues su proceder conlleva a considerar que 
existe en ellas la propensión de incorporar a nuestra •·ida politica, lo que podriamos llamar 
la cultura del enga~o. Je la maquinación y de la ocultación, en lugar de enfrentar la verdad 
y lomar acciones rápidas y eficaces para llegar a esta y hacerla del conocimiento de los 
gohcmados. 

Solicitud JI%. Pelieión del Presidente de los Estados Unidos Me>icanos para que la 
Suprema Corte de Justicia de I• Nación ejcrla la facultad prevista en el p:itrafo segundo del 
articulo '17 de la Constitución Federal. 23 de abril de 19%. Unanimidad de once •·otos. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privaJa celebrada el •·einticuatro Je junio en curso, aprobó, 
con el numero LXXXIX/1996, la tesis que antecede; y delem1inó que la ''olación es idónea 
para integrar tesis de jurisprudencia. Mexico, Distrito Federal, a \'Cin1icua1ro de junio de 
mil novc.-cicntos no\'cnta y seis. 
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No\'cna Epoca 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: V, Febrero de 1997 
Tesis: 2a. Xllf/97 
Página: 346 

INFORMACION, DERECllO A LA. NO EXISTE INTERES JURIOICO PARA 
PROMOVER AMPARO CONTRA EL INFORME RENDIDO POR EL TITULAR DEL 
TRlllUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, AL NO SER UN 
ACTO AUTORITARIO. Si un recurrente sostiene que su inierés jurídico deriva del 
anlculo 60. constitucional, porque como miembro de esa sociedad interesada en que se 
administre justicia en fom1a pronta y expedita, le afecta que el informe rendido por el 
presidente del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal al Pleno del mismo, no 
contenga datos exactos en relación con el rc1.ago de expedientes, tal afectación resulta 
inexacta en atención a que ese precepto consagra el derecho de todo gobernado a fa 
infonnación, pero el contenido del mismo como garantía in<li\'idual debe presuponer la 
existencia de un acto autoritario que \'ulncre directamente esa prcrrogati\'a del gobernado. 
Por tanto, si no se acredita que el quejoso haya solicitado la información de que se trata, no 
se demuestra que exista un acto de autoridad que vulnere la garantía que estima \'iolada 
pues, independientemente de que exista un infonnc de labores rendido por la autoridad 
antes mencionada, ese acto, al no estar dirigido al promo,·cntc, no le causa ningún perjuicio 
pues, en tém1inos de la ley orgánica respectiva, lo rinde al Tribunal Pleno y no al público 
en general. 

Amparo en rc\'isión 2137193. Saúl Uribe Ahuja. 10 de enero de 1997. Cinco \'Otos. 
Ponente: Sergio Salvador Aguirrc Anguiano. Secretaria: Luz Cuelo Manincz. 
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Novena Epoca 
lnslancia: Pleno 
Fuenle: Semanario Judicial de la Federación y su Gacela 
Tomo: XI, Abril de 2000 
Tesis: P. XLV/2000 
Página: 72 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. LA SUPREMA CORTE INTERPRETÓ 
ORIGINALMENTE EL ARTÍCULO 6o. CONSTITUCIONAL COMO GARANTÍA DE 
PARTIDOS POLÍTICOS, AMPLIANDO POSTERIORMENTE ESE CONCEPTO A 
GARANTÍA INDIVIDUAL Y A OBLIGACIÓN DEL ESTADO A INFORMAR 
VERAZMENTE. lniciahnenlc, la Suprema Corte eslableció que el derecho a la 
información insli1uido en el ullimo párrafo del artículo 60. eonslilucional, adicionado 
mcdianle refomrn publicada el 6 de diciembre de 1977, eslaba limilado por la imeialiva de 
rcfonnas y los tlicliimcncs lcgislatí"1s corrcspon<licntcs, a constituir, solamente, una 
garanlía elccloral subsumida denlro de la rdonna polilica de esa época, que obligaba al 
Esiado a pennilir que los partidos polílicos expusieran ordinariamente sus programas, 
idearios, platafomtas y demás caracleristicas inherentes a tales agrupaciones, a través de los 
medios masivos de comunicaciún (Semanario Judicial Je la Federación, Octava Época, 2a. 
Sala, Tomo X, agoslo l'J92, p. 44). Postcriomicnte, en resolución cuya tesis LXXXIX/96 
aparece publicada en el Semanario Judicial Je la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Torno 111, junio 1996, p. 513, este Tribunal Pleno amplió los alcances Je la referida garantia 
al establecer que el 1lcrecho a la infonnación, estrechamente vinculado con el derecho a 
conocer la verdad, exige que las autoridades se abstengan Je dar a la comunidad 
infonnación manipulada, incompleta o falsa, so pena Je incunir en violación grave a las 
garantías individuales en témünos del aniculo 117 constitucional. A través de otros casos, 
resuellos lanto en la Segunda Sala (AR. 21J71'J), fallado el 10 de enero de 1997), como en 
el Pleno (AR. 3137/IJS, fallado el 2 de diciembre de 1999), la Suprema Corte ha ampliado 
la comprensión de ese derecho cntcnd1éndolo, también, como garantía indi\·idual, limitada 
como es lógico, por los intereses nacionales )' los de la sociedad, asl como por el respeto a 
los derechos Je tercero. 

Amparo en revisión 3008198. Ana Laura Sinchct Montiel. 7 Je mano de 2000. 
Unanimidad Je J1ct votos. Ausenle: Oiga Sánchc1 Cordero Je García Villegas. Ponente: 
Juvenlino V. Castro y Castro. Secretaria: Rosalba Rodríguez Míreles. 

Amparo en re\·isión W9'1/9'J. Evangchna Vá!qucz Curie!. 7 de mano de 2000. Unanimidad 
de dict votos. Ausente Oiga Sánche1 Conkro Je García Villegas. Poncnle: Juan Diaz 
Romero. Sccrc1ario: Jorge Cuento R1\"as. 

El Tribunal Pleno, en su sesión pnvada celebrada hoy veintiocho Je mano en curso, 
aprobó, con el numero XLV/2000, la tesis aislada que otntccedc; y determinó que la 
votación es idónea para integrar lesis jurisprudencia!. México, Distrito FcJCllll, a veintiocho 
de mar1.o de dos mil. 

m 



Nota: Los datos de publicación citados, corresponden a las tesis de rubros: 
"INFORMACIÓN. DERECHO A LA, ESTABLECIDO POR EL ARTÍCULO l>o. DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL." y "GARANTÍAS INDIVIDUALES (OERECllO A LA 
INFORMACIÓN). VIOLACIÓN GRAVE PREVISTA EN EL SEGUNDO PÁRRAFO 
DEL ARTÍCULO 97 CONSTITUCIONAL. LA CONFIGURA EL INTENTO DE 
LOGRAR LA IMPUNIDAD DE LAS AUTORIDADES QUE ACTÚAN DENTRO DE 
UNA CULTURA DEL ENGAÑO, DE LA MAQUINACIÓN Y DEL OCULTAMIENTO, 
POR INFRINGIR EL ARTÍCULO <.o. TAMUIÍoN CONSTITUCIONAL.", 
respccti\'amcnle. 

Del amparo en rc\'isión 2137193 citado, dcri\'ó la tesis 2a. Xlll/97, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gacela, No\'cna Úpoca, Torno V, ícbrcro de 1997, 
pagina 346, con el rubro: "INFORMACIÓN, DERECllO A LA. NO EXISTE INTERÉS 
JURÍDICO PARA PROMOVER AMPARO CONTRA EL INFORME RENDIDO POR EL 
TITULAR DEL TRlllUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, AL 
NO SER UN ACTO AUTORITARIO.". 
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Novena Epoca 
Instancia: Pleno 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: XI, Abril de 2000 
Tesis: P. LX/2000 
Página: 74 

DERECHO A LA INFORMACIÓN. SU EJERCICIO SE ENCUENTRA LIMITADO 
TANTO POR LOS INTERESES NACIONALES Y DE LA SOCIEDAD, COMO POR 
LOS DERECIJOS DE TERCEROS. El derecho a la información consagrado en la última 
parte del articulo 6o. de Ja Constitución Federal no es absoluto, sino que, como toda 
garantía, se halla sujeto a limitaciones o excepciones que se sustentan, fundamentalmente, 
en la protección de Ja seguridad nacional )'en el respeto tanto a los intereses de la sociedad 
como a los derechos de Jos gohcmados, limitaciones que, incluso, han dado origen a Ja 
figura jurídica del secreto e.le infomtación que se conoce en la doctrina como "reserva de 
infonnación" o "secreto burocrático". 1:11 c..-stas condiciones, al encontrarse obligado el 
Estado, como sujeto pasivo de la citada gJrantia, a velar por dichos intereses, con apego a 
las nonnas constitucionales y legales, el mencionado derecho no puede ser garantizado 
indiscrimin;utamcntc, sino que el respeto a su ejercicio encuentra excepciones que lo 
regulan y a su \'C/. lo garanti1.an, en atención a la materia a que se refiera; asi, en cuanto a la 
seguridad nacional, se tienen nom1as que, por un lado, rt'Stringcn el acceso a Ja información 
en esta materia, en razón de que su conocimiento púhlico puede generar daños a los 
intereses nacion:llcs y, por el otro, sancionan la inohscr\'ancia de esa rcscr\'a; por lo que 
hace al intcri!s social, se cuenta con nonnas que tienden a proteger la 3\'criguación de los 
delitos, la salud y la moral públicas, mientras que por lo que respecta a Ja protección de Ja 
persona e,i,tcn nonnas que protegen el derecho a Ja vida o a Ja privacidad de Jos 
gohcmadus. 

Amparo en revisión 3137/98. Bruno F. Villaseñor. 2 de diciembre de 11199. Unanimidad de 
ocho \'otos. Ausentes: Pr,-sidcntc Gcnaro David Góngora Pimc:ntcl, Ju\'cntino V. Castro y 
Castro y José de Jesús Gudiño Pela)"· Ponente: Juan Diaz Romero. Secretario: Gonzalo 
Arn."tlondo Jiménc1. 

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy veintiocho de rnar10 en curso, 
aprobó, con el número LX/2000, Ja tesis aislada que antecede; y dctemlinó que Ja votación 
es idónea para integrar tesis jurisprudcncial. México, Distrito Federal, a veintiocho de 
mar10 de dos mil. 



Quinta Epoca 
Instancia: Pleno 
Fuente: Apéndice de 1995 
Tomo: Tomo VI, Parte SCJN 
Tesis: 331 
Página: 222 

LEGISLACION PRECONSTITUCIONAL Tiene fum.a legal y debe ser cumplida, en 
tanto que no pugne con la Constitución vigente, o sea expresamente derogada. 

Quinta Epoca: 

Amparo en revisión 28117. Alvarez e leal.a Ignacio. 17 de diciembre de 1917. Unanimidad 
de nueve votos. 

Amparo en revisión 25/17. Bcaurang de Mally Maria. 17 de diciembre de 1917. 
Unanimidad de nueve votos. 

Amparo en revisión 26117. Duarte de Peón Concepción. 17 de diciembre de 1917. 
Unanimidad de nueve votos. 

Amparo en revisión 27117. Femindcz lldcfonso. 17 de diciembre de 1917. Unanimidad de 
OUC\'C \'Otos. 

Amparo en revisión 29117. Lasliri Miguel. 17 de diciembre de 1917. Unanimidad de nueve 
votos. 
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Quinla Epoca 
lnslancia: Pleno 
Fuenle: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: 1 
Página: 809 

LEGISLACION PRECONSTITIJCIONAL. Tiene íucrt.a legal y debe ser cumplida en 
lanlo que uo pugne con la Conslilución vigcnlc o sea exprcsamenle derogada. 

Amparo adminislralivo en revisión. Alvarcz e lcaza Ignacio. 17 de diciembre de 1917. 
Unanimidad de nueve volos. Auscnles: Enrique Garcla Parra y Agustln IJrdapillcta. La 
publicación no menciona el nombre del ponenle. 
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Quinta Epoca 
Instancia: Pleno 

ANF.XO IO 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XIII 
Página: 1049 

LEGISLACION PRECONSTITUCIONAL. Se estima vigente, en cuanto no esté en 
contradicción con la Carta Fundamental. 

Amparo civil dircclo. Vclasco viuda de Anncria Virginia. 8 de diciembre de 1923. Mayoria 
de nueve volos. Excusa: Vicloriano Pirnentcl. Disidente: Jesús Guzmán Vaca. La 
publicación no menciona el nombre del ponente. 
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AN•:xo 11 

Quinta Epoca 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XXV 
Pagina: 42 

LEGISLACION l'RECONSTITUCIONAL. Las leyes anteriores a la Constitución de 
1917, sólo pueden ser aplicadas cuando no estén en pugna con los preceptos de la Carta 
Fundamental. 

Amparo administrativo en revisión 1694/22. Nava José Guadalupe. 11 de enero de 1929. 
Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 
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Quinta Epoca 
Instancia: Segunda Sala 

ANEXO 12 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XXXI 
Página: 2529 

LEGISLACION l'RECONSTITUCIONAL. Según jurisprudencia establecida por la 
Suprema Corte, deben estimarse en vigor todas las disposiciones legales expedidas durante 
el periodo prcconstitucional, en tanto que no fueren derogadas o estuvieren en pugna con Ja 
Constitución actual. 

Amparo administrativo en revisión 1871/30." Anexas a Florencia", S. A. 28 de abril de 
1931. Mayorla de cuatro votos. Disidente: Jesús Guzmán Vaca. La publicación no 
menciona el nombre del ponente. 
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ANt:XO 13 

Sexta Epoca 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: Segunda Parte, VII 
Página: 52 

IMPRENTA. VIGENCIA DE LA LEY DE. La Ley de Imprenta de nueve de abril de mil 
novecientos diecisiete, expedida por el primer jefe del Ejército Constitucionalista para en 
tanto que el Congreso reglamentase los articulo 6o. y 7o. constitucionales, si se encuentra 
vigente, puesto que el articulo Jo. transitorio del Código Penal Federal establece que 
quedan vigentes las disposiciones de car:\ctcr penal contenidas en leyes especiales en todo 
lo que no este previsto en el propio código, y este artículo transitorio es precisamente una 
excepción a la regla general de abrogación contenida en el inmediato precedente, regla que, 
por tanto, no rige para el caso. 

Amparo directo 1711/56. Alberto Román Guticrrez. 8 de enero de 1958. Unanimidad de 
cuatro votos. Ponente: Agustín Mercado Alarcón. 
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Quinta Epoca 
Instancia: Primera Sala 

ANF.XOl4 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XXXIX 
Página: 1525 

LEY DE IMPRENTA. La Ley de Imprenta, expedida por el primer jefe del Ejército 
Constilucionalista, el 9 de abril de 1917, no puede estimarse como una ley de carácter 
netamente constitucional, sino más bien, reglamentaria de los artfculos 6o. y 7o. de la 
Cons1i1ución, pueslo qne ésia }d se hahia expedido cuando se promulgó la ley, Ja cual 
hubiera carecido de ohjelo, si sólo se hubiera dado para que estuviera en vigor por el 
perenlorio lénnino de 17 di as; y tan es asi, que al promulgarse dicha ley, se dijo que estaría 
en vigor "cnlre lanlo el Congreso de la Unión (que debia instalarse el primero de mayo 
siguienle) reglamenta los artlcuios sexto y séptimo de la Conslitución General de la 
República" y corno no se ha derogado ni reformado dicha Ley de Imprenta, ni se ha 
expedido otra, es indudahlc que dehe estimarse en todo su vigor. 

Amparo penal directo 3723121. Jane! de la Sola J. Jesús. 25 de octubre de 1933. La 
publicación no menciona el sentido de la votación ni el nombre del ponente. 
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Quinta Epoca 
Instancia: Primera Sala 

ANt:xo 1s 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Torno: XLIV 
Pagina: 290 

LEY DE IMPRENTA DE 9 DE ABRIL DE 1917. La legislación prcconstitucional y, en 
especial, la Ley de Imprenta, tiene fuem1 legal y deben ser aplicadas en tanto que no pugne 
con la Constitución \'igente, o sean especialmente derogadas. 

Amparo penal directo 4445/33. Pérez Bemardino. 4 de abril de 1935. Unanimidad de cinco 
votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 
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Séptima Epoca 
Instancia: Pleno 

ANEXO 16 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: 69 Primera Parte 
P:igina: 43 

VIAS GENERALES DE COMUNICACION, LEY DE. CONSTITUCIONALIDAD DEL 
ARTICULO lo., FRACCION VI, INCISOS A), U) Y C) FACULTAD DEL CONGRESO 
DE LA UNION PARA DETERMINAR CUALES CAMINOS SON VIAS GENERALES 
DE COMUNICACION. El articulo 73, fracción XVII, de la Constilución Federal, faculla 
al Congreso de la Unión para expedir leyes sobre vías generales de comunicación, que 
constiluye una materia federal, porque así lo establece un precepto constitucional al olorgar 
a un órgano federal esa atribución. El legislador ordinario federal, por imperativo 
constitucional, debe dclcm1inar cuáles son las l'Ías generales de comunicación y esa 
detcnninación la hill> en el articulo lo. de la ley respectiva. En este caso la Constilución no 
señala en fonna expresa y detallada la materia que concsponde a la competencia de los 
órganos de la Federación, sino en fonna amplia y genérica otorga al Congreso de la Unión 
la facultad de legislar sobre "vías generales de comunicación", y por ello tiene la obligación 
fundamental de indicar cuáles son las vias generales de comunicación y postcrionnente 
dictar las reglas correspondientes a esa malc.·ria. La Constilución estatuye la existencia de 
\'ias generales <le comunicación que son las \'Ías que se consideran con una importancia 
directa para la Federación como orden jurídico lolal del Eslado mexicano. Por olra parte, de 
acuerdo con el articulo 124 de la misma Conslilución, se concluye que los l'.slados 
federados lienen facultad de establecer la reglamenlación de las vías locales de 
comunicación, y 4ue la Federación la post-e en lo relalivo a vlas generales de 
comunicación, por así disponerlo el articulo 73, fracción XVII, de la Constilución Federal. 

Amparo en revisión 2345/62. Turismos lnlcmacionales del Pacifico, S.A. de C.V. 
(acumulados). J de scpliemhn: de 1974. Unanimidad de diecinueve volos. Ponenle: Rafael 
Rojina Villegas. Sccrclario: Agustln Pércz Carrillo. 
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Quinta Epoca 
Instancia: Segunda Sala 

ANEXO 17 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XLV 
Página: 84 

l.IBERTAIJ IJE IMPRENTA. La libertad para publicar escritos sobre cualquiera materia, 
que consagra el articulo 7o. constitucional, está limitada en la misma Constitución, por el 
articulo 1 JO, que previene que las publicaciones periódicas de carácter confesional, no 
podrán comentar asuntos políticos nacionales, ni informar sobre actos de las autoridades del 
país, o de particulares, que se relacionen directamente con el funcionamiento de las 
instituciones publicas. 

Amparo administratim en revisión 1445/JJ. Barquín y Ruil Andrés. J de julio de 1935. 
Unanimidad de cuatro votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 
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Quinta Epoca 
Instancia: Primera Sala 

ANEXO 18 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XXIX 
Página: 755 

ATAQUES AL ORDEN Y ,\ LA PAZ PUBLICA, DELITO DE. Confonne a las 
fracciones 1 y 11 del articulo Jo. de la Ley de 9 de ahril de 1917, consliluycn al orden y a la 
pa1. pi1hlica: !oda manifcslación o exposición maliciosa, hecha públicamente, por medio de 
discursos, grilos, c:1111os, nmenaJas, manuscrilos, o por medio de la imprenla, del dibujo, de 
la litogralla, del cinemalógrafo, del grabado o de cualquiera otra manera, que lenga por 
obje10 dcspresligiar, ridiculi1.ar o deslmir las instituciones fundan1cn1alcs del país; o cuando 
por esos medios se injurie a la nación mexicana, o a las cnlidades polllicas que la formen, 
elcélera. Pero el hecho de cnconlrar en la casa hahilación de un individuo, documenlos de 
esa naluralcrn, no significa que eslé comprobada la responsabilidad de ese individuo, en 
grado de complicidad, pueslo que d prcceplo legal preinserto, m¡uicre que las 
manifestaciones o cxprrsioncs a que se refiere, se hagan públicamente. por los diversos 
medios que se indican, y el hecho de que el acusado tenga en su casa esos documentos, no 
signirica que hay;1 puhhcado en alguna fonna, su contenido, ni haya intervenido en modo 
alguno, en su circulación; m:i:~imc si no se encontraron \'arios cjrmplarcs de cada uno de 
esos docurncnlos, lo que pudiera indicar el pro¡>ásilo de hacer propaganda. 

Amparo penal dir<'Clo 2286128. llcmindcl Gabriel. 11 de junio de 1930. Unanimidad de 
cinco volos. l.a publicación no menciona el nombre del ponenlc. 

226 



Quinta Epoca 
lnslancia: Primera Sala 

ANt:xo 19 

Fuculc: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XLIV 
Página: 290 

ATAQUES AL ORIJEN O A LA PAZ PUBLICA, DELITO DE. Enlrc el delilo de alaqucs 
al orden o a la paz pública, definido por la fracción 11 del articulo Jo. de la Ley de lmprenla 
de 9 de abril 1lc 1917, y el dclilo de uhrajcs prcvis10 por el articulo 190 del Código Penal 
del Dislrilo Fedeml, hay de común el elcmcnlo cons1i1u1ivo del uhrajc hecho a la au1oridad, 
pero di ficrcn csencialmcnlc en cuamo a los medios de comclcrsc; pues para el primero, se 
requiere que su consumación se llc,·c a cabo por medios que se dirijan al público o que 
impliquen publicidad, clcmcnlos que no se requieren para el segundo de dichos dclilos, 
para el cual basla el uhrajc mismo, independientemente de sus medios de c'prcsión. 

Amparo penal dircclo 4445/33. Pére1. Bcmanlino. 4 de abril de 1935. Unanimidad de cinco 
votos. l.<1 publicación no menciona el nombre del ponente. 

V canse: 

Semanario Judicial de la Fcdcmción, Quinla Epoca, Tomo XXIX, página 755, lcsis de 
rubro "ATAQUES AL ORDEN Y A LA PAZ PUBLICA, DELITO DE.". 

Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1985, Cklava Parte, Común, pigina 
61, 1csis 38, de rubro "IMPRENTA, DELITOS COMETIDOS CONTRA 
PARTICULARES, POR MEDIO DE LA. COMPETENCIA DEL FUERO COMUN.". 
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Quinta Epoca 
Instancia: Primera Sala 

AN.:X020 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: XXVII 
Página: 1033 

DEUTOS DE PRENSA. Confonna a la fracción VI del articulo 20 constitucional, los 
delitos de prensa serán juzgados, en todo caso, por un jurado. Cuando en alguna entidad 
federativa no exista la institución del jurado, y el reo de ese delito haya sido juzgado por un 
tribunal de derecho, si al ocurrir en amparo, la Corte establece, en su ejecutoria, que 
precisamente debe ser juzgado por un jurado, el hecho de que no exista la institución, no 
debe ser motivo para que la autoridad responsable retarde indefinidamente el proceso, sino 
que debe dcclarnr que no existen tém1inos hábiles para juzgar al inculpado, por un delito de 
prensa. 

Queja en amparo penal 235/29. Ero1.a Javier M. 15 de octubre de 1929. Mayoría de tres 
votos. Disidentes: Femando de la Fuente y Carlos Salcedo. La publicación no menciona el 
nombre del ponente. 
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Quinta Epoca 
Instancia: Primera Sala 

ANF.XO 21 

Fuente: Semanario Judicial de Ja Federación 
Tomo: XXIX 
Pagina: 503 

DELITOS DE PRENSA. En el caso de delito de ataques al orden o a Ja paz pública, 
penado por la Ley Reglamc111aria de Jos articulos 6o. y 7o. de Ja Constitución Federnl, si se 
han cometido por medio de Ja prensa, Jos delincuentes deben ser juzgados por un jurado de 
ciudadanos, como Jo ordena el articulo 20, fracción VI, de la Constitución. 

Amparo penal directo 1460128. Colón Porfirio y coagraviados. 30 de mayo de 1930. 
Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 



Quinla Epoca 
Instancia: Primera Sala 

ANF.X022 

Fucnlc: Semanario Judicial de Ja Federación 
Tomo: XXXVIII 
Página: 220 

DELITOS DE PRENSA. La garanlía consagrada por Ja fracción VI del aniculo 20 
conslilucional, para aquellos delincuentes que comelen infracciones criminosas, ulilizando 
como inslnnnenlo Ja prensa, comprende: las infracciones llevadas a cabo por medio de la 
mulliplicación mecánica, por Ja imprcnla; por hojas periódicas, libros, follclos o 
simplemenlc volanles, o por cualquier clase de impresos, siempre que esos hechos afeclcn 
al orden público o alaquen la seguridad exlcrior o inlcrior de Ja nación; por lo que, para 
tener derecho a ser juzgado por un jurado de ciudadanos, en ve1. de ser somelido a un Juez 
de derecho, es indispensable que el delilo de que se lrala, haya sido comelido por la prensa 
y, además, que lraslome el orden público o destruya el equilibrio exlerior o inlerior de la 
nación. 

Amparo penal directo 4709/31. Can1ps Trujillo Federico y coagraviados. 10 de mayo de 
1933. Unanimidad de cinco volos. La publicación no menciona el nombre del ponenle. 



Quinta Epoca 
Instancia: Primera Sala 
Fuente: Semanario Judicial de Ja Federación 
Tomo: XXXVIII 
Página: 221 

ORDEN PUBLICO, ATAQUES AL, CON MOTIVO DE PROPAGANDA POLITICA. 
La Ley de Imprenta de 1917, en el inciso 1 de su articulo Jo., define Jo que debe entenderse 
como ataques al orden publico, y considera que toda manifestación maliciosa, hecha 
publicamcnte, por medio de discursos o de Ja imprenta, que tenga por objeto desprestigiar, 
ridiculi1.ar o destruir las instituciones fundamentales del pais, trastoman el orden publico, 
por lo que el formar parte de una manifestación de carácter comunista, llevando cartelones 
con inscripciones alusivas tendentes a propagar Ja doctrina soviética; pronunciar discursos 
exallando esas ideas y denominar funcionario fascista al presidente de la Rcpublica, 
lanzando mueras en su contra, para extcriori1.ar la inconformidad de los manifestantes, con 
el sistema de gobiemo atacado, no constituye propiamente un conjunto de actos que 
trastomcn el orden publico, ya que tienen por objeto principal, hacer prosélitos y atraer 
adeptos a la doctrina soviética. 

Amparo penal directo 4709/31. Camps Trujillo Federico y coagraviados. 10 de mayo de 
1933. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 
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Séptima Epoca 
Instancia: Primera Sala 

ANt:X024 

Fuente: Semanario Judicial de Ja Federación 
Tomo: 59 Segunda Parte 
Página: 21 

ESCUDO NACIONAL, USO DEL, EN DOCUMENTOS FALSIFICADOS. El delito a 
que se refiere el articulo 192 del Código Penal está dentro del capítulo que tiene como 
rubro el "ultraje a las insignias nacionales" y por Jo tanto una interpretación sistemática 
lleva a la conclusión de que para que el delito se integre es indispensable cierto ánimo de 
ludibrio; pcm si la utilización del escudo se hace en una relación de medio a fin, de manera 
que venga a fonnar parte de un documento falsificado, aunque es cierto que al adherirse el 
escudo nacional confomrn una conducta indebida, sin embargo Ja antijuridicidad de ella no 
integra Ja figura prevista en el articulo 192 del Códi¡,'O Penal, sino que es uno de los medios 
a los que se re-curre para dar apariencia de autenticidad a Jos documentos falsos. 

Amparo directo 2 l 23n3. Mario Garcla Vega. 23 de novien1bre de 1973. Unanimidad de 
cuatro votos. Ponente: Ernesto Aguilar Alvarcz. 
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Quinta Epoca 
Instancia: Primera Sala 

ANF.X02S 

fuenle: Semanario Judicial de Ja federación 
Tomo: XXXIX 
Página: 867 

MORAL PUBLICA, CONCEPTO DE LA. La ley deja a la estimación subjetiva del 
juzgador, fijar los conceptos de buenas costumbres, moral pública y demás que fonnan la 
esencia de los delitos a que se refieren los anlculos 200 del Código Penal vigente, y 2o. 
fracción 111, y 32, fracción 11, de la Ley de lmprcnla, y la doctrina acerca de este delito 
cslablcce los siguienle: para Garraud, los actos impúdicos u obscenos, elementos materiales 
del delito de ultrajes al pudor, son todos aquellos actos que ofenden al sentido moral o el 
pudor público, pero como la noción del pudor es variable según el medio social y el grado 
de civilización de los pueblos, es conl'eniente dejar a los Jueces el cuidado de detcnninar 
qué actos pueden ser considerados como impúdicos u obscenos. Si se trata de establecer 
una clasificación cnlre las mil formas que reviste el delito que nos ocupa, se advertirá que 
pueden consistir en un ultraje al pudor y también a las buenas costumbres. En esta segunda 
clase se comprenden aquellos actos que hieren la honestidad pública, y tienden, por esto 
mismo a excilar, favorecer o facilitar la corrupción de las personas de uno u otro sexo. 
Fahreguelles, establece que habrá ultraje a las buenas costumbres, cuando se compruebe 
<JUe el análisis, la descripción y la pintura cuidadosamente detalladas de escenas impúdicas 
y lascivas, están destinados, por la naturale1.a misma de la cosa, a seducir o pervertir la 
imaginación. De esta doctrina se llega a la conclusión de que el delito de referencia 
consiste, en concreto, en el choque del acto de que se trata, con el sentido moral público, 
debiendo conlrastarse el acto reputado delictuoso, con el estado moral contcrnporán<'O de la 
sociedad en que se pretende que se ha cometido el delito. 

Amparo penal directo 1874/32. Gutiérrez Paredes Lcopoldo. 6 de octubre de 1933. 
Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 
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Quinta Epoca 
Instancia: Primera Sala 

ANF.X026 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Tomo: LVI 
Página: 133 

MORAL PUBLICA Y BUENAS COSTUMBRES, ULTRAJES A LAS. La facultad de 
declarar que un hecho es o no delito e imponer las penas consiguientes, es propio y 
exclusivo de la autoridad judicial, confom1c al articulo 21 constitucional, y tal facultad no 
puede ser restringida o invalidada por el hecho de que una dependencia administrativa haya 
consentido en la distribución de una revista, de que la naturaleza de esta, pudo sufrir 
cambios radicales o transfommciones, dc-sde el punto de vista moral, a partir de la fecha del 
registro hasta la de la comisión del delito de ultrajes a la moral publica o a las buenas 
costumbres. Por otra parte, la calificación de que una revista sea obscena, cae bajo la 
apreciación del Juez de los autos, sin que sea necesario que haya una prueba especial y 
directa, encaminada a establecer ese extremo; pues, siendo obsceno lo contrario al pudor, al 
re-cato o al decoro. el Juez está capacitado para detcm1inar si ese es el carácter de la revista 
distribuida y hecha circular por el acusado, por presumirse, fundadamcnte, que posee el 
sentimiento medio de moralidad que impera en un momento dado en la sociedad, y tal 
apreciación no puede violar garantías, a menos que este en contraposición con los datos 
procesales. Dado el carácter variable de la noción de buenas costumbres y de moral publica, 
según sea el ambiente o grado de cultura de una comunidad determinada, es necesario dejar 
a los Jueces el cuidado de dctcm1inar cuáles actos pueden ser considerados como 
impúdicos, obscenos o contrarios al pudor publico. A falta de un concepto exacto y de 
reglas fijas en materia de moralidad publica, tiene el Juez la obligación de intaprctar lo que 
el común de las gentes entienden por obsceno u ofcnsi\·o al pudor, sin recurrir a 
procedimientos de comprobación, que sólo son propios para resolver cuestiones puramente 
técnicas. Es el concepto medio moral el que debe servir de nonma y gula al Juc1, en la 
decisión de estos problemas jurídicos y no existe en tan delicada cuestión. un medio técnico 
preciso que lleve a rcsol\·cr, sin posibilidad de emir, lo que legalmente debe conceptuarse 
como obsceno. Por tanto, no es la opinión de unos peritos, que no los pualc haber en esta 
materia, la que debe servir de sostén a un fallo judicial, ni es la simple intapretación 
lexicológica, el único medio de que se puroc disponer para llegar a un1 conclusión; debe 
acudirse, a la vez, a la interpretación jurídica de las expresiones usadas por el legislador y a 
la doctrina, como auxiliares en el ejercicio del arbitrio judicial que la ley otorga a los Jueces 
y tribunales. En suma, a pesar de que no existe una base o punto de partida invariable para 
juzgar en un momento dado, doble lo que es moral o inmoral, conlrario a las buenas 
costumbres o a fin a ellas, si se cuenta con un prucc-Jimicnlo apropiado para l!'licar la ley y 
satisfacer el propósito que ha presidido la institución de esa clase de delitos. Esto no 
significa que se atribuya a los Jueces una facultad omnimoda y llbilf'lria. como toda 
función judicial, la de aplicar las penas debe sujetarse a determinadas reglas y el juzgador 
no debe perder de vista que sus decisiones se han de pronunciar de acuerdo ron el principio 
ya enunciado, de la moralidad mroia que impera en un momento Jada en la sociedad y en 
relación con las constancias de autos, pues de otra manera incurritú en violaciones de 



garantlas la sentencia que declara que se comprobó el cuerpo del delito que sanciona el 
artículo 200 del Código Penal, al haber distribuido, el acusado, una revista cuyos 
ejemplares contienen grabados y leyendas que, atendiendo a la opinión corriente que en 
materia de moral priva en nuestro medio, son de la clase de obras que nuestra sociedad 
rechaza y estima como disolventes de las costumbres y hilbitos sociales, si el tema que 
inspira dichos grabados y leyendas, tiende a exaltar hasta un grado morboso y como 
tendencia exclusiva de la publicación la convivencia sexual y, en ocasiones, hasta el 
comercio camal. 

Amparo penal directo 4291137. Sa)Tols Mass Francisco. 6 de Abril de 1938. Unanimidad 
de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 



Novena Epoca 
lnslancia: SEPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gacela 
Tomo: XI, Mayo de 2000 
Tesis: l.7o.C.30 C 
Pagina: 921 

DAÑO MORAL. PUBLICACIONES PERIODISTICAS QUE LO CAUSAN. El an!culo 
1916 del Código Civil para el llistrilo Federal en Materia Común, y para !oda la República 
en Materia Federal, dispone que por daño moral se entiende la alleración profunda que la 
viclima sufre en sus scnlimicntos, afectos, creencias, decoro, reputación, honor, vida 
privada, configuración y aspectos fisicos, o bien en la consideración que de si misma tienen 
los demas, producida por un hecho ilícilo; por su pane el diverso numeral 1830 del 
ordenamiento legal en cila, cslablece que es ilícito el hecho contrario a las leyes de orden 
público o a las buenas coslumbres. En ese orden de ideas, para no incurrir en alguna de las 
hipótesis colllenidas en lales preceptos logalcs, los medios de comunicación impresa están 
obligados a corroborar la veracidad de las notas infom1ativas que prelcndan publicar; es 
decir, deben verificar que aquello que van a hacer del conocimicnlo público se apegue a la 
realidad, para estar en aptilud de publicar una información objetiva y veraz, y no afeclar el 
honor y repulación de las personas, causandoles un demcrilo en su prestigio, lo que de 
acuerdo con el aniculo lo. de la Ley de Imprenta vigenlc, conslituye un ataque a la \•ida 
privada, única limitante a la libenad de expresión, previslll en los numerales 6o. y 7o. de la 
Constilución Federal; en consecuencia, dichos medios deben ajuslar a la \'erdad sus notas 
infom1alivas, cuidando ademas los términos que cmplem al redactarlas, alendiendo a que 
no debe ser justificante que quien hace una publicación ignore el significado jurídico del 
1ém1ino empicado, puesto que el desconocimienlo de la ley no puede SCf\'ir de eKcusa para 
un medio de comunicación que se presume cuenla con esp<."Cialistas y profesionales en la 
labor infonna1iva. 

SÍ:PTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo direclo 11207199. Ricardo llcnjan1in Salinas Pliego. 4 de febrero de 2000. 
Unanimidad de volos. Ponenlc: Anastacio Maninez Garcia. Secrclllrio: Carlos Anuro 
Ri\'cro Verano. 
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ANUO 28 

Novena Epoca 
Instancia: DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 
CIRCUITO. 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: XIII, Mayo de 2001 
Tesis: l.IOo.C.14 C 
Pagina: 1120 

DAÑO MORAL. LIBERTAD DE IMPRENTA O PRENSA. LIMITANTES 
ESTABLECIDAS EN EL ARTICULO 7o. CONSTITUCIONAL. Del texto del articulo 
7o. conslilucional se advierte que es inviolable el derecho de toda persona flsica o moral, de 
escribir y publicar escritos sobre cualquier materia. Sin embargo, el propio precepto 
cslablecc limilcs al ejercicio de esa libertad, los cuales consislcn en el respeto a la vida 
privada, a la moral y a la paz pública. De lo que deriva que la publicación de ideas u 
opiniones no es ilimitada e implica que si bien la libre comunicación de pensamientos y 
0¡1inioncs es una garantía constitucional, quien realice ese tipo de actividades debe 
responder de su abuso, cuando contravenga el rcspclo a la vida, a la moral y a la paz 
pública. En atención a ello es que el articulo 1916 bis del Código Civil para el Distrito 
Federal, señala que no cslar.I obligado a la reparación del daño moral quien ejerza sus 
derechos de opinión critica, expresión e infonnación, pero con las limitaciones a que se 
refiere el precepto constitucional citado. Por lo que si en ejercicio de la libertad de imprmta 
o prensa, se publican expresiones que atenten contra la integridad moral de una persona, el 
responsable de esa publicación se encuentra obligado a la reparación del daño moral 
causado, independientemente del \'Ínculo que tenga con quien lo haya redactado, pues con 
el fin de no incurrir en un hecho illcilo, est:I obligado a verificar que sus publicaciones 
carezcan de manifestaciones o cxprcsionL"S maliciosas, que no expongan a persona alguna 
al odio, desprecio o ridículo, ni pueda causarle demento en su reputación o en sus intcrcscs, 
lo que de acuerdo al precepto lo. de la Ley de Imprenta en vigor, constituye un ataque a la 
vida privada. Si bien los artículos 16 y 17 de esa ley establecen a quión debe considerarse 
responsable en la comisión de delitos por medio de la imprenta, litografla, grabado o 
cualquiera olro medio de publicidad, no resultan aplic.ables para detcnninar la 
responsabilidad por daño moral, pues ésta no es de carácter penal sino civil y se encuentra 
regulada por el Código Ci,·il en el libro cuarto, denominado "De las obligaciones", primera 
parte "De las obligaciones en general", titulo primero "Fuentes de las obligaciones", 
capitulo V "De las obligaciones que nacen de los actos ilícilos". 

DÉCIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 76812000. Publicaciones Uergo, S.A. de C.V. 27 de febrero de 2001. 
Unanimidad de volos. Ponente: J. Jesús Pérez Grimaldi. Secretaria: Margarit.t Monison 
Pércz. 
Véase: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, No\·cna Época. Tomo XI, mayo 
de 2000, p:igina 921, tesis 1.7o.C.30 C, de rubro: "DAÑO MORAL. PUBLICACIONES 
PERIOD(STICAS QUE LO CAUSAN.", 
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